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Presentación 

V 'olver a editar la Nueva Legislación Concursal 
es dar continuidad, fuerza renovadora, a los 

comentarios eruditos que Hiram de León vierte sobre 
la publicación de la reformada Ley de Concursos 
Mercantiles. 

Las tesis que sostiene el texto son trascendentales 
en los estudios sobre derecho mercantil, pues 
sustentan juicios críticos que ponen el acento en 
los valores de derecho en oposición a decretos 
dogmáticos y arbitrarios, mostrando a la vez la 
estirpe conceptual, sello del conocer. 

En cada uno de los comentarios predomina el 
ejercicio de la inteligencia y el raciocinio del jurista 
que penetra cabalmente, en el análisis sobre las 
propuestas de reforma. 

Por esta razón la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales se honra al publicar una segunda edición, 
corregida y aumentada por el autor, para mostrarla 
complejidad y el significado que entrañan los 
cambios a la ley, que a la postre configuran el 
macrocosmos en el que, a pesar de los avances de 
la ciencia y la tecnocracia, no se han eliminado los 



desequilibrios sociales que acentúan los artilugios 
para interpretar la iniciativa, el cambio, el acto de 
gobierno o de acción; las dos caras de la urdimbre 
de la legalidad. 

Hoy más que nunca, es necesario que siga brillando 
sobre el horizonte la justicia y la paz para que exista 
un equilibrio que permita armonizarla igualdad, las 
oportunidades educativas, y favorezca la integración 
social con base en la sentencia que rige el universo: 
Haud facilem esse viam volvit. 

Ciudad Universitaria, septiembre de 2000. 

Lic. Helio E. Ayala Villarreal 
Director 

Introducción 

En el año de 1621 se publicó, por don Francisco 
de Salgado y Somoza, la obra que marca e l 

inicio del estudio sistemático del derecho concursal. 

Su afamado Labyrinthus creditorum 
concurrentium ad litem per debitorem 
communnen ínter ¡líos causatam constituye un 
hito en la historia del derecho universal, al conjugar 
el docto saber de don Francisco, con la experiencia 
que la práctica de abogado le había permitido 
acumular; misma que en la paz del Convento, donde 
pasó sus últimos años, tuvo ocasión propicia para 
meditar. 

El tiempo ha transcurrido, pero, la importancia del 
tema abordado por el jurista hispano es evidente 
en un sinnúmero de investigaciones, tratados, 
corrientes doctrinales, especialmente la legislación 
y la práctica forense. 

Al respecto, nuestro País, no se ha quedado al 
margen. A Nuevo León le ha tocado en suerte, ser 
no tan sólo testigo, sino partícipe. En nuestra ciudad, 
don Joaquín Rodríguez y Rodríguez inició, la labor 
que se traduciría en la actualmente abrogada Ley 



de Quiebras y Suspensión de Pagos, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación de 20 de abril 
de 1943 y que atento a lo previsto por su artículo 
primero de Disposiciones Transitorias entró en vigor 
a los tres meses de su publicación, esto es, el 20 
de julio del año precitado; además, se dio trámite a 
importantes procedimientos tanto de Quiebras, 
como de Suspensión de Pagos, obrando en los 
expedientes respectivos, el saber de excelentes 
juristas locales, nacionales e internacionales. 

Destaca en este período la labor realizada por las 
Cámaras Nacional de Comercio, Servicios y 
Turismo de Monterrey y de la Industria de 
Transformación de Nuevo León, quienes supieron 
desempeñar, sin más interés que el bienestar social, 
el cargo de Síndico, con propiedad y dignidad. 
Delegando el mismo, en la persona del prestigiado 
profesional y hombre de bien, don Ricardo Margáin 
Zozaya, desde 1943 hasta su fallecimiento en 1986. 

De la convivencia profesional y amistosa con don 
Ricardo, brotó en mí, el interés por esta temática, 
combinado con la práctica - como Delegado del 
Síndico a partir de 1986 - , el estudio y la enseñanza 
de la disciplina en la Maestría de Derecho Mercantil 
de nuestra Institución, en la cual he tenido el 
privilegio de contar con destacados alumnos que 
desempeñaban elevados cargos de responsabilidad 
en el sector público y privado- circunstancia que ha 
favorecido el prestigio que a través de los años, han 
adquirido los estudios de Maestría que ofrece esta 

Facultad, misma que se enorgullece de contar con 
abogados de diversas instituciones de nivel superior 
y de distintas entidades federativas. 

La Ley de Concursos Mercantiles llamó mi 
atención y en su oportunidad se publicó la Ley de 
Concursos Mercantiles. Reflexiones, misma que 
se agotó rápidamente, y que mereció generosos 
análisis jurídicos, entre otros del Sr. Lic. Carlos 
Francisco Cisneros Ramos. 

Deseo hacer especial mención de los comentarios 
efectuados por los integrantes de la Academia 
Neolonesa de Derecho Mercantil, A.C., de la 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, A.C. 
Sección Nuevo León y de los juristas Sr. Senador 
Luis Santos de la Garza y Dip. Abelardo Perales 
Meléndez, Presidente de la Comisión de 
Gobernación y Puntos Constitucionales de la H. 
Cámara de Diputados. 

En cumplimiento al Plan elaborado por la Dirección 
de nuestra Facultad, conjuntamente con los 
catedráticos de Derecho Mercantil, se da a conocer 
en la presente obra, los comentarios a la Ley de 
Concursos Mercantiles publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 12 de mayo del 2000 y 
que entró en vigor al día siguiente de su publicación. 
Se incorporan asimismo, el texto íntegro de la Ley y 
la llamada Miscelánea de Garantías publicada el 
23 de mayo del presente, a fin de facilitar al lector el 
conocimiento del tema; Convocatoria de Registro 
de Especialistas de Concursos Mercantiles, Solicitud 



de Inscripción en el Registro de Especialistas 
de Concursos Mercantiles además las Reglas de 
Carácter General Ordenadas por la Ley de 
Concursos Mercantiles aprobadas el 9 de agosto 
de 2000 por la Junta Directiva del Instituto Federal 
de Especialistas de Concursos Mercantiles, las 
cuales se encuentran en vigor a partir del 11 de 
agosto del año en curso. El texto de dicha regla no 
se publica en el Diario Oficial sino se pone a 
disposición del público en general en el sitio del 
Instituto en Internet: www.ifecom.cjf.gob.mx y en 
el domicilio del mismo: Periférico Sur 2321, Col. 
San Angel Tlacopac, México, D.F. 

Especial relevancia tiene la incorporación a esta 
segunda edición del estudio realizado por el 
distinguido Maestro, exdirector de nuestra facultad 
Dr. Arturo Salinas Martínez sobre la iniciativa de Ley 
de Concursos Mercantiles. 

Una mirada al proceso reformador que emanan de 
los textos, muestra la importancia de publicar este 
opúsculo, cuyo propósito es servir a catedráticos 
de esta Facultad, docentes y estudiantes de la 
jurisprudencia en la administración de la nueva Ley. 

Ciertamente, no basta el conocimiento de las leyes 
para la impartición de la justicia y el bienestar social, 
es preciso el compromiso y la disposición al 
progreso y a la renovación que, bajo una mística 
patriótica ofrezca sustento a nuestra nacionalidad. 

Ejercer un pensamiento claro y dinámico que explore 
los nuevos rumbos y aportes del derecho es un 
ejercicio insoslayable de nuestra profesión. De ahí 
que la fuerza cenital que rige el presente 
documento, es proporcionar una información exacta 
de los cambios en la Ley de Concursos 
Mercantiles para su análisis y juicio crítico. 

El mundo contemporáneo intelectual exige además 
la eticidad de todo comportamiento humano, es 
decir, el cumplimiento de la norma jurídica, que 
emana de la norma interna de la conciencia, lo que 
Hegel afirmó al decir que "el Estado debía estar 
fundado en un mínimo ético". 

Con este convencimiento, la administración actual 
de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 
consciente de su compromiso moral, se entregó a 
la tarea de hacer esta publicación, que forma parte 
de la Biblioteca de la División de Posgrado, como 
cuaderno 3. A este trabajo, habrá de seguir, en 
dos tomos, una Ley de Concursos Mercantiles 
Comentada, labor que para su conclusión deberá 
aguardarse a que el Instituto Federal de 
Especialistas de Concursos Mercantiles, emita los 
Reglamentos a que la Ley alude. 

La tarea presente no hubiera sido posible sin el 
consejo, observaciones y aportaciones del 
prestigiado jurista, maestro indiscutible, Sr. Lic. don 
Carlos Aguilera Ortiz, quien con la generosidad que 
le caracteriza, distrajo su ocupado tiempo para emitir 
su siempre acertado criterio. 

http://www.ifecom.cjf.gob.mx


Mi reconocimiento y gratitud, al Señor Lic. Helio E. 
Ayala Villarreal por su preocupación de elevar el nivel 
académico de nuestra Facultad, fomentando la 
investigación y formación de estudios 
especializados; por pensar enmedio del denuedo, 
en formar mejores juristas, beligerantes al cambio, 
dispuestos a liberarse de las ataduras del pasado, 
en pro de un País diferente. 

La Facultad de Derecho, reconocida como la primera 
en el correr del tiempo de nuestra Universidad, nos 
exige ahora luchar por ella para mantenerla como 
la primera en lo académico, a un nivel de excelencia. 
Acrecentemos en la Universidad lo más valioso con 
que supo dotarnos en nuestra vida estudiantil: el 
amor por la cultura, puesta al servicio de la verdad. 

Ciudad Universitaria, 11 de septiembre de 2000 
Lic. Hiram L. de León Rodríguez 

Capítulo I 
Antecedentes 

En el mes de Diciembre de 1999, teniendo como 
Cámara de Origen la de Senadores, se dió inicio 

al proceso Legislativo que culminó con la aprobación 
de la denominada Ley de Concursos Mercantiles. 

Es de observarse que, con anterioridad a la 
presentación de la Iniciativa, no se convocaron los 
llamados "Foros de Consulta" que es costumbre 
realizar para dar a conocer a la ciudadanía los 
proyectos de ley, sus reformas o adiciones. 

Sin embargo, al hacerse público el contenido del 
Proyecto de Iniciativa, el mismo generó un sano 
interés en todos aquellos que se relacionan con las 
disciplinas jurídicas - sea en el campo de la práctica, 
de la investigación o la docencia - y especialmente 
en quienes, en mayor o menor grado, dan vida a la 
actividad mercantil en nuestro País. 

Con tal motivo, se efectuaron importantes eventos 
en esta ciudad, destacando el realizado en nuestra 
Facultad el día 26 de noviembre de 1999, en el cual, 
en un ambiente de elevada calidad académica, se 
llevó a cabo un análisis serio y ponderado del 
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referido proyecto de Ley, participando legisladores 
federales, catedráticos, investigadores, funcionarios 
judiciales, estudiantes de posgrado e interesados 
en la temática, evento que culminó con dos hechos 
importantes: 

Primero.- La solicitud formal al C. Senador de la 
República, Lic. Luis Santos de la Garza - quien fué 
uno de los principales expositores -, a fin de que 
aceptase ser amable conducto para hacer del 
conocimiento de sus compañeros Senadores y 
desde luego, de la Cámara como órgano legislativo, 
los puntos de vista que se habían presentado en la 
reunión, tanto por personas físicas como por 
instituciones y organismos profesionales, entre los 
que destacaron los expuestos por la Academia 
Neolonesa de Derecho Mercantil, A.C., por conducto 
de los señores Licenciados Camilo Villarreal Alvarez 
y Sergio Guadalupe Villarreal Lozano. 

Es justo reconocer que, con absoluta generosidad, 
el Senador de la República, distinguido profesional 
egresado hace 55 años de nuestra Facultad, aceptó 
y cumplió cabalmente con la solicitud que se 
menciona, según es de verse en su intervención en 
la Tribuna del Senado de la República en fecha 7 
de Diciembre de 1999, en la cual se discutió el 
Proyecto convertido en Iniciativa. Lo anterior consta 
en el respectivo Diario de Debafes. 

Segundo.- Desde el ángulo académico, destaca la 
publicación, por parte de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales y Colegio de Criminología, del libro 

denominado Ley de Concursos Mercantiles. 
Reflexiones, lo cual trajo consigo, por una parte, el 
despertar a nivel nacional de especialistas en 
Derecho Mercantil y en Derecho Constitucional el 
interés no tan sólo por conocer y dar seguimiento a 
la Iniciativa, sino para expresar sus puntos de vista 
respecto de aspectos jurídicos que se cuestionaban, 
especialmente los de orden constitucional, 
contribuyendo de esta forma a enriquecer el debate 
y obligando a la Cámara Revisora, en la especie la 
de Diputados, a efectuar un examen más minucioso 
de la Minuta que contenía la Iniciativa aprobada por 
la Cámara de Senadores y en concreto de los 
señalamientos efectuados en la Tribuna por el 
Senador Santos de la Garza - es de justicia 
mencionar así mismo la intervención del Senador 
Juan Antonio García Villa, - así como los 
planteamientos que en un total de 53 nuestra 
Facultad de Derecho y la Academia Neolonesa de 
Derecho Mercanti l , A.C., presentaron 
oportunamente ante el órgano Legislativo, mismos 
que se encontraban contenidos en la referida obra 
Ley de Concursos Mercantiles. Reflexiones, de la 
cual s$ exhibió un ejemplar, acompañado al Oficio 
de estilo. 

Cabe señalar, que la única Universidad del País que 
tuvo este grado de participación académica en tan 
importante actividad Legislativa, lo fue la Universidad 
Autónoma de Nuevo León, a través de la Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales y Colegio de 
Criminología, que de esta forma se reafirmó como 



Centro de Investigación, enfocado al estudio 
comprometido con el desarrollo Nacional. 
Igualmente, con la obra de referencia, se dió inicio 
a las "ediciones de la División de Posgrado", 
esfuerzo para sistematizar aportaciones doctrinales, 
que, dada la categoría de su cuerpo académico, es 
seguro habrán de incrementarse notablemente en 
el futuro inmediato. 

Dejamos asentado que el debate en la Cámara de 
Senadores tuvo lugar el 7 de Diciembre de 1999. 
Este concluyó con la aprobación, por mayoría, de 
la Iniciativa en comento, siendo de destacarse 
señalamientos efectuados a la misma por el 
Senador Santos de la Garza, al fundamentar la 
oposición y voto en contra de la Iniciativa por parte 
de su Grupo Parlamentario; cabe además, señalar 
que el precitado Senador Lic. Luis Santos de la 
Garza, es el único legislador que cuenta con la 
distinción de haber sido colaborador en la 
elaboración de la Ley de Quiebras y Suspensión de 
Pagos por Don Joaquín Rodríguez y Rodríguez, ya 
que éste inició su trabajo de redacción del Proyecto 
de dicha Ley precisamente durante su estancia en 
esta ciudad, en el Departamento de Derecho del 
Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de 
Monterrey. En resumen, deben reseñarse las 
siguientes observaciones: 

A) "... no aprobamos, en lo general, dicho proyecto 
de Ley, porque aunque muchos de sus 338 
artículos, aisladamente considerados, no serían 

objetables, en su conjunto, como un 
ordenamiento referido a normar los fenómenos 
económicos de los comerciantes que se 
encuentren en imposibilidad, por motivos muy 
diversos, inclusive atribuibles a decisiones 
equivocadas del Gobierno Federal, de cumplir 
con sus obligaciones vencidas, dicha iniciativa 
no proporciona a la comunidad mexicana la 
nueva legislación en materia concursal requerida 
en la época actual. Junto a algunos cambios 
favorables, se hacen modificaciones, a nuestro 
juicio inadmisibles que incluyen disposiciones 
que violentan garantías individuales." 

B) "Debe reconocerse que esa Ley, la que está en 
vigor, debe modificarse y dar satisfacción a la 
nueva problemática de la época, pero la 
oportunidad se está perdiendo por exigencias de 
tiempo, impuestas por el Poder Ejecutivo. No se 
nos dió ocasión siquiera para incorporar los 
avances que el Derecho Comparado 
proporciona". 

C)"... La Cámara de Senadores, a partir de recibir 
la Iniciativa mencionada no ha organizado foros 
o eventos de consulta en la República con los 
diversos organismos interesados, con la 
participación indispensable de los círculos 
académicos del derecho mercantil, como si lo 
ha hecho en otros casos, como el de la propuesta 
de reforma en materia eléctrica Artículos 27 y 
28 de la Constitución." 



D) "El citado artículo 17 está en franca contradicción 
con lo señalado en el artículo 104 fracción I de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos que establece lo siguiente: 
"Corresponde a los Tribunales de la Federación 
conocer: 

I.- De todas las controversias de orden civil o 
criminal que se susciten sobre el 
cumplimiento y aplicación de leyes federales 
o de los tratados internacionales celebrados 
por el Estado Mexicano. Cuando dichas 
controversias sólo afectan intereses 
particulares, podrán conocer también de ellas, 
a elección del actor, los jueces y tribunales 
del orden común de los Estados y del Distrito 
Federal..." 

E) "El citado artículo 17 implica que el Poder 
Legislativo Federal descalifique sin fundamento 
y para siempre la integridad y la capacidad de 
los integrantes de los poderes judiciales de los 
estados de la República y del Distrito Federal, al 
menos comparativamente con los del Poder 
Judicial Federal. Se puede asegurar que esa 
integridad y capacidad es la misma que se puede 
atribuir a los funcionarios similares del Poder 
Judicial Federal." 

F) "Este intento de supresión de competencias de 
los jueces y magistrados del Poder Judicial, en 
materia concursal, en provincia provoca un 
definitivo rechazo. Implica clara evidencia de un 

regreso a un propósito de centralizar funciones 
importantes del Gobierno, en su función 
jurisdiccional, en agravio de los Estados de la 
República, libres y soberanos según el artículo 
40 de nuestra Constitución. 
Al menos en Nuevo León y seguramente en el 
resto de las entidades del País, la reacción al 
conocerse de esta descalificación de los poderes 
judiciales locales en la materia concursal, ha 
originado ya expresiones de inconformidad no 
solo de las autoridades locales sino de los 
Colegios o agrupaciones de Abogados y de las 
Facultades de Derecho." 

G) "La redacción de los artículos 12, 217 y 221 
implica una modificación al artículo 261 de la ley 
actual con el propósito de que los créditos 
fiscales sean pagados con antelación a los 
créditos con privilegio especial. No encontramos 
justificado este cambio, máxime que va en contra 
de una tendencia de derecho moderno que 
incluso, en algunos casos, llega a limitar la 
extensión del privilegio de la Hacienda Pública 
para que el monto de su crédito no sobrepase 
de un determinado porcentaje de la masa 
pasiva." 

H) "Artículo 334, segundo párrafo. Podrán ser 
visitadores, conciliadores o síndicos, únicamente 
los inscritos en el registro correspondiente. Viola 
artículo 5o Constitucional." 



I) "Consideramos que es una ligereza eliminar, al 
menos la posibilidad, de que la sindicatura pueda 
recaer en la Cámara de Comercio o en la de la 
Industria a la cual pertenezca el fallido. La ley 
actual en vigor la contempla y la experiencia ha 
sido desigual. En Nuevo León, la suspensiones 
y quiebras que han sido mejor administradas han 
sido aquellas en que alguna de las Cámaras 
citadas ha aceptado la sindicatura." 

J) "Proponemos que no se marginen a los poderes 
judiciales estatales y al Distrito Federal de, al 
menos, participaren el ejercicio de las facultades 
que se atr ibuyen al Instituto Federal de 
Especialistas de Concursos Mercantiles. Entre 
otros aspectos, se evitaría el riesgo de que 
quienes ocupen los cargos de visitadores, 
conciliadores y síndicos en concursos que se 
tramiten en los estados, sean personas ajenas 
al medio y por lo mismo menos calificadas para 
ejercer sus funciones que las radicadas y 
acreditadas en la comunidad. En muchos de los 
estados de la República existen profesionistas 
que cumplen a cabalidad los requisitos que se 
señalan en el artículo 326 de la iniciativa de ley 
que se comenta." 

K) "Los artículos antes comentados son solamente 
unos pocos de varios ejemplos que demuestran 
que, por falta de tiempo, no se hizo la tarea 
completa respecto a la iniciativa de Ley de 
Concursos Mercantiles. Apenas ayer, un sólo 

Diputado Federal, conocedor de la materia, el 
Lic. Fauzi Hamdán me hizo llegar, por cierto, 38 
observaciones y propuestas de cambio. La 
Facultad de Derecho de la Universidad 
Autónoma de Nuevo León y la Academia 
Neolonesa de Derecho Mercantil, me han 
expuesto críticas también válidas. Bufetes de 
Abogados especialistas en la materia han 
externado sus preocupaciones al respecto." 

Conforme a nuestro sistema constitucional, la Minuta 
de Iniciativa de Ley fué remitida a la H. Cámara de 
Diputados, la cual turnó la misma para su estudio y 
dictaminación a la Comisión de Hacienda y Crédito 
Público. 

Paralelamente se siguieron efectuando reuniones 
por integrantes del Senado, de la Cámara de 
Diputados y de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, a fin de tratar de llegar a un consenso que 
facilitase la aprobación de la Iniciativa, primero en 
el órgano revisor y posteriormente en el Senado. 
Así mismo, se efectuaron consultas a especialistas 
en la materia y en Derecho Constitucional, estas 
últimas singularmente importantes y a las cuales 
mas delante nos referiremos. 

Con fecha 25 de Abril de 2000, la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público presentó su dictamen, 
en los siguientes términos: 



Honorable Asamblea 

El pasado día 9 de diciembre de 1999, fue turnada 
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, la 
Minuta con Proyecto de Ley de Concursos 
Mercantiles y Decreto que Reforma el Artículo 
Ochenta y Ocho de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, por parte de la H. Cámara 
de Senadores. 

A partir de los trabajos previos de esta Cámara de 
Diputados, así como del estudio de la Minuta y de 
diversas reuniones de trabajo con representantes 
de los sectores afectados y servidores públicos de 
la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 39, 
44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, a 
continuación se presenta a consideración de esta 
Honorable Asamblea el siguiente: 

Dictamen 
Descripción de la Minuta 

Los Diputados integrantes de esta Comisión de 
Hacienda y Crédito Público conocíamos y 
analizamos desde el pasado mes de diciembre la 
Minuta con Proyecto de Decreto de Ley de 
Concursos Mercantiles y Decreto que reforma el 
Articulo Ochenta y Ocho de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación. 

En tal sentido, esta Comisión Dictaminadora 
coincide con su colegisladora en la ingente 
necesidad de contar con una nueva legislación en 
materia concursal, dado que nuestro actual marco 
jurídico se ha visto rebasado por la realidad, lo que 
en la práctica ha redundado en múltiples problemas, 
en detrimento del comerciante qué obra de buena 
fe y que se ve imposibilitado a dar cumplimiento 
general a sus obligaciones de pago. 

También coincide en que la materia concursal es 
un tema de interés público, pues las circunstancias 
que llevan a los problemas económicos y financieros 
de un empresario no sólo afectan a su propia 
empresa sino también a todos aquéllos que tienen 
una relación con ésta, como son los proveedores 
de materias primas y servicios, empleados y 
acreedores. Además, la ejecución desordenada de 
las acciones procesales actuales atenta contra el 
valor social de las empresas viables, generadoras 
de empleos productivos y de riqueza para la 
sociedad y contra los propios derechos dei 
comerciante y sus acreedores. 

Igualmente, esta Comisión Dictaminadora estima 
acertada la necesidad de inducir el flujo de 
información relevante, que permita a los interesados 
participar constructivamente, respetaren lo posible 
las relaciones contractuales preexistentes, equilibrar 
los intereses del deudor y sus acreedores para 
adecuar sus incentivos y facilitar un arreglo 
voluntario entre ellos. Ello, sin duda, propiciará 



soluciones extrajudiciales y prevendrá los litigios 
poco transparentes y dilatorios. 

Resulta acertado el criterio objetivo que se propone 
para determinar si un comerciante se ubica en el 
supuesto de incumplimiento generalizado de pagos, 
pues ello representa una alternativa práctica de 
solución para el comerciante que no tenga activos 
líquidos para hacer frente a sus obligaciones o 
cuando incumpla en el pago de dos o más que, 
conjuntamente, representen un porcentaje 
significativo del monto total de sus obligaciones. 

De igual modo, la que Dictamina considera 
trascendente el proceso de visita que se practicará 
al comerciante que presente una solicitud de 
declaración de concurso mercantil o cuando sea 
demandado por su acreedores, pues además de 
verificar la procedencia de la declaración de 
concurso mercantil, tendrá por objeto recomendar 
la conveniencia de dictar medidas cautelares para 
la producción de la empresa y de los intereses de 
los acreedores. 

Contar con un procedimiento concursal que conste 
de dos etapas sin duda ofrecerá en la práctica 
grandes beneficios, Puesto que no sólo se incluye 
un espacio jurídico que sustituye con gran ventaja 
a la actual suspensión de pagos, sino que además 
ofrece la facilidad, a través de un convenio, de lograr 
una amigable composición. 

La que Dictamina estima de importancia la 
Incorporación que se hace de la figura del 

concil iador, quien fungiría como amigable 
componedor entre el comerciante y sus acreedores, 
con lo cual, no se restringen las posibilidades de 
solución en el convenio, ni será necesario que los 
acreedores requieran congregarse físicamente a 
votar el convenio ni cualquier otro aspecto en el que 
deban expresar su voluntad. 

En el mismo sentido, se coincide con la colegisladora 
en la propuesta para que, en el caso de un convenio 
entre el comerciante y sus acreedores, las 
autoridades fiscales cancelen multas y accesorios 
que los créditos fiscales hubieren causado durante 
el periodo de concil iación; ampliándose las 
posibilidades de que pueda alcanzarse un convenio. 

Cabo señalar que la eliminación de la Junta de 
Acreedores, el mejor reconocimiento de créditos y 
la actual ización expedita del valor de las 
obligaciones, no sólo reducen las posibilidades para 
que los deudores tomen ventajas injustificadas, sino 
que propician la equidad en el trato de los 
acreedores. 

Por lo anterior, se considera acertada la propuesta 
de regla general, de que durante la etapa de 
conciliación el deudor goce del beneficio de 
mantener la administración de su empresa. 

Esta Comisión Dictaminadora considera importante 
el que se abran las posibilidades de sustitución del 
conciliador o del síndico, dando a una mayoría 
calificada de los acreedores reconocidos y al 



comerciante la posibilidad de elegir a la persona 
física o moral que deseen, pudiendo ésta no figurar 
en los registros del Instituto Federal de Especialistas 
de Concursos Mercantiles. 

Asimismo, estima que la propuesta de crear un 
órgano que brinde apoyo a los procesos concúrsales 
y que a la par, tenga la responsabilidad de actualizar 
y profesionalizar los servicios de quienes realizan 
las funciones en tales procesos, se constituyó en 
una herramienta muy útil para regular con mayor 
agilidad y transparencia los concursos mercantiles. 
Así, el mencionado Instituto contará con el apoyo 
de especialistas - visitadores, conciliadores y 
síndicos quienes ofrecerán mayor certidumbre 
jurídica para las partes. 

La que Dictamina considera atinado el que se señale 
la competencia exclusiva de los tribunales federales 
para conocer del concurso mercantil de ios 
comerciantes, con la consideración de que 
constituye un fenómeno económico que por su 
naturaleza universal interesa preponderantemente 
al Estado. 

Cabe destacar que la Iniciativa reconoce el carácter 
social de los créditos a favor de la clase trabajadora, 
en plena congruencia con la preponderancia de la 
legislación específica en materia laboral, por lo que 
contempla una ampliación a dos años de los 
privilegios a éstos. 

En este mismo sentido, considera pertinente que la 
propuesta de Ley mencione una regulación a los 

concursos especiales, pues con ello se atiende la 
importancia de contar con un procedimiento 
específico para el caso de instituciones de crédito, 
y se da plena congruencia con otras reformas 
recientes a las leyes que regulan el sistema 
financiero. 

Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público 
considera acertada la incorporación propuesta por 
su colegisladora, de un capítulo a la propuesta de 
Ley, con respecto a la regulación de los 
procedimientos de cooperación internacional en 
materia de concursos, con lo cual nuestro país se 
coloca a la vanguardia de las naciones que están 
modernizando sus sistemas legales para adecuarse 
a su inserción en los flujos comerciales y financieros 
a nivel mundial. 

Finalmente, se coincide en que la Ley propuesta 
resulta adecuada para atender los males sociales 
derivados del Incumplimiento generalizado de 
pagos, atendiendo las nuevas necesidades reales 
que se presentan, ello, para acrecentar el ahorro 
interno y que éste fluya a los proyectos de inversión 
productiva, contribuyendo al desarrollo económico 
y social del país, por sus efectos sobre la eficacia 
de nuestro sistema productivo para asignar 
eficientemente sus recursos, entre ellos la creación 
de empleos mejor remunerados". 

Presentado el dictamen al Pleno de la Cámara de 
Diputados en fecha 25 de abril de 2000, cabe 
destacar, en primer término, que la asistencia a la 



sesión de la precitada Cámara debe estimarse baja, 
ya que ocurrieron 388 de los 500 diputados que la 
integran, es decir un 77.5%. 

En segundo término y ello es singularmente 
importante, cabe reseñar que propiamente no existió 
discusión o debate sobre la Ley en lo general, ya 
que los Grupos Parlamentarios se limitaron a lo que 
se denomina fijar posición y acto continuo se pasó 
a la votación en lo general, con los siguientes 
resultados: 355 votos a favor, 13 votos en contra y 
20 abstenciones. 

En tercer lugar, debe referirse que puesta a votación 
en lo general, se produce la misma situación de falta 
de debate, existiendo solamente dos participaciones 
objetando en lo particular y proponiendo una 
redacción distinta, sin embargo el contenido de 
dichas redacciones quedó en el secreto de la 
Cámara, ya que contra toda práctica legislativa 
quienes presentaron las proposiciones no dieron 
lectura a las mismas, sino que se limitaron a decir 
que las dejaban a disposición de la directiva. Más 
asombroso aún, es que no haya existido un sólo 
orador en pro de los artículos que se impugnaban y 
realizada la votación los mismos fueron aprobados. 

Concluido lo anterior, se remitió la Iniciativa de Ley 
a la Cámara de Senadores, donde se producen dos 
importantes situaciones: 

Primero: La Cámara de Senadores no podía corregir 
los vicios de inconstitucionalidad que afectan a la 

Ley, ya que ellos procedían de la iniciativa original y 
habían sido confirmados por la Cámara de 
Diputados, por lo que jurídicamente no era factible 
un último esfuerzo por corregir los defectos de 
inconstitucionalidad. 

Segundo: En atención a que la Cámara de 
Senadores conoció de la iniciativa de ley en su último 
día de sesiones, fue notoria la indiferencia por parte 
de quienes ya deseaban regresar a su hogar a 
vacacionar y en consecuencia, la Ley se aprobó sin 
que mediase debate importante alguno. 

En resumen, podemos señalar que la Iniciativa enviada 
por la Cámara de Senadores a la de Diputados sufrió 
26 modificaciones en su articulado, las que se 
efectuaron en los artículos 1, 4, 5, 9, 10, 12, 20, 21, 
26, 27, 36, 43, 45, 56, 84, 119, 130, 145, 147, 155, 
167,174,202,221,271 y 274 de las cuales solo deben 
considerarse como importantes las relativas a los 
artículos 5,26,145,147 fr. II y 174 fr. II; se modificaron 
además los artículos 6, 7 y transitorios y se añadió, 
infortunadamente, un artículo 9 transitorio de 
inconstitucionalidad manifiesta. 

Recogiendo señalamientos efectuados se realizaron 
además correcciones de orden gramatical, 
afirmando la Comisión "se realizaron, además de 
las ya citadas, diversas modificaciones de forma 
relativas a puntuación, referencias, precisiones o 
erratas menores...". Sin embargo, la redacción final 
de la Ley sigue conteniendo importantes errores de 
orden gramatical. 



Previo el trámite de ley, con fecha 12 de mayo de 
2000, se publicó la Ley de Concursos Mercantiles 
en el Diario Oficial de la Federación, iniciando su 
vigencia al día siguiente, por lo cual, actualmente y 
atento a lo dispuesto por la propia Ley en sus 
artículos primero, segundo y quinto transitorios, nos 
encontramos, por una parte, ante procedimientos 
que ya se encontraban en trámite - tanto de quiebras 
como de suspensión de pagos - los que continuarán 
rigiéndose por la antigua Ley de Quiebras y 
Suspensión de Pagos y por otro, con procedimientos 
nuevos, a los cuales se aplicará la nueva ley, 
dejando de existir la Suspensión de Pagos a partir 
del 13 de mayo de 2000. 

La Ley se integra con 338 artículos y 9 transitorios, 
siendo de señalarse que acusa falta de una 
adecuada metodología, ya que en ella se 
contemplan interpoladas tanto situaciones de orden 
sustantivo como de carácter adjetivo o de 
procedimiento. 

Por último, en fecha 23 de mayo de 2000 se publicó 
el Decreto mediante el cual se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito, el Código de 
Comercio y de la Ley de Instituciones de Crédito, el 
cual se incorpora en el presente trabajo bajo anexo 
No. 2, en virtud de que alguna de sus disposiciones 
se relacionan con la Ley de Concursos Mercantiles, 
como es el caso, por ejemplo, del artículo 351 de la 
Ley de Títulos y Operaciones de Crédito, que a la 

letra dice: "En caso de concurso o quiebra del 
deudor, los bienes objeto de prenda sin transmisión 
de posesión que existían en la masa, podrán ser 
ejecutados por el acreedor prendario, mediante la 
acción que corresponde conforme a la ley de la 
materia, ante el juez concursal, el cual deberá 
decretar, sin más trámite, la ejecución solicitada". 

Con posterioridad a la publicación de la primera 
edición de la obra La Nueva Legislación Concursal 
se han emitido diversos ordenamientos relacionados 
con la materia, los cuales han quedado precisados 
en esta segunda edición. 

Hace varios años el ilustre maestro Rivarola 
expresó: "Puede afirmarse que la función que en la 
economía contemporánea desempeña el crédito, el 
concepto con que se le entiende en el comercio, 
depende de la mayor o menor preponderancia que 
en las convenciones de las que resulten obligaciones 
en dinero tengan ... tres elementos: confianza, 
capacidad patrimonial y protección legal" pasemos 
a analizar si la nueva Ley satisface tales elementos. 



Capítulo II 
Exégesis Crítica 
y Observaciones 

En el presente estudio procederemos al análisis 
de los artículos de la Ley que nos parecen mas 

relevantes, sin perjuicio de que, como se ha dejado 
mencionado, en su oportunidad se producirá una 
Ley comentada que implicará el estudio de cada 
una de las disposiciones que integran la nueva 
Legislación, la cual se incorpora al presente tratado 
íntegramente bajo Anexo No.2, destacando 
previamente que la denominación de la Ley no es 
apropiada, ya que se denomina Ley de Concursos 
Mercantiles, lo que da entender que va a 
comprender varios procedimientos de tipo concursal 
y en realidad, conforme su artículo segundo, de los 
cuatro que generalmente se han reconocido en la 
Doctrina, esto es quiebra, liquidación coactiva 
administrativa, convenio preventivo (Suspensión de 
Pagos) y administración controlada, solo regula el 
primero de ellos, esto es la Quiebra. 

Además, la filosofía de la nueva Ley es la venta de 
los bienes del quebrado (art. 3), olvidando que la 



empresa tiene una función social y que ante todo 
debe buscarse su rehabilitación, conservando las 
fuentes de trabajo; como se precisó en el Proyecto 
de la Iniciativa de Ley presentada en el año de 1994 
ante la H. Cámara de Diputados denominada Ley 
de Rehabilitación y Quiebras de Empresarios 
Mercantiles, una ley concursal debe tener por objeto 
"regular los medios de apoyo a los empresarios 
mercantiles que confronten problemas económicos 
y financieros para prevenir su posible quiebra y 
lograr su reestructuración económica y financiera y, 
en su caso, regular los efectos jurídicos y 
procedimientos de la quiebra". Pasemos pues al 
análisis de los dispositivos legales a que venimos 
haciendo referencia. 

Artículo 1.-La presente Ley es de interés público y 
tiene por objeto regular el concurso mercantil. 

No es buena técnica jurídica definir en la propia Ley 
que la misma es de interés público, ya que en su 
caso es a la Autoridad Judicial a quien corresponde 
establecer tal carácter. Hubiera sido más 
congruente, por otra parte, dada la Exposición de 
Motivos, afirmar que es una Ley de interés social. 

Se trata de una Ley ordinaria, federal, de carácter 
mercantil, heterónoma. 

Artículo 2.- El concurso mercantil consta de dos 
etapas sucesivas, denominadas conciliación y 
quiebra. 

Si la declaración de Concurso Mercantil la solicita 
un acreedor, necesariamente el procedimiento se 
forma de dos etapas sucesivas: conciliación y 
quiebra. ¿"-j? 

Si la quiebra la solicita el propio comerciante la única 
etapa es la de quiebra, atento al Artículo 43 fracción 
V de la misma ley. Tratándose del concurso 
mercantil de una Institución de Crédito, los 
acreedores no pueden demandar la declaratoria de 
dicho concurso mercantil, porque el artículo 246 de 
la ley dice que sólo podrán demandarlo el Instituto 
para la Protección del Ahorro Bancario o la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, en los términos de 
las disposiciones aplicables y según el Articulo 249 
se forma por la sola etapa de quiebra. El Artículo 21 
de la Ley debe interpretarse de manera armónica 
con los artículos 246 y 255 de la misma Ley. Esto 
crea una situación de desigualdad de los acreedores 
de los comerciantes y de las instituciones auxiliares 
de crédito respecto de los acreedores de una 
institución de crédito en cuanto al derecho de pedir 
la declaración del concurso, porque tratándose de 
instituciones de crédito no tienen ese derecho los 
acreedores ni el Ministerio Público, y ese trato 
desigual hace inconstitucional el artículo 246 de la 
Ley por violación a los artículos 1, 14 y 16 
constitucionales y vuelve irreal la afirmación de que 
el concurso mercantil se forma de dos etapas 
sucesivas, puesto que como ha quedado señalado, 
puede ocurrir que no se forme la etapa conciliatoria. 



Artículo 3.- La finalidad de la conciliación es lograr 
la conservación de la empresa del Comerciante 
mediante el convenio que suscriba con sus 
Acreedores Reconocidos. La finalidad de la quiebra 
es la venta de la empresa del Comerciante, de sus 
unidades productivas o de los bienes que la integran 
para el pago a los Acreedores Reconocidos. 

No se contempla la situación de los acreedores con 
crédito pendiente de reconocimiento ni de 
acreedores desconocidos por la sindicatura y el juez 
del concurso, que con motivo de algún recurso o 
juicio, incluso el de amparo, puedan obtener que su 
crédito sea reconocido y a la fecha del 
reconocimiento ya no existan bienes del concursado 
en que hacerlos efectivos. 

Artículo 4.- Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: 

I . . . 

II... 

III... 

IV... 

V. Masa, a la porción del patrimonio del 
Comerciante declarado en concurso mercantil 
integrada por sus bienes y derechos, con 
excepción de los expresamente excluidos en 
términos de esta Ley, sobre la cual los 
Acreedores Reconocidos y los demás que 
tengan derecho, pueden hacer efectivos sus 
créditos, y 

VI... 

El artículo 4o en su fracción V emplea la locución 
"porción" del patrimonio, entendiendo por porción 
una parte, cuando debe ser el todo, por ser universal 
el juicio concursal, ya que por ello dice "con 
excepción de los expresamente excluidos en 
términos de esta ley" según sus artículos 70,71,72 
y 73. 

Es anticonstitucional, en la fracción II, entender 
como persona al patrimonio fideicomitido, porque 
el fideicomiso no es una persona, sino una figura 
jurídica que afecta un bien con un fin determinado 
encomendado a una institución fiduciaria que tiene 
su propio patrimonio y el patrimonio de afectación o 
fideicomiso. El incumplimiento a los fines del 
fideicomiso jamás podrá ser motivo de quiebra del 
patrimonio fideicomitido. Si acaso fuese ilegal el 
fideicomiso por perjudicar a los acreedores del 
comerciante, podría pedirse la ilegalidad del 
fideicomiso para la reversión de los bienes al 
comerciante fideicomitente. 

Artículo 5°.- Los pequeños comerciantes sólo 
podrán ser declarados en concurso mercantil, 
cuando acepten someterse voluntariamente y por 
escrito a la aplicación de la presente Ley Para 
efectos de esta Ley se entenderá como pequeño 
comerciante al Comerciante cuyas obligaciones 
vigentes y vencidas, en conjunto, no excedan el 
equivalente de 400 mil UDIs al momento de la 
solicitud o demanda. 



Las empresas de participación estatal constituidas 
como sociedades mercantiles podrán ser declaradas 
en concurso mercantil. 

El concepto de pequeños comerciantes crea una 
situación de desigualdad respecto de los 
comerciantes mayores. 

Por otra parte, en lo que respecta al segundo 
párrafo, cabe preguntar ¿Qué ocurre con los 
organismos descentralizados por servicio, si sólo 
las empresas de participación estatal dedicadas a 
actividades empresariales podrán ser declaradas en 
concurso mercantil?. 

Artículo 14°.-La declaración de concurso mercantil 
de una sociedad determina que los socios 
ilimitadamente responsables sean considerados 
para todos los efectos en concurso mercantil. La 
circunstancia de que los socios demuestren 
individualmente que pueden hacer frente al pago 
de las obligaciones de la sociedad no los eximirá 
de la declaración de concurso, a menos que tales 
socios, con medios propios, paguen las obligaciones 
vencidas de la sociedad. 

El procedimiento se podrá iniciar conjuntamente en 
contra de la sociedad y en contra de los socios. Los 
procedimientos relativos a los socios se acumularán 
al de la sociedad, pero se llevarán por cuerda 
separada. 

La declaración de concurso mercantil de uno o más 
socios ilimitadamente responsables, en lo individual, 
no producirá por sí sola la de la sociedad. 

El concurso mercantil de una sociedad irregular 
provocará el de los socios i l imitadamente 
responsables y el de aquéllos contra los que se 
pruebe que sin fundamento objetivo se tenían por 
ilimitadamente responsables. 

Debe entenderse que se refiere a las sociedades 
de nombre colectivo, de responsabilidad limitada o 
en comandita simple, en que los socios se obligan 
en forma ilimitada. 

No cualquier socio ilimitadamente responsable 
puede ser sujeto de concurso, sólo deben serlo los 
socios administradores. 

Una sociedad irregular que entra en concurso 
mercantil debe ser únicamente en la etapa de 
quiebra, pues las sociedades irregulares tienen 
personalidad jurídica sin estar inscritas en el Registro 
Público de Comercio y es la falta de inscripción el 
motivo de la irregularidad. 

Artículo 15.-No se acumularán los procedimientos 
de concurso mercantil de dos o más Comerciantes, 
salvo lo previsto en el párrafo siguiente. 

Se acumularán, pero se llevarán por cuerda 
separada, los procedimientos de concurso mercantil 
de: 

I. Las sociedades controladoras y sus controladas, 
y 

II. Dos o más sociedades controladas por una misma 
controladora. 



Cabe preguntarse ¿Qué ocurre cuándo se declara 
en concurso mercantil a una sociedad y a los dos o 
más socios que la forman y son ilimitadamente 
responsables?. 

Artículo 17°.- Es competente para conocer del 
concurso mercantil de un Comerciante, el Juez de 
Distrito con jurisdicción en el lugar en donde el 
Comerciante tenga su Domicilio. 

Es inconstitucional, porque infringe el artículo 104 
fracción I Constitucional, pues siendo una Ley 
Mercantil Federal, el concurso de un comerciante 
que sólo afecta intereses de los acreedores de 
derecho común, es claro que la Jurisdicción debe 
ser concurrente; la competencia exclusiva para la 
Federación sería tratándose de Instituciones de 
Crédito u Organismos Auxiliares en que se afectan 
los intereses de la Nación. 

AI efecto, es interesante señalar que consultados 
respecto de este tema los eminentes juristas Ramón 
Sánchez Medal y Jesús Zamora Pierce emitieron 
su opinión en el sentido de estimar inconstitucional 
la disposición que se comenta, señalando: 

Don Ramón Sánchez Medal, que "no puede 
excluirse la aplicación de la jurisdicción concurrente 
de los Tribunales Federales y de los Tribunales 
Locales, a elección del actor, en las controversias 
judiciales relativas a la quiebra de acuerdo al artículo 
104, fracción I, de la Constitución Federal". 

"Por último, independientemente de razones 
puramente teóricas, existe un motivo de orden 
práctico para no pretender se recargue aún más a 
los hoy agobiados Juzgados de Distritos a los que, 
con mengua de la atención preferente que deben 
tener los juicios de amparo, se les han acumulado 
actualmente más y más juicios mercantiles, 
ejecutivos y ordinarios, en un número que inclusive 
ha sobrepasado al de los juicios de garantías que 
tienen a su cargo". 

"Naturalmente habrá casos en que de una manera 
excepcional sea preferible elegir a un Juzgado de 
Distrito y no a un Juzgado Local para la tramitación 
de una determinada suspensión de pagos o de una 
determinada quiebra". 

El maestro Jesús Zamora Pierce destaca "... En 
efecto, si aceptamos que la competencia se 
determine por un interés indirecto, la jurisdicción 
concurrente no existiría, puesto que siempre está 
presente un interés público indirecto, aun cuando 
este sea, únicamente, el interés en que se de 
cumplimiento a la ley". 

"Luego entonces, si en un procedimiento concursal 
tanto el comerciante como sus acreedores son 
particulares, los únicos intereses directamente en 
juego son privados, y debe operar la jurisdicción 
concurrente. Sin que a ello afecte el interés público 
indirecto de conservar las empresas y evitar el 
incumplimiento generalizado de las obligaciones". 



"Es cierto que, en gran número de procedimientos 
concúrsales, serán acreedores el fisco o el seguro 
social, caso en el cual ya no podrá afirmarse que la 
controversia sólo afecta intereses particulares y, en 
consecuencia, serán exclusivamente de 
competencia federal. Pero la presencia o ausencia 
de ese interés público en el procedimiento concursal 
únicamente podrá determinarla el juez, en cada caso 
concreto, y no el legislador, mediante una 
declaración general". 

Concluyendo el maestro precitado "Los tribunales 
federales son competencia para conocer de todas 
las controversias que se susciten sobre el 
cumplimiento y aplicación de leyes federales. 
Cuando dichas controversias sólo afecten intereses 
particulares, podrán conocer también de ellas, a 
elección del actor, los tribunales comunes. 

El interés público no resulta de una declaración 
legislativa formal. Corresponde al juez determinar 
su existencia en cada caso concreto. Para que el 
interés público imponga la competencia federal 
exclusiva deberá ser un interés directo, tal como el 
que se presenta si el fisco o el seguro social son 
acreedores en el procedimiento concursal. Pero la 
presencia o ausencia de ese interés público directo 
en el procedimiento concursal únicamente podrá 
determinarla el juez, en cada caso concreto, y no el 
legislador, mediante una declaración general". 

Debe también mencionarse que en este punto 
existía un consenso en el sentido de que se 

considerarse competencia Federal exclusivamente, 
cuando se tratase de concesión, e incluso se 
circularon las dos redacciones alternas que a 
continuación se transcriben, mismas propuestas que 
fueran abandonadas, sin explicación alguna, al 
momento de votarse la Ley en la Cámara de 
Diputados. 

OPCIÓN "A" 

"Artículo 17°.- Es competente para conocer del 
concurso mercantil de un Comerciante, el Juez de 
Distrito con jurisdicción en el lugar en donde el 
Comerciante tenga su Domicilio. 

Cuando sólo se afecten intereses particulares, 
podrán conocer también a elección del actor, los 
jueces del orden común de los Estados y del Distrito 
Federal". 

"Nota: Esta redacción no hace más que reiterar el 
criterio señalado en el Artículo 104, fracción I de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Por lo mismo, sería inobjetable". 

OPCIÓN "B" 

"Artículo 17- Es competente para conocer del 
concurso mercantil de un comerciante, el Juez de 
Distrito con jurisdicción en el lugar donde el 
comerciante tenga su domicilio. 

Cuando de modo directo se afecten intereses 
particulares, podrán conocer también, a elección del 



actor, ios jueces del orden común de los Estados y 
del Distrito Federal". 

"NOTA: Esta propuesta "B", comparativamente a la 
propuesta "A" simplemente incluye la expresión "de 
modo directo" utilizada por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en su decisión que formó 
jurisprudencia..." 

Por considerar de especial trascendencia se 
incorpora como anexo I el texto íntegro de la opinión 
emitida al respecto, a consulta expresa que se le 
efectuara, por el distinguido especialista en Derecho 
Mercantil, Dr. Arturo Salinas Martínez, Exdirector de 
nuestra facultad. 

Artículo 19°.- Sise declara procedente la excepción 
de falta de personalidad del actor o la objeción que 
se haya hecho a la personalidad de quien se haya 
ostentado como representante del Comerciante, el 
juez concederá un plazo no mayor de diez días para 
que se subsane, si los defectos del documento 
presentado por el representante fueren 
subsanables. De no subsanarse, cuando se trate 
de la legitimación al proceso del Comerciante, se 
continuará el juicio en rebeldía de éste. Si no se 
subsanara la del actor, el juez de inmediato 
sobreseerá el juicio. 

Se emplea incorrectamente el concepto actor, ya 
que la solicitud de declaración de concurso no 
convierte al peticionario en actor de un juicio. 

Artículo 24°.- Si el Juez no encuentra motivo de 
improcedencia o defecto en el escrito de solicitud o 
demanda de concurso mercantil, o si fueren 
subsanadas las deficiencias, admitirá aquélla. El 
auto admisorío de la solicitud o demanda dejará de 
surtir sus efectos si el actor no garantiza los 
honorarios del visitador, por un monto equivalente 
a mil quinientos días de salario mínimo vigente en 
el Distrito Federal, dentro de los tres días siguientes 
a la fecha en que se le notifique el auto admisorio. 

La garantía se liberará a favor del actor si el juez 
desecha la solicitud o demanda o dicta sentencia 
que declare el concurso mercantil. 

En caso de que la demanda la presente el Ministerio 
Público no se requerirá la garantía a la que se refiere 
este artículo. 

Es inconstitucional, en cuanto establece que el 
procedimiento concursal ante el juez para su trámite 
requiere del pago o garantía de los honorarios del 
visitador, porque va contra el principio de gratuidad 
de justicia e infringe el artículo 17 Constitucional, 
ya que "el visitador" debe prestar sus servicios como 
servidor público y es el Estado Federal quien debe 
pagarle los honorarios, independientemente de que 
desempeñe o no en un caso concreto su actuación. 
Además al Ministerio Público no se le pide la garantía 
cuando el solicita esa declaración de concurso. 

Es aplicable en la especie el siguiente criterio 
jurisprudencial: 



GRATUIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA. EL ARTICULO 25 DEL CODIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO 
DE NUEVO LEON, ES VIOLATORIO DE ESA 
GARANTIA. De conformidad con el criterio de este 
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, identificado con el rubro "COSTAS 
JUDICIALES PROHIBICION CONSTITUCIONAL 
DE LAS", que aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo V mayo de 1997, pagina 159, Tesis P. 
LXXXVII/97, el artículo 17, párrafo segundo, de la 
Constitución Federal, que consagra la garantía de 
gratuidad de las costas judiciales, debe ser 
interpretado en el sentido de que ninguna persona 
debe erogar cantidad de dinero en calidad de 
honorarios o como contraprestación a los 
funcionarios que intervienen en la administración de 
justicia, como condición para que se efectúen las 
actuaciones jurisdiccionales correspondientes; en 
estas condiciones, la circunstancia de que el artículo 
25 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Nuevo León imponga, como obligación 
de las partes en aquellos casos en que alguna 
diligencia por ellas ofrecida debe practicarse por el 
actuario o funcionario judicial correspondiente fuera 
de la oficina del juzgado, la de proporcionar a dicho 
funcionario los medios de conducción o traslado 
para el desahogo de esa actuación judicial, resulta 
violatoria del citado precepto constitucional, toda vez 
que ese tipo de actos procesales es propio e 
inherente a la función judicial en tanto que se trata 

de actuaciones que de una u otra manera benefician 
o perjudican a las partes y determinan la posición 
que éstas van tomando en el procedimiento, lo que 
resulta indicativo de que deben quedar cubiertas 
por el salario que perciben los empleados judiciales 
correspondientes y que, por ende, forman parte de 
la administración de justicia que el Estado se 
encuentra obligado a proporcionar da manera 
gratuita P.XVI/2000. 

Amparo directo en revisión 539/98.- Javier Meló 
Chavando y Coag.- 21 de octubre de 1999.-
Unanimidad de diez votos.- Ausente: José Vicente 
Aguinaco Alemán.- Ponente: José Vicente Aguinaco 
Alemán; en su ausencia hizo suyo el proyecto 
Guillermo í. Ortiz Mayagoitia.- Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada 
hoy veintinueve de febrero en curso, aprobó, con el 
numero XVI/2000, la tesis aislada que antecede, y 
determinó que la votación es idónea para integrar 
tesis jurisprudencial.- México, Distrito Federal, a 
veintinueve de febrero de dos mil. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Novena Época Tomo XI Marzo de 2000 Pleno y 
Salas p. 91 y 92. 
Artículo 25.-El acreedor que demande la declaración 
de concurso mercantil de un Comerciante, podrá 
solicitar al juez la adopción de providencias 
precautorias o, en su caso, la modificación de las 
que se hubieren adoptado. La constitución, 



modificación o levantamiento de dichas providencias 
se regirán por lo dispuesto al efecto en el Código 
de Comercio. 

Debe entenderse que las providencias precautorias 
son en favor de todos los acreedores y no solo del 
peticionario del concurso. 

Artículo 27°.- Con la contestación de la demanda 
sólo se admitirán la prueba documental y la opinión 
de expertos cuando se presente por escrito. Quien 
presente la opinión de expertos deberá acompañar 
dicho escrito de la información y documentos que 
acrediten la experiencia y conocimientos técnicos 
del experto que corresponda. Por ningún motivo se 
citará a los expertos para ser interrogados. 

El juez podrá ordenar las demás diligencias 
probatorias que estime convenientes, las cuales 
deberán llevarse a cabo dentro de un plazo máximo 
de diez días. 

Es contrario a los artículos 14° y 16° 
Constitucionales, porque autorizando la prueba de 
peritos al comerciante cuyo concurso pidió un 
acreedor o el Ministerio Público, no se permite 
interrogar a los peritos sobre su dictamen, no 
obstante que es una prueba ofrecida por una de las 
partes de la controversia, pues no se plantea la 
pericial como prueba colegiada, por lo que el 
examen de los peritos mediante interrogatorio es 
necesario. 

Artículo 37°. - Además de las providencias precautorias 
a que hace referencia el artículo 25°, el visitador podrá 
solicitar al juez en el transcurso de la visita la adopción, 

modificación o levantamiento de las providencias 
precautorias a las que se refiere este artículo, con el 
objeto de proteger la Masa y los derechos de los 
acreedores, debiendo fundamentaren todos loscasos 
las razones de su solicitud. 

En cuanto a las providencias precautorias que refiere 
el artículo 37° son correctas, porque tienden a que 
la masa se conserve hasta que se resuelva la 
contienda. 

Artículo 41°.- El juez al día siguiente de aquél en que 
reciba el dictamen del visitador lo pondrá a la vista del 
Comerciante, de sus acreedores y del Ministerio Público 
para que dentro de un plazo común de diez días presenten 
sus alegatos por escrito, y para los demás efectos previstos 
en esta Ley. 

El artículo 41° no otorga a los acreedores, ni al 
Ministerio Público, un término de pruebas para 
contradecir en su caso el dictamen del visitador, 
pues sólo concede un término para alegatos, siendo 
el juicio de concurso un procedimiento especial, no 
es dable las supletoriedad de otras leyes en materia 
de término de prueba si no está previsto el mismo. 

Artículo 43°.- La sentencia de declaración de 
concurso mercantil, contendrá: 

I. Nombre, denominación o razón social y Domicilio 
del Comerciante y, en su caso, el nombre 
completo y domicil ios de los socios 
ilimitadamente responsables; 

II. La fecha en que se dicte; 



III. La fundamentación de la sentencia en términos 
de lo establecido en el artículo 10 de esta Ley, 
así como, en su caso, una lista de los 
acreedores que el visitado hubiese identificado 
en la contabilidad del Comerciante, señalando 
el monto de los adeudos con cada uno de ellos, 
si que ello agote el procedimiento de 
reconocimiento, graduación y prelación de 
créditos a que se refiere el Título Cuarto de esta 
Ley. 

IV. La orden al Instituto para que designe al 
conciliador a través del mecanismo aleatorio 
previamente establecido, junto con la 
determinación de que, entretanto, el 
Comerciante, sus administradores, gerentes y 
dependientes tendrán las obligaciones que la ley 
atribuye a los depositarios; 

V. La declaración de apertura de la etapa de 
conciliación, salvo que el Comerciante haya 
solicitado su quiebra 

VI. La orden al Comerciante de poner de inmediato 
a disposición del conciliador los libros, registros 
y demás documentos de su empresa, así como 
los recursos necesarios para sufragar las, 
publicaciones previstas en la presente Ley; 

VII.El mandamiento al Comerciante para que permita 
al conciliador y a ¡os interventores la realización de 
las actividades propias de sus cargos; 

VIII.La orden al Comerciante de suspender el pago 
de los adeudos constituidos con anterioridad a 

la fecha en que comience a surtir sus efectos la 
sentencia de concurso mercantil, salvo los que 
sean indispensables para la operación ordinaria 
de la empresa; 

IX. La orden de suspender durante la etapa de 
conciliación todo mandamiento de embargo o 
ejecución contra los bienes y derechos del 
Comerciante, con las excepciones previstas en 
el artículo 65°; 

X. La fecha de retroacción; 

XI. La orden al conciliador de que se publique un 
extracto de la sentencia en los térninos del 
artículo 45 de esta Ley; 

XII.La orden al conciliador de inscribir la sentencia 
en el registro público de comercio que 
corresponda al Domicilio del Comerciante y en 
todos aquellos lugares en donde tenga una 
agencia, sucursal o bienes sujetos a inscripción 
en algún registro público; 

XIII.La orden al conciliador de iniciar el 
procedimiento de reconocimiento de créditos; 

XIV.El aviso a los acreedores para que aquéllos que 
así lo deseen soliciten el reconocimiento de sus 
créditos, y 

XV.La orden de que se expida, a costa de quien lo 
solicite, copia certificada de la sentencia. 

Son aplicables los comentarios efectuados respecto 
al artículo 2o. 



Artículo 48a.- La sentencia que declare que no es 
procedente el concurso mercantil, ordenará que las 
cosas vuelvan atestado que tenían con anterioridad 
a la misma, y el levantamiento de ias providencias 
precautorias que se hubieren impuesto o la 
liberación de las garantías que se hayan constituido 
para evitar su imposición. La sentencia deberá ser 
notificada personalmente al Comerciante y, en su 
caso, a los acreedores que lo hubieren demandado. 
Al Ministerio Público se le notificará por oficio. 

En todos los casos deberán respetarse los actos 
de administración legalmente realizados, así Como 
los derechos adquiridos por terceros de buena fe. 

El juez condenará al demandante a pagarlos gastos 
y costas judiciales, incluidos los honorarios y gastos 
del visitador. 

Es anticonstitucional su último párrafo, por violar el 
artículo 17 Constitucional, ya que la justicia es 
gratuita y no se trata de un juicio privado. 

Es aplicable la tesis jurisprudencial XVI/2000 ya 
transcrita. 

Artículo 63.- Cualquier acreedor o grupo de 
acreedores que representen por lo menos el diez 
por ciento del monto de los créditos a cargo del 
Comerciante, de conformidad con la lista provisional 
de créditos, tendrán derecho a solicitar al juez el 
nombramiento de un interventor, cuyos honorarios 
serán a costa de quien o quienes lo soliciten. Para 
ser interventor no se requiere ser acredor. 

Artículo 65.- Desde que se dicte la sentencia de 
concurso mercantil y hasta que termine la etapa de 
conciliación, no podrá ejecutarse ningún 
mandamiento de embargo o ejecución, contra los 
bienes y derechos del Comerciante. 

Cuando el mandamiento de embargo o ejecución 
sea de carácter laboral, la suspensión no surtirá 
efectos respecto de lo dispuesto en la fracción XXIII, 
del apartado A, del artículo 123 constitucional y sus 
disposiciones reglamentarias, considerando los 
salarios de los dos años anteriores al concurso 
mercantil; cuando sea de carácter fiscal, se estará 
a lo dispuesto en el artículo 69. 

Es inconstitucional por referirse sólo a 2-dos años 
anteriores al concurso cuando se trata de créditos 
laborales, por concepto de salarios pues la Corte 
ha determinado que la preferencia del crédito laboral 
comprende salarios, salarios vencidos e 
indemnización, según el criterio jurisprudencial 
establecido en la contradicción de tesis, que a 
continuación se transcribe; 

CRÉDITOS PREFERENTES. LA FRACCIÓN XXIII 
DEL ARTÍCULO 123° DE LA CONSTITUCION 
FEDERAL, COMPRENDE, A FAVOR DE LOS 
TRABAJADORES, LOS SALARIOS VENCIDOS Y 
TODA CLASE DE INDEMNIZACIONES. De lo 
dispuesto en la fracción XXIII del artículo 123° de la 
Carta Magna, en relación con el artículo 113° de la 
Ley Federal del Trabajo, se advierte que tienen 
preferencia a favor de los trabajadores, sobre 



cualquier otro, en caso de concurso o quiebra de la 
empresa, dos tipos de créditos: Los provenientes 
de los salarios devengados en el último año y los 
correspondientes a indemnizaciones. La expresión 
"salarios devengados en el último año", para efectos 
de la prelación señalada, comprende no sólo 
aquellos que deben ser pagados al trabajador como 
retribución por las labores desempeñadas, sino 
también los que tenga derecho a percibir por otros 
títulos, como es el caso de los salarios caídos o 
vencidos, correspondientes al último año, sin que 
la limitación en el plazo de un año implique que no 
se deben pagar al trabajador salarios devengados 
por un lapso mayor, sino sólo que tienen derecho 
preferente por los que corresponden a ese último 
año. El término "indemnización" comprende a todas 
las que se contienen en el artículo 123 apartado A 
de la Carta Magna, así como aquellas que por tal 
concepto prevé la Ley Federal del Trabajo y los que 
así se pactaron en los contratos individuales y 
colectivos del trabajo en beneficio del trabajador y 
a cargo del patrón, como motivo de la relación 
laboral, en lo aplicable". 

Contradicción de Tesis 70/98. Entre las sustentadas 
por el Tribunal Colegiado de Vigésimo Tercer Circuito 
y el Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito 
(Actualmente Primero). Cinco votos.-16 de abril de 
1999.- Ponente Mariano Azuela Guitrón.- Secretaria: 
Irma Rodríguez Franco. 

Tesis de Jursiprudencia 76/99.- Aprobada por la 

Segunda Sala de este Alto Tribunal en sesión 
privada del dieciocho de Junio de mil novecientos 
noventa y nueve. 

Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo X, Julio de 1999, P. 174. 

Artículo 66°.- El auto de admisión de la demanda 
de concurso mercantil tendrá entre sus propósitos, 
con independencia de los demás que señala esta 
Ley, asegurarlos derechos que la Constitución, sus 
disposiciones reglamentarias y esta Ley garantizan 
a los trabajadores, para efectos de su pago con la 
preferencia, a que se refieren tales disposiciones y 
la fracción 1 del artículo 224. 

La sentencia de concurso mercantil no será causa 
para interrumpir el pago de las obligaciones 
laborales ordinarias del Comerciante. 

Son aplicables los comentarios efectuados al 
artículo precedente. 

Artículo 67°.- En caso de que las autoridades 
laborales ordenen el embargo de bienes del 
Comerciante para asegurar créditos a favor de los 
trabajadores por salarios y sueldos devengados en 
los dos años inmediatos anteriores o por 
indemnizaciones, quien en términos de esta Ley esté 
a cargo de la administración de la empresa del 
Comerciante será el depositario de los bienes 
embargados. 

Tan pronto como la persona que se encuentre a 
cargo de la administración de la empresa del 



Comerciante cubra o garantice a satisfacción de las 
autoridades laborales dichos créditos, el embargo 
deberá ser levantado, 

Se cometió la misma violación señalada al comentar 
el artículo 65. 

Artículo 68°.- Cuando en cumplimiento de una 
resolución laboral que tenga por objeto la protección 
de los derechos a favor de los trabajadores a que 
se refieren la fracción XXIII, del apartado A, del 
artículo 123 constitucional, sus disposiciones 
reglamentarias y esta Ley, la autoridad laboral 
competente ordene la ejecución de un bien 
integrante de la Masa que a su vez sea objeto de 
garantía real, el conciliador podrá solicitar a aquélla 
la sustitución de dicho bien por una fianza, a 
satisfacción de la autoridad laboral, que garantice el 
cumplimiento de la pretensión en el término de 90 días. 

Cuando la sustitución no sea posible, el conciliador, 
realizada la ejecución del bien, registrará como 
crédito contra la Masa a favor del acreedor con 
garantía real de que se trate, el monto que resulte 
menor entre el del crédito que le haya sido 
reconocido y el del valor de enajenación del bien 
que haya sido ejecutado para el cumplimiento de 
las pretensiones a que se refiere el párrafo anterior. 
En caso de que el valor de realización de la garantía 
sea menor al monto del crédito reconocido, la 
diferencia que resulte se considerará como un 
crédito común. 

Es anticonstitucional se pida por el conciliador 
sustituir mediante fianza una garantía real (hipoteca 
o prenda) ejercitada por orden de la autoridad 
laboral, dado que es preferente el crédito del 
trabajador. 

Artículo 69°.- A partir de la sentencia de concurso 
mercantil, los créditos fiscales continuarán causando 
las actualizaciones, multas y accesorios que 
conespondan conforme a las disposiciones aplicables. 

En caso de alcanzarse un convenio, se cancelarán 
las multas y accesorios que se hayan causado 
durante la etapa de conciliación. 

La sentencia de concurso mercantil no será causa 
para interrumpir el pago de las contribuciones 
fiscales o de seguridad social ordinarias del 
Comerciante, por ser indispensables para la 
operación ordinaria de la empresa. 

A partir de la sentencia de concurso mercantil y 
hasta la terminación del plazo para la etapa de 
conciliación, se suspenderán los procedimientos 
administrativos de ejecución de los créditos fiscales. 
Las autoridades fiscales competentes podrán 
continuar los actos necesarios para la determinación 
y aseguramiento de los créditos fiscales a cargo del 
Comerciante. 

Es anticonstitucional el artículo 69° que dice que a 
partir de la sentencia de concurso mercantil los 
créditos f iscales continúan causando 
actualizaciones multas y accesorios, porque el 



crédito fiscal debe ser determinado cuando se 
generó el impuesto, el derecho, el producto o el 
aprovechamiento y no sus actualizaciones ni multas 
porque el concurso impide el pago, por tanto no hay 
multas. 

Acertadamente se ha señalado que lo anterior va 
en contra de la tendencia del moderno Derecho 
Fiscal que "en algunos casos, llega a limitar la 
extensión del privilegio de la Hacienda Pública para 
que el monto de su crédito no sobrepase de un 
determinado porcentaje de la masa pasiva". 

Artículo 75°.- Cuando el Comerciante continúe con 
la administración de su empresa, el conciliador 
vigilará la contabilidad y todas las operaciones que 
realice el Comerciante. 

El conciliador decidirá sobre la resolución de 
contratos pendientes y aprobará, previa opinión de 
los interventores, en caso de que existan, la 
contratación de nuevos créditos, la constitución o 
sustitución de garantías y la enajenación de activos 
cuando no estén vinculados con la operación 
ordinaria de la empresa del Comerciante. El 
conciliador deberá dar cuenta de ello al juez. 
Cualquier objeción se substanciará incidentalmente. 

En caso de sustitución de garantías, el conciliador 
deberá contar con el consentimiento previo y por 
escrito del acreedor de que se trate. 

En el 2o párrafo.- Cabe señalar que la facultad de 
resolver las obligaciones es implícita en las 
recíprocas. 

El que cumple puede pedir la resolución del contrato 
por incumplimiento de la otra parte; salvo que se 
trate de un pacto comisorio debe existir trámite 
judicial para resolver la obligación. En cuanto a la 
enajenación de activos no vinculados con la 
operación ordinaria de la empresa del comerciante, 
el conciliador no puede enajenar esos activos, 
porque sería desapoderar al comerciante de la 
administración de su empresa. 

¿Quién otorga al conciliador la administración de la 
empresa?, ninguna disposición señala quién 
designa al conciliador como administrador, pues el 
artículo 74 dice que la administración corresponde 
al comerciante, el 81 habla de la remoción del 
comerciante en la dirección de la empresa y el 82 
señala al conciliador con las facultades y 
obligaciones de administración, y ante el silencio 
de la Ley debe ser el Juez el que lo nombre como 
administrador al remover al comerciante de la 
administración. Una interpretación armónica del 
artículo 74 en relación al 43, es que durante la 
conciliación, la administración la tiene el 
c o m e r c i a n t e . . Después de dictada la sentencia 
concursal de conciliación puede mediante un 
incidente removerse al comerciante de la 
administración y concederse ésta por el juez al 
conciliador. 
Artículo 79°.- El conciliador y el Comerciante 
deberán considerar la conveniencia de conservar 
la empresa en operación. 



No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando así convenga para evitar el crecimiento del 
pasivo o el deterioro de la Masa, el conciliador, previa 
opinión de los interventores, en caso de que existan, 
podrá solicitar al juez que ordene el cierre de la 
empresa, que podrá ser total o parcial, temporal o 
definitivo. Lo anterior se substanciará por la vía 
incidental. 

En relación al segundo párrafo del artículo 79, la 
solicitud del conciliador al juez del concurso, en caso 
de que existan trabajadores al servicio de la 
empresa, debe ser en el sentido de que el juez pida 
a la autoridad laboral competente la calificación del 
conflicto económico colectivo sobre el cierre de la 
empresa total o parcial, temporal o definitivo, con 
aseguramiento de los créditos laborales, porque el 
aspecto mercantil de la empresa no debe afectar 
relaciones obrero-patronales, ni asumir el juez del 
concurso facultades que la Ley Federal del Trabajo, 
reglamentaria del artículo 123 Constitucional, otorga 
a la autoridad laboral. 

Al efecto es aplicable el siguiente criterio: 

"QUIEBRAS. JUECES DE LO CONCURSAL, 
INCOMPETENCIA DE ESTOS PARA CONOCER 
Y RESOLVER DE PRESTACIONES 
RELACIONADAS CON CUESTIONES 
LABORALES. De conformidad con el artículo 237 
de la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, los 
jueces de lo concursal, carecen de competencia 
para conocer y resolver de prestaciones 
relacionadas con cuestiones laborales". 

"SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo en revisión 
1570/90. Carmen Paredes y Coagraviados. 21 de 
febrero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: 
Enrique R. García Vasco. Secretario. José 
Guadalupe Sánchez González". 

"Artículo primero.- Las obligaciones de pago de 
sumas en moneda nacional convertidas en las 
operaciones f inancieras que celebren los 
correspondientes intermediarios, las contenidas en 
títulos de crédito, salvo en cheques y, en general 
las pactadas en contratos mercantiles o en una 
unidad de cuenta, llamada unidad de inversión cuyo 
valor en pesos para cada día publicará 
periódicamente el Banco de México en el Diario 
Oficial de la Federación". 

Artículo 84.- Las acciones promovidas y los juicios 
seguidos por el Comerciante, y las promovidas y 
los seguidos contra él, que se encuentren en tramite 
al dictarse la sentencia de concurso mercantil, que 
tengan un contenido patrimonial, no se acumularán 
al concurso mercantil, sino que se seguirán por el 
Comerciante bajo la vigilancia del conciliador, para 
lo cual, el Comerciante debe informar al conciliador 
de la existencia del procedimiento, al día siguiente 
de que sea de su conocimiento la designación de 
esté. 

En relación al reconocimiento de créditos y para 
establecer la calidad de acreedor reconocido es 
importante determinar el resultado de los juicios a 
que alude el artículo 84. 



Artículo 89°.-A la fecha en que se dicte la sentencia 
de concurso mercantil: 

I. El capital y los accesorios financieros insolutos 
de los créditos en moneda nacional, sin garantía 
real, dejarán de causar intereses y se convertirán 
a UDIs utilizando al efecto la equivalencia de 
dichas unidades que da a conocer el Banco de 
México. Los créditos que hubieren sido 
denominados originalmente en UDIs dejarán de 
causar intereses; 

II. El capital y los accesorios financieros insolutos 
de los créditos en moneda extranjera, sin 
garantía real, dejarán de causar intereses y se 
convertirán a moneda nacional al tipo de cambio 
determinado por el Banco de México para 
solventar obligaciones denominadas en moneda 
extranjera pagaderas en la República Mexicana. 
Dicho importe se convertirá, a su vez, a UDIs en 
términos de lo previsto en la fracción anterior, y 

III. Los créditos con garantía real se mantendrán en 
la moneda o unidad en la que estén 
denominados y únicamente causarán los 
intereses ordinarios estipulados en los contratos, 
hasta por el valor de los bienes que los 
garantizan. 

Para los efectos de determinar la participación de 
los acreedores con garantía real en las decisiones 
que les corresponda tomar conforme a esta Ley, el 
monto de sus créditos a la fecha de declaración del 

concurso se convertirá a UDIs en términos de lo 
establecido para los créditos sin garantía real en 
las fracciones I y II de este artículo. Los acreedores 
con garantía real participarán como tales por este 
monto, independientemente del valor de sus 
garantías, salvo que decidan ejercer la opción 
prevista en el párrafo siguiente. 

Cuando un acreedor con garantía real considere que 
el valor de su garantía es inferior al monto del 
adeudo por capital y accesorios a la fecha de 
declaración del concurso mercantil, podrá solicitar 
al juez que se le considere como acreedor con 
garantía real por el valor que el propio acreedor le 
atribuya a su garantía, y como acreedor común por 
el remanente. El valor que el acreedor le atribuya a 
su garantía se convertirá en UDIs al valor de la fecha 
de declaración de concurso mercantil. En este caso, 
el acreedor deberá renunciar expresamente, en 
favor de la Masa, a cualquier excedente entre el 
precio que se obtenga al ejecutar la garantía y el 
valor que le atribuyó, considerando el valor de las 
UDIs de la fecha en que tenga lugar la ejecución. 

Se considera inconstitucional, en cuanto convierte 
a UDIs capital y accesorios financieros insolutos de 
créditos en moneda nacional y de créditos en 
moneda extranjera convirtiéndolos en moneda 
nacional, porque los UDIs no es una unidad 
monetaria de acuerdo con la Ley Monetaria y crea 
una situación de desigualdad en materia de créditos 
con cualquier acreedor no banco, respecto del 
acreedor banco o institución auxiliar. 



Al efecto, es importante considerar lo que dispone 
el artículo primero del decreto publicado el 1o de 
abril de 1995 en el que "Se establecen las 
obligaciones que podrán denominarse en unidades 
de inversiones y reforma y adiciona diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Federación y 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta". 

Artículo 106°.- El concurso mercantil del arrendador 
no resuelve el contrato de arrendamiento de 
inmuebles. 

El concurso mercantil del arrendatario no resuelve 
ei contrato de arrendamiento de inmuebles. No 
obstante lo anterior, el conciliador podrá optar por 
la resolución del contrato, en cuyo caso deberá 
pagarse al arrendador la indemnización pactada en 
el contrato para este caso o, en su defecto, una 
indemnización equivalente a tres meses de renta, 
por el vencimiento anticipado. 

Es anticonstitucional el párrafo segundo del artículo 
106 en el apartado que dice "no obstante lo anterior, 
el conciliador podrá optar por la resolución del 
contrato en cuyo caso, deberá pagarse al arrendador 
la indemnización pactada en el contrato para este 
caso, o en su defecto, una indemnización 
equivalente a tres meses de renta, por el 
vencimiento anticipado", pues si el contrato de 
arrendamiento no establece el concurso mercantil 
del arrendatario como causa de terminación del 
contrato ni el pago de indemnización al efecto, ni 
autoriza la Ley Civil ni el contrato mismo un 
vencimiento anticipado, no tiene porque cubrirse una 

indemnización de tres meses de renta o de cualquier 
otra temporalidad, y en razón de la materia concursal 
no puede establecerse cuestiones no previstas en 
la legislación civil en materia de arrendamiento. 

Artículo 111°.- El concurso mercantil de un socio de 
una sociedad en nombre colectivo o de 
responsabilidad limitada, o del comanditado de una 
en comandita simple o por acciones, le dará derecho 
a pedir su liquidación según el último balance social, 
o a continuaren la sociedad, si el conciliador presta 
su consentimiento, siempre que los demás socios 
no prefieran ejercer el derecho de liquidación parcial 
de la sociedad, salvo que otra cosa se hubiere 
previsto en los estatutos. 

Es inexplicable que el socio i l imitadamente 
responsable pida su l iquidación al entrar 
personalmente en concurso, porque es responsable 
de la totalidad de las obligaciones de la empresa, 
obviamente muy superiores a su aportación o parte 
social, además sólo depende de la voluntad del 
socio el continuar siéndolo y no depende del 
conciliador el que un socio continúe como tal. 

Artículo 127°.- Cuando en un procedimiento diverso 
se haya dictado sentencia ejecutoriada, laudo 
laboral, resolución administrativa firme o laudo 
arbitral anteriora la fecha de retroacción, mediante 
la cual se declare la existencia de un derecho de 
crédito en contra del Comerciante, el acreedor de 
que se trate deberá presentar al juez y al conciliador 
copia certificada de dicha resolución. 



El juez deberá reconocer el crédito en los términos 
de tales resoluciones, mediante su inclusión en la 
sentencia de reconocimiento, graduación y prelación 
de créditos. 

Los créditos laborales son preferentes por su propia 
naturaleza y no están sujetos a ninguna fecha de 
retroacción del patrón, ni tienen por que acudir ante 
el juez concursal, pues su crédito se hace efectivo 
en el procedimiento de ejecución ante la autoridad 
de trabajo (Artículo 114 Ley Federal del Trabajo). 

Es plenamente aplicable el criterio sostenido por el 
H. Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito que a continuación se transcribe: 

"QUIEBRA. CRÉDITOS LABORALES QUE SOLO 
DEBEN RECONOCER LOS TRIBUNALES DEL 
TRABAJO Y NO EL JUEZ DE LA. Como resultado 
de la interpretación armónica y sistemática del 
artículo 247 de la Ley de Quiebras y Suspensión de 
Pagos, en relación con los artículos 113 y 114 de la 
Ley Federal del Trabajo, se desprende que aunque 
por regia general todas las acciones que deriven 
del reconocimiento de crédito deben ejercitarse ante 
el juez que conozca de la quiebra, ese principio 
admite como excepción el reconocimiento de 
créditos de los trabajadores por concepto de salarios 
devengados en el último año o indemnizaciones que 
les son debidas. Ciertamente, de una simple 
interpretación gramatical del artículo 114 de la Ley 
Federal del Trabajo, se podría llegar a pensar que 
sólo establece una potestad para los trabajadores 
de ocurrir o no al procedimiento de quiebra, para 

que se les reconozcan, gradúen y cubran los créditos 
a que ahí se hace alusión, dado que se indica que 
los trabajadores no necesitan entrar a la quiebra, lo 
cual prima facie conduce aparentemente a colegir, 
que si tales sujetos optaran por intervenir en el 
procedimiento aludido, el juez del conocimiento 
tendría que aceptar su intervención y proceder en 
consecuencia como lo establece la Ley de Quiebras 
y de Suspensión de Pagos; no obstante, al calar 
más a fondo, se descubre que no es válida la simple 
interpretación gramatical, sino que debe hacerse 
una interpretación jurídica, en la que se tengan 
presentes los principios en que se sustenta el 
sistema procesal mexicano, y de este medio de 
intelección resulta que la norma no produce la 
alternativa apuntada anteriormente, por lo siguiente: 
el artículo primero del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal recoge un principio 
general del proceso para regir todos los 
procedimientos que regula, salvo disposición en 
contrario, al establecer que: "sólo puede iniciar un 
procedimiento judicial o intervenir en él, quien tenga 
interés en que la autoridad judicial declare o 
constituya un derecho o imponga una condena o 
quien tenga el interés contrario". El precepto alude 
a un interés jurídico y no a un interés material o 
volitivo. El principio en comento debe entenderse 
aplicable para los distintos procedimientos 
jurisdiccionales contemplados en la Ley de Quiebras 
y de Suspensión de Pagos, pues este ordenamiento 
adolece de una laguna sobre el particular, al no 
establecer quienes pueden iniciar un procedimiento 



o intervenir en él, vacío que debe integrarse con el 
principio procesal apuntado, teniendo en cuenta la 
intención manifiesta del legislador de que en los 
casos excepcionales en que se debiera ocurrir a 
otra ley supletoriamente, fuera precisamente al 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, según se consigna en el artículo sexto 
transitorio de la mencionada Ley de Quiebras, al 
obrar así, se encuentra que la comparecencia de 
los acreedores a la quiebra, tiene como finalidad 
que se reconozca su crédito mediante una 
declaración judicial del juez ante el que se tramita, 
a fin de que se pueda considerar como un crédito 
concurrente de la quiebra y tomar en cuenta en la 
graduación con ios demás créditos y en la 
realización del patrimonio de la fallida, pero si 
conforme al artículo 114 de la ley laboral, los 
trabajadores no necesitan entrar a la quiebra para 
que los créditos a que se refieren sean reconocidos 
y pagados sino tal reconocimiento y realización debe 
tramitarse y verificarse ante las juntas de conciliación 
y arbitraje, resulta indudable que los individuos que 
están en esta condición carecen de interés jurídico 
para intervenir en el procedimiento de quiebra lo 
que justifica el rechazo de su intervención en este". 

(CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.- Amparo en 
revisión 8590. Alina Casteleiro y otros. 16 de agosto 
de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel 
Castillo González, Secretario: J. Jesús Contreras 
Coria; Amparo en revisión 134/90. Javier Carranza 

y otros. 15 de marzo de 1990. Unanimidad de votos. 
Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: J. 
Jesús Contreras Coria; Amparo en revisión 209/90, 
Margarita Rivera y otros. 15 de marzo de 199o! 
Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo 
González. Secretario: J. Jesús Contreras Coria). 

Artículo 130.- El conciliador contará con un plazo 
improrrogable de diez días contados a partir de aquél 
en que venza el plazo a que se refiere el artículo 
anterior, para la formulación y presentación al juez 
de la lista definitiva de reconocimiento de créditos 
presentados en términos de ¡a fracción I del artículo 
122, así como los fiscales y laborales que hasta ese 
plazo hubieren sido notificados al Comerciante, 
anexando en su caso todas las solicitudes 
adicionales presentadas con posterioridad a la 
elaboración de la lista provisional de créditos. 

Si el conciliador omite la presentación de la lista 
definitiva al vencimiento del plazo a que se refiere 
el párrafo anterior el juez dictará las medidas de 
apremio que sean necesarias al efecto y, en caso 
de que no la presente en cinco días más, solicitará 
al Instituto que designe a un nuevo conciliador. 

Es anticonstitucional, porque los créditos laborales 
no tienen porque ser reconocidos por el conciliador, 
ni son acumulables al concurso, según crítica hecha 
al artículo 127. 

Artículo 152°.- El Comerciante podrá celebrar 
convenios con los trabajadores siempre que no 
agraven los términos de las obligaciones a cargo 



del Comerciante, o solicitara las autoridades fiscales 
condonaciones o autorizaciones en los términos de 
las disposiciones aplicables. 

Los términos de los convenios con los trabajadores 
y de las resoluciones de autorizaciones o 
condonaciones relativas al pago de las obligaciones 
fiscales deberán incluirse en el convenio que, en su 
caso, se celebre con arreglo a este Título. 

Es anticonstitucional. El patrón tiene las obligaciones 
con sus trabajadores que, de acuerdo con la Ley 
Federal del Trabajo, para el equilibrio de las 
relaciones obrero patronales están sujetas a un 
Contrato Colectivo de Trabajo, revisable cuando 
menos anualmente para la fijación de los salarios y 
los nuevos salarios son sobre fabuladores más altos 
que los anteriores. 

Artículo -156°.- Podrán suscribir el convenio todos 
los Acreedores Reconocidos con excepción de los 
acreedores por créditos fiscales y los laborales en 
relación con lo dispuesto en la fracción XXIII del 
apartado A del artículo 123 constitucional y en esta 
Ley. 

Para suscribir el convenio, no será necesario que 
los acreedores se reúnan a votar. 

Se efectúa la observación respecto de los 
acreedores que estén pendientes de ser 
reconocidos y de los que habiendo sido 
desconocidos por el conciliador y el juez en la 
sentencia, obtengan con posterioridad al convenio 

el reconocimiento de sus créditos ¿Qué ocurre con 
estos acreedores si el convenio ya dispuso de todos 
los bienes? 

Artículo 158°.- El convenio se considerará suscrito 
por todos aquéllos Acreedores Reconocidos . 
comunes, sin que se admita manifestación alguna 
por su parte, cuando el convenio prevea con 
respecto de sus créditos lo siguiente/ r-j. 

I. El pago del adeudo que era exigible a la fecha 
en que surtió efectos la sentencia de concurso 
mercantil, convertido a UDIs al valor del día de 
la sentencia de concurso mercantil; 

II- El pago de todas las cantidades y accesorios 
que se hubieran hecho exigibles conforme al 
contrato vigente, desde la fecha de la sentencia 
de declaración de concurso mercantil, hasta la 
de aprobación del convenio, de no haberse 
declarado el concurso mercantil y suponiendo 
que el monto referido en la fracción anterior se 
hubiera pagado el día de la sentencia de 
concurso mercantil. Estas cantidades se 
convertirán en UDIs al valor de la fecha en que 
se hubiera hecho exigible cada pago, y 

III. El pago, en las fechas, por los montos y en la 
denominación convenidos, de las obligaciones 
que, conforme al contrato respectivo, se hagan 
exigibles a partir de la aprobación del convenio, 
suponiendo que el monto referido en la fracción 
I se hubiera pagado el día de la sentencia de 



concurso mercantil y que los pagos referidos en 
ia fracción II se hubieran realizado en el momento 
en que resultaran exigibles. 

Los pagos a que hacen referencia las fracciones I y 
fl de este artículo se deberán hacer dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la aprobación del 
convenio, considerando el valor de las UDIs del día 
en que se efectúe el pago. 

Los créditos que reciban el trato a que se refiere 
este artículo se considerarán al corriente a partir de 
la fecha de aprobación del convenio. 

Se reproducen ¡os comentarios efectuados respecto 
al artículo 89. 

Artículo 159".-El convenio sólo podrá estipular para 
los Acreedores Reconocidos comunes que no lo 
hubieren suscrito lo siguiente: 

I. Una espera, con capitalización de intereses 
ordinarios, con una duración máxima igual a la 
menor que asuman los Acreedores Reconocidos 
comunes que hayan suscrito el convenio y que 
representen al menos el treinta por ciento del 
monto reconocido que corresponda a dicho 
grado; 

II. Una quita de saldo principal e intereses 
devengados no pagados, igual a la menor que 
asuman los Acreedores Reconocidos comunes 
que hayan suscrito el convenio y que representen 
al menos el treinta por ciento del monto 
reconocido que corresponda a dicho grado, o 

III. Una combinación de quita y espera, siempre que 
ios términos sean idénticos a ios aceptados por 
al menos el treinta por ciento del monto 
reconocido a los Acreedores Reconocidos 
comunes que suscribieron el convenio. 

En el convenio se podrá estipular que los créditos se 
mantengan en la moneda, unidad de valor o 
denominación, en que fueron originalmente pactados. 

El convenio aprobado por la mayoría de acreedores 
reconocidos y que representan mayoría de intereses 
es obligatorio incluso para los disidentes y los 
ausentes, destacándose que cabe preguntarse si 
fueron citados en legal forma y enterados del 
convenio o no. 

Artículo 191°.- El inventario se hará mediante 
relación y descripción de todos los bienes muebles 
o inmuebles, títulos valores de todas clases, géneros 
de comercio y derechos a favor del Comerciante. 

El síndico entrará en posesión de los bienes y 
derechos que integran de la Masa conforme se vaya 
practicando o verificando el inventario de los 
mismos. A estos efectos, su situación será la de un 
depositario judicial. 

No establece un término específico para los 
inventarios, y se considera que el de 30 días que se 
señala como término en los casos no previstos es 
insuficiente para el cometido, según lo demuestra 
la experiencia práctica en diversos procedimientos. 



Podemos mencionar que en el juicio de quiebra de 
la empresa Fundidora Monterrey, S. A., 
expresamente se reconoció que en la misma no 
había sido posible concluir el inventario. 

Artículo 195°.- Siempre que sea requerido por el 
síndico, el Comerciante deberá presentarse ante 
aquél. Tomando en cuenta la naturaleza de la 
in formación que el síndico necesite, podrá requerir 
al Comerciante para que se presente en persona y 
no por medio de apoderado; o le indicará cuál o 
cuáles de sus administradores, gerentes, empleados 
o dependientes deben comparecer. 

Para el ejercicio de la facultad a que se refiere el 
párrafo anterior, el síndico podrá solicitar el auxilio 
del juez, quién dictará las medidas de apremio que 
estime convenientes. 

Peca de inconstitucional, porque le atribuye a la 
sindicatura una investidura de autoridad de la que 
carece, pues el precepto debe ser redactado en el 
sentido de que el síndico pida al juez requiera al 
comerciante se presente para los efectos 
correspondientes. 

Artículo 212°.- El síndico no responderá por la 
evicción ni por los vicios ocultos de los bienes que 
enajene, salvo que otra cosa se hubiere convenido 
con el adquirente. , -

El adquirente de todos o parte de los bienes de la 
Masa no podrá reclamar al síndico, ni a los 
Acreedores Reconocidos que hayan recibido cuotas 
concúrsales, el reembolso de todo o parte del precio, 

la disminución del mismo o el pago de 
responsabilidad alguna. 

En todo caso el comerciante es el responsable de 
la evicción, por lo que la redacción de este precepto 
es inapropiada. 

Artículo 213°.- Los Acreedores Reconocidos con 
garantía real que inicien o continúen un 
procedimiento de ejecución conforme a lo 
establecido en las disposiciones que resulten 
aplicables, deberán notifícario al síndico, haciéndole 
saber los datos que identifiquen el procedimiento 
de ejecución. 

El acreedor con garantía real no entra al concurso 
ni es acumulable. La Intervención del síndico es la 
de vigilante para proteger los intereses de la masa 

Artículo 221°.- Los créditos laborales diferentes de 
los señalados en la fracción I del artículo 224 y los 
créditos fiscales se pagarán después de que se 
hayan cubierto los créditos singularmente 
privilegiados y los créditos con garantía real, pero 
con antelación a los créditos con privilegio especial. 

En caso de que los créditos fiscales cuenten con -
garantía real, para efectos de su pago se estará a 
lo dispuesto en el artículo 219 hasta por el importe 
de su garantía, y cualquier remanente se pagará en 
los términos del primer párrafo de este artículo. 

Se ha destacado por autorizados fiscalistas, que 
este artículo contraviene al artículo 149 del Código 
Fiscal de la Federación, estimando los mismos, que 



debido a tratarse de una legislación posterior -que 
en su artículo segundo transitorio deroga o modifica 
todas las demás disposiciones legales que se 
opongan a la misma-, deberá prevalecer la Ley de 
Concursos Mercantiles, pero estimando como 
conclusión que: 

"El objeto de la Ley de Concursos Mercantiles fue 
agilizar el procedimiento anteriormente contemplado 
en la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, con 
el propósito de erradicar sobre todo candados y 
figuras innecesarias dentro de dicho procedimiento; 
no obstante, este nuevo cuerpo legal no es 
totalmente coincidente con las disposiciones del 
Código de la Federación, incluso en lo que se refiere 
a las facultades de las autoridades hacendarías. Por 
tal motivo, sería oportuno considerar el ajuste 
correspondiente de ambas disposiciones a efecto 
de hacerlas concurrentes. 

Resulta necesario que los acreedores con un crédito 
preferente al fiscal participen en el procedimiento 
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
en uso de sus facultades, realiza a efecto de no ver 
mermados sus derechos." (IDE,2000) 

Por otra parte, son aplicables además los 
comentarios efectuados respecto a la violación de 
la legislación laboral. 

Artículo 224Son créditos contra la Masa y serán 
pagados en el orden indicado y con anterioridad a 
cualquiera de los que se refiere el artículo 217 de 
esta ley. 

I. Los referidos en la fracción XXIII, apartado A, 
del artículo 123 constitucional y sus disposiciones 
reglamentarias aumentando los salarios a los 
correspondientes a los dos años anteriores a la 
declaración de concurso mercantil del 
Comerciante; 

II... 

III... 

IV... 

V. Los honorarios del visitador, conciliador y síndico 
y los gastos en que éstos hubieren incurrido, 
siempre y cuando fueren estrictamente 
necesarios para su gestión y hayan sido 
debidamente comprobados conforme a las 
disposiciones que emita el Instituto. 

Por lo que hace a la fracción I, se insiste en su 
inconstitucionalidad por violación al ordenamiento 
que regula la materia laboral. Son aplicables los 
comentarios efectuados al artículo 65. 

En la fracción V se viola el artículo 17 Constitucional, 
ya que los honorarios a que se refiere del visitador, 
conciliador y síndico y gastos a que se alude, van 
contra el principio de gratuidad del servicio judicial. 

Artículo 225°.- Frente a los acreedores con garantía 
real o con privilegio especial, no puede hacerse valer 
el privilegio a que se refiere el artículo anterior, sino 
que sólo tienen privilegio los siguientes: 



I. Los acreedores por los conceptos a los que se 
refiere la fracción XXIII, apartado A, del artículo 
123 constitucional y sus disposiciones 
reglamentarías considerando los salarios de los 
dos años anteriores a la declaración de concurso 
mercantil del Comerciante; 

II. Los gastos de litigio que se hubieren promovido 
para defensa o recuperación de los bienes objeto 
de garantía o sobre los que recae el privilegio, y 

III. Los gastos necesarios para la refacción, 
conservación y enajenación de los mismos. 

Incurre en la misma violación a la legislación laboral 
que se ha venido señalado. 

Artículo 240°.- La autoridad concedente propondrá 
al juez todo lo relativo a la designación, remoción y 
sustitución del conciliador y del síndico que 
participen en los concursos mercantiles a que se 
refiere este capítulo, así como para supen/isar las 
actividades que estos realicen. Cuando las 
circunstancias especiales del caso lo justifiquen, la 
autoridad concedente podrá establecer un régimen 
de remuneración distinto al previsto por el artículo 
333 de esta Ley. 

Como lo previene el artículo 239, se entiende por 
autoridad concedente, al Gobierno, dependencia u 
otra entidad de derecho público, que otorga la 
concesión para la prestación de un servicio público 
y el concesionario comerciante de bienes sujeto a 
concurso mercantil, en cuyo caso debe darse a la 
autoridad concedente la intervención que señala el 

artículo 240, y ante el silencio de la ley debe 
presumirse que para el inicio del procedimiento 
concursal debe darse la intervención por el juez a 
esa autoridad concedente. 

Además, el artículo 240, al establecer un régimen 
de remuneración "cuando las circunstancias 
especiales del caso lo justifiquen", viola el artículo 
17 Constitucional por los argumentos ya expresados 
de gratuidad de la justicia. 

Artículo 255°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 21 de esta Ley, también podrá demandarla 
declaración de concurso mercantil de una institución 
auxiliar del crédito la Comisión Nacional Bancaría y 
de valores. 

Admitida la demanda, el juez ordenará que se 
notifique a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores y adoptará, ya sea de oficio o a solicitud del 
demandante o de la mencionada comisión, las 
medidas provisionales que resulten necesarias para 
la protección de los intereses de los acreedores, 
trabajadores, instalaciones y activos de la institución. 

Es aplicable a este artículo lo expresado en relación 
con el numeral 246 de la propia Ley. 

Artículo 257°.- Con la contestación de la demanda 
sólo se admitirán la prueba documental y la opinión 
de expertos cuando se presente por escrito. Quien 
presente la opinión de expertos deberá acompañar 
dicho escrito de la información y documentos que 
acrediten la experiencia y conocimientos técnicos 
del experto que corresponda. Por ningún motivo se 
citará a los expertos para ser interrogados. 



El juez podrá ordenar las demás diligencias 
probatorias que estime convenientes, las cuales 
deberán llevarse a cabo dentro de un plazo máximo 
de diez días. 

Dentro de los cinco días siguientes de que venza el 
plazo del segundo párrafo del artículo 
256 de esta Ley, el juez dictará la sentencia 
correspondiente. 

No existe ningún fundamento legal para que se 
establezca que los expertos no puedan ser 
interrogados. 

Artículo 271.- El Comerciante declarado, por 
sentencia firme, en concurso mercantil, será 
sancionado con pena de uno a nueve años de 
prisión por cualquier acto o conducta dolosa que 
cause o agrave el incumplimiento generalizado en 
el pago de sus obligaciones. 

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el 
Comerciante ha causado o agravado dolosamente 
el incumplimiento generalizado en el pago de sus 
obligaciones cuando lleve su contabilidad en forma 
que no permita conocer su verdadera situación 
financiera; o la altere, falsifique o destruya. 

El juez tendrá en cuenta, para individualizar la pena, 
la cuantía del prejuicio inferido a los 
acreedores y su número. 

Es inconstitucional el artículo 271, porque es la 
declaratoria de quiebra en sentencia, la que en caso 
de ser calificada como dolosa, debe dar vista al 

Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal 
por quiebra fraudulenta y es a la Ley Penal a la que 
le compete fijar la sanción. 

Artículo 275°.-Los delitos en situación de concurso 
mercantil se perseguirán por querella. Tendrán 
derecho a querellarse el Comerciante y cada uno 
de sus acreedores, estos últimos aún en el caso de 
que algún otro acreedor hubiese desistido de su 
querella o hubiere concedido el perdón. 

Es anticonstitucional, porque no existe por parte del 
concursado tantos delitos como actos dolosos hayan 
hecho que condujeran al concurso, sino que la 
declaratoria de quiebra es la que debe calificar si 
existe delito o no. 

Artículo 276°.- En los delitos en situación de 
concurso mercantil, el juez penal no conocerá de la 
reparación del daño, materia que corresponde al 
juez del concurso mercantil. 

Es inconstitucional, al separar la reparación del 
daño, que reserva el Juez del concurso, y no darle 
tal atribución al Juez Penal. 

Los artículos 271 y 276 son anticonstitucionales 
porque la comisión del delito en situación de 
concurso mercantil, no previenen si es en la fase 
de conciliación o en la de quiebra; por su propia 
naturaleza no es dable que en conciliación se 
califique un delito, solamente en la sentencia de 
quiebra es posible la calificación de fraudulenta. 



Artículo 299°.- A partir del reconocimiento de un 
Procedimiento Extranjero Principal: 

I. Se suspenderá toda medida de ejecución contra 
los bienes del Comerciante, y 

II... 

El principio que señala en la fracción I es correcto, 
salvo que se trate de créditos laborales o de créditos 
con garantía real, que no son acumulables. 

Artículo 311°.- Se crea el Instituto Federal de 
Especialistas de Concursos Mercantiles, como 
órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura Federal, 
con autonomía técnica y operativa, con las 
atribuciones siguientes: 

XIV. Informar semestralmente al Congreso de la 
Unión, sobre el desempeño de sus funciones... 

Esta fracción XVI, obviamente es incostitucional, por 
supeditar el poder Judicial al legislativo. 

Artículo 312°.- El Comerciante que enfrente 
problemas económicos o financieros podrá acudir 
ante el Instituto a efecto de elegir a un conciliador, 
de entre aquéllos que estén inscritos en el registro 
del Instituto, para que funja como amigable 
componedor entre él y sus acreedores. Todo 
acreedor que tenga a su favor un crédito vencido y 
no pagado también podrá acudir ante el Instituto 
para hacer de su conocimiento tal situación y 
solicitarle la lista de conciliadores. 

El Instituto deberá notificar al solicitante por escrito, 
dentro de los quince días naturales siguientes a la 
fecha de la solicitud correspondiente, la lista a la 
que se refiere el párrafo anterior. Los honorarios 
del conciliador serán a cargo del solicitante. 

En ningún caso el Instituto será responsable por los 
actos realizados por el concil iador que el 
Comerciante o, en su caso, cualquier acreedor 
hubieren elegido. 

El párrafo segundo en su parte f inal, es 
inconstitucional al establecer "los actos realizados 
por el conciliador que el comerciante, o en su en 
caso, cualquier acreedor hubieran elegido", porque 
contraviene el artículo 17 Constitucional. 

Artículo 327°.- Los visitadores, conciliadores o síndicos 
deberán caucionar su correcto desempeño en cada 
concurso mercantil para los que sean designados, 
mediante la garantía que detemiine el Instituto, a través 
de disposiciones de carácter general. 

Se critica el artículo 327 al señalar que la garantía 
que deben caucionar por su desempeño los 
visitadores, conciliadores o síndicos, en cada 
concurso mercantil, para que sean designados lo 
determinará el Instituto Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles y no el Juez del concurso. 

Artículo 328°.- No podrán actuar como visitadores, 
conciliadores o síndicos en el procedimiento de 
concurso mercantil de que se trate, las personas 
que se encuentren en alguno de los siguientes 
supuestos: 



/... 

II... 

III... 

IV. Mantener o haber mantenido durante los seis 
meses inmediatos anteriores a su designación, 
relación laboral con el Comerciante o alguno de 
los acreedores, o prestarle o haberle prestado 
durante el mismo periodo, servicios profesionales 
independientes siempre que éstos impliquen 
subordinación; 

En cuanto a la fracción IV, al hablar de los servicios 
profesionales independientes que no impliquen 
subordinación, es errado, ya que si la subordinación 
es dependencia ¿Cual es el servicio profesional que 
se presta? 

Artículo 333°.- El visitador, conciliador y el síndico, 
así como sus auxiliares, tendrán derecho al cobro 
de honorarios por la realización de las funciones 
que esta Ley les encomienda. El régimen aplicable 
a los honorarios será determinado por el Instituto 
mediante reglas de carácter general, de conformidad 
con lo siguiente: 

I. Serán contra la Masa y se considerarán créditos 
en contra de la misma. 

II. Se pagarán en los términos que determine el 
Instituto, y 

III. Serán acordes con las condiciones del mercado 
laboral y tendientes a lograr la inscripción de 

personas idóneas y debidamente calificadas para 
el desempeño de sus funciones en el registro a 
que se refiere el Capítulo siguiente. 

En todo caso, la remuneración del conciliador y del 
síndico estará vinculada a su desempeño. 

Se efectúan los mismos comentarios vertidos 
respecto del Artículo 240. 

Artículo Sexto transitorio.- La disposición transitoria 
establece un término para que sea instalado el 
Instituto Federal de Especialistas de Concursos 
Mercantiles y otro término para que establezca su 
reglamento interno, esta norma es imperfecta 
porque no tiene sanción su inobservancia y se 
producen consecuencias negativas, porque en la 
solicitud de concurso que presentase un acreedor 
o el ministerio público ante el juez se retardaría el 
obsequio a trámite, porque la primera medida es 
pedir al Instituto designe al visitador, lo que en cierta 
forma es una denegación de justicia. 

Artículo Noveno transitorio.- Es anticonstitucional por 
establecer un trato de desigualdad entre 
comerciantes, según su pasivo sea mayor o menor 
de 500,000 UDIs. 

Debe mencionarse por último, que la Ley Concursal, 
al suprimir la rehabilitación del comerciante 
quebrado que la Ley de Quiebras y Suspensión de 
Pagos de 1943 si permitía, independientemente de 
que tratase de quiebra fortuita, culpable o 
fraudulenta, coloca al comerciante quebrado en la 
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imposibilidad para siempre de poder ejercer el 
comercio, ya que e1 Artículo 12 del Código de 
Comercio en vigor establece: 

"Artículo 12.-

/... 
II. Los quebrados que no hayan sido rehabilitados; 

III... 

La ley concursal, al suprimir la rehabilitación, es 
violatoria del artículo 5o constitucional, ya que impide 
al comerciante que haya sido sujeto a concurso 
volver a ejercer el comercio. 

Como se indicó en la primera Edición de la presente 
obra, encontrándose la misma en proceso de 
impresión, con fecha 13 de Junio de 2000, se instaló 
el Instituto Federal de Especialistas de Concursos 
Mercantiles en el Auditorio "Ignacio L. Vallarta" del 
Palacio de Justicia Federal en la Ciudad de México, 
D.F., la instalación se efectuó por el Presidente del 
Consejo de la Judicatura Federal, a la vez 
Presidente de la H. Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Sr. Ministro Genaro Góngora Pimentel, 
quedando la Junta Directiva del organismo integrado 
por las siguientes personas: Luis Manuel C. Mejan, 
como Director General, y Griselda Nieblas Aldana, 
Judith Saldaña Espinosa, José Francisco Valero 
Espinosa y Carlos Huerta Montes de Oca, como 
vocales; actualmente tiene su domicilio en Periférico 
Sur 2321, Col. San Angel Tlacopac en México, D.F. 
con correo electrónico wwwJfecom.cjf.gob.mx. A la 

fecha no se han designado los visitadores, 
conciliadores ni síndicos, por lo que los 
procedimientos concúrsales sólo podrán admitirse, 
más no proseguirse, según ha quedado indicado al 
efectuar el comentario correspondiente en esta obra. 
Permanece la interrogante ¿Cuál es ia concreta 
situación jurídica del comerciante cuyo concurso se 
admitió a trámite, pero no puede proseguirse el 
procedimiento?. El comentario respecto de las 
Reglas de Carácter General ordenadas por la Ley 
de Concursos Mercantiles, se reserva para posterior 
estudio, aunque desde luego se advierte un vicio 
de origen por la falta de publicación de la misma en 
el Diario Oficial de la Federación, vicio que también 
se produce respecto de la integración del Instituto 
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles. 

La necesidad de la publicación en el Diario Oficial 
de la Federación es porque al instituto se le otorga 
el carácter de autoridad por la Ley de Concursos 
Mercantiles y los actos de ésta deben ajustarse a 
dicha ley, la que en su ejecución y modificación debe 
ser publicada en el multicitado Diario. 



Conclusiones 

PRIMERA.- La Ley de Concursos Mercantiles 

atiende a una preocupación social y doctrinal, 
precisada por don Raúl Cervantes Ahumada al 
afirmar "cada año por lustros y lustros, hemos 
esperado que el legislador sacudiera su sordera y 
su pereza, e hiciera aparecer la nueva Ley que la 
comunidad ha exigido por tan largo tiempo". 
SEGUNDA.- La inconstitucionalidad de los artículos 
de la Ley en comento que han quedado indicados, 
trae como consecuencia que la misma no responda 
a las expectativas de la comunidad en general y de 
los juristas en lo particular. 
TERCERA.- Se destaca el cambio de filosofía en 
materia concursal respecto de la empresa y su función 
social, al establecer como prioridad de la Quiebra la 
venta de los bienes que integran la misma, en vez de 
buscar su conservación y rehabilitación. 

CUARTA.- Aún y cuando el propósito manifiesto de 
la Ley es proteger el interés del Fisco y de los 
acreedores privilegiados, tal propósito no se logrará 
con los alcances que se pretende, dada la inviolable 
protección constitucional de los créditos laborales. 



QUINTA.- No es exacta la afirmación de que la 
nueva Ley traerá consigo una inmediata reactivación 
del crédito, ya que independientemente de la 
situación en que se encuentra nuestra economía, 
la legislación en comento no disminuirá el rigor de 
las garantías para otorgamiento del mismo. 

SEXTA.- La nueva Legislación incrementará las 
"quiebra de hecho", ya que en vez de hacer atractivo 
para el comerciante someterse a la Ley buscará 
evadirse de la misma, fundamentalmente por no 
existir la rehabilitación del quebrado. 

SÉPTIMA.- Es importante la labor que corresponde 
a las agrupaciones profesionales de Abogados en 
el análisis de la nueva legislación, a fin de 
implementar las reformas que nos doten de un 
procedimiento ágil, equitativo y apegado a nuestro 
régimen constitucional. 

OCTAVA.- A las Facultades de Derecho del país 
corresponde impulsar la investigación jurídica en la 
materia, divulgar el producto de la misma y realizar 
una labor de extensión universitaria y 
responsabilidad social; presentar, debidamente 
fundados, ante el H. Congreso de la Unión los 
puntos de vista o reflexiones que sin duda 
coadyuvarán a una mejor legislación. 

NOVENA.- Al Poder Judicial de la Federación 
corresponderá la importante tarea de fijar en 
definitiva los criterios jurídicos que habrán de 
prevalecer en la materia, colmando las lagunas y 
subsanando las imperfecciones. 

DÉCIMA.- Las Cámaras de Comercio e Industria 
deberán estar atentas al desenvolvimiento futuro de 
la legislación, no obstante que, por definición no 
podrán normalmente desempeñar el cargo de 
Síndico. Mantener su disposición de servicio, 
confirmada a través del tiempo, para intervenir en 
los casos de excepción que la Ley establece. 

DÉCIMA PRIMERA.- Las Reglas de Carácter 
General ordenadas por la Ley de Concursos 
Mercantiles deben ser publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación, así como la integración de la Junta 
Directiva del Instituto Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles, en virtud de que este último 
tiene el carácter de autoridad. 
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Anexo I 
Opinión del Especialista en 
Derecho Mercantil, Dr. Arturo 
Salinas Martínez, exdirector y 
exprofesor de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales de la 
Universidad Autónoma de Nuevo 
León, de la División de Ciencias 
Jurídicas de la Universidad de 
Monterrey y de la Facultad Libre de 
Derecho. 
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Análisis del Artículo 17 que elimina 
la competencia en materia concursal 

de los jueces y tribunales de los Estados 
de la República y del Distrito Federal, 

para asignarla en forma exclusiva 
al Poder Judicial Federal 

Én el Poder Legislativo Federal se encuentra 
actualmente en discusión un Proyecto de Ley 

de Concursos Mercantiles que pretende reservar en 
forma exclusiva al Poder Judicial Federal el 
conocimiento de esos Concursos, eliminando la 
competencia concurrente de los jueces y tribunales 
de los Estados de la Unión y del Distrito Federal. 

En efecto, el artículo 17 del Proyecto establece a la 
letra: 

"Artículo 17- A prevención, es competente, para 
conocer del concurso mercantil de un Comerciante, 
el Juez de Distrito con jurisdicción en el lugar en 
donde el Comerciante tenga su Domicilio". 

La cuestión central que se plantea es la de saber sí 
se justifica esa proposición y sí desde un punto de 



vista jurídico el artículo propuesto, antes transcrito, 
es compatible con /as disposiciones constitucionales 
en vigor. 

Antes de analizar el fundamento que provee la 
Exposición de Motivos del Proyecto para proponer 
el artículo 17, estimamos pertinente presentar 
algunos antecedentes que ofrezcan cierta 
perspectiva histórica sobre la evolución en México 
de las competencias legislativa y jurisdiccional en 
material mercantil y examinar después el problema 
de la interpretación de la fracción I del artículo 104 
constitucional, a fin de precisar su sentido y alcance, 
tomando en consideración las opiniones de la 
doctrina mexicana y las resoluciones del Poder 
Judicial de la Federación. 

Vamos pues a dividir la exposición de nuestro tema 
en cuatro apartados: 

I. Antecedentes, II. La Exposición de Motivos del 
Proyecto, III. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y IV. Las Conclusiones. 

I. Antecedentes. 

Como ya lo apuntamos, únicamente 
mencionaremos los antecedentes más 
directamente vinculados con el tema que nos ocupa. 

Empecemos con el texto de la fracción I del artículo 
97 de la Constitución de 1857 que establecía:. 

"Corresponde a los Tribunales de la Federación 
conocer: 

\ - De todas las controversias que se suscitan sobre 
el cumplimiento y aplicación de las leyes 
federales". 

Omitimos las otras seis fracciones del artículo 97 
por no considerarlas relevantes para nuestro fin. 

La fracción I consagra un sistema de atribución de 
competencia congruente en principio - desde un 
punto de vista teórico - con una república de carácter 
federal. 

El artículo 72 fracción X de la Constitución de 1857 
confería al Congreso de la Unión facultades 
expresas exclusivamente "para establecer las bases 
generales de la legislación mercantil", bases 
generales que por cierto nunca llegaron a ser 
dictadas. 

En esas condiciones surgió el problema -muy 
debatido durante tres lustros - de determinar si 
correspondía al Congreso federal o a los Congresos 
estatales decretar o aprobar el Código de Comercio. 

Prevaleció la tesis de que mientras no se 
establecieran por el Poder Legislativo Federal las 
"bases generales" de que habla el artículo 72 
fracción X, las legislaturas estatales tenían 
competencia para aprobar ordenamientos en 
materia comercial, e incluso que los jueces y 
tribunales locales de los Estados y del Distrito 
Federal compartían la competencia con los 
Tribunales de la Federación. 



Es un hecho históricamente comprobado que 
cuando menos seis Estados de la Unión adoptaron 
el Código Lares o sea el Código mercantil de 16 de 
mayo de 1854 que había regido en todo el país bajo 
el sistema centralista de Santa Ana, y se estima, 
aunque sin pruebas fehacientes definitivas, que 
llegaron a dieciocho Estados, de los veintisiete, los 
que lo aplicaban.1 

Los jueces y tribunales locales civiles de los Estados 
y del Distrito Federal tuvieron, en forma exclusiva y 
obligatoria, competencia jurisdiccional para resolver 
las controversias en materia de comercio, dado que 
los tribunales mercantiles federales que habían sido 
reestablecidos por el Código Lares fueron 
suprimidos en 1855. 

El problema constitucional fue resuelto en definitiva 
con la reforma del 14 de diciembre de 1883 de la 
fracción X del artículo 72 de la Constitución en el 
sentido de otorgar al Congreso general la facultad 
"para expedir códigos obligatorios en toda la 
república, de minería y comercio, comprendiendo 
en este último las instituciones bancarias". 

Con la reforma del 29 de mayo de 1884 la situación 
cambió al admitirse ia jurisdicción concurrente en 

1 La bibliografía mexicana es muy abundante, pero esta información tiene 
como fuente el trabajo de Robert C. Means, sobre el Derecho Mercantil 
en México de 1854 a 1884. En su investigación histórica precisa en detalle 
todas las peripecias del Código Lares, de la Ley Juárez y de los cambios 
en ese período. El es profesor de la Escuela de Derecho de la Universidad 
de Texas en Austin. Su trabajo lleva el título de Mexican Commercial Law 
1854-1884. Boston Collega International and Comparative Law Review, 
Vol. 2, No. 2, 1979, pp. 299 a 355. 

el inciso I del artículo 97 constitucional, cuyo texto 
se transcribe a continuación: 

"Art. 97. Corresponde a los Tribunales de la 
Federación conocer: 
I. De todas las controversias que se susciten sobre 

el cumplimiento y la aplicación de las leyes 
federales, excepto en el caso de que la aplicación 
sólo afecte intereses de particulares, pues 
entonces son competentes para conocer los 
jueces y tribunales locales del orden común de 
los Estados, del Distrito Federal y Territorio de la 
Baja California." 

La fracción I del artículo 97 en su primera parte 
reprodujo la redacción original de la Constitución 
de 1857 pero añadió la excepción de otorgar 
competencia a los jueces y tribunales locales del 
orden común, cuando la aplicación de las leyes 
federales "sólo afecte intereses de particulares". 
Esta reforma de 1884 suscita dos observaciones: 

1a. Que el artículo 97 fracción I reformado no admitió 
la elección del actor o demandante o sea el 
sistema que la terminología clásica llama "A 
prevención", sino que otorgó la competencia a 
los jueces y tribunales estatales y del Distrito 
Federal, de modo obligatorio, en cuanto se 
cumpliera el requisito establecido. De hecho esa 
competencia se convirtió en regla general. 

2a. En cuando a los móviles la doctrina del siglo XIX 
coincidió en señalar que la introducción de la 



excepción se debió a que "habría sido imposible 
a los tribunales federales el despacho de ios 
numerosos asuntos" y esa motiva lo dispuesto 
en la fracción I del artículo 104 de la Constitución 
y legitimaron la constitucionalidad de la 
competencia concurrente. 

II. Exposición de Motivos del Proyecto 

En esta segunda parte del plan de desarrollo nos 
abocaremos a tratar de precisar cuál es el 
fundamento y la justificación de la propuesta que 
hace la Comisión redactora, contenida en la 
Exposición de Motivos, para suprimir la competencia 
concurrente de los jueces y tribunales de los Estados 
y del Distrito Federal, en los términos del artículo 
17 dei Proyecto. 

En la Exposición de Motivos encontramos en la 
página IX, dos párrafos centrales de especial 
relevancia. 

El "Primer párrafo central" dice literalmente: 

"Asimismo, se adecúan en función del procedimiento 
concursal planteado en la Iniciativa, los 
capítulos especiales para el caso de los 
concesionarios públicos, las instituciones de crédito 
y las organizaciones auxiliares del crédito. En estos 
casos, era indispensable reconocer la naturaleza 
particular de estas empresas y el interés público que 
representan. La iniciativa armoniza el concurso de 
estas instituciones con las disposiciones especiales 
que las rigen, y establece la debida participación de 

las entidades que las autorizan, regulan y 
supervisan". 

El texto del "Segundo párrafo central" se transcribe 
a continuación: 

" Tal y como se establecía desde la exposición de 
motivos de la Ley de Quiebras y de Suspención de 
Pagos, la Comisión reconoció que el concurso 
mercantil es un fenómeno económico que no sólo 
interesa a los particulares que en él intervienen, sino 
que se trata de una manifestación económico 
jurídica en la que el Estado tiene un interés 
preponderante y fundamental, por lo que en 
consecuencia propuso, en congruencia con lo que 
establece la fracción I del artículo 104 constitucional, 
que fuera competencia de los tribunales federales 
conocer del concurso mercanti l de los 
comerciantes." 

El "Primer párrafo" reconoce que las empresas que 
operan bajo concesiones públicas, así como las 
instituciones de crédito y organizaciones auxiliares, 
se encuentran en una situación distinta a la de las 
empresas comerciales o industriales ordinarias y con 
énfasis subraya que "en estos casos era 
indispensable reconocer la naturaleza particular de 
estas empresas y el interés público que 
representan". 

Creemos que todo mundo coincide en reconocer 
"la naturaleza particular" de las empresas 
concesionarias y en considerar que no se identifican 
con las empresas industriales y comerciales que 



operan en la esfera del derecho privado, dentro del 
marco de libertad que les garantiza la Constitución 
en su artículo 5, primer párrafo. 

Efectivamente, la empresas concesionarias son 
colaboradoras en la ejecución de la función 
administrativa y vienen a ser "agentes del Poder 
Público en la realización del servicio autorizado por 
la concesión" como lo sostuvo Gabino Fraga. La 
concesión tiene como nota esencial - de acuerdo 
con nuestra mejor doctrina - la transmisión a los 
particulares de poderes y derechos propios del 
Estado, para ampliar su esfera de acción jurídica.2 

En esas circunstancias, la doctrina en general está 
de acuerdo en que las empresas concesionarias 
representan un auténtico "interés público". 

En cambio las Insti tuciones de Crédito y 
Organizaciones Auxiliares privadas se ubican en una 
situación intermedia, en cuantos que como 
instituciones no están en la esfera pública del 
Estado, es decir no son "agentes del mismo. Por 
ello, la doctrina más extendida, tanto de Europa 
como de México, ha sostenido que operan bajo el 
régimen administrativo, no de "concesión", sino de 
"autorización", conforme al cual le competen al 
Estado las funciones de regulación, vigilancia y 
supervisión. 
2 Gabino Fraga fue congruente en sostener que el término concesión "sólo 

está usado correctamente cuando sirve para denominar los actos del 
Poder Público que facultan a los particulares para el establecimiento y 
explotación de un servicio público o la explotación y aprovechamiento de 
bienes del dominio directo y de propiedad de la Nación". Derecho 
Administrativo, 11a. ed. 1966 p. 247. 

Es sabido que originalmente las Leyes especiales 
bancarias hablaban de "concesión", pero que en el 
Decreto de 11 de febrero de 1946, considerando 
que según la tesis de Gabino Fraga el término era 
impropio en el plano técnico y doctrinal, ordenó que 
la palabra "concesión" fuera substituida por 
"autorización", aunque 16 años después, en 1962, 
se reestableciera legislativamente el uso de la 
palabra "concesión": 

Por lo antes expuesto, sorprende verdaderamente 
que en la página IV de la Exposición de Motivos del 
Proyecto se afirme que "la situación de una empresa 
(se supone que de carácter privado) que enfrenta 
problemas económicos o financieros que amenacen 
su supervivencia se constituye en un objeto de 
interés público" y que pretenda asimilar las 
empresas privadas a las empresas concesionarias 
y a las instituciones de crédito. Nos parece una 
incongruencia evidente. 

La aseveración de la página IV solo sería congruente 
con el "Primer párrafo central" transcrito si la 
expresión "interés público" se toma como una noción 
muy amplia, y por lo mismo ambigua, intercambiable 
con los conceptos vagos e imprecisos de "interés 
colectivo", "interés social", "interés general", y otros 
similares. 

Nos corresponde ahora desglosar y analizar el 
"Segundo párrafo central" antes transcrito, de cuyo 
texto se pueden desprender los siguientes 
elementos: 



1. El que podríamos llamar la "fórmula clave", 
contenida en la expresión "interés preponderante 
y fundamental del Estado", que encuentra su 
origen en la Exposición de Motivos de la Ley de 
Quiebras y de Suspensión de Pagos de 1943, a 
la que se remite. 

2. Que de la llamada "fórmula clave" la Comisión 
redactora deriva como consecuencia que los 
tribunales federales deben ser los únicos 
competentes, y 

3. Que para asegurar la congruencia se recurre 
directamente al apoyo de la fracción I del artículo 
104 constitucional. 

Es preciso reconocer la habilidad del redactor de 
ese "Segundo párrafo central" porque estructuró una 
secuencia que formalmente crea la apariencia de 
un proceso lógico que contiene la justificación plena 
de otorgar la competencia exclusiva a los tribunales 
federales, conforme al artículo 17 del Proyecto. 

En efecto, el primer paso fue transcribir literalmente, 
en la frase inicial, un breve párrafo de la Exposición 
de Motivos de la Ley de Quiebras y Suspensión de 
Pagos de 1943 escrito por el Doctor Joaquín 
Rodríguez, redactor de la misma, que incluye la 
llamada "fórmula clave". Esa referencia ofrece 
legitimidad, refleja la idea de continuidad histórica y 
de que no se propone ninguna innovación que 
pudiera requerir una reforma de la Constitución. 

Pero al analizar detenidamente ese "Segundo 
párrafo central" se cae en la cuenta de su 
insuficiencia. 

En efecto, omite precisar - aunque fuere en forma 
muy breve- cuál es el sentido y el alcance de la 
llamada "fórmula clave" y cuál es el principio y la 
razón en que se funda; por otra parte, infiere la 
"consecuencia" sin ningún razonamiento sobre el 
"antecedente" que conduce a la propuesta y, por 
último, afirma gratuitamente la congruencia en la 
fracción I del artículo 104, sin el menor análisis de 
esta disposición constitucional, ni de las sentencias 
interpretativas de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. 

Tenemos que concluir que en el tema concreto que 
estamos tratando, la Exposición de Motivos del 
Proyecto está muy lejos de cumplir con su función, 
que como su nombre lo indica supone proporcionar 
razones y argumentos que apoyen y sostengan la 
motivación de los fines de la regulación legislativa. 

Ahora bien, cabe puntualizar que la referencia a la 
Exposición de Motivos de 1943 es exacta, que el 
Doctor Rodríguez en los "principios orientadores" 
de la Ley de Quiebras escribió: 

"La quiebra no es un fenómeno económico que 
interese sólo a ios acreedores, es una manifestación 
económico jurídica en la que el Estado tiene un 
interés preponderante y fundamental". Pero en 
diversos pasajes de la Exposición utiliza expresiones 



como las siguientes: por una parte, "que el Estado 
es tutor de los intereses generales"; que la quiebra 
es "un asunto de interés social y público"; que al 
Estado le corresponde "la tutela de los intereses 
colectivos"; y, por otra, que "al principio fundamental 
que ha inspirado el proyecto ha sido el de la 
valoración de la empresa como personaje central 
del derecho mercantil"; la necesidad de consagrar 
legislativamente el principio de la conservación de 
la empresa; que ésta "representa un valor objetivo 
de organización" y que "la conservación de la 
empresa es norma directa fundamental en el 
proyecto", por lo cual la incluye también entre los 
"principios orientadores". 

Puede concluirse de lo anterior que el Doctor 
Rodríguez quiso enfatizar que la quiebra no es un 
asunto exclusivamente de intereses privados o 
particulares, como se consideró en otra época, sino 
que había en juego intereses generales y públicos.3 

Pero es evidente que al Doctor Rodríguez en ningún 
momento llegó a equiparar la llamada por nosotros 
"fórmula clave" - que por su carácter rotundo y 
terminante ha dado pié a una interpretación extremista 
-con el "interés público" que representan las empresas 
que operan bajo una concesión del Estado. 

3 Por ejemplo, Cervantes Ahumada afirma que "Desde los tiempos antiguos, 
según hemos visto, se ha considerado de interés público el fenómeno 
que se produce cuando un comerciante deja de pagar sus deudas, ya 
que su incumplimiento repercute en el crédito público en general. Y que, 
con la obra de Salgado Somoza, de 1665, se "acentúo el carácter público 
del procedimiento concursal, e hizo notar la necesaria intervención del 
juez. Derecho de Quiebras, Ed. Herrero, 1970, p. 29. 

El último elemento del "Segundo párrafo central" 
atañe a la declaración de congruencia entre la 
propuesta de competencia en favor de los tribunales 
federales y la fracción I del artículo 104 
constitucional. 

Veamos el texto en vigor del artículo 104 fracción I, 
en lo conducente: 

Artículo 104. ... Cuando dichas controversias 
sólo afecten intereses particulares, podrán conocer 
también de ellas, a elección del actor, los jueces y 
tribunales del orden común de los Estados y del 
Distrito Federal..." 

Es obvio que hubiera sido técnico y racional, que el 
redactor o la Comisión hubiera explicado el por qué 
de ese elemento de "congruencia" y dónde estaba 
el nexo con el artículo 104. Pero también en este 
punto se optó por la omisión. Nos atrevemos a 
pensar que quizás la motivación de esa actitud haya 
sido para que el fondo de la cuestión pasara 
inadvertido y que, con el hecho de recurrir 
formalmente el artículo constitucional 104 fracción 
I, se lograra credibilidad. 

Cabe preguntarse, por ¿qué pensamos eso? Porque 
en nuestra opinión la única manera de explicar y 
justificar el nexo de "congruencia" sería partir de la 
premisa de que es imposible que se dé al caso de 
una controversia que "sólo afectara intereses 
particulares", porque el "interés preponderante y 
fundamental del Estado" de que se habla en la 



Exposición de Motivos del Proyecto, se identifica 
en forma absoluta con el "interés público" más 
elevado que "trasciende al interés superior de la 
Nación", para emplear una fórmula conocida en 
materia de Amparo. 

La anterior línea de razonamiento incita a enunciar 
dos interrogantes: ¿qué acaso podría afirmarse que 
no existen intereses particulares cuando el precepto 
constitucional atribuye competencia con la condición 
de que afecten dichos intereses?; ¿qué acaso 
vivimos en un régimen en que todo derecho es 
derecho público y en el cual "ningún fenómeno de 
la vida privada o pública es ajeno al Estado", según 
la frase de un autor citado por Claude du Pasquier 
y Eduardo García Máinez?. 

Nosotros estimamos que existen dos obstáculos 
infranqueables: la existencia de "intereses 
particulares" y la interpretación del adverbio "sólo" 
conforme a las decisiones de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que se verán en el siguiente 
apartado. 

Recordamos que al texto de la fracción 1 del artículo 
97 de la Constitución de 1857, después de la 
reforma del 24 de mayo de 1884, establece que 
cuando se afecten intereses particulares son 
competentes los jueces y tribunales locales del 
orden común para aplicar las leyes federales, como 
el Código de Comercio. La innovación, al propio 
texto la califica de "excepción". Ahora bien, procede 
mencionar que el constitucionalista Mariano 

Coronado presenta como "ejemplo de esta 
excepción" justamente "las controversias sobre 
materias de comercio y minería que se ventilan ante 
los jueces locales a pesar de ser federales las leyes 
respectivas" y que esos asuntos "no afectan 
directamente sino intereses particulares".4 

Nos corresponde ahora referirnos, en esta sección, 
a la doctrina mexicana contemporánea. 

Debemos señalar que no son muchos los autores 
que han detenido a analizar y a interpretar e! texto 
de la fracción I del artículo 104. Pensamos que 
conviene separar sus opiniones con base en los 
criterios de interpretación seguidos y la problemática 
que personalmente se plantean respecto de dicho 
precepto. 

Con este enfoque encontramos interpretaciones 
meramente literales sumamente estrictas que no 
sólo no se compaginan con la naturaleza y los fines 
de la interpretación constitucional moderna, sino que 
emplean métodos practicados por la escuela de la 
exégesis durante el siglo XIX, que como es sabido 
tenía el culto excesivo del texto legal y el "fetichismo 
de la ley escrita". 

Como ejemplo podría considerarse la interpretación 
de la disposición que nos ocupa que se transcribe a 
continuación: ... "la jurisdicción concurrente de la 
fracción I del artículo 104 constitucional, o sea la 
posibilidad de que la controversia sobre la aplicación 
y cumplimiento de leyes federales... se ventile ante 
4 Op. cit. p. 190. 



dichos órganos judiciales federales o ante los del 
orden común, únicamente es operante si comprende 
o afecta con exclusividad intereses particulares de 
los sujetos de la contienda respectiva" y con un 
enfoque distinto expone la misma idea y deciara 
que la competencia de los jueces federales "se surte 
por modo exclusivo y excluyente de la jurisdicción 
común, mediante la concurrencia de dos 
condiciones, a saber, que tales controversias versan 
sobre aplicación o cumplimiento de leyes federales 
... y que en ellas no se debatan únicamente intereses 
particulares5 

No deja de llamar la atención que sostenga una 
interpretación de esa clase que lleva a posiciones 
que puedan considerarse extremas o incoherentes, 
dado que no se toma en cuenta ni la finalidad de la 
norma, ni su espíritu, ni el factor de eficacia en el 
contexto socioeconómico y político. La 
consecuencia es llegar a denaturalizar la Institución 
de que se trata - en el caso el principio de la 
competencia concurrente -. 

Si el adverbio "sólo" se comprende y vincula con 
intereses pura y exclusivamente particulares, como 
se afirma, se está descartando en forma absoluta 
cualquiera otra clase de intereses, impidiendo con 
ello, en forma terminante, la combinación o 
coexistencia de intereses particulares con otros 
intereses. 

5 Ignacio Burgoa, Derecho Constitucional Mexicano 7a. Edición, Porrúa 
1989, pp. 839 y 840. 

Descubrimos una vertiente distinta en quienes 
examinan la variedad de cuestiones que plantea el 
texto constitucional, tratan de desentreñar su sentido 
y proponen soluciones - aceptables unas y 
discutibles otras - pero que contribuyen a la 
investigación6 

Presentamos en seguida, en forma esquemática, 
los puntos claves y rasgos que en nuestra opinión 
particularizan esa posición: 

1o. Que en "estricto derecho" los jueces locales 
carecen de competencia porque no se está en 
el caso de excepción de la fracción I del artículo 
104; 

2o. Afirmar que la competencia concurrente no opera 
en favor de los jueces locales cuando se afectan 
los siguientes intereses: "públicos y sociales"; 
"públicos"; cuando en los litigios sean parte la 
Federación, los Estados o los Municipios; 
"cuando pudieran afectarse los intereses de la 
Federación"; cuando está de por medio "sólo un 
individuo y no sus intereses"; cuando esté 
interesado el "Estado Mexicano y la sociedad en 
general". 

3o. Que no obstante lo anterior, en la práctica no se 
ha encontrado impedimento para que los jueces 

6 Ese me parece ser el caso de El isur Ar teaga Nava, quien a mi 
conocimiento, es el jurista que ha estudiado el tema con mayor amplitud, 
atención y curiosidad. Ver Derecho Constitucional, Tomo I, UNAM, México, 
1994, pp. 466 y 468 y Derecho Constitucional, Oxford University Press, 
México 1998, pp. 920 a 929. 



locales de los Estados y del Distrito Federal 
conozcan de los conflictos; 

4o. Que no tiene conocimiento de que se haya 
planteado la cuestión de constitucionalidad. 

Habría que agregar que por prudencia en ocasiones 
utiliza el verbo "suponer". 

Muy brevemente comentaré los rasgos anteriores: 

En el punto 1o. el autor coincide con los juristas que 
sostienen una interpretación literal del texto y en 
esas condiciones los comentarios anteriores serían 
aplicables. 

En el punto 2o. es un corolario del 1o. pero aporta 
las referencias a los criterios que puedan ser 
contrarios a los intereses particulares. 

En los puntos 3o. y 4o. cambia la perspectiva y 
atiende a realidades de las instituciones legales 
mexicanas y a los factores políticos, sociales y 
económicos. En este aspecto está de acuerdo con 
la expresión de Ascarelli de que "no se podrá 
comprender una institución jurídica sin tener en 
cuenta la función que está destinada a cumplir, ni 
se podrá valorarla en forma crítica, sin tener en 
cuenta la función efectivamente cumplida". 

Creemos que es conveniente y oportuno que la 
comunidad académica y profesional profundice en 
el tema, independientemente de que se llegue a 
plantear la cuestión de constitucionalidad. 

III. La Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Veamos por último el tratamiento que le ha dado el 
"supremo intérprete constitucional" como decía 
Vallaría a la cuestión jurídica que plantea el artículo 
104 constitucional en su fracción I, que consiste en 
precisar el alcance de la fórmula "cuando sólo afecta 
intereses particulares", que, como hemos visto, ha 
sido objeto de opiniones divergentes en la doctrina 
mexicana. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación corrigió 
la rigidez extrema de su literalidad añadiéndole a 
esa expresión el adverbio "de modo directo" o 
"directamente", reconociendo así que los juicios o 
conflictos puedan afectar indirectamente otros 
intereses: sociales, colectivos o políticos. 

La decisión de la Suprema Corte está contenida en 
el sumario que se transcribe a continuación: 

"SOCIEDAD NACIONAL DE CRÉDITO, 
COMPETENCIA CONCURRENTE EN LOS 
ASUNTOS EN QUE ES PARTE UNA, CUANDO 
SOLO SE AFECTAN INTERESES DE 
PARTICULARES.-Tratándose de una controversia 
que "efe modo directo sólo afecta intereses 
particulares, de una sociedad nacional de crédito, a 
elección de la parte actora se surte la competencia 
bien a favor de un tribunal local o bien de un federal, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 104 fracción I 
de la Constitución Federal, que prevee la jurisdicción 
concurrente". "Séptima Época, Cuarta Parte: 



Volúmenes 181-185, p. 254. Competencia civil 163/ 
83, Jueces -Cuarto de lo Civil de Guadalajara, 
Jalisco y Segundo de Distrito en Materia Civil del 
Estado de Jalisco, 27 de junio de 1984. Unanimidad 
de 4 votos. Ponente: José Ramón Palacios Vargas. 

Volúmenes 181-186, p. 254, Competencia civil 208/ 
83. Jueces -Primero de lo Civil del Distrito Judicial 
de Morelos, Chihuahua, 27 de junio de 1984. 
Unanimidad de 4 votos. Ponente: José Ramón 
Palacios Vargas. 

Volúmenes 193 - 198, p. 106, Competencia civil 
158/84, Juez Primero de lo Civil en Cuernavaca, 
Morelos y el Juez Segundo de Distrito en el Estado 
de Morelos, 14 de febrero de 1985, Unanimidad de 
4 votos, Ponente: Ernesto Díaz Infante. Volúmenes 
193 - 198, p. 106, Competencia Civil 93/84, Juez 
Segundo de Distrito en Materia civil en el Estado de 
Jalisco y el Juez Cuarto de lo Civil de Guadalajara, 
Jalisco, 29 de abril de 1985. 5 votos. Ponente : 
Mariano Azuela Güitron. 

Volúmenes 193 - 198. p. 105, Competencia civil 
165/84, Juez Décimo Segundo de lo Civil el Juez 
Tercero de Distrito en Materia Civil, ambos en el 
Distrito Federal, 29 de abril de 1985, 5 votos. 
Ponente: Mariano Azuela Güitron. Esta tesis 
apareció publicada, con el número 434, en el Informe 
1987, Segunda Parte, Tercera Sala, p. 309. 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917 - 1988, Segunda Parte, Salas y Tesis 
comunes, tesis 1820, p. 2936". 

El sumario aparece también en el Volumen V de la 
obra "la Constitución y su Interpretación por el Poder 
Judicial de la Federación" de la cual se han 
publicado no menos de 18 tomos, en forma conjunta 
por la Suprema Corte de Justicia y el Fondo de 
Cultura Económica". 

La Suprema Corte, con la solución adoptada en las 
Competencias civiles antes transcritas dejó en 
nuestra opinión un testimonio muy valioso: por una 
parte, confirmó que el Derecho no se agota en la 
Ley, y por otra, que a fin de darle un sentido a la 
norma es preciso atender a su teleología o finalidad, 
a su espíritu y al contexto socioeconómico y político 
y, en ocasiones, como en el caso, a cumplir una 
misión de interpretación correctiva. La interpretación 
creativa y flexible de ¡a Corte evitó que se vaciara 
de una parte significativa de su contenido la fracción 
primera tantas veces citadas. 

Parece oportuno traer a colación una frase del 
Doctor Joaquín Rodríguez: "En definitiva un sistema 
del Código anticuado no sería un defecto grave si 
una jurisprudencia ágil fuese capaz de adecuar las 
viejas normas a las nuevas situaciones.7 

Antes de terminar esta sección y para no 
prolongarla, únicamente queremos subrayar la 
importancia de sentencias y resoluciones sobre 
competencia local o federal, en materia civil, de 
jurisdicción concurrente, en que se examinan 
cuestiones vinculadas con la participación de 

7 Exposición de Motivos de la Ley de Quiebras, p. 3, Ed. 1943. 



organismos públicos descentralizados, de empresas 
paraestatales o concesionarias de servicios públicos 
federales u organizaciones semejantes y asimismo 
con varios de los temas tratados o apuntados en el 
desarrollo de este trabajo. 

Debe ser motivo de profunda satisfacción que la 
Suprema Corte haya promovido la realización y 
publicación de la citada obra "La Constitución y su 
Interpretación por el Poder Judicial de la Federación". 

IV. Conclusiones. 

Con base en el cuerpo de la exposición vamos en 
primer término a hacer una recapitulación de las 
ideas clave del contenido del trabajo y así mismo 
presentar algunas breves consideraciones que se 
estiman pertinentes, para terminar enseguida con 
la conclusión general. 

1.- Que los Estados y el Distrito Federal legalmente-
por ordenamientos locales o constitucionales - o 
de hecho por la imposibilidad práctica de que los 
tribunales federales atendieran tanto los juicios de 
amparo con los asuntos mercantiles, lo cierto es 
que desde 1855 hasta la fecha, salvo muy breves 
interrupciones, los jueces y tribunales locales han 
aplicado las leyes federales en materia comercial 
porque se reconoció que los asuntos mercantiles 
no afectaban directamente sino intereses 
particulares. Lo anterior explica que durante ese 
largo período no hubo oposición a la función 
realmente cumplida por los jueces y tribunales 

locales; que no se suscitó, que se sepa, ninguna 
controversia sobre el alcance del adverbio "sólo" 
que se utiliza en la fracción I del artículo 104 
constitucional desde el año de 1884, ni tampoco 
se conocen juicios de carácter constitucional. 

2.- Que la Exposición de Motivos del Proyecto no 
ofrece fundamentos que justifiquen la substitución 
del artículo 13 de la vigente Ley de Quiebras y de 
Suspensión de Pagos por el artículo 17 del 
Proyecto, y su aprobación equivaldría a eliminar la 
competencia de los jueces y tribunales de todos 
los estados de la Unión y del Distrito Federal, para 
transferirla en forma exclusiva al Poder Judicial 
Federal. Los dos únicos párrafos de la Exposición 
de Motivos que pretenden ofrecer una justificación 
para ese cambio jurídico, el primero, incurre en 
incongruencias con otros pasajes del mismo 
documento, identifica las empresas industriales y 
comerciales que operan dentro del marco de 
libertad que les garantiza la Constitución con las 
empresas concesionarias que son agentes del 
Poder Público; y el segundo párrafo, aunque 
presenta la apariencia formal de una secuencia 
lógica, en realidad resulta una sofisma porque no 
proporciona ningún argumento racional y porque 
presupone una interpretación literal estricta de la 
expresión cuando "sólo afecta intereses 
particulares" en un tiempo en que esa clase de 
interpretación ha quedado justamente descartada 
por las decisiones de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación dictadas a partir de 1983. 



Entre las consideraciones que se estiman 
pertinentes cabe mencionar las siguientes: 

a) Que desde 1884 que se aprobó la Constitución 
de 1917 - salvo cortos paréntesis - los jueces y 
tribunales locales ejercieron una competencia 
exclusiva casi durante 33 años y que durante el 
periodo de 1917 a la fecha que suman 83 años 
siguen fuertemente arraigados los hábitos y 
costumbres adquiridos durante un lapso tan 
extenso. Esas costumbres han redundado en 
un fortalecimiento de las instituciones judiciales 
locales y en cierta medida han favorecido un 
equilibrio sano en esa materia entre la federación 
y las entidades federativas. 

b) Que el cambio de régimen de la competencia 
concurrente, en sentido general, que ha 
prevalecido en México, representaría una 
intervención centralizadora que lastima a los 
Estados y al Distrito Federal, cuando la tendencia 
que los tiempos imponen es la descentralización 
y una sana liberalización. Conocemos bien en 
México las consecuencias negativas de un 
intervencionismo excesivo. 

c) El intento de conceptualizar teóricamente la 
noción de interés público se estima, en la 
doctrina, que ha fracasado porque no existe un 
criterio único que sea válido. Representa un 
termino equívoco y en su ambigüedad ha creado 
incertidumbre y confusión. Parece corresponder 
entonces a los Tribunales Supremos determinar 

qué se entiende por interés público en los casos 
concretos, procurando establecer distintos 
grados de importancia y trascendencia. Por otra 
parte parece perfectamente razonable que el 
término no se utilice con iguales efectos en la 
esfera del Derecho Privado que en el dominio 
del Derecho Público. En todo caso debe 
rechazarse su utilización con fines demagógicos. 

d) La creación de juzgados y tribunales parcial o 
totalmente especializado en la materia de 
concursos o quiebras, requieren capacitación de 
su personal, pero tanto a nivel local como federal. 

Conclusión General. 

Con base en todo lo anteriormente expuesto, 
mantenemos la opinión de que la cuestión central 
planteada en la introducción debe resolverse en el 
sentido de que la propuesta, concretizada en el 
artículo 17, que pretende reservar en forma 
exclusiva al Poder Judicial de la Federación, ia 
competencia en materia de concursos o quiebras, 
no se justifica ni es compatible con las disposiciones 
legales y constitucionales en vigor y que una reforma 
de las mismas, en todo caso, requeriría una 
modificación constitucional. 

Monterrey, Nuevo León, febrero del año 2000. 

Dr. Arturo Salinas Martínez 
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Anexo II 

Ley de Concursos Mercantiles y de 
Reforma al Artículo 88 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de La 
Federación. 
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LEY de Concursos Mercantiles y de reforma al artículo 88 de I» Ley Orgin lc» del Poder Judie»! de 
la Federación. 
• • » »-III» lll'l'l J 'I I II I II I • III !•• WBBmaBOK i 11 ••• ' " ' ' 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de 
la República. 

ERNESTO ZEDILLO PONCE DE LEÓN, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
DECRETO 

- "EL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 
LEY DE CONCURSOS MERCANTILES Y DE REFORMA AL ARTÍCULO 88 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se aprueba la Ley de Concursos Mercantiles para quedar como sigue: 

LEY DE CONCURSOS MERCANTILES 
T ÍTULO PRIMERO 

Disposiciones generales y declaración de concurso mercantil 
Capitulo I 

Disposiciones preliminares 
Ar t icu lo 1o.- La presente Ley es de interés público y tiene por objeto regular el concurso mercantil. 
Es de interés publico conservar las empresas y evitar que el incumplimiento generalizado de las 

obligaciones de pago ponga en riesgo la viabilidad de las mismas y de las demás con las que mantenga una 
relación de negocios. 



Ar t icu lo 2o.- El concurso mercantil consta de dos etapas sucesivas, denominadas conciliación y quiebra. 

Ar t ículo 3o.- La finalidad de la conciliación es lograr la conservación de la empresa del Comerciante 
mediante el convenio que suscriba con sus Acreedores Reconocidos. La finalidad de la quiebra es la venta 
de la empresa del Comerciante, de sus unidades productivas o de los bienes que la integran para el pago a 
los Acreedores Reconocidos. 

Ar t icu lo 4o.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Acreedores Reconocidos, a aquéllos que adquieran tal carácter por virtud de la sentencia de 
reconocimiento, graduación y preíación de créditos; 

II- Comerciante, a la persona física o moral que tenga ese carácter conforme ai Código de Comercio. 
Este concepto comprende al patrimonio fideicomitldo cuando se afecte a la realización de 
actividades empresariales. Igualmente, comprende a las sociedades mercantiles contra lado ras o 
controladas a que se refiere el articulo 15 de esta Ley; 

III. Domicilio, ei domicilio social y en caso de irrealidad de éste, el lugar donde tenga la administración 
principal la empresa. En caso de sucursales de empresas extranjeras será el lugar donde se 
encuentre su establecimiento principal en la República Mexicana. Tratándose de Comerciante 
persona física, el establecimiento principal de su empresa y. en su defecto, en donde tenga 
su domicilio; 

IV. Instituto, al Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles; 

V. Masa, a la porción del patrimonio del Comerciante declarado en concurso mercantil integrada por 
sus bienes y derechos, con excepción de los expresamente excluidos en términos de esta Ley,, 
sobre la cual los Acreedores Reconocidos y los demás que tengan derecho, pueden hacer efectivos 
sus créditos, y 

VI. UDIs, a las Unidades de Inversión a las que se refiere el decreto publicado en el Diar io Oficial de la 
Federación del 1o. de abril de 1995. 

Art ículo 5o.- Los pequeños comerciantes sólo podran ser declarados en concurso mercantil, cuando 
acepten someterse voluntariamente y por escrito a ta aplicación de la presente Ley. Para efectos de esta Ley 
se entenderá como pequeño comerciante al Comerciante cuyas obligaciones vigentes y vencidas, en 
conjunto, rio excedan el equivalente de 400 m* UDIs al momento de la solicitud o demanda. 

Las empresas de participación estatal constituidas como sociedades mercantiles podrán ser declaradas 
en concurso mercantil. 

Ar t ícu lo 6o.- Cuando en esta Ley se seflaie un número de días para la celebración de una audiencia, la 
pradica de alguna diligencia o acto, o el ejercicio de algún derecho, sin hacer referencia alguna al tipo de 
días, se entenderá que se trata de días hábiles. En los casos en que se haga referencia expresa a un plazo, 
si éste vence en un día inhábil se entenderá condukfo el primer día hábil siguiente. 

Ar t icu lo 7o.- El juez es el rector det procedimiento de concurso mercantil y tendrá las facultades 
necesarias para dar cumplimiento a lo que esta Ley establece. Será causa de responsabilidad imputable al 
Juez o al Instituto la falta de cumplimiento de sus respectivas obligaciones en los plazos previstos en esta 
Ley. salvo por causas de fuerza mayor o caso fortuito. 

Ar t ículo 8o.- Son de aplicación supletoria a este ordenamiento, en el orden siguiente: 

I. El Código de Comercio; 

II. La legislación mercantil; 

III. Los usos mercantiles especiales y generales; 

IV. El Código Federal de Procedimientos Civiles, y 

V. B Código Civil en materia federal. 

Capítolo n 

De los supuestos del concurso mercantil 

Art ícu lo 9o.- Será declarado en concurso mercantil, el Comerciante que incumpla generalizadamente en 
el pago de sus obligaciones. 

Se entenderá que un Comerciante incumplió generalizadamente en el pago de sus obligaciones cuando: 

'' H Comerciante solicite su declaración en concurso mercantil y se ubique en alguno de los 
supuestos consignados en las fracciones I o II del articulo siguiente, o 

II. Cualquier acreedor o el Ministerio Público hubiesen demandado la declaración de concurso 
mercantil del Comerciante y éste se ubique en los dos supuestos consignados en las fracciones I y II 
del articulo siguiente. 

Ar t icu lo 10.- Para los efectos de esta Ley, el incumplimiento generalizado en el pago de las obligaciones 
de un Comerciante a que se refiere el articulo anterior, consiste en el incumplimiento en sus obligaciones de 
pago a dos o más acreedores distintos y se presenten las siguientes condiciones: 

I. Que de aquellas obligaciones vencidas a las que se refiere el párrafo anterior, ías que tengan por lo 
menos treinta días de haber vencido representen el treinta y anco por ciento o más de todas las 
obligaciones a cargo del Comerciante a la fecha en que se haya presentado la demanda o solicitud 
de concurso, y 

II El Comerciante no tenga activos enunciados en el párrafo siguiente, para hacer frente a por lo 
menos el ochenta por ciento de sus obligaciones vencidas a la fecha de la demanda. 

Los activos que se deberán considerar para los efectos de lo establecido en la fracción II de este 
articulo serán: 

a) El efectivo en caja y los depósitos a la vista; 

b) Los depósitos e inversiones a plazo cuyo vencimiento no sea superior a noventa dias naturales 
posteriores a la fecha de admisión de la demanda; 

c) Clientes y cuentas por cobrar cuyo plazo de vencimiento no sea superior a noventa días 
naturales posteriores a la fecha de admisión de la demanda, y 

d) Los títulos valores para los cuales se registren regularmente operaciones de compra y venta en 
los mercados relevantes, que pudieran ser vendidos en un plazo máximo de treinta dias 
hábiles bancarios. cuya valuación a la fecha de la presentación de la demanda sea conocida. 

El dictamen del visitador y las opiniones de expertos que en su caso ofrezcan las partes, deberán 
referirse expresamente a los supuestos establecidos en las fracciones anteriores. 

Ar t icu lo 11.- Se presumirá que un Comerciante incumplió generalizadamente en el pago de sus 
obligaciones, cuando se presente alguno de los siguientes casos: 

I Inexistencia o insuficiencia de bienes en qué trabar ejecución al practicarse un embargo por el 
incumplimiento de una obligación o al pretender ejecutar una sentencia en su contra con autoridad 
de cosa juzgada; 

II. Incumplimiento en el pago de obligaciones a dos o más acreedores distintos; 

III. Ocultación o ausencia, sin dejar a! frente de la administración u operación de su empresa a alguien 
que pueda cumplir con sus obligaciones; 

IV. En iguales circunstancias que en el caso anterior, el cieñe de los locales de su empresa; 

V Acudir a prácticas ruinosas, fraudulentas o ficticias para atender o dejar de cumplir sus obligaciones; 

VI. Incumplimiento de obligaciones pecuniarias contenidas en un convenio celebrado en términos del 
Titulo Quinto de esta Ley, y 

VII. En cualesquiera otros casos de naturaleza análoga. 

Ar t i cu lo 12.- La sucesión del Comerciante podrá ser declarada en concurso mercantil cuando la empresa 
de la cual éste era titular se encuentre en alguno de los casos siguientes: 

I. Continúe en operación, o 

I!. Suspendidas sus operaciones, no hayan prescrito las acciones de los acreedores. 

En estos casos, las obligaciones que se atribuyan al Comerciante, serán a cargo de su sucesión, 
representada por su albacea. Cuando ya se hubiere dispuesto del caudal hereditario, será a cargo de los 
herederos y legatarios, en términos de lo previsto por la legislación aplicable. Tratándose de obligaciones que 
se atribuyan al Comerciante, serón responsabilidad de los herederos y legatarios a beneficio de inventario y 
hasta donde alcance el caudal hereditario. 

Ar t ícu lo 13.- El Comerciante que haya suspendido o terminado la operación de su empresa, podrá ser 
declarado en concurso mercantil cuando incumpla generalizadamente en términos del articulo 10 de esta Ley 
en el pago de las obligaciones que haya contraído por virtud de la operación de su empresa. 

Ar t i cu lo 14.- La declaración de concurso mercan» de una sociedad determina que los socios 
ilimitadamente responsables sean considerados para todos los efectos en concurso mercantil. La 
circunstancia de que los socios demuestren individualmente que pueden hacer frente al pago de las 
obligaciones de la sociedad no los eximirá de la declaración de concurso, a menos que tales socios, con 
medios propios, paguen las obligaciones vencidas de ¡a sociedad. 

El procedimiento se podrá iniciar conjuntamente en contra de la sociedad y en contra de los socios. Los 
procedimientos relativos a los socios se acumularán al de la sociedad, pero se llevarán por cuerda separada. 

La declaración de concurso mercantil de uno o más socios ilimitadamente responsables, en lo individual, 
no producirá por si sola la de la sociedad. 
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Ar t icu lo 15.. No se acumularán los procedimientos de concurso mercantil de dos o mas Comerciantes 
salvo lo previsto en el párrafo siguiente. 

Se acumularán, pero se llevarán por cuerda separada, los procedimientos de concurso mercantil de: 
I. La3 sociedades controladoras y sus controladas, y 

II. Dos o más sociedades controladas por una misma controladora. 

Para los efectos de esta Ley, se entenderá por sociedades mercantiles controladoras las que reúnan los 
siguientes requisitos: 

I. Que se trate de una sociedad residente en México; 

II. Que sean propietarias de más del cincuenta por ciento de las acciones con derecho a voto de otfa u 
otras sociedades controladas, inclusive cuando dicha propiedad se tenga por conducto de otras 
soctedaaes que a su vez sean contratadas por la misma controladora, y 

III. Que en ningún caso más de cincuenta por ciento de sus acciones con derecho a voto sean 
propiedad de oíra u otras sociedades. 

Se considerarán acciones con derecho a voto, aquéllas que lo tengan limitado y las que en ios términos 
de la legislación mercantil se denominen acciones de goce; tratándose de sociedades que no sean por 
acciones se considerará el valor de las partes sociales. 

Se considerarán sodedades controladas aquéllas en las cuales más del cincuenta por ciento de sus 
acaones con derecho a voto sean propiedad, ya sea en forma directa, indirecta o de ambas formas, de una 
sociedad controladora. Para ello la tenencia indirecta a que se refiere este párrafo será aquélla que tenga 
fc cxmtroladora por conducto de otra u otras sociedades que a su vez sean controladas por la 
misma controtadora. 

i , s u c u r s a l e s d e empresas extranjeras podrán ser declaradas en concurso mercantil. 
J ^ f , C O m p r e n d e r á a l o s b i e n e s * derechos localizados y exlgibles. según sea el caso, en el 

temtono nacional y a los acreedores por operaciones realizadas con dichas sucursales. 

Capítulo U I 
De1 procedimiento para la declaración de concurso mercantil 

„ S O H ^ H t Z ? ' e s
l
t ¡ o m P e t e r r t e Para conocer del concurso mercantil de un Comerciante, el Juez de Distrito 

con junsdicción ep el lugar en donde el Comerciante tenga su Domicilio. 

rf* L a S e x c e p o o n e s d e M a l e z a procesal, incluyendo las de incompetencia del juez y de falta 
Z n ° s " s p e n d e r á n e i Procedimiento. Tampoco se suspenderá el procedimiento de declarador! 
tote d juez m P ° r ' n t e r p o s i d ó n y ¡ r á m r t e d e ocursos en contra de las resoluciones que al efecto 

» v J L 1 ! ! ! 2 d 6 b e r á d e s e c f l a r d e p l a n o , a s excepciones notoriamente improcedentes y podrá resolver las 
excepoones procesales en una o varias sentencias interlocutorias o en la definitiva. 

„ , ! 9 " ® s e d e d a r a Procederé la excepción de falta d e personalidad del actor o la objeción que 
? p e r e o n a 8 d a d d e se haya ostentado como representante del Comerciante, el juez 

^ r p n l c " m a y 0 , d 8 d l a s P a r a « u e s e s u b s a n e . si los defectos del documento presentado 
pw ei representante fueren subsanables. De no subsanarse, cuando se trate de la legitimación al proceso del 
sobreseerá el j u l ^ ™ ^ 6 1 ^ 6 0 rebe'd!a d e é S t 6 ' S n o 5 6 subsanara la del actor, el juez de inmediato 

ob taa r i nÜ 0 C ° m e r d a n t e q u e considere que ha incurrido en el incumplimiento generalizado de sus 
e n o rminos de cualquiera de los dos supuestos establecidos en ei articulo 10 de esta Ley 

podra solicrtar que se le declare en concurso mercantil. 

el n o m h í í ™ d e declaración de concurso mercantil presentada por el propio Comerciante deberá contener 
n o t ¡ S L ? c P ' d e n o m i n a c t ó n 0 r a 2 ° n soda ' del Comerciante, el dorrtól io que señale para oír y recibir 
induvendo ^ r Z T " S U 0 3 5 0 e l d 0 m i c i ! i 0 e o t i a l e l * s u s diversas oficinas y establecimientos, 

almacenes o bodegas, especificando en caso necesario en dónde tiene la administración 
deberán =7, e m P r e s a o en caso de ser una persona física, e l domicilio donde vive y además, a ella 
oeDeran acompañarse los anexos siguientes: 

'' ^ , " ! a d 0 S f |nancieros del Comerciante, de los últimos tres años, los cuales deberán estar 
auditados cuando exista esta obligación en términos de ley; 

Una memoria en la que razone acerca de las causas que lo llevaron al estado de incumplimiento en 
que se encuentra; 

III. Una relación de sus acreedores y deudores que indique sus nombres y domicilies, la fecha de 
vencimiento del crédito o créditos de cada uno de ellos, ei grado con que estima se les debe 
reconocer, indicando las características particulares de dichos créditos, asi como de las garantías, 
reales o personales, que haya otorgado para garantizar deudas propias y de terceros, y 

IV. Un inventario de todos sus bier.es inmuebles y muebles, títulosvalores, géneros de comercio y 
derechos de cualquier otra especie. 

La solicitud deberá tramitarse conforme a las disposiciones subsiguientes relativas a la demanda. 

Art ículo 21.- Podrán demandar la declaración de concurso mercantil cualquier acreedor del Comerciante 
o el Ministerio Público. 

Si un juez, durante la tramitación de un juicio mercantil, advierte que un Comerciante se ubica an 
cualquiera de los supuestos de los articulas 10 u 11, procederá de oficio a hacerlo del conocimiento de las 
autoridades fiscales competentes y del Ministerio Público para que, en su caso, este último demande la 
declaración de concurso mercantil. Las autoridades fiscales sólo procederán a demandar el concurso 
mercantil de un Comerciante en su carácter de acreedores. 

Artículo 22.- La demanda de concurso mercantil deberá ser firmada por quien la promueva y contener 

I, El nombre del tribunal ante el cual se promueva; 

II El nombre completo y domicilio del demandante; 

III. El nombre, denominación o razón social y el Domicilio del Comerciante demandado incluyendo, 
cuando se conozcan, el de sus diversas oficinas, plantas fabriles, almacenes o bodegas; 

IV. Los hechos que motiven la petición, narrándolos brevemente con claridad y precisión; 

V Los fundamentos de derecho, y 

VI. La solicitud de que se declare al Comerciante en concurso mercantil. 

Art ículo 23.- La demanda que presente un acreedor, deberá acompañarse de: 

I. Prueba documental que demuestre que tiene tal calidad; 

l!. El documento en que conste de manera fehaciente -que se ha otorgado la garantía a la que se refiere 
el siguiente articulo, y 

III. Los documentos originales o copias certificadas que el demandante tenga en su poder y que hayan 
de servir como pruebas de su parte. 

Los documentos que presentare después no le serán admitidos, salvo tratándose de los que sirvan de 
prueba contra las excepciones alegadas por el Comerciante, los que fueren posteriores a la presentación de 
la demanda y aquéllos que, aunque fueren anteriores, manifieste el demandante, bajo protesta de dedr 
verdad, que no tenia conocimiento de ellos al presentar la demanda. 

SI el demandante no tuviera a su disposición los documentos a que se refiere este artículo, fletera 
designar el archivo o lugar en que se encuentran los originales, para que, antes de darle trámite a la 
demanda, a costa del demandante, el juez mande expedir copia de ellos. 

Ar t ículo 24.- Si el Juez no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de solicitud o 
demanda de concurso mercantil, o si fueren subsanadas las defiaendas, admitirá aquélla. El auto admisono 
de la soliátud o demanda dejará de surtir sus efectos si el actor no garantiza los honorarios del visitador, por 
un monto equivalente a mil quinientos días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, dentro de los Ires 
dias siguientes a la fecha en que se le notifique-el auto admisorio. 

La garantía se liberará a favor del actor si el juez desecha !a solicitud o demanda o dicta senter.da que 
dedare ei concurso mercantil. 

En caso de que la demanda la presente el Ministerio Público no se requerirá la garantía a la que se refiere 
este articulo. 

Art iculo 25.- Ef acreedor que demande la dedaración de concurso mercantil de un Comerdante. podrá 
solicitar al juez la adopdón de provídendas precautorias o, en su caso, la modifícadón de las que se 
hubieren adoptado. La constitudón. modifícadón o levantamiento de dichas providencias se regirán por lo 
dispuesto al efedo en el Código de Comerdo. 

Art iculo 26.- Admitida la demanda de concurso mercantil, el juez mandará citar al Comerciante, 
concediéndole un término de nueve días para contestar. El Comerciante deberá ofrecer, en el esento de 
contestadón. las pruebas que esta Ley le autoriza. 

El juez, a solicitud del Comerdante, o de ofido, dictará las providencias precautorias que considere 
necesarias a fin de evitar que se ponga en riesgo la viabilidad de la empresa con motivo de la demanda o de 
otras que se presenten durante la visita, o que se agrave dicho riesgo, para legrar salvaguardar el ínteres 
público previsto en el artículo primero de la presente Ley. 
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Al dia siguiente de que el juez reciba la cor,testación dará vista de eDa al demandante para que dentro 
de un termino de tres días manifieste lo que a su derecho convenga y, en su caso, adicione su ofrecimiento 
de pruebas 

Al dia siguiente de que venza el plazo a que se refiere el primer párrafo de este articulo sin que el 
Comerciante haya presentado su contestación, el juez deberá certificar este hecho dedarando precluido el 
derecho del Comerciante para contestar y se continuará con el procedimiento, l a falta de contestación en 
tiempo hara presumir, salvo prueba en contrario, como ciertos los hechos contenidos en la demanda que 
sean determinantes para la declaración de concurso mercantil. E juez deberá dictar sentencia dedarando el 
concurso mercantil dentro de los cinco dias siguientes. 

Articulo 27.- Ccn la contestación de la demanda se admitirán la prueba documental y la opinión de 
expertos cuando se presente por espito. Quien presente la opinión de expertos deberá acompañar dicho 
esente de la información y documentos que acrediten la experienda y conocimientos técnicos del experto que 
corresponda Por ningún motivo se citará a los expertos para ser interrogados. 

Con la contestación de la demanda, el Comerciante podrá ofrecer en adición a las pruebas a que se 
refiere e! párrafo anterior, aquéllas que directamente puedan desvirtuar el supuesto del articulo 10 de esta 
Ley; y el juez podra ordenar el desahogo de pruebas adidonales que estime convenientes, pero el desahogo 
de (odas ellas no podra exceder de un término de treinta días. 

Artículo 28.- & Comerciante que haya solicitado su dedaradón de concurso mercantil o, en su casc los 
acreedores que lo hayan demandado, podrán desistir de su solicitud o demanda, siempre que exista el 
consentimiento expreso de todos ellos, c i Comerciante o los aawdores demandantes sufragarán los gastos 
del proceso, entre otros, los honorarios del visitador y, en su caso, del condlisdor. 

Capítulo IV 
De la visita de verificación 

m ^ Í C U " L 2 9 ' ; f 3 s i 9 u i e n t e a e <>ue e l Í u e z admita la demanda, deberá remitir copia de la misma al 
Insmuto. ordenándole que desune un visitador dentro de ¡os anco días siguientes a que reciba 

t l . C T U T a C T a - Í 9 U 3 ' f 0 r m a * e n a l m , s m o P , a 2 ° beberá hacerlo del conodmiento de las 
r o S e , e s ? ^ S

C O m P e , e n , e S P a r a i O S e?eC!OS q U 8 r 0 S U l t e n P««Htertes. girándose de inmediato 

^ i i T ^ ' T f S ? ' e n ' l d e l a Asignación del visitador, el Instituto lo deberá informar al juez y al 
el nomhrp^i ? ^ * * d n c o d Í 8 S q u e s i 9 a n e< d e ¿«ignadón, comunicad al juez 

h w e r S ° " a S 133 q U e 5 6 6 1 desempeño de su» fundones sin que persona 
P ez ^ ^ ^ w ' ^ f 3 C ! U a [ 6 n 13 V i5 ¡ ,a- A l d l a s ¡ s u i e n t e d e " U B de dichas designaciones, el 
juez didara acuerdo dandolas a conocer a los interesados. 

J S S S f : D e s a h ° 9 f a l a v i s , a a , a v e hace referencia el segundo párrafo de! articulo 26 del presente 
oraenarmento, üeoera practicarse una visita al Comerdante, que tendrá por objeto que el visitador 

!• Dictamine si el Comerdante incurrió en los supuestos previstos en el articulo 10 de esla Ley asi 
como la fedia de venamiento de los créditos relacionados con esos hechos, y 

II. Sugiera al juez las providencias precautorias que estime necesarias para ¡a protecdón de la Masa 
en los términos del articulo 37 de ia misma. 

h e c S e ^ S ^ " n a S O d e d 3 d m e r C a n t Í I C ° n t f 0 l a d 0 r a ° C ° n , r o , a d a 01 a «n fa r este 

v . s t e S 0
3 L l ! , n ™ T ' T Z d C V e ' J'UeZ ' e i b a 13 designadón del visitador po r« Instituto, ordenará la vis ta El auto correspondiente deoerá expresar además, lo siguiente: 

! El nombre dei visitador y ei de sus auxiliares; 

II • El lugar o los lugares donde deba efeduarse la visita correspondiente, y 

OTTO eUjeriodn nnp L * " * , d 0 C U r a e f l t o s d e l sobre los cuales versará la visita, asi como ei penodo que abarque la misma. 

- e a , f i d ó n d e l a e S . n e ^ * * * * * * ^ ^ *< Comerciante para que permita la 

siguientes a S d e f í e " s e S e l a ^ f r 8 ^ ^ ^ d e l C o ™ « * » * d e n t r o d e - c o dias 
presentado a l l ' ! f 6 ^ S l ! r a^curr ido este plazo, el visitador no se hubiere 
Comerciad S ^ ^ ° t o ' ° 0 103 a c r e 8 d o r a s " u e * •»«" demandado a. 
vez n o r n b ^ e ' v ' ado s u s S e l S ^ ^ ' 3 ^ ^ de un visitador sustituto Una 

visitador sustituto el Insttuto lo hará saoer al juez para que modifique la orden de visita. 
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Articulo 33.- Si al presentarse el visitador en el lugar donde deba verificarse la visita, no estuviere el 
Comerdante o su representante, dejará citatorio con la persona que se encuentre en dicho lugar para que lo 
espere a hora determinada del dla siguiente para darse por enterado del contenido de la orden de visita; a 
falta de persona con quien se entienda la visita, el visitador deberá solicitar al juez que, previa inspección que 
practique el secretario de acuerdos de! juzgado concursal, se prevenga al Comerciante para que. de insistir 
en su omisión, se proceda a dedarar el concurso mercantil. 

En caso de que a juido del visitador sea necesaria la designadón de lugares adidonales para el 
desahogo de la visita, deberá solicitarlo al juez para que éste acuerde lo conducente. 

Artículo 34.- El visitador deberá acreditar su nombramiento con la orden respectiva. Tanto el visitador 
como sus auxiliares deberán identificarse con el Comerdante antes de proceder a la visita. 

El visitador y sus auxiliares tendrán acceso a los libros de contabilidad, registros y estados finanderos del 
Comerciante, asi como a cualquier otro documento o medio electrónico de almacenamiento de datos en los 
que conste la situación finandera y contable de la empresa del Comerciante y que estén relacionados con el 
objeto de la visita. Asimismo, podrán llevar a'cabo verificadones directas de bienes y mercanaas, de las 
operaciones, asi como entrevistas con el personal diredivo, gerendal y administrativo del Comeraante, 
induyendo a sus asesores extemos finanderos, contables o legales. 

Articulo 35.- El Comerdante y su personal estarán obligados a colaborar con el visitador y sus auxiliares. 
En caso de que no colaboren, obstruyan la visita o no proporcionen al visitador o a sus auxiliares los datos 
necesarios para que pueda produdr su didamen. a petidón del visitador el juez podrá imponer las medidas 
de apremio que considere pertinentes, apercibiendo al Comerciante que de no colaborar se le dedarara en 
concurso mercantil 

Articulo 36- Al término de la visita el visitador levantará acta en la que se harán constar en ferma 
dreunstandada los hechos u omisiones que se hubieren conocido por el visitador y sus auxiliares relativos al 
objeto de la visita. 

El acta de visita deberá levantarse ante dos testigos nombrados por el Comerdante. para lo cual el 
visitador debe comunicarle por escrito con veinticuatro horas de antidpadón, el dla y hora en que levantara el 
ada en caso de negativa del Comerdante a efeduar el nombramiento de los testigos, el acta se levantara 
ante el secretario de acuerdos del juzgado concursal. El Comerciante y los testigos deberán firmar el acta; •» 
se rehusan a hacerlo, deberá asentarse dicha circunstancia en el ada. sin que por eKo se vea atectaoa 
su validez. 

El visitador y sus auxiliares podrán reprodudr por cualquier medio documentación para ^ . previo cotejo, 
sea anexada al acta de visita. El visitador podrá aoeditar los hechos cornados relataos a la visrta' P ^ m e ^ o 
de fedatario público, sin que se requiera la expedidón de exhortos ni la hatxhtaaon de días y horas para los 
efedos de ¡a visita. __ : . . . . 

Artículo 37.- Además de las providencias precautorias a que hace referencia el aitícuto25^elvisrtador 
podrá solidtar al juez en el transcurso de la visita la adopdón m o d i f i c a a ^ o l e v a n ^ e ^ o d e l a s 
providencias precautorias a las que se refiere este artículo, con el objeto de proteger la Masa y tos derechos 
de los acreedores, debiendo fundamentar en todos los casos las razones de su souotud. 

El juez podrá didar las providendas precautorias que estime necesarias una vez que reaba la sotatud. o 
bien de oficio. 

Las providencias precautorias-podrán consistir en las siguientes: 
.1 . La prohibidón de hacer pagos de obligadones vencidas con anterioridad a la fecha de admis.cn de 

la solidtud o demanda de concurso mercantil; 
II. La suspensión de todo procedimiento de ejecución contra los bienes y derechos del . 
III. La prohibidón al Comerciante de realizar operadones de enajenadón o gravamen de los b.enes 

pnndpales de su empresa; 
IV. El aseguramiento de bienes; 
V. La intervenaón de la caja; 
VI. La prohibición de realizar trasterencias de recursos o valores a favor de terceros, 

VII. La orden de arraigar a, Comerciante, para ei soto efecto ^ 
Domidlio sin dejar, mediante mandato, apoderado ^ ^ ^ l e v a n t a r á el 
quien haya sido arraigado demuestre haber dado cumplimiento a lo ameno,, j 

arraigo, y 
VIH. Cualesquiera otras de naturaleza análoga. . » „ „ . ^ ¡ o n t n 
Artícuío 38 Las providendas precautorias subsistirán hasta que el juez ordene su ^vantarmento. 

El Comerdante podrá evitar la aplicación de las P r o v i d e ^ f S ° r q U e l e v a n ' e n . 
las que se hubieren didádo, previa garantía constituida a satisfacción del juez. 



Art icu lo 33.- Las manifestaciones del Comerciante relativas a la existencia de documentos probatorios 
que no se encuentren en su posesión, deberán consignarse en el acta de visita 

Art ículo 40.- El visitador, con base en la información que conste en el acta de visita, deberá rendir al juez, 
en un plazo efe quince días naturales contados a partir de la fecha de inicio de la visita, un dictamen razonado 
y circunstanciado tomando en consideración los hechos planteados en la demanda y en la contestación, 
anexando al mismo. eJ acta de visita. El dictamen deberá ser presentado en los formatos que al efecto dará a 
conocer el Instituto. 

El visitador deberá presentar su dictamen en el plazo a que se refiere el párrafo anterior, sin embargo, por 
causa justificada, podrá solicitar ai juez una prórroga para su presentación. La prórroga en ningún caso podrá 
exceder de quince dias naturales. 

Ar t ículo 41.- El juez al día siguiente de aquel en que reciba e¡ dictamen del visitador lo pondrá a la vista 
del Comerciante, de sus acreedores y del Ministerio Público para que dentro de un plazo común de diez días 
presenten sus alegatos por escrito, y para los demás efectos previstos en esta Ley. 

Capitulo V 
De la sentencia de concurso mercantil 

Art icu lo 42.- Sin necesidad de citación, el juez dictará la sentencia que corresponda dentro de los cinco 
dias siguientes al vencimiento del plazo para la formulación de alegatos; considerando lo manifestado, 
probado y alegado por las partes además deí dictamen del visitador. El juez deberá razonar las pruebas 
aportadas por las partes, incluyendo el dictamen del visitador. 

Art ículo 43.- La sentencia de declaración de concurso mercantil, contendré: 

I. Nombre, denominación o razón social y Domicilio del Comerciante y, en su caso, el nombre 
completo y domicilios de los socios ilimitadamente responsables, 

II. La fecha en que se dicte; 
III. La fundamentaran de la sentencia en ténninos de lo estableado en el articulo 10 de esta Ley, asi 

como, en su caso, una lista de los acreedores que el visitador hubiese identificado en la contabilidad 
dei Comerciante, señalando el monto de los adeudos con cada uno de ellos, sin que ello agote ei 
procedimiento de reconocimiento, graduación y prelaciór, de créditos a que se refiere el Título 
Cuarto de esta Ley; 

IV. La orden al Instituto para que designe al conciliador a través del mecanismo aleatorio previamente 
establecido, junto con la determinación de que, entretanto, el Comerciante, sus administradores, 
gerentes y dependientes tendrán las obligaciones que la ley atribuye a lós depositarios; 

V. La declaración de apertura de la etapa de conciliación, salvo que el Comerciante haya solicitado 
su quiebra; 

VI. La orden al Comerciante de poner de inmediato a disposición del conciliador los libros, registros y 
demás documentos de su empresa, asi como los recursos necesarios para sufragar las 
publicaciones previstas en la presente Ley; 

VII. El mandamiento al Comerciante para que permita al conciliador y a los interventores, la realización 
de las actividades propias de sus cargos; 

VIII. La orden al Comerciante de suspender el pago de los adeudos contraídos con anterioridad a la 
fecha en que comience a surtir sus efectos la sentencia de concurso mercantil; salvo los que sean 
indispensables para ta operación ordinaria de la empresa, respecto de los cuales deberá informar a! 
juez dentro de las veinticuatro horas siguientes de efectuados; 

IX. La orden de suspender durante laetapa de conciliación, todo mandamiento de embargo o ejecución 
contra los bienes y derechos del Comerciante, con las excepciones previstas en el artículo 65; 

X. La fecha de retroacción; 
XI. La orden al conciliador de que se publique un extracto de la sentencia en ios términos del articulo 45 

de esta Ley; 

XII. La orden al conciliador de inscribir la sentencia en el registro público de comercio que corresponda 
al Domicilio del Comerciante y en todos aquellos lugares en donde tenga una agencia, sucursal o 
bienes sujetos a inscripción en algún legistro público; 

XIII. La orden al conciliador de iniciar el procedimiento de reconocimiento de créditos; 
XIV. El aviso a los acreedores para que aquéllos que asi lo deseen soliciten el reconocimiento de sus 

créditos, y 

XV. La orden de que se expida, a costa de quien lo solicite, copia certificada de la sentencia. 
Ar t icu lo 44.- Al día siguiente de que se dicte sentencia que declare el concurso mercantil, el juez deberá 

notificarla personalmente al Comerciante, al Instituto, al visitador, a los acreedores cuyos domicilios se 
conozcan y a las autoridades fiscales competentes, por correo certificado o por cualquier otro medio 
establecido en las leyes aplicables. Al Ministerio Público se le notificará por oficio. Igualmente, deberá 
notificarse por oficio al representante sindical y, en su defecto, al Procurador de la Defensa del Trabajo. 

Ar t icu lo 45.- Deffiro de los cinco días siguientes a su designación, el conciliador procederá a solicitar la 
inscripción de la sentencia de concurso mercantil en los registros públicos que correspondan y hara publicar 
un extracto de la misma, por dos veces consecutivas, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los 
diarios de mayor circulación en la localidad donde se siga el juicio. 

Las partes que no hayan sido nolificadas en términos riel articulo anterior, se entenderán notificadas 
de la declaración de concurso mercantil, en el d,a en que se haga la última publicación ce las señaladas 
en este articulo. 

Ar t icu lo 46.- Transcurridos cinco días contados a partir del vencimiento del plazo para la publicación de 
la sentencia sin haberse publicado, cualquier acreedor o interventor podrá solicitar al juez que se le 
entreguen los documentos necesarios para hacer las publicaciones. 8 juez proporcionará los documentos a 
quien primero se los solicite. Los gastos correspondientes serán créditos contra ta Masa. 

Art iculo 47.- La sentencia producirá los efectos del arraigo dei Comerciante y, tratándose de personas 
morales quien o quienes sean responsables de la administración, para ei solo efecto de que no puedan 
separarse del lugar de su Domicilio sin dejar, mediante mandato, apoderado suficientemente instruido y 
expensado. Cuando quien haya sido arraigado demuestre haber dado cumplimiento a ¡o anterior, el juez 
levantará el arraigo 

Art iculo 48.- La sentencia que declare que no es procedente el concurso mercantil, ordenará que las 
cosas vuelvan al estado que tenian con anterioridad a la misma, / el levantamiento de ¡as providencias 
precautorias que se hubieren impuesto o la liberación de las garantías que se hayan constituido para evitar 
su imposición. La sentencia deberá ser notificada personalmente al Comerciante y, en su caso, a los 
acreedores que lo hubieren demandado. Al Ministerio Público se le notificará por oficio. 

En todos los casos deberán respetarse tos actos de administración legalmente realizados, asi como los 
derechos adquiridos por terceros de buena fe. 

El juez condenará al demandante a pagar los gastos y costas judiciales, incluidos los honorarios y gastos 
del visitador. 

Capitulo VI 

De la apelación de la sentencia de concurso mercantil 

Artículo 49.- Contra la sentencia que niegue el concurso mercantil, procede el recurso de apelación en 
ambos efectos, conlra la que lo declare, procede únicamente en el efecto devolutivo. 

Podrán interponer el recurso de apelación el Comerciante, el visitador, los acreedores demandantes y el 
Ministerio Público. 

Art ículo 50.- La apelación deberá interponerse por escrito, dentro de los nueve dias siguientes a la fecha 
en que surta efectos la notificación de la sentencia y en el mismo escrito el recurrente deberá expresar 
los agravios que ésta le cause, ofrecer pruebas y. en su caso, señalar constancias para integrar el testimonio 
de apelación. 

El juez, en el auto que admita la interposición del recurso, dará vista a la'parte contraria para que en el 
término de nueve dias conteste los agravios, ofrezca pruebas y. en su caso, señale constancias para 
adicionar al testimonio. El juez ordenara que se asiente constancia en autos de la interposición del recurso y 
de la remisión del cuaderno de apelación correspondiente al tribunal de alzada dentro de un plazo de tres 
dias. si fueren autos originales y de cinco si se tratare de testimonio 

En los escritos de expresión de agravios y contestación, el Comerciante podrá ofrecer las pruebas que 
esta Ley autoriza especificando los puntos sobre los que éstas deban versar. 

Art ículo 51.- El tribunal de alzada, dentro de los dos dias siguientes al que haya recibido, según sea el 
caso, el testimonio o los autos, dictará auto en el que deberá admitir o desechar la apelación, y resolverá 
sobre las pruebas ofrecidas y, en su caso, abrirá un plazo de quince dias para su desahogo E!tribunal d e 

alzada podrá extender este último plazo por quince días adicionales, cuando no se haya podido desahogar 
una prueba por causas no imputables a la parte oterente 

Si no fuere necesario desahogar prueba alguna, o desahogadas las que hayan sido admitidas, se 
concederá un término de diez días para presentar alegatos, primero al apelante y luego a las otras partes, t i 
tribunal de alzada dentro de ios cinco días siguientes al vencimiento de dichos plazos deberá dictar, sin mas 
tramite, la sentencia correspondiente 

Art ículo 5 2 - La sentencia que revoque el concurso mercantil deberá inscribirse en el mismo registro 
público de comercio en el que aparezca inscrita la que lo declaró y se comunicará a los registros pubncos 
para que procedan a ¡a cancelación de las inscripciones correspondientes. 

Art ículo 53.- La sentencia de revocación del concurso mercantil se notificará y publicará en términos de 
los anteriores artículos 44 y 45 y se estará, en lo conducente, a lo dispuesto en el articulo 40 de esta ^ey. 



TÍTULO SEGUNDO 
De los órganos deI concurso mercantil 

Capitulo I 
Del visitador, dé conciliador y dei sindico 

Art icu lo 54.. El visitador, el conciliador y el sindico tendrán las obligaciones y facultades que 
expresamente les confiere esta Ley. 

Art iculo 55.- Los visitadores, conciliadores y síndicos podrán contratar, con autorización del juez, a los 
auxiliares que consideren necesarios para el ejercicio de sus fundones lo que no implicara, en ningún caso 
la delegación de sus respectivas responsabilidades. 

Art ículo 56.- El nombramiento del visitador, conciliador o síndico podrá ser impugnado ante el juez por el 
Comerciante, y por cualquiera de los acreedores dentro de los tres dias siguientes a la fecha en que la 
designación se les hubiere hecho de su conocimiento conforme a lo establecido en tos artículos 31 149 o 
172. La impugnación sólo se admitirá cuando se verifique alguno de los supuestos a que se refiere el articulo 

a o e s , a Ley. La impugnación se versará en la vía incidental. 

El juez podrá rechazar la designación que haga el Instituto cuando se dé alguno de los supuestos del 
articulo 3¿8 de esta Ley. debiendo notificarlo al Instituto para que realice una nueva designación. 

Art ículo 57.- La impugnación del nombramiento del visitador, conciliador o sindico no impedirá su entrada 
en (unciones, ni suspenderá la continuación de la visita, la conciliación o la quiebra. 

Art ículo 58.- Cuando la presente Ley no determine un plazo oara el cumplimiento de las obligaciones del 
visitador, del conciliador o del sindico, se entenderá que deberán llevarlas a cabo en un plazo de treinta dias 
naturales salvo que, a petición del visitador, conciliador o sindico, el juez autonce un plazo mayor el cual no 
podra exceder de treinta dias naturales más. 

* f ® S ' n d i C C y ' e n S U c a s o ' 61 c ü a c i i ¡ a d o r ' i t e r a n rendir trimestralmente ante el juez un 
f r ™ las labores que realicen en la empresa del Comerciante y deberán presentar un informe final 
sobre su gestión. Todos los informes serán puestos a la vista de! Comerciante, de los acreedores y de los 
interventores por conducto del juez. 

f 0 - " , 0 Coerc ían te , los interventores y los propios acreedores, de manera individual, podrán 
k f r i k n ^ c n L ' f 2 , 3 C t o S u o m , s , o n e s d e l visitador, del conciliador y del sindico que no se apeguen a 
todspuesto por esta Ley. El juez dictará las medidas de apremio que estime convenientes y, en su caso 
podra solicitar al Instituto la sustitución del visitador, conciliador o sindico a fin de evitar daños a ¡a Masa. ' 
J - T sentencia firme se condene a algún visitador, conciliador o sindico ai pago de daños y 
a S 777 J . i 3 e n v ' a r c o p i a d e l a m i s m a 3 1 , n s I i ! ü ! o Para efectos de lo previsto en la fracción VI del 
articulo 337 de este ordenamiento. 

" | S ^ ^ e l conciliador y el sindico serán responsables ante el Comerciante y ante los -
' T 3< S p r ° p l 0 S y d e s u s a u x ¡ l i a ' e s respecto de los daños y perjuicios que causen en el 

S ^ L r , S U S n S S | p o r incumplimiento de sus obligaciones y por la revelación de los datos 
confidenciales que conozcan en virtud del desempeño de su cargo 

Capítulo I I 
De los interventores 

Í " l e
J

r V ? n , 0 r e s «Presenlarár, los intereses de los acreedores y tendrán a su cargo la 
* d e l * « » - * » — realizados P - Comerciante en 

del ^ T é X ^ Z 3 C r e e < l 0 r ° f T d e a o ' e e o o r e s < u e ^presenten por lo menos el diez por ciento 
te ^ n d e ^ o a ^ l r l , 0 3 ' 9 0 T d e <™fo,midad la lista provisional de créditos, 
S o a Í S l o s ^ S J j 6 1 " o m b r a m , e n t o d e u n interventor, cuyos honorarios serán a costa de 
quien o quienes lo soliciten. Para ser interventor no se requiere ser acreedor. 

n o n L ^ n l 0 ™ ™ f R e d o r e s deberán dirigir sus solicitudes al juez a efecto de que este haga el 
e ^ a d o ^ n X l ^ : - - L ° S ' f t v e n , o r e s p o d r t t l sustituidos o removidos per quienes tos hayan uesignaao, cumpliendo con lo dispuesto en este párrafo. 

Art iculo 64.- Los interventores tendrán las facultades siguientes: 

l. Gestionar la notificación y publicación de la sentencia de concurso mercantil; 

" S S R l ^ f l d ° r - 0 f T Ü 1 C 0 6 1 e x a m e n d e l l b r a ' o documento, asi como cualquier otro 
S o í e s o ^ r e n t ° d e , d 3 , Ü S d e l C 0 r n e r a a m e 3 « ^ u , s o mercantil, respecto de las cuestiones que a su JUICIO puedan afectar los intereses de los acreedores; 

' a d r i S l r t ^ T ^ ° 3 1 S Í n d Í C ° i n f o r m a a ó n P° r sobre las cuestiones relativas a la 
tosWorme,,1 ' q U e 3 S U i U Í C ¡ ° P U e d S n a f s c I a r , o s i n t e r e s e s d e ; o s acreedores, asi corno ios informes que se mencionan en el articulo 59 de esta Ley y 

IV. Las demás que se establecen en esta Ley 

TÍTULO TERCERO 

Délos efectos de la sentencia de concuño mercantil 

Capítulo I 

De la suspensión de los procedimientos de ejecución 

Artículo 65.- Desde que se dicte la sentencia de concurso mercantil y hasta que termine la etapa de 
conciliación, no podrá ejecutarse ningún mandamiento de embargo o ejecución contra los bienes y derechos 
del Comerciante. 

Cuando el mandamiento de embargo o ejecución sea de carácter laboral, la suspensión no surtirá efectos 
respecto de lo dispuesto en ta fracción XXIII, del apartado A. del artículo 123 constitücional y sus 
disposiciones reglamentarias, considerando los salarios de los dos años anteriores al concurso mercantil; 
cuando sea da carácter fiscal, se estará a lo dispuesto en el artículo 69 de este ordenamiento. 

Artículo 66.- El auto de admisión de la demanda de concurso mercantil tendré entre sus propósitos, con 
independencia de los demás que séllala esta Ley. asegurar tos derechos que la Constitución, sus 
disposiciones reglamentarias y esta Ley garantizan a tos trabajadores, para efectos de su pago cor la 
preferencia, a que se refieren tales disposiciones y la fracción I del articulo 224 de la presente Ley. 

La sentencia de concurso mercantil no será causa para interrumpir el pago de las obligaciones laborales 
ordinarias del Comerciante. 

Art iculo 67.- En caso de que las autoridades laborales ordenen el embargo ds bienes del Comerciante, 
para asegurar créditos a favor de tos trabajadores por salarios y sueldos devengados en los dos años 
inmediatos anteriores o por indemnizaciones, quien en términos de esta Ley esté a cargo de la administración 
de la empresa del Comerciante será el depositario de ios bienes embargados. 

Tan pronto como la persona que se encuentre a cargo de la administración de la empresa 
del Comerciante cubra o garantice a satisfacción de las autoridades laborales dichos créditos, el embargo 
deberá ser levantado. 

Artículo 68.- Cuando en cumplimiento de una resolución laboral que tenga por objeto la protección de los 
derechos a fevor de tos trabajadores a que se refieren la fracción XXIII. de! apartado A, del articulo 123 
constitucional, sus disposiciones reglamentarias y esta Ley, b autoridad laboral competente ordene la 
ejecución de un bien integrante de la Masa que a su vez sea objeto d« garantía raal, el conciliador podrá 
solicitar a aquélla la sustitución de ocho bien por una fianza, a satisfacción de la autoridad laboral, que 
garantice el cumplimiento de la pretensión en el término de noventa días. 

Cuando la sustitución no sea posible, el conciliador, realizada la ejecución del bien, registrará como 
crédito contra la Masa a favor dei acreedor con garantía real de que se trate, el monto que resulte menor 
entre el del crédito que le haya sido reconocido y el del vaéor de enajenación del bien que haya sido 
ejecutado para el cumplimiento de las pretensiones a que se refiere el párrafo anterior. En caso de que el 
valor de realización de la garantía sea menor al monto del crédito reconocido, la diferencia que resulte se 
considerará como un crédito común. 

Artículo 69.- A partir de la sentencia de concurso mercanS. tos créditos fiscales continuarán causando 
las actualizaciones, multas y accesorios -que correspondan contorne a las disposiciones aplicables. 

En caso de alcanzarse un convento en términos-del Titulo Garito de esta Ley, se cancelarán las multas y 
accesorios que se hayan causado durante la etapa de conciliación-

La sentencia de concurso mercantil no será causa para interrumpir el pago de las contribuciones 
fiscales o de seguridad social ordinarias del Comerciante, por ser indispensables para la operación ordinaria 
de la empresa. 

A partir de la sentencia de concurso mercantil y hasta la terminación del plazo para la etapa de 
conciliación, se suspenderán tos procedimientos administrativos de ejecución de los créditos fiscales. Las 
autoridades fiscales competentes podrán continuar los actos necesarios para la determinación y 
aseguramiento de tos créditos fiscales a cargo del Comerciante. 

Capítulo I I 

De la separación de bienes que se encuentren en posesión del Comerciante 

Artículo 70.- Los bienes en posesión del Comerciante que sean identificables, cuya propiedad no se le 
hubiere transferido por titulo legal definitivo e irrevocable, podrán ser separados por sus legítimos titulares. 
El juez dei concurso mercantil será competente para conocer de la acción de separación. 

Promovida la demanda da separación, con los requisitos que establece el articulo 267 si no se oponer, a 
ella el Comerciante, el conciliador, o tos interventores, el juez ordenará la separación de plano a favor del 
demandante. En caso de haber oposición, la separatoria continuara su trámite en la vía incidental. 



Art iculo 71.- Podrán separarse de la Masa los bienes que se encuentren en las situaciones siguientes, o 
. en cualquiera otra de naturaleza análoga: 

I. Los que pueden ser reivindicados con arreglo a las leyes; 

II. Los inmuebles vendidos al Comerciante, no pagados por éste cuando la compraventa no hubiere 
sido debidamente inscrita en el registro público correspondiente; 

III. Los muebles adquiridos al contado, si el Comerciante no hubiere pagado la totalidad del precio al 
tiempo de la declaración de concursa mercantil; 

IV. Los muebles o inmuebles adquiridos a crédito, si la ciáusula de resolución por incumplimiento en el 
pago se hubiere inscrito en el registro público correspondiente, 

V. Los titulosvalor de cualquier clase emitidos a favor del Comerciante o que se hayan endosado a 
favor de éste, como pago de ventas hechas por cuenta ajena, siempre que se pruebe que las 
obligaciones asi cumplidas proceden de ellas y que la partida no se asentó en cuenta corriente entre 
el Comerciante y su comitente; 

VI. Las contribuciones retenidas, recaudadas o trasladadas por el Comerciante por cuenta de las 
autoridades fiscales, y 

Vil. Los que estén en su poder en cualquiera de los supuestos siguientes: 

a) Depósito, usufructo, fideicomiso o que hayan sido recibidos en administración o consignación, 
si en este caso el concurso mercantil se declaró antes de la manifestación del comprador de 
hacer suyas ¡as mercancías, o si no ha transcurrido el plazo señaladd para hacerla; 

b) Comisión de compra, venta, tránsito, entrega o cobro; 

c) Para entregar a persona determinada por cuenta y en nombre de un tercero o para satisfacer 
obligaciones que hubieren de cumplirse en el Domicilio del Comerciante; 

Cuando el crédito resultante de la remisión hubiere sido afectado al pago de una letra de 
cambio, el titular legitimo de ésta podrá obtener su separación, o 

d) Las cantidades a nombre del Comerciante por ventas hechas por cuenta ajena. B separatista 
podrá obtener también la cesión del correspondiente derecho de crédito. 

Art iculo 72.- En lo relativo.a fa existencia o identidad de los bienes cuya separación se pida, se tendrá en 
cuenta lo siguiente: 

I. Las acciones de separación sólo procederán cuando los bienes estén en posesión del Comerciante 
desde el momento de la declaración de concurso mercantil; 

II. Si los bienes perecieren después de la declaración de concurso mercantil y estuvieren asegurados, 
el separatista tendrá derecho a obtener el pago de la indemnización que se recibiere o bien para 
subrogarse en los derechos para redamarla; 

III. Si los bienes hubieren sido enajenados antes de la dedaración de concurso mercantil, no cabe 
separación del predo recibido por ellos; pero si no se hubiere hecho efectivo eí pago, el separatista 
podrá subrogarse en los derechos contra el tercero adquirente. debiendo en su caso entregar a la 
Masa el excedente entre k> que cobrare y el importe de su crédito. 

En el segundo caso previsto en el párrafo anterior, el separatista no podrá presentarse como 
acreedor en el concurso mercantil: 

IV. Podrán separarse los bienes que hubieren sido remitidos, recibidos en pago o cambiados por 
cualquier título jurídico, equivalente con los que eran separables; 

V. La prueba de la identidad podrá hacerse aun cuando los bienes hubiesen sido privados de sus 
embalajes, desenfardados o parcialmente enajenados, y 

VI. Siempre que los bienes separables hubieren side dados en prenda a terceros de buena fe, el 
acreedor prendario podrá oponerse a la entrega mientras no se le pague la obligación garantizada y 
los accesorios a que tenga derecho. 

Art iculo 73.- La separación estará subordinada a que el separatista dé cumplimiento previo a las 
obligaciones que con motivo de tos bienes tuviere. 

En los casos de separadón por parte del enajenante que hubiere recibido parte del precio, la separación 
estará condicionada a la devolución previa de la parte del predo recibido. La restitudón. del predo será 
proporcional a su importe total, en relación con la cantidad o número de los bienes separados. 

El vendedor y tos demás separatistas tienen la obligación previa de reintegrar todo lo que se hubiere 
pagado o se adeude por derechos fiscales, transporte, comisión, seguro, averia gruesa y gastos de 
conservación de tos bienes. 

Capítulo I I I 
De la administración de la empresa del Comerciante 

Artículo 74.- Durante la etapa de concitación, la administración de la empresa conesponderá al 
Comerciante, salvo lo dispuesto en e! artículo 61 de esta Ley. 

Art ículo 75.- Cuando el Comerciante continúe con la administraaón de su empresa, el conciliador vigilará 
la contabilidad y todas las operadones que realice el Comerciante. 

El conciliador decidirá sobre la resolución de contratos pendientes y aprobará, previa opinión de tos 
interventores, en caso de que existan, la contratación de nuevos créditos, la constitución o sustitución 
de garantías y la enajenación de activos cuando no estén vinculadas con ta operadón ordinaria de la 
empresa del Comerciante. El conciliador deberá dar cuenta de ello al juez. Cualquier objeción se 
substandará incidentalmente. 

En caso de sustitución de garantías, eí conaliador deberá contar con el consentimiento previo y por 
escrito del acreedor de que se trate. 

Art ículo 76.- Para e fedos de la opinión a que se refiere el segundo párrafo del artículo anterior, el 
conciliador deberá enviar a tos interventores las caraderisticas de la operación de que se trate, en tos 
formatos que para tales e fedos expida el Instituto. 

Los interventores deberán emitir su opinión por escrito dirigido al conaliador. dentro de un plazo de anco 
días contados a partir de la fecha en que el conaliador someta a su consideradón la propuesta. La falta de 
respuesta oportuna por tos interventores se entenderá como su aceptación. 

La resoludón de los interventores se adoptará por mayoria de los créditos que éstos representen. Para 
tales efedos, no será necesario que los interventores se reúnan a votar. 

Lo previsto en este artículo será aplicable aun.cuando el conaliador haya asumido la administraaón de la 
empresa del Comerciante. 

Ar t icu lo 77.- El conaliador, bajo su más estricta responsabilidad, podrá abstenerse de solicitar la opinión 
de tos interventores para la enajenadón de un bien en aquellos casos en que éste sea perecedero o 
considere que pueda estar expuesto a una grave disminuaón de su predo, o su conservación sea costosa en 
eomparadón con la utilidad que pueda generar para la Masa, debiendo informar de ello al juez dentro de los 
tres días siguientes a la operación. Cualquier objeción se substanciará por la vía incidental. 

Ar t ículo 78.- Cuando el conaliador tenga la administraaón de la empresa del Comerciante deberá 
realizar (as gestiones necesarias para identificar tos bienes propiedad del Comerciante declarado en 
concurso mercantil que se encuentren en posesión de terceros. 

Ar t icu lo 79.- El conciliador y el Comerciante deberán considerar la conveniencia de conservar la 
empresa en operadón. . 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando así convenga para evitar el credmíento del pasivo 
o el deterioro de la Masa, el conciliador previa opinión de los interventores, en caso de que existan, podrá 
solicitar al juez que ordene el derre de la empresa, que podrá ser total o para al, temporal o definitivo. 
Lo anterior se substanciará por la vía inddental. 

Ar t icu lo 80.- Cuando el Comerciante esté a cargo de la administraaón <je su empresa, el condlíador 
estará facultado para convocar a tos órganos de gobierno cuando lo considera necesano, para someter a su 
consideradón y, en su caso, aprobación de los asuntos que estime convenientes. 

Ar t ícu lo 81.- En caso de que el conaliador estime que asi conviene para la protección de la Masa, podrá 
solicitar al juez la remodón dei-Cometciante-de laadmin'istradón de su empresa. Al admitir la solicitud, el juez 
podrá tomar las medidas que estime convenientes para conservar la integridad de la Masa. La remoaón del 
Comerciante se tramitará por la vía inddental. 

Ar t ícu lo 82.- Si se decreta la remoción del Comerciante de la administraaón de su empresa el 
condlíador asumirá, además de las propias, las facultades y obligaciones de admm.straaon que esta Ley 
atribuye al sindico para la administración. 

Ar t icu lo 83.- En el supuesto a que se refiere el articulo anterior y tratándose de personas morales 
declaradas en estado de concurso, quedarán suspendidas las facultades de tos órganos que. de acuerdo a la 
ley o a los estatutos de la empresa, tengan competencia para tomar determinaaones sobre tos 
administradores, diredores o gerentes. 

Capitulo IV 

De los efectos en cuanto a la actuación en otros Juicios 
Art ícu lo 84.- Las acdones promovidas y tos ju idos seguidos por el Comerciante, y las promovidas y tos 

seguidos contra él. que se encuentren en trámite al didarse la sentenda de concurso mercantil, ( ^ e tengan 
un contenido patrimonial, no se acumularán al concurso mercantil, sino que se seguirán por el Comerciante 
bajo la vigi landa det condlíador, para lo cual, el Comerciante debe informar al conaliador de la existenaa del 
procedimiento, al día siguiente de que sea de su conodmiento la designaaón de éste. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, el condlíador podrá sustituir al Comeraante en el caso 
previsto en el articulo 81 de esta Ley. 



Art icu lo 85.- No intervendrá el conciliador, ni en ningún caso podrá sustituirse al Comerciante en los ' 
u « o s relativos exdusivamente a bienes o derechos cuya administración y disposición conserve en los 

términos det articulo 179 de esta Ley. 

Capitulo V 

De los efectos en relación con las obligaciones del Comerciante 

Seecióa I 

Jteglg general y venániento ant icipado 
Art icu lo 8 6 - Con las excepciones que señala esta Ley continuarán aplicándose las disposiciones sobre 

obligaciones y contratos, asi como las estipulaciones de las partes. 

Ar t i cu lo 87.- Se tendrá por no puesta, salvo las excepciones expresamente establecidas en esta 
Ley. cualquier estipulación contractual que con motivo de la presentación de una solicitud o demanda de 
concurso mercantil, o de su declaración, establezca modificaciones que agraven para el Comerciante los 
términos de los contratos. 

f " P .a r a_B l flfecto d e determinar 13 o»an«a de los créditos a cargo del Comerciante, a partir de 
que M dicta la santand» da declaración de concurso mercantil: 

I. S e t e n a n por yenddas sus obligaciones pendientes; 

II. Respecto de los créditos sujetos a condición suspensiva, se considerará como si la cpndición no se 
n i ñ e r a realizado; 

III. Los créditos sujetos a condición resolutoria se considerarán como si la condición se 
huyere realzado sm que las partes deban devolverse las prestaciones recibidas mientras la 
obligación subsistió; 

IV. La cuantía d e j o s créditos por prestaciones periódicas o sucesivas se determinará a su valor 
p r e s t e , considerando la tasa de interés convenida o. en su defecto, la que se aplique en el 
mercado en operaciones similares tomando en consideración la moneda o unidad de que se trate v 
de no ser esto posible, Intereses al tipo legal; . 

V ' l Ü S S Í * ^ f e n t a v M a l i c i a t e n d r é d e r e c f w 8 « * » se le reconozca el crédito a su valor de 
reposición en el mercado o. en su defecto, a su valor presente calculado conforme a las prácticas 
comunmente aceptadas; 

VI. Las obligaciones que tengan una cuantía indeterminada o incierta, precisarán su valoración en 
omero, y 

Vil. Las obligaciones no pecuniarias deberán ser valoradas en dinero; de no ser posible fo anterior, el 
crédito no podrá reconocerse. 

Ar t i cu lo 8 9 - A la fecha en que se dicte la sentencia de concurso mercantil: 

® C a P ¡ t a l ^ ^ a c c e s o r t o s financieros insolutos de los créditos en moneda nacional, sin garantía 
real, dejaran de causar Intereses y se convertirán a UDIs utilizando al efecto la equivalencia de 
dichas .unidades da a conocer el Banco de México. Los créditos que hubieren sido denominados 
onginalmente en UDIs dejarán de causar intereses; 

B c c e s o n ° 3 financieros insolutos de los créditos en moneda extranjera, sin garantía 
rea. TOtópendientemente d t í lugar en que originalmente se hubiere convenido que serian pagados 

n t e r e s e s y 8 6 i n v e r t i r á n a moneda nacional al tipo de cambio determinado por 
ta ^ X ' C O P a ^ solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en 
la K í ^ n S S í T ' * 8 6 c o n v e r t t á ' a su vez, a UDIs en términos de lo previsto en 

m. L o s e m o s con garanta real, con «dependencia de que se hubiere convenido inicialmente que su 
E T ^ J t ^ ^ 3 M 6 X 1 C a n a 0 6 1 « t ran je ro , se mantendrán en la moneda o unidad en la 
o ^ r ^ h . T 0 ™ ^ y u m c a m 9 n t e « " « r á n los intereses ordinarios estipulados en los 
contratos, hasta por el valor de los bienes que los garantizan. 

quedes ^ r ^ ^ f J T ^ Z l ^ T f " * a w e e d o r e s «>" garantía real en las decisiones 
L e y ' ™ n t o de ^ s créditos a la fecha de declaración 

S S h m . T 10 e 8 t a b t e 6 d 0 ^ tos créditos sin garantía real en las 
a C f M d o r e 8 sarantía real participarán « L tales por este 

M V a l W d 0 * U 8 9 3 r a n t i a s ' * * » decidan ejercer la opción previste en el 

« t a * * ^ r S ^ r ^ ' L r ' w ^ r 0 * * 6 1 V a l o r d e s u « » f e ™ al monto del 
« t e a n s T d ^ Z , ^ ^ 0 5 a l 3 f e c h a d e declaración del concurso mercantil, podrá solicitar al juez que 

considere como acreedor con garantía real por el valor que el propio acreedor le atribuya a su garartía. 

y como acreedor común por el remanente. El valor que el acreedor le atribuya a su garantía se convertirá 
er> UDIs al valor de la fecha de declaración del concurso mercantil. En este caso, el acreedor deberá 
renunciar expresamente, en favor de la Masa, a cualquier excedente entre el precio que se obtenga al 
ejecutar la garantía y el valor que le atribuyó, considerando el valor de las UDIs de la fecha en que tenga 
lugar la ejecución. 

Artículo 9 0 - A partir de la fecha en que se dicte la sentencia de concurso mercantil, sólo 
podran compensarse: 

I. Los derechos a favor y las obligaciones a cargo del Comerciante que deriven de una misma 
operación y és te no se vea interrumpida por virtud de la sentencia de concurso mercantil: 

II. Los derechos a favor y las obligaciones a cargo del Comerciante que hubieren vencido antes de la 
sentencia de concurso mercantil y cuya compensación esté prevista en las leyes, 

III. Los derechos y obligaciones que deriven de las operaciones previstas en los artículos 102 al 105 de 

esta Ley,y 

IV. Los créditos fiscales a favor y en contra del Comerciante. 

Sección I I 

' De los contratos pendientes 

Art iculo 9 1 - El concurso mercantil no afectará la validez de los contratos celebrados sobre bienes de 
carácter estrictamente personal, de índole no patrimonial o relativos a bienes o derechos cuya administración 
y disposición conserve el Comerciante en los términos del artÍGulo 179 de esta Ley. 

Artículo 9 2 - Los contratos, preparatorios o definitivos, pendientes de ejecución deberán ser cumplidos 
pereí Comerciante, salvo que el conciliador se oponga por así convenir a los intereses de la Masa. 

El que hubiere contratado con el Comerciante, tendrá derecho a que el conciliador dedara si. se opondrá 
al cumplimiento del contrato. Si el conciliador manifiesta que no se opondrá, el Comerciante deberá cumplir o 
garantizar su cumplimiento. Si el condliadcr hace saber que se opondrá, o no da respuesta dentro del 
término de veinte días, el que hubiere contratado con el Comerciante podrá en cualquier momento dar por 
resuelto el contrato notificando de ello a! condliador. 

Cuando e! conciliador esté a cargo de la administración o autorice al Comerdante la ejecución 
de ios contratos perdientes, podrá evitar la separación de los bienes, o en su caso exigir su entrega, 
pagando su precio. 

Artículo 9 3 - No podrá exigirse al vendedor la entrega de los bienes, muebles o inmuebles, que el 
Comerciante hubiere adquirido, a no ser que se le pague el precio o se le garantice su pago. 

El vendedor tendrá derecho a reivindicar los bienes si hizo la entrega en cumplimiento de un contrato 
definitivo que no se celebró en la forma exigida por la ley. No procederá la reivíndicadón si el contrato consta 
de manera fehaaente y eí Comerdante, con autorizadón del conciliador, exige qqs al contrato se le dé la 
forma legal o de cualquiera otra forma se extinga la acaón de nulidad por falta de forma del contrato. 

Articulo 9 4 - El vendedor de bienes muebles no pagados, que al declararse el concurso mercantil 
estén en ruta para su entrega material al Comerciante dedarado en concurso mercantil, podrá oponerse 
a la entrega: 

I. Variando la consignación en los términos legalmente admitidos, o 
II. Deteniendo la entrega material de los bienes, aunque no disponga de los documentos necesarios 

para variar la consígnaaón. 

La oposidón a la entrega se substandará por la vía índdentaí entre el enajenante y el Comerdante, con 
intervendón deí condliador. 

Art iculo 9 5 - Si es declarado en concurso mercantil el vendedor de un inmueble, el comprador tendrá 
derecho a exigir la entrega de la cosa previo pago de! precio, si la venta se pertecdonó conforme a las 
disposiciones legales aplicables. 

Artículo 9 6 - El Comerdante dedarado en concurso mercantil que hubiere comprado un bien del cual aún 
no se te hubiere hecho la entrega, no podrá exigir del vendedor que proceda a ella en tanto no pague el 
predo o garantice su pago. 

Si la enlreoa se hubiere efeduado sólo en virtud de una promesa de venta, el vendedor podrá reivindicar 
la cosa si el contrato de venta no se elevó a escritura pública, cuando este requisito sea legalmente ex^tdo. 

Artículo 97 - Si se decidiere la ejecución del contrato y el pago del prado estuviere sujeto a término no 

venado, el vendedor podrá exigir que se garantice su cumplimiento. 



Art iculo 98.- Si se tialare de ventas por entregas, y algunas de fetas se hubieren efectiado sin que 
hayan sido pagadas, deberán pagarse, lo que será requisito para los efectos del cumplimiento previsto en d 
articulo anterior y en el tercer párrafo del articulo 92 de esta Ley. 

Ar t icu lo 99.- No obstante la declaración de concurso mercantil d é enajenante de una cosa mueble, si la 
cosa había sido determinada antes de dicha declaración, el adqui'ente podrá exigir o' cumplimiento del 
contrato, previo pago del precio. 

Art ículo 100.- Los contratos de depósito, de apertura de crédito, de comisión y de nandato, no quedarán 
resueltos por el concurso mercantil de una de las partes, salvo que si conciliador considere que deban darse 
por terminados. 

Art ículo 101.- Las cuentas corrientes se darán por terminadas anticipadanierte y se pondrán en estado 
da liquidación para exigir o cubrir sus saldos, por virtud de la dedsración de concjrso mercantil, a no ser que 
el Comerciante, con el consentimiento del conciliador, declare de modo expreso W continuación. 

Art ículo 102.- La declaración de concurso mercantil dará por terminadas los contratos de reporto 
celebrados por el Comerciante, bajo las siguientes reglas: 

I. Cuando el Comerciante haya actuado como reportador, deberá tranrmitir al reportado en un plazo 
no mayor a quince días naturales contados a partir de la fecha <e la declaración de concurso 
mercantil, los títulos de la especie que corresponda contra el reemtólso del precio más el pago del 
premio acordado; 

II. Cuando el Comerciante haya actuado como reportado, el contratóle dará por abandonado desde la 
fecha de declaración de concurso mercantil y el reportador pods exigir el pago de las diferencias 
que, en su caso, existan a su favor precisamente en la fecia de la declaración del concurso 
mercantil, mediante el reconocimiento de créditos, conservado el Comerciante el precio de la 
operación y el reportador la propiedad y libre disposición de k» Ututos objeto del reporto, y 

III Los reportes celebrados entre el Comerciante y su contraparte en forma reciproca, sea que se 
documenten o no en contratos marco o normativos, se darár por vencidos en forma anticipada en la 
fecha de declaración del concurso mercantil, aun cuando su fecha de vencimiento sea posterior a 
ésta, debiendo compensarse en los términos de esta Ley. 

En caso de que no exista previsión alguna en los convenio) correspondientes para la compensación y 
liquidación de las prestaciones adeudadas, con el propósito ¿é efectuar la compensación, el valor de tos 
títulos se determinará conforme a su valor de mercado el d b de la declaración del concurso mercantil. A falta 
de precio de mercado disponible y demostrable, el coficffiador podrá encargar a un tercero experimentado en 
la materia, la valuación de tos títulos 

El saldo que. en su caso, se genere a cargo del Comerciante por virtud del vencimiento anticipado, podrá 
exigirse mediante el reconocimiento de créditos. En caso de que se generen créditos a favor del 
Comerciante, la contraparte deberá entregar dicho saldo a la Masa en un plazo no mayor a treinta días 
naturales contados a partir de Ia fecha de declaración de concurso mercantil. 

Art ículo 103.- Las operaoones de préstamo de valores celebradas por el Comerciante que se encuentren 
garantizadas con moneda nacional, se sujetarán a las mismas regías que los reportas. 

Las operaciones de préstamo de valores celebradas por el Comerciante que se encuentren garantizadas 
con valores en moneda nacional, se sujetarán a lo establecido en la fracción III del articulo anterior. 

Artículo 104.- Los contratos diferenciales o de futuros y las operaciones financieras derivadas, que 
venzan con posterioridad a la declaración de concurso mercantil, se darán por terminadas anticipadamente 
en la fecha de declaración de concurso mercantil. Estos contratos y operaciones deberán compensarse en 
tos términos de esta Ley. 

En caso de que no exista previsión alguna en los convenios correspondientes para la compensación y 
liquidación de las prestaciones adeudadas, con el propósito de efectuar la compensación, el valor de tos 
bienes u obligaciones subyacentes se determinará conforme a su valor de mercado el dia de la declaración 
del concurso mercantil. A falta de valor de mercado disponible y demostrable, el conciliador podra encargar a 
un tercero, experimentado en la materia, la valuación de los bienes u obligaciones. 

El crédito que, en su caso, se genere en contra del Comerciante, será exigible mediante el 
reconocimiento de créditos. En caso de que el vencimiento anticipado a que se refiere este artículo genere un 
saldo a cargo del que hubiere contratado con el Comerciante, aquél deberá de entregarlo a la Masa dentro de 
un plazo máximo de treinta días naturales contados a partir de la declaración de concurso mercantil. 

Para efectos de esta Ley se entenderá por operaciones financieras derivadas aquéllas en las que las 
partes estén obligadas al pago de dinero o al cumplimiento de otras obligaciones de dar. que tengan un bien 
o valor de mercado como subyacente, asi como cualquier convenio que, mediante reglas de carácter general, 
señale el Banco de México. 

Art iculo 105.- Deberán compensarse, y serán exigtoles en tos términos pactados o según se seftale en 
esta Ley, en la fecha de declaración del concurso mercantil, las deudas y créditos resultantes de convenios 
marco, normativos o específicos, celebrados respecto do operaciones financieras derivadas, operaciones de 
reporto, operaciones de préstamo de valores, operaciones de futuros u otras operaciones equivalentes, asi 
como de cualesquiera otros actos jurídicos en los que una persona sea deudora de otra, y al mismo tiempo 
acreedora de ésta, que puedan reducirse al numerario, aun cuando las deudas o créditos no sean líquidos y 
exigibles en la fecha de declaración del concurso mercantil pero que, en los término» de dichos convenios o 
de esta Ley. puedan hacerse líquidos y exigibles. 

Las disposiciones de este articulo serán aplicables no obstante lo señalado en el articulo 92 de esta Ley, 
y aun cuando la compensación se realice dentro del periodo a que hace referencia el articulo 112 del 
presente ordenamiento, salvo que se probare que el convenio o convenios que dieron lugar a la 
compensación, fueron celebrados o modificados para dar preferencia a alguno o varios acreedores. 

H saldo deudor que, en su caso, resulte de la compensación permitida por este articulo a cargo del 
Comerciante, podrá exigirse por la contraparte correspondiente mediante el reconocimiento de créditos. De 
resultar un saldo acreedor en favor del Comerciante, la contraparte estará obligada a entregarlo al conciliador 
para beneficio de la Masa, en un plazo no mayor a treinta días naturales, contados a partir de la fecha de la 
declaración del concurso mercantil. 

Ar t icu lo 106.- El concurso mercantil del arrendador no resuelve el contrato de arrendamiento 
de inmuebles. 

El concurso mercantil del arrendatario no resuelve el contrato de arrendamiento de inmuebles. No 
obstante lo anterior, el conciliador podrá optar por la resolución del contrato en cuyo caso, deberá pagarse al 
arrendador la indemnización pactada en el contrato para este caso o. en su defecto, una indemnización 
equivalente a tres meses de renta, por el vencimiento anticipado. 

Art ículo 107.- Los contratos de prestación de servicios, de índole estrictamente personal, en favor o a 
cargo del Comerciante declarado en concurso mercantil, no serán resueltos y se estará a lo convenido entre 
las partes. 

Ar t ículo 108.- El contrato de obra a precio alzado se resolverá por el concurso mercantil de una de las 
partes, a no ser que el Comerciante, con autorización del conciliador, convenga con el otro contratante el 
cumplimiento del contrato. 

Ar t ículo 109.- El concurso mercantil del asegurado no rescinde el contrato de seguro si fuere inmueble e l 
objeto asegurado; pero si fuere mueble, el asegurador podrá rescindirlo. 

Si el conciliador no pusiere en conocimiento del asegurador la declaración de concurso mercantil dentro 
del plazo de treinta días naturales desde su fecha, el contrato de seguro se tendrá por rescindido desde ésta. 

Ar t ículo 110.- En tos contratos de seguros de vida o mixtos, el Comerciante, con autorización del 
conciliador, podrá decidir la cesión de la póliza del seguro y obtener la reducción del capital asegurado, en 
proporción a las primas ya pagadas con arreglo a tos cálculos que la empresa aseguradora hubiere 
considerado para hacer el contrato y habida cuenta de tos riesgos corridos por ta misma. Igualmente, podra 
hacer cualquier otra operación que signifique un beneficio económico para la Masa. 

Ar t icu lo 1 1 1 - El concurso mercantil d e - u n socio de una sociedad en nombre colectivo o de 
responsabilidad limitada, o del comanditado de una en comandita simple o por acaones, le dará derecho a 
pedir su liquidación según el último balance social, o a continuar en la sociedad, si el conciliador presta su 
consentimiento, siempre que los demás socios no prefieran ejercer el derecho de liquidación paroal de la 
sociedad, salvo que otra cosa se hubiere previsto en tos estatutos. 

Capitulo V I 

De los actos en fraude de acreedores 

Art ículo 112- Para efectos de lo previsto en el presente capitulo, se entenderá por^ f e c h a d e 

retroacción, el día doscientos setenta natural inmediato anterior a la fecha de la sentenoa de dedaraoón 

del concurso mercantil. 
El juez, a solicitud del conciliador, de tos interventores o de cualquier acreedor, podrá establecer como 

fecha de retroacción una anterior a la sefialada en el párrafo anterior, s iempreque d i ^ j ^ u t t e s s e 
presenten con anterioridad a la sentencia de reconocimiento, graduación y prelaaón de créditos. Lo antervor 
se substanciará por la vía incidental. 

La sentencia que modifique la fecha de retroacción se publicará por Boletín Judicial o, en su caso, por tos 

estrados del juzgado. 



DIARIO OFICIAL 

m C 

5. ' 

H; 

}BHSii,v!ï4 

Art iculo 113.- Serán ineficaces frente a la Masa todos los actos en fraude de acreedores. • 

Son actos en fraude de acreedores los que el Comerciante haya hecho antes de la declaración de 
concurso mercantil, defraudando a sabiendas a los acreedores si el tercero que intervino en el acto tenia 
conocimiento de este fraude. 

Este último requisito no será necesario en los actos de carácter gratuito. 

Ar t icu lo 114.- Son actos en fraude de acreedores, tos siguientes, siempre que se hayan llevado a cabo a 
partir de la fecha de retroacción: 

I. Los actos a titulo gratuito; 

II. Los actos y enajenaciones en tos que el Comerciante pague una contraprestación de valor 
notoriamente superior o reciba una contraprestádón de valor notoriamente inferior a la prestación de 
su contraparte; 

III. Las operaciones celebradas por el Comerciante en las que se hubieren pactado condiciones o 
términos que se aparten de manera significativa de las condiciones prevalecientes en el mercado en 
ei que se hayan celebrado, en la fecha de su celebración, o de tos usos o prácticas mercantiles; 

IV. Las remisiones de deuda hechas por el Comerciante: 

V. . Los pagos de obligactane» no vencidas hecha» por el Comerciante, y 

VI. El descuento que de sus propios efectos haga el Comerciante, después de la fecha de retroacción 
se considerará como pago anticipado. 

al C o m e r c i a n t e ^ d e d a r a c i ó n 0 6 i n e f i c a c i a <^ando la Masa se aproveche de los pagos hechos 

de s u s í r é d i t o f 5 5 d e V ° M e r e n 10 q u e h u b i e r e ' 1 redb,!to d e l Comerciante, podrán solicitar el reconocimiento 

V 5 ' * ^ p r e s u m e n a c t o s e n fraude d e acreedores, si se realizan a partir de la fecha de 
retroacción, salvo que el Interesado pruebe su buena fe: 

I- El otorgamiento de garantías o Incremento de las vigentes, cuando la obligación original no 
contemplaba dicha garantía o incremento, y 

». Los pagos de deudas hechos en especie, cuando ésta sea diferente a la originalmente pactada o 
bien, cuando la contraprestación pactada hubiere sido en dinero. 

rf* ^ S f J , 1 6 ' " E " " . e v e n , ° d e < í u e e l C o m e r a a n , e Persona física se presumen actos en fraude 
S l M r e a t o a n a partir de la fecha de retroacción, salvo que el Interesado pruebe su buena fe, 

las operaciones en contra de la Masa realizadas con las personas siguientes: 

I- Su cónyuge, concubina o concubinarlo, parientes por consanguinidad hasta el cuarto grado, o hasta 
ei segundo si el parentesco fuere por afinidad, asi como parientes por parentesco civil, o 

II Sociedades mercantiles, en las que las personas a que se refiere la fracción anterior o el propio 
Lomeraante sean administradores o formen parte del consejo de administración, o bien conjunta o 
separadamente representen, directa o indirectamente, al menos el cincuenta y uno por ciento del 
capital suscrito y pagado, tengan poder decisorio en sus asambleas de accionistas, estén en 
posibilidades de nombrar a la mayoría de tos miembros de «u órgano de administración 
o por cualquier otro medio tengan facultades de tomar las decisiones fundamentales de 
dichas soaedades. 

c ^ í ^ í 0 1 1 7 " E n , . c a s o d e Comerciantes que sean personas morales se presumen actos en fraude de 
aeradores, si se realizan a partir de la fecha de retroacción, salvo que el interesado pruebe su buena fe, las 
operaciones en contra de la Masa realizadas con las personas siguientes: 

I. Su administrador o miembros de su consejo de administración, o bien con el cónyuge concubina 
o concubmario, panentes por consanguinidad hasta el cuarto grado, o hasta el segundo 
si el parentesco fuere por afinidad, así como parientes por parentesco civil de las personas antes 
mencionadas; 

A ^ ü a í i P e r 8 0 í l a s flsicas q u e c o n i u n , a 0 ^Paradamente representen, directa o indirectamente, al 
menos «M cincuenta y uno por ciento del capital suscrito y pagado del Comerciante sujeto a concurso 
mercantil, tengan poder decisorio en su» asambleas de accionistas, estén en posibilidad de nombrar 
a la mayoría de lo» miembros de su órgano de administración o por cualquier o t ro medio tengan 
facultades de tomar las decisiones fundamentales del Comerciante sujeto a concurso; 
Aquellas personas morales en las que exista coincidencia de los administradores, miembros 

c o n s t o de administración o principales directivos con las del Comerciante sujeto a concurso 
mercantil, y 

Aquellas personas morales controladas por el Comerciante, que ejerzan control sobre este último, o 
oten que sean controladas por la misma sociedad que controla al Comerciante. 

II. 

III. 

Art ículo 118.- El que hubiere adquirido de mala fe cosas en fraude de acreedores, responderá ante la 
Masa por los daños y perjuicios que le ocasione, cuando la cosa hubiere pasado a un adquirente de buena fe 
o se hubiere perdido. 

La misma responsabilidad recae sobre el que, para eludir tos efectos de la ineficacia que ocasionarla el 
fraude de acreedores, hubiere destruido u ocultado los bienes objeto de la misma. 

Ar t icu lo 119.- Cuando se resuelva la devolución a la Masa de algún objeto o cantidad, se entenderá 
aunque no se exprese, que deben devolvérse también sus productos líquidos o intereses correspondientes al 
tiempo en que se disfrutó de la cosa o dinero. Para efectos del cómputo de tos productos líquidos o intereses 
se estará a lo convenido originalmente entre las partes o, en su defecto, se considerará el interés legal 

T ÍTULO CUARTO 

Del reconocimiento de créditos 

Capitnlo I 

De las operaciones para el reconocimiento 

Ar t ícu lo 120.- Para .el desempeño de las funciones que le atribuye este Titulo, el conciliador permanecerá 
en su encargo con independencia de que la etapa da conciliación ce dé por terminada. 

Art ículo 121.- Dentro de lo» treinta día» naturales siguiente* a la fecha da la última publicación da la 
sentencia de concurso mercantil en el Diario Oficial, el conciliador deberá presentar al juez una Bsta 
provisional de créditos a cargo del Comerciante en el formato que al efecto determine el Instituto. Dicha lista 
deberá elaborarse con base en la contabilidad del Comerciante; los demás documentos que permitan 
determinar su pasivo; la información que el propio Comerciante y su personal estarán obligados a 
proporcionar al conciliador, asi como, en su caso, la información que se desprenda del dictamen" del visitador 
y de las solicitudes de reconocimiento de créditos que se presenten. 

Art ículo 122.- Los acreedores podrán solicitar el reconocimiento de sus créditos: 

I. Dentro de tos veinte dias naturales siguientes a la fecha de la última publicación de la sentencia de 
concurso mercantil; 

II. Dentro del plazo para formular objeciones a la lista provisional a que se refiere el articulo 129 de 
esta Ley. y 

III. Dentro del plazo para la interposición del recurso de apelación a la sentencia de reconocimiento,, 
graduación y prelación de créditos. 

Transcurrido el plazo de la fracción III. no podrá exigirse reconocimiento de crédito alguno. 

Ar t ícu lo 123.- El conciliador incluirá en la lista provisional que formule, aquellos créditos que pueda 
determinar con base en la información a que se refiere el anterior articulo 121. en la cuantía, grado y 
prelación que a éstos corresponda conforme a esta Ley, no obstante que el acreedor no haya solicitado el 
reconocimiento de su crédito. Asimismo, deberá incluir aquellos créditos cuya titularidad se haya transmitido 
hasta ese momento en términos de lo dispuesto e n el articulo 144 de esta Ley. 

Ar t ícu lo 124.- El monto de los crédito» fiscales podrá determinarse en cualquier momento conforme a lo 
establecido en las disposiciones aplicables. 

El conciliador deberá acompañar a las listas de reconocimiento de créditos, todos los créditos fiscales que 
sean notificados al Comerciante por las autoridades fiscales con el señalamiento, en su caso, de que dichas 
autoridades podrán continuar con los procedimientos de comprobación que correspondan. 

El conciliador también deberá acompañar a las listas de reconocimiento de créditos, tos 
créditos laborales. 

Ar t icu lo 125.- Las solicitudes de reconocimiento de créditos deberán presentarse al conciliador y 
contener lo siguiente: 

I. El nombre completa y domicilio del acreedor; 

II. La cuantía del crédito que estime tener en contra y. en su caso, a favor del Comerciante; 

III. Las garantías, condiciones, términos y otras características del crédito, entre ellas el tipo de 
documento que evidencie el crédito; 

IV. El grado y prelación que a juicio del solicitante y de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, 
corresponda al crédito cuyo reconocimiento solicita, y 

V. Los datos que identifiquen, en su caso, cualquier procedimiento administrativo, laboral, judidal o 
arbitral, que se haya iniciado y que tenga relación con ei crédito de que se trate. 

La solicitud de reconocimiento de crédito deberá presentarse femada por el acreedor, en los formatos que 
al efecto determine el Instituto y deberá acompañarse de tos documentos originales en los que se base tí 
solicitante o copia certificada de los mismos. En caso de que éstos no obren en su poder, deberá nxtaar el 
lugar en donde se encuentren y demostrar que inició tos trámite» para obtenerlos. 



El acreedor deberá designar un domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la jurisdicción 
del juez o. a su costa y bajo su responsabilidad, podrá señalar un medio alternativo de comunicación 
para ser notificado tai como fax o correo electrónico. Ante la omisión de este requisito, las notificaciones 
que corresponda hacerte, aun las de carácter personal, se realizarán en los estrados del juzgado. En este 
caso, el conciliador hará sus comunicaciones por conducto del juez. 

A r t i cu lo 126.- Cuando el cónyuge, concubina o concubina rio del Comerciante declarado en concurso 
mercantil tenga en contra de éste créditos por contratos onerosos o por pagos de deudas del Comerciante 
se presumirá, salvo prueba en contrario, que los créditos se han constituido y que las deudas se han pagado 
con bienes del Comerciante, por lo que el cónyuge, concubina o eoncubinario no podrá ser considerado 
como acreedor. 

Ar t ícu lo 127.- Cuando en un procedimiento diverso se haya dictado sentencia ejecutoriada, laudo laboral, 
resolución administrativa firme o laudo arbitral anterior a la fecha de retroacción, mediante la cual se declare 
la. existencia de un derecho de crédito en contra del Comerciante, el acreedor de que se trate deberá 
presentar al juez y al conciliador copia certificada de dicha resolución. 

El juez deberé reconocer el aéd i to en los términos de tales resoluciones, mediante su inclusión en la 
Hfitenola de raoonocimJento, graduación y pmacttn de oMftoa. 

Ar t icu lo 1 t t . - En la Hita provisional de crédito» el concfflador deber* Incluir, respecto de cada crédito, la 
Información siguiente: 

I. El nombre completo y domicilio del acreedor 

II. La cuantía del crédito que estime debe reconocerse, en los términos establecidos en el articulo 89; 

III. Las garantías, condiciones, términos y otras características del crédito, entre ellas el Upo de 
. documento que evidencie e l crédito, y 

IV. El grado y prelación que de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, estime le correspondan 
al crédito. 

a conciliador deberá integrar a la lista provisional de créditos, una relación en la que exprese, respecto 
de cada crédito, las razones y las causas en las que apoya su propuesta, justificando las diferencias que, en 
su caso, existan con respecto a lo registrado en la contabilidad del Comerciante o a lo solicitado por el 
acreedor. Asimismo, deberá incluir una lista razonada de aquellos créditos cuyo reconocimiento fue solicitado 
y que propone no reconocer. 

El conciliador deberá acompañar a la liste provisional de créditos aquellos documentos que considere 
hayan servido de base para su formulación, los cuales formarán parte integrante de la misma o bien, indicar 
el lugar en donde se encuentren. 

Ar t ícu lo 129.- Una vez que el conciliador presente a l juez la lista provisional de créditos, éste la pondrá a 
la vista del Comerciante y de los acreedores para que dentro del término improrrogable de cinco días 
naturales presenten por escrito al conciliador, por conducto del juez, sus objeciones, acompañadas de los 
documentos que estimen pertinentes, lo que será puesto a disposición del conciliador por conducto del juez, 
al día siguiente de su recepción. 

Ar t i cu lo 130.- El conciliador contará con un plazo improrrogable de diez dias contados a partir de aquel 
en que venza el plazo a que se refiere el articulo anterior, para la formulación y presentación al juez de la 
lista definitiva de reconocimiento de créditos presentados en términos de la fracción I del artículo>122, asi 
como los fiscales y laborales <?ue hasta ese plazo hubieren sido notificados al Comerciante, anexando 
en su caso todas las solicitudes adicionales presentadas con posterioridad a la elaboración de la lista 
provisional de créditos. 

Si el conciliador omite la presentación de la lista definitiva al vencimiento de) plazo a que se refiere el 
párrafo anterior e l juez dictará las medidas de apremio que sean necesarias al efecto y, en caso de que no la 
presente en cinco días más, solicitará al Instituto que designe a un nuevo conciliador. 

Art ículo 131.- El conciliador no será responsable por los errores u omisiones que aparezcan en la lista 
definitiva de reconocimiento de créditos, que tengan como origen la falta de registro del crédito o cualquier 
otro error en la contabilidad del Comerciante, y que pudieran haberse evitado con ta solicitud de 
reconocimiento de crédito o con la formulación de objeciones a ta lista provisional. 

Ar t ícu lo 132.- Transcurrido el plazo mencionado en el articulo 130 de esta Ley, el juez, dentro de los 
cinco días siguientes, dictará la sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de créditos tomando 
en consideración la liste definitiva presentada por el conciliador, asi como todos los documentos 
que se le hayan anexado. 

Art ículo 133.- El juez, al día siguiente de que dicte sentencia de reconocimiento, graduación y prelación 
de créditos la notificara al Comerciante, a los Acreedores Reconocidos, a los interventores, al conciliador y al 
Ministerio Público mediante publicación en eí Boletín Judicial o por los estrados del juzgado. 

Art ículo 134.- Interrumpen la prescripción del crédito de que se trate: 
I. La solicitud de reconocimiento de crédito aun cuando ésta no cumpla con los requisitos estableados 

en el articulo 125 del presente ordenamiento o sea presentada de manera extemporánea: 

.II. Las objeciones que por escrito se realicen respecto de la lista provisional; 

III. La sentencia de reconocimiento, graduación y prelación respecto de tos créditos incluidos en ella, o 

IV. La apelación respecto de tos créditos cuyo reconocimiento se solicite. 
Capítulo I I 

De Ia apelación de la semencia de reconocimiento, graduación y prtiación de créditos 

Artículo 135.- Contra la sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de créditos procede el 
recurso de apelación. Dicho recurso únicamente se admitirá en efecto devolutivo. 

Art iculo 136.- Podrán apelar a la sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de créditos por si 
o por conducto de sus representantes, el Comerciante, cualquier acreedor, los interventores, el conciliador o, 
en su caso, el sindico, o ei Ministerio Público. 

Lo anterior, independientemente de que el acreedor apelante se haya abstenido de solicitar su 
reconocimiento de créddo o de realizar objeción alguna respecto de la lista provisional. 

Art iculo 137.- El recurso de apelación deberé interponerse ante el propio juez, dentro de los nueve días 
siguientes a aquél en que surta efectos la notificaaon de la sentencia de reconocimiento, graduación y 
prelaaón de créditos. 

Art ículo 138.- En el mismo escrito a través del cual se interponga el recurso, el apelante deberá hacer ia 
expresión de agravios, ofrecer pruebas y señalar las constancias que deban incluirse en e! testimonio 
respectivo. Ante la omisión de este último requisito, el juez desechará de plano el recurso. 

Art ículo 139.- En el auto en el que se admita el recurso de apelación, el juez mandará correr traslado a 
las contrapartes del apelante para que, dentro de los nueve dias siguientes a la notificación, contesten lo que 
a su derecho convenga. En dicho escrito la contraparte del apelante deberá ofrecer pruebas. 

Al contestar los agravios la parte apelada podrá señalar constancias adicionales del expediente, de no 
hacerlo así se entenderá su conformidad con las señaladas por el apelante. 

Art ículo 140.- Al día siguiente de que venza el plazo para contestar agravios, a que se refiere el artículo 
anterior, con o sin escrito de contestación de agravios, el juez remitirá al tribunal de alzada los escritos 
originales del apeiante, de las otras partes en su caso, así como ei testimonio de consiar.cias, adicionado con 
las que éste estime necesarias. 

Ar t ículo 141.- Recibidos tos escritos y el testimonio de constancias, sin más trámite, el tribunal de alzada 
decidirá sobre la admisión del recurso. 

Art ículo 142.- Dentro de tos diez días siguientes a la admisión del recurso, el tribunal de alzada citará a 
las partes a audiencia de desahogo de pruebas y formulación de alegatos. La audiencia sólo podrá 
postergarse por una sola vez y en todos los casos deberá desahogarse a más tardar dentro de los treinta 
días naturales siguientes a la fecha originalmente establecida. 

Desahogada la audiencia el tribunal de alzada citará para sentencia y resolverá la apelación dentro de los 
cinco días siguientes. 

Art ículo 143.- Les acreedores que no hayan sido reconocidos en la sentencia de reconocimiento, 
graduación y prelación de créditos e interpongan el recurso de apelación, únicamente podrán ejercer los 
derechos que esta Ley confiere a los Acreedores Reconocidos, hasta la existencia de resolución ejecutoriada 
que íes atribuya esa calidad. 

Art iculo 144.- En caso de que un acreedor transmita la titularidad de sus créditos por cualquier medio 
deberá, al igual que el adquirente, notificar ia transmisión y sus características al conciliador, en tos formatos 
que al efecto determine el Instituto. B conciliador deberá hacer pública la notificación, conforme a las 
disposiciones que al efecto emita el Instituto. 

T ÍTULO QUINTO ! 
De la conciliación 

Capitulo Úsico 

De la adopción del convenio 

Artículo 145.- La etapa de conciliación tendrá una duración de ciento ochenta y cinco días naturales, 
contados a partir del día en que se haga la última publicaa'ón en el Diario Oficial de la Federación de la 
sentencia de concurso mercantil. 

El conciliador o tos Acreedores Reconocidos que representen por lo menos las dos terceras partes del 
monto total de los créditos reconocidos, podrán solicitar al juez una prórroga de hasta noventa dias naturales 
contados a partir de la fecha en que concluya el plazo señalado en el párrafo anterior, cuando consideren 
que la celebración de un convenio esté próxima a ocurrir. 



El Comercianle y el nóvenla por cierto de los Acreedores Reconocidos podrán solicitar al Juez una 
ampliación de hasta por noventa días más de la prórroga a que se refiere el párrafo anterior. 

En ningún caso el plazo de la etapa de conciliación y su prórroga podrá exceder de trescientos sesenta y 
cinco días naturales contados a partir de la fecha en que se hubiese realizado la última publicación de la 
sentencia de concurso mercantil en el Diario Oficial de la Federación. 

Articulo 146.- Dentro de los cinco días siguientes a que reciba la notificación de ¡a sentencia de concurso 
mercantil, el Instituto deberá designar, conforme al procedimiento aleatorio previamente establecido, un 
conciliador para el desempeño de las funciones previstas en esta Ley salvo que ya se esté en alguna de las 
situaciones previstas en el articulo 147. 

Artículo 147.- El conciliador designado en términos de lo dispuesto en el articulo anterior podrá ser 
sustituido cuando: 

I. El Comerciante y los Acreedores Reconocidos que representan al menos la mitad del monto total 
reconocido, soliciten al Instituto por conducto del juez, la sustitución del conciliador por aquél que 
ellos propongan en forma razonada de entre los registrados ante el Instituto. 
Eí Instituto deberá proceder al nombramiento del nuevo conciliador propuesto siempre que el juaz le 
certifique la existencia de la mayoria requerida de los Acreedores Reconocidos y «I consentimiento 
del Comerciante, o 

II. El Comerciante y un guipo de Acreedores Reconocidos que representen al menos el 75% del monto 
total reconocido designen de común acuerdo a persona física o moral que no figure en el registro del 
Instituto y que deseen que funja como conciliador, en cuyo caso deberán convenir con él sus 
honorarios. 

En tal supuesto, el Juez lo hará del conocimiento del Instituto al día siguiente quedando sin efecto la 
designación hecha por el Instituto. El conciliador así designado asumirá todos los derechos y las 
obligaciones que esta Ley atribuye a los conciliadores del Instituto. 

En caso de sustitución del conciliador. e¡ sustituido deberá prestar al sustituto todo el apoyo necesario 
para que tome posesión de su encargo, y le entregará un reporte del estado que guarda la conciliación, asi 
como toda la información sobre el Comerciante que haya obtenido en el ejercicio de sus funciones. 

Articulo 148.- El conciliador procurará que el Comerciante y sus Acreedores Reconocidos lleguen a un 
convenio en los términos de esta Ley. 

Artículo 149.- El conciliador dentro de los tres días siguientes a su designación deberá hacer del 
conocimiento de los acreedores su nombramiento y señalar un domicilio, dentro de la jurisdicción del juez que 
conozca del concurso mercantil, para el cumplimiento de las obligaciones que le impone esta Ley. 

El conciliador podrá reunirse con el Comerciante y con los acreedores que estime convenientes 
y con aquellos que así se lo soliciten, ya sea conjunta o separadamente y comunicarse con ellos de 
cualquier forma 

Articulo 150.- El Comerciante estará obligado a colaborar con el conciliador y a proporcionarle la 
información que éste considere necesaria para e! desempeño de sus funciones. 

El conciliador podrá solicitar al juez la terminación anticipada de la etapa de conciliación cuando 
considere la falta de disposición del Comerciante o de sus acreedores para suscribir un convenio en términos 
de esta Ley o la imposibilidad de hacerlo. El conciliador tomará en consideración sí el Comerciante incumplió 
un convenio que haya dado por terminado un concurso mercantil anterior. La solicitud del conciliador se 
substanoará en la vía incidental y deberá razonar las causas que la motivaron. 

Artículo 151.- El conciliador recomendará la realización de los estudios y avalúos que considere 
necesanos para la consecución de un convenio, poniéndolos, por conducto del juez, a disposición de los 
acreedores y del Comerciante con excepción de aquella información que tenga el carácter de confidencial en 
términos de las disposiciones aplicables. 

Artículo 152.- El Comerciante podrá celebrar convenios con los trabajadores siempre que no agraven los 
temimos de las obligaciones a cargo del Comerciante, o solicitar a las autoridades fiscales condonaciones o 
autonzaciones en los términos de las disposiciones aplicables. 

cnn!¡oS , 6 m l Í n o s d e tos "»"venios con los trabajadores y de las resoluciones de autorizaciones o 
conaonaaones relativas al pago de las obligaciones fiscales deberán incluirse en el convenio que. en su 
caso, se celebre con arreglo a este Título. 

de e l fC U i ' 0 E ' c o n v G n i o d e b e r á considerar el pago de los créditos previstos en el artículo 224 
resoen! i * * a é c i i l 0 S singularmente privilegiados, y de lo que corresponda, conforme a sus 
suscritoVaS 9 a r a m i a S y p n v , l e 9 i o s ' 3 105 créditos con garantía real y con privilegio especial que no hubieren 

El convenio deberá prever reservas suficientes para eí pago de las diferencias que puedan resultar de las 
impugnaciones que se encuentren pendientes de resolver y de los créditos fiscales por determinar. 

Tratándose de obligaciones fiscales, el convenio deberá incluir el pago de dichas obligaciones en los 
términos de las disposiciones aplicables; su incumplimiento dará lugar al procedimiento administrativo de 
ejecución que corresponda. 

Art ículo 154.- Serán nulos los convenios particulares entre el Comerciante y cualesquiera de sus 
acreedores celebrados a partir de la declaración de concurso mercantil. El acreedor que los celebre perderá 
sus derechos en el concurso mercantil. 

Art ículo 155.- En caso de que en la propuesta de convenio se pacte un aumento de capital social, el 
conciliador deberá informarlo al juez para que lo notifique a los socios con el propósito de que éstos puedan 
ejercer su derecho de preferencia dentro de los quince días naturales siguientes a su notificación. Si este 
derecho no es ejercido dentro del plazo señalado, el juez podrá autorizar el aumento de capital social en los 
términos del convenio que hubiere propuesto el conciliador. 

Art iculo 156.- Podrán suscribir el convenio todos los Acreedores Reconocidos con excepción de los 
acreedores por créditos fiscales y los laborales en relación con lo dispuesto en la fracción XXIII del apartado 
A de) artículo 123 constitucional y en esta Ley. 

Para suscribir el convenio, no será necesario que los acreedores se reúnan a votar. 

Art iculo 157.- Para ser eficaz, el convenio deberá ser suscrito por el Comercianle y sus Acreedores 
Reconocidos que representen más del cincuenta por ciento de la suma de: 

I. El monto reconocido a la totalidad de los Acreedores Reconocidos comunes, y 

II. El monto reconocido a aquellos Acreedores Reconocidos con garantía real o privilegio especial que 
suscriban el conyenio. 

Art ículo 158.- El convenio se considerará suscrito por todos aquellos Acreedores Reconocidos 
comunes, sin que se admita manifestación alguna por su parte, cuando el convenio prevea con respecto 
de sus créditos lo siguiente: 

I. El pago del adeudo que era exlgible a la fecha en que surtió efectos la sentencia de concurso 
mercantil, convertido a UDIs al valor del día de ta sentencia de concurso mercantil; 

II. El pago de todas las cantidades y accesorios que se hubieran hecho exigibles conforme al contrato 
vigente, desde la fecha de la sentencia de declaración de concurso mercantil, hasta 
la de aprobación del convenio, de no haberse declarado el concurso mercantil y suponiendo que el 
monto referido en la fracción anterior se hubiera pagado el día de la sentencia de concurso 
mercantil. Estas cantidades se. convertirán en UDIs al valor de la fecha en que se hubiera hecho 
exigíble cada pagó, y 

III. El pago: en las fechas, por los montos y en la denominación convenidos, de las obligaciones que, 
conforme al contrato respectivo, se hagan exigibles a partir de la aprobación del convenio, 
suponiendo que el monto referido en la fracción I se hubiere pagado el dia de la sentencia de 
concurso mercantil y que los pagos referidos en la fracción II se hubieran realizado en el momento 
en que resultaran exigibles. 

Los pagos a que hacen referencia las fracciones I y II de este articulo se deberán hacer dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la aprobación del convenio, considerando el valor de las UDIs del día en que 
se efectúe el pago. 

Los créditos que reciban el trato a que se refiere este artículo se considerarán al comente a partir de la 
fecha de aprobación del convenio. 

Art iculo 159.- El convenio sólo podra estipular para los Acreedores Reconocidos comunes que no lo 
hubieren suscrito lo siguiente: 

I. Una espera, con capitalización de intereses ordinarios, con una duración máxima igual a la menor 
que asuman los Acreedores Reconocidos comunes que hayan suscrito el convenio y que 
representen al menos, él treinta por ciento del monto reconocido que corresponda a dicho grado; 

II. Una quita de saldo principal e intereses devengados no pagados, igual a la menor que asuman los 
Acreedores Reconocidos comunes que hayan suscrito el convenio y que representen al menos el 
treinta por ciento del monto reconocido que corresponda a dicho grado, o 

III. Una combinación de quita y espera, siempre que los términos sean idénticos a los aceptados por al 
menos el treinta por ciento del monto reconocido a los Acreedores Reconocidos comunes -que 
suscribieron el convenio. 

En el convenio se podra estipular que ios créditos se mantengan en la moneda, unidad de valor o 
denominación, en que fueron originalmente pactados. 



Art icu lo 160.- Aquellos Acreedores Reconocidos con garantía real que no hayan participado en el 
convenio que se suscriba, podrán iniciar o continuar con la ejecución de sus garantías, a menos que el 
convenio contemple el pago de sus créditos en los términos del articulo. 158 de esta Ley; o e l pago del valor 
de sus garantías. En este último caso; cualquier excedente del adeudo reconocido con respecto a l valor de la 
garantía, será considerado como crédito común y estará sujeto a lo establecido en el articulo anterior. 

Ar t ícu lo 161.- S conciliador, una vez que considere que cuenta con la opinión favorable del Comerciante 
y de la mayoría de Acreedores Reconocidos necesaria para la aprobación de la propuesta de convenio, la 
pondrá a la vista de los Acreedores Reconocidos por un plazo de diez dias para que opinen sobre ésta y . en 
su caso, suscriban el convenio. 

Q conciliador deberá adjuntar a la propuesta de convenio, un resumen del mismo, que contenga sus 
características principales expresadas de manera clara y ordenada. Tanto la propuesta de convenio, como su 
resumen, deberán exhibirse en los formatos que dé a conocer el Instituto. 

Transcurrido un plazo de siete días contados a partir de que venza el plazo previsto en el primer párrafo 
de este articulo, el conciliador presentará a l juez el convenio debidamente suscrito por el Comerciante y al 
menos la mayoría requerida de Acreedores Reconocidos. La presentación se hará en los términos 
establecidos en el párrafo anterior. 

Art ículo 182.- H juez a l día siguiente de que le sea presentado el convenio y su resumen para su 
aprobación, deberá ponerlos a la vista de los Acreedores Reconocidos por el término de cinco dias, a fin de 
que, en su caso: 

I. Presenten las objeciones que consideren pertinentes, respecto de la autenticidad de la expresión de 
su consentimiento, y 

II. Se ejerza e l derecho de veto a que se refiere el articulo siguiente. 

Art ículo 163.- Q convenio podrá ser vetado por una mayoría simple de Acreedores Reconocidos 
comunes, o bien por cualquier número de éstos, cuyos créditos reconocidos representen conjuntamente al 
menos el cincuenta por ciento del monto total de ios créditos reconocidos a dichos acreedores. 

No podrán ejercer e l veto los Acreedores Reconocidos comunes que no hayan suscrito él convenio si en 
este se prevé el pago de sus créditos en los términos del articulo 158 de este ordenamiento. 

Art iculo 164.- Transcurrido el plazo a que se hace referencia en el artículo 162 de esta Ley, el juez 
verificará que la propuesta de convento reúna todos tos requisitos previstos e n ' e l presente Capitulo 
y no contravenga disposiciones de orden publico. En este caso el juez dictará la resolución que 
apruebe el convenio. 

Ar t icu lo 165.- B convenio aprobado por el juez obligará: 

I. Al Comerciante; 

II. A todos los Acreedores Reconocidos comunes; 

III. A los Acreedores Reconoddos con garantía real o privilegio especial que lo hayan suscrito, y 

IV. A los Acreedores Reconocidos con garantía real o privilegio especial para los cuales el convenio 
haya previsto el pago desús créditos en tos términos del artículo 158 de esta Ley. 

La suscripción del convento por parte de los Acreedores Reconocidos con garantía real o ' con privilegio 
especial, no impRca la renuncia a sus garantías o privilegios, por lo que subsistirán para garantizar el paqo de 
tos créditos a su favor en tos términos deloonvento. 

Artículo 166.- Con la sentencia de aprobación del convenio, se dará por terminado e l concurso mercantil 
y .cesarán en sus funciones los órganos del mismo. Al efecto, el juez ordenará al conciliador la cancelación de 
las inscripciones que con motivo del concurso mercantil se hayan realizado en los registros públicos. 

T Í T U L O SEXTO 

De la quiebra 

Capitulo I 

Dé la declaración de quiebra 

Artículo 167.- a Comerciante en concurso mercan« será declarado en estado de quiebra cuando: 

I- a propio Comerciante asi lo solicite; 
»• Transcurra el término para la conciliación y sus prórrogas si se hubieren concedido sin que se 

someta al juez, para su aprobación, un convenio en términos de lo previsto en esta Ley, o 

«I B conciliador solicite la declaración de quiebra y el juez la conceda en tos términos previstos en el 
articulo 150 de esta Ley. -

Ar t icu lo 1 6 8 - En el caso de las fracciones I y l i del articulo anterior, la sentencia de declaración de 
s e ^ ^ ^ P l a n o En el caso de la fracción III, e l procedimiento se substanciará incidentalmente. 

Art ículo 169.-La sentencia de declaración de quiebra deberá contener 

i. La declaración de que se suspende la capacidad de ejercicio del Comerciante sobre los bienes y 
derechos que-¡alegran la Masa, salvo que asta suspensión se haya decretado con anterioridad, 

II. La orden al Comerciante, sus administradores, gerentes y dependientes de entregar al síndico la 
posesión y administración de los bienes y derechos que integran la Masa, con excepción de los 
inalienables, inembargables e imprescriptibles; 

III. La orden a las personas que tengan en su posesión bienes del Comerciante, salvo los que estén 
afectos a ejecución de una sentencia ejecutoria para el cumplimiento de obligaciones anteriores al 
concurso mercantil, de entregarlos al sindico; 

IV. La prohibición a los deudores da' Comerciante de pagarle o entregarle bienes sin autorización del 
síndico, con apercibimiento de doble pago en caso de desobediencia, y 

V. La orden al Instituto para que designe al conciliador como sindico, en un plazo de cinco dias. o en 
caso contraric designe síndico; entre tanto, quien se encuentre a cargo de la administración de la 
empresa del Comerciante tendrá las obligaciones de tos depositarios respecto de tos bienes y 
derechos que integran la Masa. 

La sentencia de quiebra deberá contener, además de las menciones a que se refiere este articulo las 
señaladas en las fracciones i, II y XV del articulo 43 de esta Ley. 

Ar t icu lo 170.- Al momento de declararse la quiebra el juez ordenará al Instituto que, en un plazo de cinco 
dias ratifique al conciliador como síndico o, en caso contrario y de conformidad con las disposiciones 
generales que al efecto emita, lo designe, salvo que ya se esté en alguna de las situaciones previstas 
en el artículo 174 

Al día siguiente de la designación del síndico, el Instituto lo hará del conocimiento del juez. El sindico 
deberá comunicar aljuez. dentro de los cinco dias siguientes a su designación, el nombre de las personas de 
las que se auxiliará para el desempeño de sus funciones, sin perjuicio de que desde su designación inicie 
inmediatamente su encargo. 

Artículo 171- El sindico deberá inscribir la sentencia de quiebra y publicar un extracto de la misma en 
términos de lo previsto en el articulo 45 de este ordenamiento. 

• 
Art ículo 172.- El síndico deberá hacer dal conocimiento de tos acreedores su nombramiento y señalar un 

domicilio, dent/o de la jurisdicción del juez que conozca del concurso mercantil, para el cumplimiento de las 
obligaciones que esta Ley le impone. 

Art ículo 173.- En su caso, el conciliador prestará al síndico todo el apoyo necesario para que tome 
posesión de su encargo, y le entregará toda la información sobre el Comerciante que haya obtenido en el 
ejercicio de sus funciones y. en su caso los bienes del Comerciante que haya administrado. 

Artículo 174- Él sindico designado en términos de lo dispuesto en el articulo anterior podrá ser 
sustituido cuando: 

I. El Comerciante y ¡os Acreedores Reconocidos que representen al menos la mitad del monto total 
reconocido, soliciten al Instituto por conducto del juez, la sustitución del síndico por aquel que ellos 
propongan en forma razonada de entre los registrados ante el Instituto, o 

ü. a Comerciante y un grupo de Acreedores Reconocidos que representen al menos el 75% del monto 
total reconocido designen de común acuerdo a persona física o moral que no figure en ei registro 
del Instituto y que deseen que funja como sindico, en cuyo caso deberán convenir con él 
sus honorarios. 

En tal supuesto, el Juez lo hará del conocimiento del Instituto al dia siguiente quedando sin efecto la 
designación hecha por el Instituto. El sindico así designado asumirá todos tos derechos y las obligaciones 
que esta Ley atribuye a los síndicos 

En caso de sustitución del síndico, el sustituido deberá observar lo dispuesto para el conciliador en el 
articulo anterior. 

Art iculo 175- La sentencia de quiebra será apelable por el Comerciante, cualquier Acreedor Reconocido, 
asi como por el conciliador en los mismos términos que la sentencia de concurso mercantil. Cuando el 
Comerciante apele la sentencia y ésta se haya dictado por los supuestos de las fracciones I y W del artículo 
167, se admitirá en ambos efectos; en los demás casos, la apelación se admitirá en el efecto devolutivo. 

Capítulo I I 

De los efectos particulares de la sentencia de quiebra 

Artículo 176- Sujeto a lo que se establece en este Capitulo, las disposiciones sobre los efectos de la 
sentencia de concurso mercantil son aplicables a la sentencia de quiebra. 



Artículo 177.- Las facultades y obligaciones atribuidas por esta Ley ai conciliador, distintas a las 
necesarias para la consecución de un convenio y el reconocimiento de créditos, se entenderán atribuidas a! 
sindico a partir de su designación. Cuando la etapa de conciliación termine anticipadamente debido a que el 
Comerciante hubiere solicitado su declaración de quiebra y el juez la hubiere concedido, la persona que 
hubiere iniciado el reconocimiento de créditos permanecerá en su encargo hasta concluir esa labor 

Artículo 178.- La sentencia que declare la quiebra implicará la remoción de plano, sin necesidad de 
mandamiento judicial adicional, del Comerciante en la administración de su empresa, en la que será 
sustituido por el síndico. 

Para el desempeño de sus funciones y sujeto a lo previsto en esta Ley, el síndico contará con las más 
amplias facultades de dominio que en derecho procedan. 

Articulo 179.- El Comerciante conservará la disposición y la administración de aquellos bienes y 
derechos de su propiedad que sean legalmente inalienables, inembargables e imprescriptibles. 

4 
Articulo 180.- El sindico deberá iniciar las diligencias de ocupación a partir de su designación, debiendo 

tomar posesión de los bienes-y locales que se encuentren en posesión del Comerciante e iniciar 
su administración. Para ello el juez deberá tomar las medidas pertinentes al caso y dictar cuantas 
resoluciones sean necesarias para la inmediata ocupación de los libros, papeles, documentos, medios 
electrónicos de almacenamiento y proceso de información y todos los bienes que se encuentren en posesión 
del Comerciante. 

El secretario de acuerdos del juzgado, hará constar los actos relativos a la toma de posesión del sindico. 

Para la práctica de las diligencias de ocupación se tendrán siempre por formalmente habilitados los dias y 
horas inhábiles. 

Artículo 181.- La ocupación de los bienes, documentos y papeles del Comerciante, se llevará a cabo de 
conformidad con las reglas siguientes:' 

I. Entre tanto no entre en funciones el síndico designado por el Instituto, el conciliador continuará 
desempeñando las funciones de supervisión y vigilancia que hubiere tenido encomendadas; 

II. Tan pronto como entre en funciones el sindico se le entregarán mediante inventario, los bienes, la 
existencia en caja, los libros, los títulosvalor y demás documentos del Comerciante, y 

III. Se ordenará a los depositarios de los bienes que hubiesen sido embargados, así como a los que 
hubiere nombrado el juez del concurso mercantil al decretar medidas cautelares, que tos entreguen 
inmediatamente al sindico. 

Articulo 182.- A las diligencias de ocupación podrán asistir tos interventores, si ya hubieren asumido sus 
cargos, y el Comerciante o su representante legal. 

Art iculo 183.- El sindico, al entrar en posesión de los bienes que integran la empresa del Comerciante, 
tomará inmediatamente las medidas necesarias para su seguridad y conservación. 

Artículo 184.- Durante el tiempo en que el síndico continúe la operación de la empresa del Comerciante, 
las ventas de mercancías o servidos relativos a la actividad propia de la empresa se harán conforme a la 
marcha regular de sus negocios. 

Articulo 185.- Los bienes que por su naturaleza requieran ser enajenados rápidamente y tos títulosvalor 
que esten próximos a su vencimiento, o que por cualquier otra causa hayan de ser exhibidos para la 
conservación de los derechos que les son inherentes, se reladonarán y entregarán a! síndico, para la 
oportuna realizadón de los actos que fuesen necesarios. El dinero se entregará al sindico para su depósito. 

Articulo 188.- En caso de que las personas depositarías de tos bienes que integran la Masa se nieguen a 
entregar s u posesión o pongan obstáculos al sindico, a petidón de este último, el juez decretará las medidas 
de apremio que sean necesarias para tal efecto. 

Artículo 187- Se presumirá que tos bienes que el cónyuge, si el matrimonio se contrajo bajo el régimen 
ae separación de bienes, la concubina o el concubinario del Comerdante hubiere adquirido durante el 
matnmomo o concubinato en los dos años anteriores a la fecha de retroacdón de la sentenda de concurso 
mercantil, pertenecen al Comerciante. 

Para poder tomar posesión de esos bienes, el síndico deberá promover la cuestión en la vía inddental en 
n a del cónyuge, la concubina o el concubinario del Comerdante, en donde bastará que pruebe la 

m l s r o E l m a t r i m o n i o 0 concubinato dentro de dicho periodo y la adquisidón de los bienes durante el 
-w c ó n y u 9 e ' 13 concubina o el concubinario podrán oponerse demostrando que dichos bienes fueron 

adquiridos con medios de su exdusíva pertenenda. 

Articulo 188- Todos los bienes adquiridos por la sodedad conyugal en los dos años anteriores 
a la fecha de retroacción de la sentenda de concurso mercantil estarán comprendidos en la Masa. 
Esta disposición comprende exclusivamente tos productos de tos bienes cuando la sociedad conyugal sólo 
fuere sobre dichos productos. 

Sí el cónyuge del Comerdante ejerce el derecho de pedir la terminadón de la sodedad conyugal, 
podrá reivindicar los bienes y derechos que le correspondan en tos términos de ias dísposidónes 
que resulten aplicables 

Artículo 189- El sindico en el desempeño de la administradón de la empresa del Comerciante deberá • 
obrar siempre como un administrador diligente en negodo propio, siendo responsable de las pérdidas o 
menoscabos que la empresa sufra por su culpa o negligencia. 

Para la contratación de nuevos créditos y la constitudón o sustitudón de garantías, se deberá observar 
en !o conducente lo dispuesto en los artículos 75. 76 y 77 de esta Ley. 

Artículo 193- Dentro de un plazo de sesenta días contados a partir de la fecha en que el síndico lome 
posesión de la empresa del Comerciante, deberé entregar al juez: 

I. Un didamen sobre el estado de la contabilidad del Comerdante; 

II. Un inventario de la empresa del Comerciante, y 

III. Un balance, a la fecha en que asuma la administradón de la empresa 

Estas obligaaones deberán cumplirse en los formatos que al efedo establezca el Instituto. 
Una vez que redba los documentos señalados en las fracdones anteriores, el juez deberá ponerlos a la 

vista de cualquier interesado. 

Artículo 191- El inventario se hará mediante reladón y descripdón de todos los bienes muebles o 
inmuebles, títulosvalores de todas dases, géneros de comerdo y derechos a favor del Comerdante. 

Él sindico entrara en posesión de los bienes y derechos que integran la Masa conforme 
se vaya practicando o verificando el inventario de tos mismos. A estos efectos, su situación será la de un 
depositario judidal. 

Artículo 192- Serán nulos tos ados que el Comerciante y sus representantes realicen, sin autorizadón 
del sindico, a partir de la dedaradón de quiebra, salvo tos que realicen respedo de aquellos bienes 
cuya disposición conserve el Comerdante. Dicha autorización deberá constar por escrito y podrá ser general 
o particular. 

En caso de que con anterioridad a la dedaradón de quiebra se hubiera removido al Comerciante de la 
administración de su empresa o se hubieran limitado sus facultades en reíadón con algunos de sus bienes 
respedo de los terceros que se demuestre que conodan esa situación, serán nulos tos ados realizados en 
contravendón a la orden de remoción del Comerciante o limitación de sus facultades. 

Si el tercero había comparecido al concurso mercantil se presumirá que tenia conodmiento de la 
situadón descrita en el párrafo anterior, sin que se admita prueba en contrario. . 

No procederá la dedaradón de nulidad cuando la Masa se aproveche de las contraprestadones 

obtenidas por el Comerciante. 
Artículo 193- Los pagos realizados al Comerciante con posterioridad a la declaración de quiebra, con 

conocimiento de que se había declarado la quiebra, no producirán efedo liberatorio. Si el pago se tuzo cor. 
posterioridad a la última publicación de la dedaradón de quiebra en el Diario Oficial de la Federación, o si 
la persona que pagó se había apersonado en el expediente del concurso mercantil, se presumirá sin que se 
admita prueba en contrario, que el pago se hizo con conodmiento de la dedaracion de quiebra. 

Articulo 194- Para efedos de esta Ley. se presumirá que toda la correspondencia que llega al domicilio 
de la empresa del Comerciante es relativa a las operaciones de la msma por lo que el sindico, o en su caso 
el condliador, una vez que esté a cargo de la administración, podrá redbiria y abnrla sin que para ello se 
requiera la presenda o autorizadón expresa del Comerciante 

Artículo 195- Siemore que sea requerido por el sindico, el Comarcante deberá presentarse anta aquél 
Tomando en cuenta la naturaleza de ta informadón que el síndico necesite, podrá a l C o ^ c i a m 
para que se presente en persona y no por medio de apoderado; o le indicará cuál o cuáles de sus 
administradores, gerentes, empleados o dependientes deben comparecer. 

Para el ejercido de la facultad a que se refiere el párrafo anterior, el sindico podrá solicitar el auxilio del 
juez, quien didará las medidas de apremio que estime convenientes. 

Artículo 196- Tratándose de personas morales, las disposiaones ' ^ v a s a las o ^ g a ^ dei 
Comerdante. serán - cargo de quienes, de acuerdo con la ley. los estatutos vigentes o su oda constitutiva, 
tengan la representación legal de la persona moral. 
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TÍTULO SÉPTIMO 

De la enajenadón del activo, graduación de créditos y del pago a los Acreedores Reconocidos 

Capítulo 1 

De la enajenación dei activo 

Art icu lo 197.- Declarada la quiebra, aun cuando no se hubiere concluido el reconocimiento de créditos, el 
sindico procederá a laeenajenadón de tos bienes y derechos que integran la Masa, procurando obtener 
el mayor producto posible por su enajenación. 

Cuando la enajenación de la totalidad de los bienes y derechos de la Masa como unidad productiva, 
permita maximizar el producto de la enajenación, el sindico debefá considerar la conveniencia de mantener la 
empresa en operación. 

Art ículo 198.- La enajenación de tos bienes deberá realizarse a través del procedimiento de subasta 
pública previsto en este capitulo, salvo por lo dispuesto en los artículos 205 y 208 de la presente Ley. 

La subasta deberá realizarse dentro de un plazo no menor a diez días naturales ni mayor, de noventa dias 
naturales a partir de la fecha en que se publique por primera vez la convocatoria. 

Ar t ículo 199.- El sindico publicará ¡a convocatoria para la subasta conforme a las disposiciones 
generala» que al efecto emita el Instituto. 

La convocatoria deberá contener 

I. Una descripción de cada uno de tos bienes o conjunto de bienes de la misma especie y calidad que 
se pretende enajenar, 

II. B precio mínimo que servirá de referencia para determinar la adjudicación de tos bienes 
subastados, acompañado de una explicación razonada de dicho precio y, en su caso, la 
documentación en que se sustente; 

ll¡. La fecha, hora y lugar en tos que se propone llevar a cabo la subasta, y 

IV. Las fechas, lugares y horas en que tos interesados podrán conocer, visitar o examinar tos bienes de 
que se trate. 

Art ículo 200.- Desde el día en que se haga la publicación señalada en el articulo anterior hasta 
el día inmediato anterior a la fecha de la subasta, cualquier interesado en participar podrá presentar al juez, 
en sobre cerrado, posturas por los bienes objeto de la subasta. Las que se presenten después no 
serán admitidas. 

Ar t icu lo 201.- Todas las posturas u ofertas que se realicen en un procedimiento de enajenación deberán 
cumplir con los requisitos siguientes: 

I. Presentarse en Iqs formatos que al efecto publique el Instituto; 

II. Prever el pago en efectivo: En los casos en que sea posible determinar con prensión el monto que 
le corresponderia a algún Acreedor Reconocido como' cuota concursal derivada de una venta, 
se permitirá a! acreedor de que se trate aplicar a una oferta dicho monto, equiparándolo al 
pago en efectivo; 

III. Tener una vigencia mínima por tos cuarenta y cinco dias naturales siguientes a la fecha de 
celebración de la subasta o, en su caso, a la fecha en que se presente la oferta, y 

IV. Estar garantizada en tos términos que determine el Instituto mediante reglas generales. 

Artícuío 202.- Al presentar las posturas u ofertas al juez en términos del presente artículo o del articulo 
205 de esta Ley, ios postores u oferentes deberán manifestar, ta jo protesta de decir verdad, sus vínculos 
familiares o patrimoniales con el Comerciante, sus administradores u otras personas relacionadas 
directamente con las operaciones del Comerciante. Quien presente una postura u oferta en representación 
de otra persona, deberá manifestar adicionalmente tos vínculos correspondientes de la persona a quien 
representa. Para efectos de este articulo, en caso do que el Comerciante sea persona moral, antes 
de proceder a la enajenación del activo, el sindico deberá dar a conocer al juez quiénes son los titulares 
del capital social, y en qué porcentaje e identificar a sus administradores y personas que puedan obligarlo 
con su firma. - -

La omisión o falsedad en esta manifestación será causa de nulidad de cualquier adjudicación que resulte 
de la aceptación de ia postura de que se trate; sin perjuicio de las responsabilidades que resulten. En este 
caso la subasta se tendrá como no realizada. 

Se entenderá por vinculo familiar para los efectos de este artículo, al cónyuge, concubina o concubinario, 
asi como al parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado; hasta el segundo grado, si el parentesco 
* * ? ° r y 3 1 Parentesco civil. En su caso, ei vínculo femHiar se entenderá referido a los 

administradores, gerentes, directores, apoderados y miembros del consejo de administración 
dei Comerciante-
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En el evento de que el Comerciante sea persona moral, para tos efectos de este articulo se entenderá por 
vínculo patrimonial, el que surja entre él y las siguientes personas: 

Los titulares de al menos el cinco por ciento de su capital social; 

Aquéllas que efectivamente controlen a las personas morales que detenten al menos el cinco por 
ciento de su capital social; 

Las personas morales en que sus administradores o las personas señaladas en las fraccione» 

anteriores sean titulares, conjunta o separadamente, de al menos cinco por ciento del capital social; 

Aquéllas que puedan obligarlo con su firma; 

Aquéllas en las que participe, directa o indirectamente, en por lo menos cinco por ciento de su 
capital social: 

Los administradores y personas que puedan obligar con su firma a las personas señaladas en la 
fracción anterior, y 

Cualesquiera otras personas que, por estar relacionadas directamente con las operaciones del 

Comerciante, tengan acceso a información privilegiada o confidencial sobre la empresa del mismo. 

Las personas que se encuentren en el supuesto a que se refiere este articulo podrán presentar posturas 

dentro del plazo señalado en el articulo 200 de esta Ley. pero una vez presentadas no podrán mejorarlas ni 

participar en las pujas. 

Ar t ícu lo 203.- Ei juez o, en su caso, el secretario de acuerdos del juzgado presidirá la subasta en la 

fecha, hora y lugar autorizados por el juez, observando lo siguiente: 

I. El acceso a la subasta será público; 

A la hora señalada para la subasta, quien la presida la declarará iniciada y, enseguida, procederá, a 
abrir ante los presentes tos sobres con las posturas recibidas, desechando aquellas que no cumplan 
con los requisitos señalados en el articulo 201 anterior o sean por un precio menor al mínimo 
señalado en la convocatoria; 

De no haberse recibido ninguna postura válida, se declarará desierta la subasta; 

Quien presida la subasta leerá en voz alta el monto de cada una de las posturas admitidas, 

I. 

III. 

IV. 

V. 

VI. 

VII. 

II. 

III. 
IV. 

V. 

VI. 

. haciendo mención expresa de aquellas realizadas por personas que tengan un vinculo familiar o 
patrimonial con el Comerciante en términos de esta Ley; 

Terminada la lectura, quien presida !a subasta indicará la postura con el'mayor precio por tos bienes 
objeto de la subasta y preguntará si alguno de tos presentes desea mejorarla. Si alguno la mejora 
dentro de un plazo de quince minutos, preguntará nuevamente si algún otro postor se interesa en 
mejorarla, y así sucesivamente con respecto a las pujas que se hagan, y 

En caso de que pasado cualquier plazo de quince minutos de hecha la última solicitud por una puja 
mayor, no se mejorare la última postura o puja, ésta se declarará ganadora. 

Ar t i cu lo 204.- Al concluir la sesión, el juez ordenará-la adjudicación de los bienes, previo pago, en favor 
del postor que haya realizado la postura ganadora. 

En todos los casos, el pago integro deberá exhibirse dentro de tos diez días siguientes a la fecha en que 
se celebró la subasta. De lo contrario, se descartará la postura y la subasta se tendrá como no realizada. 
En este caso, el postor perderá el depósito o se hará efectiva la garantía correspondiente en beneficio 
de la Masa. 

Ar t ícu lo 205.- El sindico podrá solicitar al juez autorización para enajenar cualquier bien o conjunto de 
bienes de la Masa mediante un procedimiento distinto al previsto en los artículos anteriores, cuando 
considere que de esa manera se obtendría un mayor valor. 

En este caso, la solicitud del sindico deberá contener. 

1. Una descripción detallada de cada uno de tos bienes o conjunto de bienes de la misma especie y 

calidad que se pretenda enajenan 

Una descripción del procedimiento mediante el cual se propone realizar la enajenación, y 

Una explicación razonada de la conveniencia de nevar a cabo la enajenación en la forma que se 

propone y no conforme a lo dispuesto en tos artículos 198 al 204 de esta Ley. 

II. 

III. 



Articulo 206.- Al día siguiente de recibida la solicitud a que se refiere el articulo anterior, el juez la pondrá 
a la vista del Comerciante, de los Acreedores Reconocidos y de los interventores por un plazo de diez días. 

Durante este plazo podrán manifestar al juez por escrito su desacuerdo con la propuesta las 
' personas siguientes: 

i I. El Comerciante; 

, r II. La quinta parte de los Acreedores Reconocidos; 

III. Los Acreedores Reconocidos que representen, en su conjunto, al menos el 20 por ciento del monto 
total de los créditos reconocidos, o 

IV. Los Interventores que hayan sido designados por Acreedores Reconocidos que representen, en su 
conjunto, al menos el 20 por ciento del monto total de créditos reconocidos. 

Transcurrido el plazo sin que se manifieste desacuerdo, el juez ordenará al sindico que proceda a la 
enajenación, en los términos de la solicitud. 

Art iculo 207.- Si transcurrido un ptazo de seis meses a partir de iniciada la etapa de quiebra no se 
hubiese enajenado la totalidad de los bienes de la Masa, cualquier persona interesada podrá presentar al 
Juaz una oferta para la compra de cualquier bien o conjunto de bienes de entre los remanentes. La oferta 
deberá presentarse en los formatos y conforme a las bases que al efecto expida el Instituto, señalando los 
.Uenes que comprende y el precio ofrecido y acompañarse de la garantía que determine el Instituto mediante 
reglas de aplicación general. 

Al dia siguiente de recibida la oferta, el juez la pondré a la vista del Comerciante, de los Acreedores 
Reconocidos y de los interventores por un plazo de diez días. Si. al término de este plazo no han manifestado 
por escrito al juez su oposición a la oferta las personas señaladas en las fracciones I a IV del articulo 206 de 
•sta Ley, el juez ordenará al sindico convocar, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la orden a 
una subasta en términos del artículo 199 de la misma, señalando como el precio mínimo a que se refiere'la 
tracción II de dicho artículo el de la oferta recibida. 

La subasta se celebrará en un plazo no menor a diez días naturales ni mayor a noventa días naturales a 
-partir de la convocatoria. 

La oferta recibida se considerará como postura en la subasta. La persona que la hubiere presentado no 
podrá mejorarla ni participar en las pujas. 

Art iculo 208- Bajo su responsabilidad, el sindico podré proceder a le enajenación de bienes de la Masa 
sin atender a lo dispuesto en este Capítulo, cuando los bienes requieran una inmediata enajenación porqué 
no puedan conservarse stn que se deterioren o corrompan, o que estén expuestos a una grave disminución 
en su precio, o cuya conservación sea demasiado costosa en comparación a su valor. 

8 S , ° 5 , c a s o s ' dentro de 'os tres días hábiles de realizada la venta, el síndico, por conducto del juez 
f o rmará de la misma al Comerciante, a los interventores y a los Acreedores Reconocidos. El informe deberá 
r ? ü u n a d e s f r i p a ó n de los bienes de que se trate, sus precios y condiciones de venta, y la justificación de 
ía urgencia de la venta y de la identidad del comprador. 

m K . n w U l ° 2 < ü " C
L0S * i e m l s q u e s e a n o b i e í o d e u n a demanda de separación, no podrán enajenarse 

mientras no quede firme la sentencia que deniegue aquélla. 

n ^ l " ! ! « 1 ? " B S Í n d i C 0 P ° d f Ú s o l t ó t a r l o s P ^ i « 3 ' avalúos y demás estudios que estime necesarios 
para et cumplimiento de su mandato, 

« t i - S ' n d Í C ? d l b e r á h a c 8 r p ú b K c o s tos e s t u d i o s a 9 u e se refiere el párrafo anterior, los cuales deberán 
exhibirse en tos formatos que al efecto establezca el Instituto. 

Inín^i^H-r6'31'1"!8 feS'aS 9enefsles' P°dr4 fiiar P ^ o s y depósitos a quienes soliciten acceso a dicha 
Información; dichas cantidades pasarán a formar parte de la Masa. 

o o e í l S f 0 « 2 ! 1 " " Ü * f 3 i ! n a c i 0 n p r e v é l a adjudicación de la empresa del Comerciante como unidad en 
. t L ^ " 5 d L e t t a * * c o n s , s t a n e d a d e s de explotación, el sindico deberá notificar a tos 

^ S ^ S ^ ^ 0 3 P ^ 1 « * ® 8 de ejecución, relacionados con la empresa o con la unidad objeto 
de r S ; h a c , é n d o l « í M b e r M e n e n " " término de diez días naturales, contados a partir de la focha 
M n L r ^ l ^ ' " f ^ a r por escrito al sindico su voluntad de dar por terminados sus respectivos 
« S f c r t o contratantes que no sé opongan, sus contratos se c o n t i n u a r á n W el 

Sbroí h 3 C e r a e f ^ " 3 6 0 6 1 d o m t ó l k > 108 contratantes, cuando éste conste en los 
C O f n e r a a n t e - C ü a n d ° n ° 8 6 o o n o z c a 0 1 domicilio de uno o varios 

d ^ S ^ e f e c t u a r s e Por medio de una publicación en un diario de mayor 
S S ó n £ y T i n C h l 8 Í Ó n d 3 1 n 0 m b f e d e l o s c o n t r a tantes a quienes se dirija la 
notificación. La notificación se tendrá por hecha al día siguiente de la ultima publicación. 

Art iculo 212- El sindico no responderá por la eviedón ni por los víaos ocultos de tos bienes que enajene, 
salvo que otra cosa se hubiere convenido con el adquirente. 

El adquirente de todos o parte de tos bienes de la Masa no podrá redamar al síndico, iH a los Acreedores 
Reconoddos que hayan recibido cuotas concúrsales, el reembolso de todo o parte del precio, la disminudón 
del mismo o el pago de responsabilidad alguna. 

Art iculo 213- Los Acreedores Reconocidos con garantía real que intoien o continúen un procedimiento 
de ejecución conforme a lo estableado en las disposiciones que resulten aplicables, deberán notificarlo al 
síndico, haciéndole saber los datos que identifiquen el procedimiento de ejecución. 

El síndico podrá partidpar en el procedimiento de ejecución en defensa de los intereses de la Masa. 

Artículo 214- Durante los primeros treinta días naturales de la etapa de quiebra, el síndico podrá evitar la 
ejecución separada de una garantía cuando considere que es en beneficio de la Mas8 enajenarla como parte 
de un conjunto de bienes. 

En estos casos, previamente a la enajenación del conjunto de bienes de que se trate, el sindico realizará 
una valuación de tos bienes que garantizan el crédito. 

Si el acreedor no ejerció el derecho a que se rädere el segundo párrafo dal artículo 89 de esta Lay. se 
aplicará lo siguiente: . 

I. Si la valuadón del sindico resulta mayor al monto del crédito de que se trate, incluyendo tos 
intereses devengados hasta el dia de la enajenadón, el sindico realizará el pago Integro del crédito, 
con las deducciones que correspondan conforme a esta Ley, o 

II. Si de la valuadón resulta un monto menor al del crédito, induyendo tos intereses correspondientes, 
el sindico pagaré al acreedor el monto de la valuación. Si la valuadón es menor al monto del crédito 
reconoddo a la fecha de declaración de concurso, se registrará su díferenda como crédito común. 

Si el acreedor ejerdó el derecho a que se refiere el segundo párrafo del articulo 89 de esta Ley se 
procederá conforme a lo siguiente: 

I. Si el aaeedor le atribuyó a su garantía un valor mayor a la valuadón del sindico, éste pagará al 
acreedor el monto de la valuadón y registrará para pago como crédito común la díferenda entre la 
valuadón y el monto del crédito reconoddo a la fecha de declaradón de concurso, o 

II. Si el aaeedor le atribuyó a su garantía un valor menor a la valuación del síndico, éste le pagará el 
monto que el acreedor haya atribuido a su garantía, y registrará para pago como crédito común la 
díferenda entre el valor atribuido y el monto del crédito reconoddo a la fecha de declaración 
de concurso«. 

Para las comparaciones y los pagos a que se refiere este articulo, el valor atribuido por el acreedor a su 
garantía se convertirá a moneda nadonal, utilizando al efecto el valor de las UDls del día anterior al 
del pago al acreedor. 

En todos los casos, el pago al acreedor deberá realizarse dentro de los tres días siguientes al de la 
enajenadón del paquete de bienes de que se trate. 

El Acreedor Reconoddo de que se trate podrá impugnar la valuadón del síndico. La impugnadón se 
tramitará en la vía inddental, s in que se suspenda la enajenación de tos bienes y sin que su resultado afede 
la validez de la enajenadón. Mientras se resuelveJa impugnación, el sindico deberá separar, del producto de 
la venta, la suma que corresponda a la díferenda entre el valor atribuido por el síndico y el valor redamado 
por el Acreedor Reconoddo inconforme, e invertirla, en términos de lo dispuesto en el artículo 215 
de esta Ley. 

Si el juez resuelve que la impugnación es fondada y se atribuye al bien o a tos bienes un valor superior al 
asignado por el síndico, se entregará esa díferenda, con sus produdos, al Acreedor Reconocido. Si la 
sentencia desestima la impugnadón, la suma que se haya reservado se reintegrará a la Masa. 

Artículo 215- En lo relativo a las inversiones y reservas a que se refieren tos artículos 214 y 230 de esta 
Ley, el síndico deberá realizarlas en instrumentos de renta fija de una institución. de crédito, cuyos 
rendimientos protejan preponderantemente el valor real de dichos recursos en términos de la inflación y que, 
además, cuenten con las características adecuadas de seguridad, rentabIBdad, liquidez y disponibilidad. 

El síndico deberá presentar cada mes al Juez un informe del estado que guarden las inversiones a las que 
hace referenda el párrafo anterior y de las operadones que hayan tenido lugar durante dicho plazo, para 
que, al día siguiente de su recepción, el juez lo ponga a la vista del Comerciante y tos interventores. 

Artículo 216- Cuando se proceda a la ejecución de una garantía o a su enajenación conforme al artículo 
214 anterior, se dedudrá del produdo de la venta la cantidad con la que el acreedor debe contribuir al pago 
de los acreedores singularmente privilegiados y de los créditos con cargo a lá Masa, de acuerdo con lo 
estableado en el articulo 226 de esta Ley. 



De no poderse determinar con preci«ión, ai momento de la ejecución, U contribución que le 
correspondería, se deducirá ia cantidad mínima que se pueda prever y se reservará la diferencia entre ésta y 
ia máxima que pudiere resultar, conforme a ios cálculos que al efecto realice el sindico. El ajuste definitivo se 
realizará tan pronto como sea posible determinar con precisión el monto de la contribución correspondiente. 

Capítulo U 

De la graduadán de créditos 
Art ícu lo 217.- Los acreedores s e clasificarán en los grados siguientes, según la naturaleza de sus 

créditos: 

I. . Acreedores singularmente privilegiados: 

II. Acreedores con garantía real; 

III. Acreedores con privilegio especial, y 

IV. Acreedores comunes. . 

Ar t ícu lo 218.- Son acreedores singularmente privilegiados, cuya prelación se determinará por el orden de 
enumeración, los siguientes: 

I. Los gastos de entierro del Comerciante, en caso de que la sentencia de concurso mercantil sea 
posterior al fenecimiento, y 

. Los acreedores por los gastos de la enfermedad que haya causado la muerte del Comerciante en 
caso de que ta sentencia de concurso mercantil sea posterior al fenecimiento. 

Ar t ícu lo 218.- Para los efectos de esta Ley, son acreedores con garantía real, siempre que sus garantías 
estén debidamente constituidas conforme a las disposiciones que resulten aplicables, los siguientes: 

I. Los hipotecarios, y 

II. Los provistos de garantía prendaria. 
Los acreedores con garantía real percibirán el pago de sus créditos del producto de tos bienes afectos a 

la garantía, con exclusión absoluta de los acreedores a los que hacen referencia las fracciones III y IV del 
articulo 217 de esta Ley y con sujeción al orden que se determine con arreglo a las disposiciones aplicables 
en relación con la fecha de registro. 

Ar t ícu lo 220.- Son acreedores con privilegio especial todos tos que, según el Código de Comercio o leyes 
de su materia, tengan un privilegio especial o un derecho de retención. 

Los acreedores con privilegio especial cobrarán en-tos mismos términos que tos acreedores con garantía 
real o de «cuento cpn la fecha de su crédito, s i n o estuviere sujeto a.inscripción, a no ser que varios de eBos 
concurrieren sobre una cosa determinada, en cuyo caso se hará ia distribución a prorrata sin distinción de 
fechas, salvo que las leyes dispusieran lo contrario. 

Ar t ículo 221.- Los créditos laborales diferentes de tos señalados en la fracción i del artículo 224 y los 
créditos fiscales se pagarán después de que se hayan cubierto tos créditos singularmente privilegiados y tos 
créditos con garantía real, pero con antelación a tos crédito« con privilegio especial. 

En caso de que tos créditos fiscales cuenten con garantía real, para efectos de su pago se estaré a lo 
dispuesto en el articulo 219 de esta Ley hasta por el importe de su garantía, y cualquier remanente se pagará 
en los términos del primer párrafo de este articulo. 

Ar t ícu lo 222.- Son acreedores comuna» todos aquellos que no estén considerados en los artículos 218 al 
221 y 224 de este ordenamiento y cobrarán a prorrata sin distinción de fecha». 

Art ículo 223.- No se realizarán pagos a tos acreedores de un grado sin que queden saldados tos del 
anterior, según la prelación establecida para los mismos. 

Ar t icu lo 224.- Son créditos contra la Masa y serán pagados en el orden indicado y con anterioridad a 
cualquiera de tos que se refiere el articulo 217 de esta Ley: 

I. Los referidos en la fracción XXIII, apartado A, del artículo 123 constitucional y sus disposiciones 
reglamentarias aumentando los salarios a tos correspondientes a tos dos años anteriores a la 
dedaración de concurso mercantil del Comerciante; 

II. Los contraídos pare la administración de la Masa per el Comerciante con autorización del conciliador 
o sindico o, en su caso, tos contratado» por el propio conciliador; 

III. Los contraídos para atender los gastos normales para la seguridad de los bienes do la Masa, su 
refección, conservación y administración; 

IV. Los procedentes de diligencias judiciales o extrajudiciales en beneficio de la Masa, y 

V. Los honorarios del visitador, conciliador y sindico y los gastos en que éstos hubieren incurrido, 
siempre y cuando fueren estrictamente necesarios para su gestión y hayan sido debidamente 
comprobados conforme a las disposiciones que emita el Instituto. 

Ar t icu lo 225.- Frente a los acreedores con garantía real o con privilegio especial, no puede hacerse valer 
el privilegio a que se refiere el artículo anterior, sino que sólo tienen privilegio los siguientes: 

I. Los acreedores por los conceptos a tos que se refiere la fracción XXIII, apartado A, del articulo 123 
constituaoral y sus disposiciones reglamentarias considerando los salarios de los dos años 
anteriores a la dedaración de concurso mercantil del Comerciante; 

II. l o s gasto» de litigio que se hubieren promovido para defensa o recuperación de los bienes objeto de 
garantía o sobre los que recae el privilegio, y 

III. Los gastos necesarios para la refacción, conservación y enajenación de tos mismos. 

Ar t icu lo 22R- Si el monto total de las obligaciones dei Comerciante por el concepto a que se refiere la 
fraedón l del artículo anterior es mayor al valor de todos los bienes de la Masa que no sean objeto de una 
gírantia, el excedente del privilegio se repartirá entre todos los acreedores garantizados. 

Art ículo 227.- Para determinar el monto con que cada acreedor garantizado deberá contribuir a la 
obhgadón seíaiada en el articulo anterior, se restará a l monto total de las obígadones del' Comerciante por 
el concepto referido en la fraedón I del articulo 225, el valor de todos los bienes de la Masa que no sean 
objeto de una garantía real. La cantidad resultante se multiplicará por la proporción que el valor de la garantía 
del acreedor de que se trate represente de la suma de tos valores de todos los bienes de la Masa que sean 
objeto de una garantía. 

Art ículo 228.- Cuando se haya declarado en concurso mercantil a upa sociedad en la que haya socios 
Ilimitadamente responsables, tos acreedores de esos soaos, cuyos créditos fueren anteriores al nacimiento 
de la responsabilidad ilimitada del sodo, concurrirán con tos acreedores de la sociedad, colocándose en el 
grado y prelación que les corresponda. 

Los acreedores posteriores de los socios ilimitadamente responsables, de una sociedad en estado de 
concurso, sólo tendrán derecho a cobrar sus créditos del remanente, si lo hubiere, después de satisfechas 
las deudas de la sociedad de que se trate, de acuerdo con estas disposiciones. 

Capítulo IH 

Ddpago a ¡os Acreedora Reconocidos 

Artículo 229.- A partir de ia fecha de la sentenda de quiebra, por lo menos cada dos meses, el sirxSco 
presentará al juez un reporte de las enajenaciones realizadas y de la situación de sctlvo remanente, y una 
lista de tos acreedores que serán pagados, asi corno la cuota concursal que les corresponda. 

En relaaón con tos crétfitos que hayan sido impugnados, ei síndico deberá reservar el importe de las 
sumas que. en su caso, pucteran corresponderías. Dichas reservas serán invertidas conforme a lo dispuesto 
en el artículo 215 de esta Ley, y cuando se resuelva la impugnación se procederá, en su caso, a pagar al 
Acreedor Reconocido de que se trate o a reintegrar a la Masa cualquier excedente. 

Ar t icu lo 230.- En tos casos en que la resolución de una o más impugnaciones pudiera modificar el monto 
que corresponda repartir a tos Acreedores Reconocidos, el sindico repartirá sólo el monto que no sea 
susceptible de reducirse como consecuencia de la resolución de ia apeladón. La dKarenda se reservará e 
invertirá, en términos de to dispuesto en el anterior articulo 215. Cuando se resuelva la impugnadón se 
procederá, en su caso, a pagar al acreedor. 

En los casos en que no se hubiere dictado sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de 
créditos, el producto de las enajenaciones que se lleven a cabo, deberá invertirse en términos de to dispuesto 
en el atado articulo 215. 

Artículo 231.- El juez pondrá a la vista de tos Acreedores Reconocidos y del Comerciante el reporte y la 
lista a que se refieren los artículos 229 y 230 de este ordenamiento, para que dentro del término de tres días 
manifiesten to que a su derecho corresponda. Transcurrido ese término, el juez resolverá sobre la manera y 
términos en que se.procederá a tos repartos de tos efectivos disponibles. 

Ar t ículo 232.- Los repartos concúrsales se continuarán hadendo mientras existan en el activo bienes 
susceptibles de realizadón. 

Art ículo 233.- Si, en el momento en que debiera terminarse el concurso mercantil, hubiese aún créditos 
pendientes de reconocimiento por haber sido impugnada la sentenda que los reconoció, el juez esperará-
para dedarar la terminación del concurso mercantil hasta que se resuelva la impugnación correspondiente. 

Artículo 234.- Se considerará que se han realizado todos los bienes del activo, aun cuando quede parte 
de éste, si el sindico demuestra al juez que carecen de valor económico, o si el valor que tienen resultare 
inferior a las cargas que pesan sobre ellos o a los gastos necesarios para su enajenación. 

En estos casos el juez, oyendo a los interventores contorne al procedimiento establecido en el articulo 76 
de esta Ley, decidirá sobre el destino que se dará a estos bienes. 



Art icu lo.235- Concluido el concurso mercantil, los acreedores que no hubiesen obtenido pago integro 
conservarán individuaimente sus derechos y acciones por el saldo contra el Comerciante. 

Art iculo '236.- Conduido el concurso mercantil por la causal a que se refieren las fracciones III y IV del 
articulo 262 de asía Ley. si se descubrieren bienes del Comerciante o se le restituyeran bienes que debieron 
comprenderse como parte de. la..Masa, se procederá a su enajenación y distribución en los términos 
dispuestos en esta Ley. 

TÍTULO OCTAVO 

. De los concursos especiales 

Capitulo I 

De los concursos mercantiles de Comerciantes que prestan servicios públicos concesionados 

Art iculo 237.- El Comerciante que. en virtud de un titulo de concesión, preste un servicio público federal, 
estatal o municipal, podrá ser declarado en concurso mercantil. 

Artículo 238- Los concursos mercantiles a que se refiere el articulo anterior, se sujetarán a las leyes, 
reglamentos, títulos de concesión y demás disposiciones que regulen la concesión y el servicio público de 
que se trate, aplicándose las disposiciones de esta Ley sólo en lo que no se les oponga. 

Art ículo 239.- Para efectos de este capitulo se entenderá como autoridad concedente al gobierno, 
dependencia u otra entidad de derecho público que otorgue la concesión para la prestación de un 
servido público. 

Ar t ículo 240.- La autoridad concedente propondrá al juez todo lo relativo a la designación, remoción y 
sustitudón del condliador y del síndico que participen en los concursos mercantiles a que se refiere este 
capítulo, asi como para supervisar las actividades que éstos realicen. Cuando las circunstancias especiales 
del caso lo justifiquen, la autoridad concedente podrá establecer un régimen de remuneradón distinto al 
previsto por el artículo 333 de esta Ley. 

Art iculo 241.- Declarado el concurso mercantil de un Comerdante conforme a este capitulo, la autoridad 
concederte prepondrá a! juez la separador) de quien desempeñe la administración de la empresa del 
Comerdante y nombrar a una persona para que la asuma, cuando lo considere necesario para la continuidad 
y la seguridad en la prestadón del servicio público. 

En estos casos, la autoridad concederte comunicará su determinadón al juez, quien tomará sin diladón 
todas ias medidas necesarias para que tome posesión de la empresa del Comerdante la persona designada 
por la autoridad concedente. La ocupación se realizará conforme a las formalidades previstas en los artículos 
180'a 182 de este ordenamiento. 

Art ículo 242.- Cualquier convenio propuesto en términos del Título Quinto de esta Ley deberá ser 
notificado a la autoridad concederte, quien podrá vetarlo an el plazo previsto en el articulo 162 de esta Ley. 

Art ículo 243.- Si el síndico propone, con acuerdo previo de la autoridad concedente. un procedimiento de 
enajenación en términos de los artículos 205 y 206 de este ordenamiento; sólo podrá ser objetado por 

i. La mitad de los Acreedores Reconocidos; 

II. Acreedores Reconocidos que representen, en su conjunto, al menos el ancuenta por ciento del 
monto total de los créditos reconoddos, o 

III. Interventores que representen, en su conjunto, ai menos el ancuenta por ciento del monto total de 
créditos reconocidos. 

Artículo 244.- En todos tos casos en que la venta de la empresa del Comerdante incluya la transmisión 
del titulo de concesión, la operación deberá cortar con ia aprobadón previa de la autoridad concederte, 
quien verificara que el adquireffie cumpla con los requisitos que para estar en condiciones de prestar el 
servicio público establezcan las disposiciones aplicables 

Capitulo I I 

Del concurso mercantil de ias instituciones de crédito. 

Art iculo 245.- El concurso mercantil de las institudones de crédito se regira por lo previsto en esta Ley, 
en lo que no se oponga a ias disposiciones espedales que les sean aplicables. 

Artículo 246- Sólo podrán demandar ia dedaración de concurso mercantil de una institución de crédito el 
^ Instituto para la Protección del Ahorro Bancario o la Comisión Nadonal Bancaria y de Valores en términos de 

las disposiciones aplicables. 

, . A d e 13 f e c h a e n I " ® se presente la demanda de concurso mercantil de alguna institución de crédito, 
ésta deberá mantener cerradas sus ofidnas de alendón al público y suspender la realización de cualquier 
tipo ce operaciones activas, pasivas y de servicios. 

El juez podrá adoptar, de of ido, o a solicitud del Instituto para la Protecdón del Ahorro Bancario o de la 
Comisión Nadonal Bancaria y de Valores, las medidas provisionales necesarias para la protección de tos 
trabajadores, Instaladones y activos de la institudón, asi como de los intereses de tos acreedores. 

Ar t ículo 247.- Redbida la demanda de concurso mercantil, el juez citará a quien tenga encomendada la 
administradón de la institudón concediéndole un término de nueve días para contestar la demanda. En su 
escrito de contestadón, el encargado de la administración deberá ofrecer las pruebas que esta Ley autoriza. 

Al día siguiente de que el juez redba la contestadón dará vista de ella al actor para que dentro 
de un término de tres dias manifieste lo que a su derecho convenga y, en su caso, adicidKé su ofrecimiento 
de pruebas. 

Art ículo 248.- Con la contestadón de la demanda sólo se admitirán ia prueba documental y la opinión de 
^xpertos cuando se presente por escrito. Quien presente la opinión de expertos deberá acompañar dicho 
escrito de la informadón y documentos que acrediten la experiencia y conodmientos técnicos del experto que 
corresponda. Por ningún motivo se citará a los expertos para ser interrogados. 

El juez podrá ordenar las demás diligencias probatorias que estime convenientes, las cuales deberán 
llevarse a cabo dentro de un plazo máximo de diez dias. 

Ar t ículo 249.- Cuando se dedare el concurso mercantil de una institudón de crédito, el procedimiento se 
iniciara en todos tos casos en la etapa de quiebra. 

Ar t ículo 250.- Corresponderá al Instituto para la Protección del Ahorro Bancario proponer 
al juez la designación, remoción o sustitudón, en su caso, del sindico del concurso mercantil de una 
institudón de crédito. 

Ar t ículo 251.- La Comisión Nadonal para la Protección y Defensa de tos Usuarios de Servicios 
Finanderos, podrá designar hasta tres interventores quienes tendrán la obligadón de representar y proteger 
tos derechos e intereses de los acreedores de ta institudón dedarada en concurso mercantil. 

Ar t ículo 252.- Las propuestas de enajenación que presente el sindico, con la aprobación del Instituto 
para la Protección del Ahorro Bancario, podrán ser objetadas por la institudón de crédito y el juez resolverá 
lo conducente. 

Ar t ículo 253.- Los acreedores que sean también institudones de crédito podrán compensar ias deudas y 
tos créditos por remesas de títulos de crédito o instrumentos de pago que se hayan presentado a una cámara 
de compensación autorizada conforme a las disposkaones aplicable«. 

Capítulo I I I 

Del concurso mercantil de las institudones auxiliares del cridho 

Art icu lo 254.- El concurso mercantil de las institudones auxiliares del crédito se regirá conforme a lo 
previsto en esta Leyen lo que no se oponga a las dispostotones especiales que les sean aplicables. 

Ar t icu lo 255.- Sin per ju ido de lo dispuesto en el artículo 21 de esta Ley, también podrá demandar la 
dedaración de concurso mercantil de una institución auxiliar del crédito ia Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores. 

Admitida la demanda, el juez ordenará que se notifique a la Comisión Nadonal Bancaria y de Valores y 
adoptará, ya sea de of ido o a soTicitbd del demandante o de la mencionada comisión, las medidas 
provisionales que resulten necesarias para la protección-dé los intereses de tos acreedores, trabajadores, 
instalaciones y activos de la institudón. 

Art ículo 256.- Recibida la demanda de concurso mercantil, el juez deberá emplazar a quien tenga 
encomendada la administradón de la institución concediéndole un término de nueve dias para contestar. 
En su escrito de contestadón, el encargado de le administradón deberá de ofrecer las pruebas que esta 
Ley le autoriza. 

Al día siguiente de que el - juez ' redba lo contestación dará vista de ella al actor para que dentro de un 
término de tres dias manifieste lo que a su derecho convenga y, en su caso, adicione su ofrednrento 
de pruebas. 

Ar t ícu lo 257.- Con la contestación de la demanda sólo se admitirán la prueba documental y la opinión de 
expertos cuando se presente por escrito. Quien presente la opinión de expertos deberá acompañar dicho 

, escrito de la información y documentos que acrediten la experiencia y conocimientos técnicos del experto que 
corresponda. Por ningún motivo se citará a los expertos para 6er interrogados. 

El juez podrá ordenar las demás diligencias probatorias que estime convenientes, las cuales deberán 
llevarse a cabo dentro de un plazo máximo de diez dias. 

Dentro de tos anco días siguientes de que venza ei plazo del segundo párrafo del articulo 256 de este 
Ley. el juez dictará la sentenda correspondiente. 



Art ícu lo 258.- Declarado el concurso mercan«, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en defensa 
de los intereses de los acreedores, podrá solicitar que el procedimiento se inicie en la etapa de quiebra o 
bien la terminación anticipada de la etapa de conciliación, en cuyo caso el juez declararé de plano la quiebra. 

Ar t icu lo 259.- Corresponderá a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores proponer al juez la 
designación, remocion o sustitución, en su caso, del conciliador y del sindico del concurso mercantil de una 
institución auxiliar del crédito. 

Ar t icu lo 260.- La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros, podrá designar hasta tres interventores, quienes tendrán la obligación de representar y proteger 
los derechos e intereses de los acreedores de la institución declarada en concurso mercantil. 

Ar t i cu lo 261.. Las propuestas de enajenación que presente el sindico, con la aprobación de la Comisión 
Nacional Bancana y de Valores, podrán ser objetadas por la institución auxiliar del crédito de que se traten y 
el juez resolverá lo conducente. 

T ÍTULO NOVENO 

De ta terminación del concuna mercantil 

Capitulo Único 

De la terminación del concurso mercantil 

Art ícu lo 262.- El juez declarará concluido el concurso mercantil en los siguientes casos: 

I. Cuando se apruebe un convenio en términos del Título Quinto de esta Ley; 

II. Si se hubiere efectuado el pago íntegro a los Acreedores Reconocidos; 

® h u b i e r e efectuado pago a los Acreedores Reconocidos mediante cuota concursal de las 
obligaciones del Comerciante, y no quedaran más bienes por realizarse; 

IV. Si se demuestra que la Masa es insuficiente, aun para cubrir los créditos a que se refiere el articulo 
224 de esta Ley, o 

V. En cualquier momento en que lo soliciten el Comerciante y la totalidad de los Acreedores 
Reconocidos. 

Ar t ícu lo 263.- Podrán solicitar al juez la terminación del concurso mercantil por las causales a que se 
refieren las fracaones III y IV del articulo anterior el conciliador, el síndico, cualquier Acreedor Reconocido o 
cualquier interventor. 

ni ^ " í 0 ! 6 4 ; " * * * t e r r n í n a d o 6 1 concurso mercantil por las causales señaladas en las fracciones 
I " o IV del articulo 262 <¡4 esta Ley. cualquier Acreedor Reconocido que dentro de los dos años siguientes a 
su terminación pruebe la existencia de bienes por lo menos suficientes para cubrir los créditos a que se 
refiere el articulo 224 de esta Ley, podrá obtener la reapertura del concurso mercantil. 

El concurso mercantil se continuará en el punto en que se hubiere interrumpido. 

Ar t ícu lo 265.- La sentencia de terminación del concurso mercantil se notificará a través del Boletín 
Judicial o por los estrados del juzgado. 

Ar t ícu lo 266.- La sentencia de terminación del concurso mercantil será apelable por el Comerciante 
cualqu«r Acreedor Reconocido, y e l Ministerio Público asi como por el visitador, el conciliador o el sindica en 
ios mismos términos que la sentencia de concurso mercantil. 

T ÍTULO DÉCIMO 

De los Incidentes, recursos y medidas de apremio 

Capítulo I 

Incidentes y recursos 
P a r a " c o n o d r n i e m o y d e a ! l ó n 1 3 5 d ~ e f s « cuestiones que se suscitaren durante la 

wamitaoón del concurso mercantil, que no tengan prevista una substanciación especial se plantearán, por el 
interesado, a través de la vía incidental ante el juez, observándose los siguientes trámites: 

I- Del escrito inicial del incidente se correrá traslado por cinco días a la parte o a las partes interesadas 
en la cuestión. Se tendrá como confesa a la parte que no efectuare el desahogo, salvo prueba en 
contrario; 

11 En los escritos de demanda incidental y contestación de ésta, las partes ofrecerán 
pruebas, expresando los puntos sobre los que deban versar, y que no sean extraños a la cuestión 
mcidental planteada; 

, l ! ' transcurrido el plazo a que se refiere la fracción primera, el juez citará a una audiencia de desahogo 
oe pruebas y alegatos que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes; 

IV Cuando las partes ofrezcan las pruebas testimonial o pericial, exhibirán con el escrito de 
ofrecimiento, copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, o 
del cuestionario para los peritos, señalando el nombre y domicilio de los testigos y en su caso del 
perito de cada parte. El juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para que 
puedan formular por escrito o hacer verbalmente preguntas al verificarse la audiencia. No se 
admitirán más de tres testigos por cada hecho; 

V. Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación de un perito, o de los que estime 
necesarios, sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un perito para <que se asocie al 
nombrado por el juez o rinda dictamen por separado; 

VI. A ' f i n de que las partes puedan rendir sus pruebas en la citada audiencia, tos funcionarios o 
autoridades tienen obligación de expedir con toda prontitud a aquéllas, las copias o documentos que 

" • soliciten, apercibidas que de no hacerlo serán objeto de las medidas de apremio que el juez 
considere convenientes, y dejarán de recibirse las que no se hayan preparado oportunamente por 

. falta de interés en su desahogo, y 

VII. Concluida la audiencia, sin necesidad de citación, el juez dictará la sentencia intertocutoria relativa 
dentro del plazo de tres días. 

Los incidentes planteados en lérminos de esta Ley no suspenderán el procedimiento principal. 

Art ículo 268.- Cuando esta Ley no prevea el recurso de apelación procederá la revocación, que se 
tramitará conforme a las disposiciones del Código de Comercio. 

Capitulo I I 

De las medidas de apremio 

Art ículo 269.- B juez para hacer cumplir sus determinaciones podrá emplear, a su discreción, cualquiera 
de las medidas de apremio siguientes: 

I. Muita por un importe de dentó veinte a quinientos días de salario mínimo general vigente en el 
Distrito Federal a! cometer la infraedón, la cual podrá duplicarse en caso de reincidencia: 

II. El auxilio de la fuerza pública y la fractura de cerraduras si fuere necesario, y 

III. El arresto hasta por treinta y seis horas. 

Si el caso exige mayor sandón, se dará parte a la autoridad competente. 

Ar t ículo 270.- Cuando en ejercido de las facultades que le confiere el articulo anterior, el juez, solicite el 
auxilio de la fuerza pública, las autoridades competentes estarán obligadas, bajo su más estricta 
responsabilidad, a prestar tal auxilio con la amplitud y por todo el tiempo que sea necesario. 

T ÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

Aspectos penales del concurso mercantil 

Capitulo físico 

De los delitos en situación de concurso mercantil 

Art ículo 271.- El Comerciante declarado, por sentenda firme, en concurso mercantil, será sandonado 
con pena de uno a nueve años de prisión por cualquier acto o conducta dolosa que cause o agrave el 
incumplimiento generalizado en el pago de sus obligaciones. 

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el Comerciante ha causado o agravado dolosamente el 
incumplimiento generalizado en el pago de sus obligaaones cuando lleve su contabilidad en forma que no 
permita conocer su verdadera situación finanaera; o la altere, falsifique o destruya. 

El juez tendrá en cuenta, para individualizar la pena, la cuantía del perjuido inferido a tos acreedores 
y su número. 

Art ículo 272.- É Comerciante contra el cual se siga un procedimiento de concurso mercantil será 
sandonado con pena de uno a tres años de prisión cuando requerido por el juez del concurso mercantil, no 
ponga su contabilidad, dentro del plazo que para ello el juez concursal le hubiere concedido, a disposición de 
la persona que el juez designe, salvo que el Comerciante demuestre que le fue imposible presentarla por 
causas de fuerza mayor o caso fortuito. 

Art ículo 273.- Cuando el Comerciante sea una persona moral, la responsabilidad penal recaerá sobre los 
miembros del consejo de administradón. tos administradores, directores, gerentes o liquidadores de la misma 
que sean autores o partídpes del delito. 

Ar t ículo 274.- El que por sí o por medio de otra persona solíate en el concurso mercantil el 
reconodmiento de un crédito inexistente o simulado será sancionado con pena de uno a nueve años 
de prisión. 
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IV. 

Articulo 275.- Los delitos en situación de concurso mercantil se perseguirán por querella. Tendrán 
derecho a querellarse el Comerciarte y cada uno de sus acreedores, estos últimos aun en el caso de que 
algún otro acreedorhubiese desistido de su querella o hubiere concedido el perdón. 

Artículo 276.- En los delitos en situación de concurso mercantil, el juez pena! no conocerá de 1a 
reparación del daño, materia que corresponde al juez del concurso mercantil. 

Articulo 277.- Los delitos en situación de concurso mercantil, cometidos por el Comerciante, por 
personas que hayan actuado en su nombre o por terceros, podrán perseguirse sin esperar a la conclusión del 
concurso mercantil y sin perjuicio de la continuación de éste. 

l a s decisiones del juez que conoce del concurso mercantil no vinculan a la jurisdicción penal. No será 
necesaria calificación para perseguir estos delitos. 

T ÍTULO DÉCIMO SEGUNDO 

De ¡a cooperación en tos procedimientos internacionales 

Capítulo 1 

Disposiciones generales 

Art iculo 278.- Las disposiciones de este Titulo serán aplicables a los casos en que: 

I. Un Tribunal Extranjero o un Representante Extranjero solicite asistencia en la República Mexicana 
en relación con un Procedimiento Extranjero; 

•I- Se solicite asistencia en un Estado extranjero en relación con un procedimiento que se esté 
tramitando con arreglo a esta Ley; 

I " . Se estén tramitando simultáneamente y respecto de un mismo Comerciante un Procedimiento 
Extranjero y un procedimiento en la República Mexicana con arreglo a esta Ley, o 
Los acreedores u otras personas interesadas, que estén en un Estado extranjero, tengan interés en 
solicitar (a apertura de un procedimiento o en part iciparen un procedimiento que se esté tramitando 
con arreglo a esta Ley. 

Art ículo 279.- Para los fines de este Titulo: 

p or Procedimiento Extranjero se entenderá el procedimiento colectivo, ya sea judicial o 
administrativo incluido el de Índole provisional, que se siga en un Estado extranjero con arreglo a 
una ley relativa ai concurso mercantil, quiebra o insolvencia del Comerciante y en virtud de! cual los 
bienes y negocios del Comerciante queden sujetos al control o a la supervisión del Tribunal 
Extranjero, a los efectos de su reorganización o liquidación; 

II. Por Procedimiento Extranjero Principal se entenderá el Procedimiento Extranjero que se siga en el 
Estado donde el Comerciante tenga el centro de sus principales intereses; 

Per Procedimiento Extranjero no Principal se entenderá un Procedimiento Extranjero, que se siga 
en un Estado donde el Comerciante tenga un establecimiento de ios descritos en la fracción VI de 
este artículo; 

Por Representante Extranjero se entenderá la persona o el órgano, incluso el designado a''titulo 
provisional, que haya sido facultado en un procedimiento extranjero para administrar la 
reorganización o la liquidación de los bienes o negocios del Comerciante o para actuar como 
representante del Procedimiento Extranjero; 

Por Tribunal Extranjero se entenderá la autoridad judiciai o de otra Indole que sea competente a los 
efectos del control o la supervisión de un Procedimiento Extranjero, y 

Por Establecimiento se entenderá todo lugar de operaciones en el que el Comerciante ejerza de 
forma no transitoria una actividad económica con medios humanos y bienes o servicios 

t r B t s r t ^ p i 0 M 0 ' " d i s p o s i d o n e s d e e s 5 e T i t u , ° M aplicarán cuando no se disponga de otro modo en tos 
maoos internacionales de los que México sea parte, salvo que no exista reciprocidad internacional. 

P t o c ^ í I m M V U 8 A c i o n e s a las que se refiere este Titulo relativas al reconocimiento de 
E x t r a n ' e r o s y e n " » ' e n * cooperación con Tribunales Extranjeros serán ejercidas de 

0 0 , 1 1 3 5 disposiciones de esta Ley, por el juez, el Instituto o la persona que este último designe. . 

extranjero'0 B v i s ' t a d o r ' e l c o n c i l Í 3 < J o r ° el síndico, estarán facultados para actuar en un Estado 
' ' S n l a n , e d i d a e n «H» lo permita la ley extranjera aplicable, en representación de un concurso 

' que se haya abierto en la República Mexicana de acuerdo con esta Ley. 

III. 

VI. 

Ar t icu lo 283.- Nada de lo dispuesto en este Titulo podrá interpretarse en un sentido que sea contrario a 
lo dispuesto en tos Títulos I a X I y XIII de esta Ley. o de cualquier manera que sea contraria a tos principios 
fundamentales de derecho imperantes en la República Mexicana. En consecuencia, el jue¿ él Instituto, 
el visitador, el conciliador o el síndico, se negarán a adoptar una medida, cuando ésta sea contraria a lo 
dispuesto en tales Títulos o pudiera violar los principios mencionados. 

Art ículo 284.- Nada de lo dispuesto en este Titulo limitará las facultades que pueda tener el juez, el 
Instituto, el visitador, el conciliador o el sindico para prestar asistencia adicional al Representante Extranjero 
con arreglo a otras disposiciones legales en vigor en México. 

Ar t ícu lo 285.- En la interpretación de las disposiciones de este Titulo habrán de tenerse en cuenta su 
origen internacional y la necesidad de promover la uniformidad de su aplicación y la observancia 
de la buena fe. 

**. 
Capitulo ( I 

Del acceso de los representantes y acreedores extranjeros a los tribunales mexicanos 

Art ícu lo 286.- Sujeto a las disposiciones de esta Ley, todo Representante Extranjero estará legitimado 
para comparecer directamente ante el juez en tos procedimientos que regula esta Ley. 

Ar t ícu lo 287.- El soto hecho de la presentación de una solicitud, por un Representante Extranjero, ante 
un tribunal de la República Mexicana, con arreglo a las disposiciones de este Titulo, no supone la sumisión 
de éste ni de tos bienes y negocios del Comerciante en el extranjero, a la jurisdicción de los tribunales 
mexicanos para efecto alguno que sea distinto de la solicitud. 

Ar t ículo 288.- Todo Representante Extranjero estará facultado para solicitar la apertura de un concurso 
mercantil con arreglo a esta Ley, si por lo demás se cumplen las condiciones para la apertura de ese 
procedimiento. 

Ar t ícu lo 289.- A partir del reconocimiento de un Procedimiento Extranjero, el Representante Extranjero 
estará facultado para participar en cualquier concurso mercantil que se haya abierto con arreglo a esta Ley. 

Ar t i cu lo 290.- Salvo lo dispuesto en el segundo párrafo, tos acreedores extranjeros gozarán de los 
mismos derechos que tos acreedores nacionales respecto de la apertura de un procedimiento en este Estado 
y de la participación en él con arreglo a esta Ley. 

Lo dispuesto en el primer párrafo de este artículo no afectará al orden de prelactón de tos créditos en un 
concurso mercantil declarado con arreglo a esta Ley, salvo que no se asignará a tos créditos de acreedores 
extranjeros una prelacjón inferior a la de tos acreedores comunes. 

Ar t ícu lo 291.- Siempre que con arreglo a esta Ley se haya de notificar algún procedimiento a los 
acreedores que residan en la República Mexicana, esa notificación deberá practicarse también a tos 
acreedores extranjeros cuyo domicilio sea conoddó y que no tengan un domicilto dentro del territorio 
nacional. El juez deberá ordenar que se tomen las medidas legales pertinentes a fin de notificar a todo 
acreedor cuyo domicilio aún no se conozca. 

Esa notificación deberá practicarse a cada uno de tos acreedores extranjeros por separado, a no ser que 
el juez considere que alguna otra forma de notificación sea más adecuada en las circunstancias del caso. 
No se requerirá carta rogatoria ni ninguna otra formalidad similar. 

Cuando se haya de notificar a tos acreedores extranjeros la apertura de un procedimiento, la notificación, 
además, deberé: 

I. Señalar un plazo de cuarenta y cinco dias naturales para la presentación de tos créditos e Indicar el 
lugar en el que se haya de efectuar esa presentación; 

II. Indicar si lo» acreedores con créditos garantizados necesitan presentar esos créditos, y 

III. Contener cualquier otra información requerida para esa notificación conforme a las leyes mexicanas 

y a las resoluciones del juez. 

Capítulo I I I 

Del reconocimiento de un procedlndento extranjero y medidas otorgables 

Art ícu lo 292.- El Representante Extranjero podrá solicitar ante el juez el reconocimiento del 
Procedimiento Extranjero en el que haya sido nombrado. 

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de: 

I. Una copia certificada por el Tribunal Extranjero de la resolución por la que se declare abierto el 
Procedimiento Extranjero y se nombre el Representante Extranjero; 
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II. 

III. 
Un certificado expedido por e l Tribunal Extranjero en el que se acredite la existencia del 
Procedimiento Extranjero y el nombramiento del Representante Extranjero, o 
En ausencia de una prueba conforme a las fracciones I y II, acompañada de cualquier otra prueba 
admisible por e l juez de la existencia del Procedimiento Extranjero y del nombramiento del 
Representante Extranjero. 

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de una declaración en la que se 
indiquen debidamente los datos de todos los Procedimientos Extranjeros abiertos respecto del Comerciante 
de los que tenga conocimiento el Representante Extranjero. 

El juez deberá exigir que todo documento presentado en Idioma extranjero en apoyo de una solicitud'de 
reconocimiento sea acompañado de su traducción ai español. 

Igualmente, se deberá expresar el Domicilio del Comerciante para el efecto de que se le emplace con la 
sototud. El procedimiento se tramitará como Incidente entre el Representante Extranjero y el Comerciante, 
con intervención, según sea el caso, del visitador, el conciliador o el sindico. 

Ar t ícu lo 293.- Cuando se solicite el reconocimiento de un procedimiento extranjero respecto de un 
Comerciante que tenga un Establecimiento en México, se deberán observar las disposiciones del Capitulo IV 
del Titulo Pnmero de esta Ley, incluidas las relativas a la Imposición de providencias precautorias. 

La sentencia a que se refiere el artículo 43 del presente ordenamiento contendrá, además la declaración 
de que se reconoce el Procedimiento o Procedimientos Extranjeros de que se trate. 

El concurso mercantil se regirá por las disposiciones de esta Ley. 

Art ículo 294.- Si el Comerciante no tiene un Establecimiento en la República, el procedimiento se seguirá 
entre el Representante Extranjero y el Comerciante. 

El •juido se tramitará, siguiendo las disposiciones que, para los índdentes. se contienen en el Título 
décimo de esta Ley. La persona que pida el reconocimiento deberá señalar el domicilio del Comerciante para 
los efectos del emplazamiento. 

Ar t ículo 255.- Si la resolución o el certificado de los que se trata en la fracción I del artículo 291 de esta 
Ley indican que el Procedimiento Extranjero es un procedimiento de los descritos en la fracción I del artículo 
279 anterior y que el Representante Extranjero es una persona o un órgano de acuerdo con la fraedón IV del 

mencionado articulo 279. el juez podrá presumir que ello es así. 
El juez estará facultado para presumir que los documentos que ¡e sean presentados en apoyo de la 

solicitud de reconocimiento son auténticos, estén o no legalizados. 

Salvo prueba en contrario, se presumirá que el Domicilio soda l del Comerciante o su residencia habitual, 
si se trata de uná persona física, es el centro de sus principales intereses. 

Ar t i cu lo 296.- Salvo lo dispuesto en el artículo 281 de esta Ley se otorgará reconodmierito a un 
Procedimiento Extranjero cuando: 

I- El Procedimiento Extranjero sea un procedimiento en el sentido de la fraedón I del anterior 
artículo 279; 

II. El Representante Extranjero que solicite el reconocimiento sea una persona o un órgano en el 
sentido de la fracción IV del citado articulo 279; 

III. La solicitud cumpla los requisitos de los artículos 292,293 y 294 de esta Ley, según sea el caso, y 

IV. La solicitud haya sido presentada al tribunal competente. 

Se reconocerá el Procedimiento Extranjero: 

I. Como Procedimiento Extranjero Prinapal, si se está tramitando en el Estado donde el Comerciante 
tenga el centro de sus prindpales intereses, o 

H. Como Procedimiento Extranjero no Prindpal, si el Comerciante tiene en el territorio del Estado del 
foro extranjero un Establedmiento en el sentido de la f raedón VI del mencionado artículo 279. 

Art ículo 297- A partir del momento en que se presente la solicitud de reconodmíento de un 
Procedimiento Extranjero, el Representante Extranjero informará sin demora al juez de: 

I. Todo cambio importante en la situadón del Procedimiento Extranjero reconoddo o en el 
nombramiento del Representante Extranjero, y 

II. Todo otro Procedimiento Extranjero que se siga respedo del mismo Comerciante y del que tenga 
conocimiento el Representante Extranjera 
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Artículo 2 3 8 - Desde la presentación de una solicitud de reconocimiento hasta que se resuelva esa 
solicitud, el juez podrá, a solicitud del visitador, del conciliador o del síndico, quienes actuarán a ínstanda 
del Representante Extranjero y cuando las medidas sean necesarias y urgentes para proteger los bienes del 
Comerciante o tos intereses de toa acreedores, otorgar medidas precautorias, incluidas las siguientes: 

I. Suspender toda medida da ejecución contra tos bienes del Comerciante; 

II. Que ta persona nombrada por al Instituto pueda designar al administrador o ejecutor de todos o de 
parte de tos bienes del Comerciante que s * encuentren en el territorio nacional, para proteger y 
preservar tí valor de aquellos que, por su naturaleza o por circunstancias concurrentes, sean 
perecederos, susceptibles da depredación, o estén amenazados por cualquier otra causa, pudiendo 
dicha designación recaer en el Representante Extranjero, y 

III. Aplicar cualquiera de las medidas previstas en las fracciones III. IV y VI del párrafo primero del 
••• articulo 300 de esta Ley. 

Para la adopción de las medida» precautorias a que se refiere este artículo, se deberán observar, en lo 
que sea procedente, las disposiciones del presente ordenamiento relativas a las medidas precautorias. 

A menos que se prorroguen conforme a lo previsto en la fraedón V del primer párrafo del artículo 300 de 
esta Ley, las medidas otorgadas con arreglo al presarte articulo quedarán sin efedo cuando se dtote una 
resolución sobre la solicitad de reconoclnjento. 

El juez podrá denegar toda medida prevista en el presente artículo cuando esa medida a fede al 
desarrollo de un Procedimiento Extranjero Principal. 

Cuando el Comerciante tenga un establedmiento dentro de la República Mexicana, para solicitar las 
medidas a que se refiere este artículo, taré necesario demandar el reconocimiento del Procedimiento 
Extranjero de que se trate. 

Artículo 2 9 9 - A partir del reconocimiento de un Procedimiento Extranjero Principal: 

I. Se suspenderá toda me<fida de ejecución contra tos bienes del Comerciante, y 

II. Se suspenderá todo derecho a transmitir o gravar tos bienes del Comerciante, así como a disponer 
de algún otro modo.de eso» bienes. 

El alcance, la modificación y la extindón da lo» efecto» de paralizadón y suspensión de que trata el 
primer párrafo de este articulo estarán superitados a 16 establecido en el Capitulo I del Título Tercero de este 
ordenamiento, »obre la suspensión de los procedimientos de ejacudón durante el periodo de Conciliación. 

Artículo 3 0 0 - Desde el reconodmíento de un Procedimiento Extranjero, de ser necesario para proteger 
tos bienes del Comerciante o tos Interese» de los acreedores, el Representante Extranjero podrá instar al 
visitador, al conciliador o al «Indico, para que «oferten al Juez toda medida apropiada, ¡nduidas las siguientes: 

I. Suspender toda medida da ejecución contra tos blene» del Comerciante, en cuanto no se haya 
paralizado con arreglo a la fracción I del primer párrafo del artículo 298 de esta Ley; 
Suspender al ejercido del derecho a transmitir o gravar lo» bienes del Comerciante, asi como a 
disponer de eso» blene» de algún otro modo, en cuanto no ae haya suspendido ese derecho con 
arreglo al anterior articulo 298; 
Disponer la presentación de prueba» o el suministro de información respedo de tos bienes, 
negodoa, derecho», obügadone» o responsabilidad»» del Comerciante; 
Encomendar al Representante Extranjero, al vfcrtador, al conciliador o al «Indico, la administración o 
la realización de todo» o de parta de los bien«» del Comerciante, que se encuentren en el territorio 
nacional; 

Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al primer párrafo del citado artículo 298. y 
Conceder Cualquier otra medida que. conforme a ta legislación mexicana, sea otorgable al visitador, 
al condüador o ai »Indico. 

A partir del reconocimiento de un Procedimiento Extranjero, el Representante Extranjero podrá "instar al 
visitador, al condlíador o al »Indico, para que encomienden tí Representarte Extranjero o a otra persona 
designada por tí Instituto, la distribución da todo» o de parte de tos biene» del Comerciante que se 
encuentren en el territorio nadontí, siempre que tí Juez »e asegure de que lo» intereses de tos acreedores 
domtoaiados en México están suficientemente protegido». 

Al decretar las medidas prevista* en este articulo al representante de un Procedimiento Extranjero no 
Principal, tí Juez deberá augurarse de que la» medida» así acordadas atañen a bienes que, con arreglo á 
las leyes mexicanas, hayan de «ar administrado» en tí marco del Procedimiento Extranjero no Principal o que 
atañen a información requerida en ate Procedimiento Extranjero no Principal. 

II. 

III. 

IV. 

V. 

VI. 



• , A f t í < ! ^ 0 3 0 1 ' ' M C W K * d e r 0 denegar una medida en los términos de ios artículos 298 o 300 de esta Lev 
o al modificar o dejar sin efecto esa medida con base en el tercer párrafo de este articulo, el juez deberá 
asegurase de que quedan debidamente protegidos ios intereses de los acreedores y de otras personas 
interesadas, induido el Comerciante. 

B juez podrá supeditar toda medida decretada con arreglo a ios artículos 298 o 300 de esta Ley a las 
condiciones que juzgue convenientes. 

A instancia del Representante Extranjero o de toda persona afectada por alguna medida decretada al 
r * * " s ° í a í o s artículos 298 o 300, o de oficio, el juez podrá modificar o dejar sin efecto la medida. 
El trámite se hara en la via incidental y con audiencia del visitador, el conciliador o el sindico si los hubiere. 

3 0 2 - A Partif del reconocimiento de un Procedimiento Extranjero, el Representante Extranjero 
estara legitimado para pedir al visitador, conciliador o al sindico, que inicie las acciones de recuperación de 

w, , e n e c e - n 3 1 8 M a s a y d e n u t í d a d d e a c t o 8 celebrados en fraude de acreedores a que se refieren 
el capitulo VI del Título Tercero y los artículos 192 y 193 de la presenta Ley. 

Art ículo 303.- Desde el reconocimiento de un Procedimiento Extranjero, el Representante Extranjero 
poora ser autorizado para intervenir en los procedimientos a que se refieren los artículos 83 y 84 de 
este ordenamiento. 

Capitulo IV 

De la cooperación con tribunales y representantes extranjeros 

»i Z ^ X Z ? 1 0 5 a s u n t o s i n d i c a d o s e n e l ^ » l o 278 de esta Ley. el juez, el visitador, el conciliador o 
e i s naco, deberán cooperar, en el ejercicio de sus funciones y en la medida en que sea posible, con los 
tnburales y representantes extranjeros. . 

Ei juez, el visitador, el conciliador o el sindico, estarán facultados, en el ejercicio de sus funciones, para 
comunicación directa sin que sean necesarias cartas rogatorias u otras formalidades con los 

tribunales o los representantes extranjeros. 

' r n ^ ^ l ! 0 5 ' " u , C O O p e r a 6 ó n de la que se trata en el artículo 304 podrá ser puesta en práctica por 
cualquier medro apropiado, y en particular mediante: 

I- ^ n o m b r a m i e n t o de una persona o de un órgano para que actúe bajo la dirección del juez, del 
conciliador, del visitador o del sindico; 

II La comunicación da información por cualquier medio que el juez, el visitador, ei conciliador o el 
s inoco, consideren oportuno; 

«I. La coordinación de la administración y la supervisión de tos bienes y negocios de! Comerciante; 
I V" ° 18 a p f i c a d ó n * * 1 0 8 frfcurales de tos acuerdos relativos a la coordinación de tos 

procedimientos, y 

V. U» coordinación de los procedimientos que se estén siguiendo simultáneamente respecto de un 
mismo Comerciante. 

Capitulo V 

De los procedimientos paralelos 

p n « ^ ' l 3 ^ " L o * e f e c t o a 0 8 1 reconocimiento de un Procedimiento Extranjero Principal y la constitución 
? L C ^ r S 0

1
m e ^ m t ' 1 a m C o m e r c í a n t e extranjero, respecto dél establecimiento que tenga en la 

V ' « e f e c t o s del reconocimiento de un Procedimiento Extranjero Principal, respecto de 
c l ^ J ^ T q ten9a b t e f t e s d e n t r o ^ , a República Mexicana, se limitarán al establecimiento del 
to^TS^ ^ T T d e m r ° * 1 3 R e p ü b l i c a y ' « 1 1 3 ^ " e r i d a para la puesta en práctica de 

coordinación previstas en tos artículos 304 y 305.de la presente Ley, a otros bienes del 
Comerciante que, con arreglo al derecho mexicano, deban ser administrados en este procedimiento. 

P r o ^ ^ Ü f p ^ f " 8 ^ 0 5 6 " 9 , é n « r a " * 8 " 1 1 0 simultáneamente y respecto de.un mismo Comerciante un 
s u H S ^ ^ n f 0 y " n P ^ ^ e n t o con arreglo a ésta Ley. el juez procurará colaborar y coordinar 
n ^ ^ ^ t e ^ S ^ C O n f w m e a 10 d ' ^ e s t o en tos artículos 304 y 305 de la 

i ^ ^ ^ T ^ 0 ^ S " * 0 611 M ó x i c o esté en curso en el momento de presentarse la solicitud 
de reconocimiento del Procedimiento Extranjero: 

a) Toda medida otorgada con arreglo a tos anteriores artículos 298 o 300 deberá ser compatible 
con el procedimiento seguido en México, y 

b > o l r e c ® n o ^ r s e el Procedimiento Extranjero en México como Procedimiento Extranjero 
rnnapa l , el artículo 306 de esta Ley no será aplicable: 

II. Cuando el procedimiento seguido en México se inicie tras el reconocimiento, o una vez presentada 
la solicitud de reconocimiento del Procedimiento Extranjero: 

a) Toda medida que estuviera en vigor con arreglo a los mencionados artículos 298 o 300 será 
reexaminada por el juez y modificada o revocada en caso de ser incompatible con el 
procedimiento en México, y 

b) De haberse reconocido el Procedimiento Extranjero como Procedimiento Extranjero Principal, 
la paralización o suspensión de que se trata en el primer párrafo del citado artículo 298 sera 
modificada o revocada con arreglo al segundo párrafo del artículo 298 en caso de ser 
incompatible con el procedimiento abierto en México, y 

III. Al conceder, prorrogar o modificar una medida otorgada a un representante de un Procedimiento 
Extranjero no Principal, el juez deberá asegurarse de que esa medida afecta a bienes que con 
arreglo al derecho mexicano, deban ser administrados en el Procedimiento Extranjero no Principal, o 

- concierne a información requerida para ese procedimiento. 

Ar t ícu lo 308.- En tos casos contemplados en el anterior artículo 298, cuando se siga más de un 
Procedimiento Extranjero respecto de un mismo Comerciante, el juez procurará que haya cooperación y 
coordinación con arreglo a lo dispuesto en los artículos 304 y 305 de esta Ley, y serán aplicables las 
siguientes reglas: 

I. Toda medida otorgada con arreglo a tos citados artículos 298 o 300 a un representante de un 
Procedimiento Extranjero no Principal, una vez reconocido un Procedimiento Extranjero Principal, 
deberá ser compatible con este último; 

II. Cuando un Procedimiento Extranjero Principal sea reconocido tras el reconocimiento o una vez 
presentada la solicitud de reconocimiento de un Procedimiento Extranjero no Principal, toda medida 
que estuviera en vigor con arreglo a tos mencionados artículos 298 o 300 deberá ser reexaminada 
por el juez y modificada o dejada sin efecto en caso de ser Incompatible con el Procedimiento 
Extranjero Principa!, y 

III. Cuando, una vez reconocido un Procedimiento Extranjero no Principal, se otorgue reconocimiento a 
otro Procedimiento Extranjero no Principal, el juez deberá conceder, modificar o dejar sin efecto toda 
medida que proceda para facilitar la coordinación de los procedimientos. 

Ar t ícu lo 309.- Salvo prueba en contrario, el reconocimiento de un Procedimiento Extranjero Principal haré 
presumir, que el Comerciante ha incurrido en incumpfimiento generalizado de sus obligaciones a tos efectos 
de la apertura de un procedimiento con arreglo a esta Ley. 

Ar t ícu lo 310.- Sin perjuicio de tos derechos de tos titulares de créditos con privilegio especial, con 
garantía real o de tos derechos reales, un acreedor que haya recibido un cobro parcial respecto de su crédito 
en un procedimiento seguido en un Estado extranjero, con arreglo a una norma relativa a la Insolvencia, no 
podrá recibir un nuevo dividendo por ese mismo crédito en un procedimiento de insolvencia que se siga con 
arreglo a esta Ley.respecto de ese mismo Comerciante, en tanto que e l dividendo recibido por los demás 
acreedores de la misma categoría sea proporcionalmente inferior al cobro ya recibido por el acreedor. 

T Í T U L O DÉCIMO TERCERO 

Del Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles 

Capítulo I 

De ta Naturaleza y Atribuciones 

Art icu lo 311.- Se crea el Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, como órgano 
auxiliar dél Consejo de la Judicatura Federal, con autonomía técnica y operativa, con las atribuciones 
siguientes: 

I. Autorizar la inscripción en ei registro correspondiente a las .personas que acrediten cubrir los 
requisitos necesarios para la realización de las fundones de visitador, conciliador y sindico en los 
procedimientos de concurso mercantil; 

II. Constituir y mantener tos registros de visitadores, condSadores y síndicos; 

III. Revocar, en los casos en tos que conforme a esta Ley proceda, la autorización para la realización de 
las funciones de visitador, condliador y sindico en los procedimientos de concurso mercantil; 

IV. Designar a las personas que desempeñarán las fundones de visitador, conciliador y síndico en cada 
concurso mercantil, de entre las inscritas en tos registros correspondientes; 

V. Establecer mediante dtsposidones de aplicadón general, los procedimientos aleatorios para la 
designaaón de los visitadores, conciliadores o síndicos; 

VI. Elaborar y aplicar los procedimientos públicos de selección y adualización para la autorización de 
visitador, condliador o sindico, debiendo publicar previamente en el Diario Of ic ial de la 
Federación, tos criterios correspondientes; 



m 

V " ' K t ^ o s a u í S e n ^ ^ ! * T T * * " ' ° S « n < * * d o r < * V «índicos, por •OS servíaos que presten en los procedimientos de concurso mercantil' 

ssssss^^ss?que reaton vi5itadores' ̂ ^ y ^ « * 
¡ X- ^ S S S S S S i a C t U a , M C t ó n 1 1 6 , 0 S y síndicos, inscritos en «os 

X Realizar y apoyar anélisis, estudios e investigaciones relacionados con sus funciones; 

a S a U y ? ° b j e , Í V 0 S V * disposiciones que expida conforme 

XII. Elaborar y dar a conocer estadísticas relativas a los concursos mercantiles; 

X ' " - S ^ X v ^ r y l c f ^ S ^ - ' 1 3 8 ^ 6 1 * * « o - señaladas en 

XIV. Informar semestralmente al Congreso de la Unión sobre eí desempeño de sus fundones, y 
AV. Las demás que le confiera esta Ley. 

S S S S S S H S 
situaciónTS^r^SSS!^ aCUdir ame el ^ - 3U " 
fecha J e ' Í T ^ ' ^ ^ ^ f r ^ r d e 1 0 8 ^ d í * naturales siguientes a la 

C ^ r c S . ^ ^ S j ^ ^ ^ ^ - - condüador que el 

Capítulo I I 

De ta organización 

¿^¿SZSZiSZSrS£S£!£T" - - - a 

« • s r s s s s s : 

Art ículo 316.- Los miembros de la.Junta Directiva deberán cumplir con los requisitos siguientes' 
i. Ser audadano mexicano en pleno ejercido de sus derechos; 
H- Ser de reconodda probidad; 

I«- Haber desempeñado, en materia administrativa, contable económica finandera o kwi<t¡n 
Ley, cargos de alta r e s p o ^ a b S , £ 2 ? 

docentes o de investigación, por lo menos durante siete años- « « « » ' a . acuyioaoes 

I V ' S ^ í ^ ^ 0 ^ j 3 " 1 6 Z T * * e * c u t o r i a d a delito intencional que merezca pena 

V ' i i S n ^ ° Z Z * ™ * ' , e n c r * * « - « > dentro del cuarto grado por 
P ° r ° P a r 8 n t e S C 0 d v ü 0 0 0 « " H " * miembro de la Juma 

VI. No tener litigios pendientes contra el Instituto. 

« » le f a f e r e l S S ^ a K í s w S d í " 8 5 8 ^ ^ ^ e n — c a r g o el tiempo 

de * ' a ^ D i r e C t l V a $ 0 t a m e r i t e * » * * * r e m - i d o s ^ n d o ocurra alguna 

j- Por incumplimiento de sus funciones o negligencia en e l desempeño de las mismas-

" £ ¿ ¡ ? E ¡ ? m e m a ' o ^ ^ ^ el correcto e ^ r c t ó o de sus func iones durante más 

ni. 

IV. 

El desempeño de algún empleo, cargo o comisión, distinto de los previstos en el artículo 320 
de esta Ley; 

Dejar de ser ciudadano mexicano o de reunir alguno de los requisitos señalados en la fraedón IV del 
artículo 316 de esta Ley; 

V. No cumplir tos acuerdos de la Junta Diredíva o actuar deliberadamente en exceso o defedo de sus 
atribudones; 

VI. Utilizar, en beneficio propio o de terceros, la Información confidencial de que disponga en razón de 
su cargo, o divulgar la mencionada información sin la autorización de la Junta Directiva; 

Vi l . Someter a la conslderadón da la Junta Directiva, informadón falsa teniendo conocimiento de edo. y 

VIH. Ausentarse de sus labores por más de anco días sin autorizadón de la Junta Diredíva o sin mediar 
causa de fuerza mayor o motivo justificado. La Junta Directiva no podrá autorizar ausencias por más 
de tres meses consecutivos o acumulados en un año calendario. 

Ar t ícu lo 319.- Compete al Consejo de la Judicatura Federal dictaminar sobre la existenda de las causas 
de remoaón señaladas en el articulo inmediato anterior, pudiendo hacerlo a solicitud de cuando menos dos 
de los miembros de la Junta Directiva del Instituto. 

Ar t ícu lo 320.- Los miembros de la Junta Directiva no podrán durante el tiempo de Su encargo, aceptar o 
ejercer ningún otro empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados de caráder docente o en 
mstituaones de aslstenaa sodai públicas o privadas. 

Ar t ícu lo 321.- La Junta Oirediva tiene las facultades indelegables siguientes; 

I. Emitir las reglas de caráder general a que se refiere la presente Ley; 

II. Aprobar la estructura administrativa básica del Instituto así corno, en su caso, las sedes de las 
delegaaones regionales; 

Aprobar los manuales de organización y de procedimientos, y en general la normativa intema del 
Instituto; 

1 1 1 . 

IV. Evaluar periódicamente las actividades del Instituto; 

V. Requerir la informadón necesaria ai Díredor General del Instituto para llevar a cabo sus actividades 
de evaluación; 

VI. Nombrar al secretario de la Junta Directiva, de entre los servidores públicos del Instituto de mayor 
jerarquía conforme a su reglamento interior, y 

VII. Resolver los demás asuntos que el Díredor General del Instituto o cualquier miembro de la propia 
Junta Directiva, considere deban ser aprobados por la misma. 

Ar t ícu lo 322.- Las sesiones ordinarias de la Junta Directiva se verificarán cuando menos cada tres 
meses, sin perjutóo de que puedan convocarse por el Director General del Instituto o mediante solicitud que 
a éste formulen por lo menos dos de los miembros de la Junta Directiva, cuando estime que hay razones de 
importancia para ello. 

Ar t ícu lo 323.- La Junta Directiva sesionará válidamente con la asistenaa de cuando menos tres de sus 
miembros. Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes y el Díredor 
General del Instituto tendrá voto de calidad en caso de empate. 

Ar t ícu lo 324.- B Diredor General del Instituto tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Administrar el Instituto; 

II. Representar al Instituto; 

III. Cumplir y hacer cumplir les resoluciones que tome la Junta Directiva y publicarlas cuando proceda; 

IV. Designar al personal del Instituto; 

V. Someter a la aprobación de la Junta Directiva, la propuesta de estructura administrativa básica del 
Instituto, asi como el establedmiento y las sedes de las delegaaones regionales; 

VI. Someter a consideración de la Junta Diredíva, los programas, asi como las normas de organlzadón 
y funcionamiento del Instituto, y 

Vi l . Las demás que le confieran esta Ley y otros ordenamientos. 

Capitulo I I I 

De los visitadores, conciliadores y síndicos 

Art ículo 323.- Las personas Interesadas en desempeñar las fundones de visitador, condliador o sindico 
en los procedimientos de concurso mercantil, deberán solicitar al Instituto su inscripción en el registro 
respedivo, de conformidad con las disposidones previstas en este Capitulo. 
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III 

IV. 

Art icu lo 326.- Para ser registrado como visitador, conciliador o sindico, las personas interesadas deberán 
presentar por escrto su solicitud al Instituto, con los documentos que acrediten el cumplimiento de los 
requisitos estableados en las fracciones siguientes: 

I. Tener experiencia relevante de cuando menos cinco años, en materia de administración de 
empresas, de asesoría financiera, jurídica o contable; 

II. No desempertar empleo, cargo o comisión en la Administración Pública, ni ser parta de los Poderes 
Legislativo o Judicial, en cualquiera de ios tres ámbitos de gobierno; 
Ser de reconocida probidad; 

Cumpfir con los procedimientos de selección que le apSque e l Instituto, asi como los procedimientos 
de actuateactón que determine el mismo, y 

V ü ^ f S k k L ' c o n d w a d 0 mediante sentencia ejecutoriada, por delito intencional que merezca pena 
^ r ^ l ™ inhabilitado para empleo, cargo o comisión en el servicio púbBco, el sistema financiero, o 
para ejercer el comercio. 

los S s ^ T L T ^ " ^ 8 " 0 0 , 1 1 0 5 r e ( , u i s ¡ , o s »«Wados « este articulo, serán inscritas por el Instituto en 
r e 9 ' $ , r o s d e A d o r e s , conciliadores o síndicos, previo pago de lo» derechos correspondientes. 

c 0 n d i M w e 8 0 8 f n d i c o a caucionar su correcto desempeño en 

través d e d i s p o s t ó o n e s ^ c a r t c t e r g e t w r a l ' d e 8 Í S n 8 d ° 8 ' * * ^ ^ 6 1 ' n 8 t Í t U t o - 3 

concurso'mercaíitíi i l ? P ° d f é n a c t u a r 0 0 , 7 1 0 visitadores, conciliadores o síndicos en el procedimiento de 
( S e que se trate, las personas que se encuentren en alguno de los siguientes supuestos: 

S M i S ^ J 0 " f U b Í n a 0 c o n c u b í n a r i o 0 P a r i e n t e dentro del cuarto grado por consanguinidad o 
def ! r 3 ' d e l C o m 6 r d a n t 8 «^¡eto a concurso mercantil, de alguno de sus «creedores o 

| u w a m e «» cual se desarrolle el procedimiento; 

ó r o a n ^ £ " T " 8 - 8 r t u a d 6 n 8 <*ue 3 6 f e f i e r 9 13 ^«cción anterior respecto da tos miembros de los 

° P e r S O n a a u t o r i z a d a - d a l C 0 ™ " * " * « o dé cualquiera de sus acreedores, 

¡ S S ^ P ^ m 3 n t e n k 3 ° d u r a n , a 1 0 1 W » ™ » e s inmediatos anteriores a su designación, 
d u r a r á ^ T 0 0 0 " Comerciante o alguno de tos acreedores, o prestaría o haberte prestado 
s ^ b o r d i n a d ó T ™ P e r t ° d ° ' profesionales independientes siempre que éstos Impliquen 

S l e * d S i j S T l K l 0 r ° Í " q U Í , Í n 0 d e l C o m a r d ' i m 8 0 »&<»» acreedores, en el proceso al cual 

d t í c L ü Ü ^ Í * 0 ? ° ' n d i r e c í 0 6 1 c o n c u r e o mercantil o ser amigo cercano o enemigo manifiesto 
"e i «-omercante o de alguno de sus acreedores. 

^ .ncompat ibHidad a que se refiere la fracción VI, será de Ubre apreciación judicial. 

previstos e n T a r i ^ n í ^ 5 ' ^ ^ " ° 8 , n d i C M * * " " e n c u a r , t f e f l w a !9U f*> * tos supuestos 
administrativas a u « ^ . » ¡"' ««usa rse ; de lo contrario quedarán sujetos a las sanciones 
determine el i n S L T T Í ? ^ ^ * * « ^ r m i d a d con la presente Ley y de aquellas que al efecto 
acreedor o i n t e i w ^ i f . T * ' ^ ^ el juez de oficio, o bien el Comerciante o cualquier 
momento en que w ^ * M n d u c t o M P u * d a n * ^ sustitución en el cargo, desde el 
Puedan incumV * 1 3 « .ponsabi l idad pena, en que 

v i s i t a d o r , ^ r ^ a d ^ ' r , 8 ' i * ? " * 0 ^ q U® W d a d o 0 1 Procermente se diera un impedimento superveniente, el 
serán aplicables l a T . I d ® b e r á h a o e r t o M « « c i m i e n t o inmediato del Instituto; en caso contrario, le 

las sancones jurídicas a que se refiere e l articulo anterior, 
t n toco caso el vichar* 

anterior, deberá p e r m T ^ c o n c ü i a d o r 0 s l r K Ü C 0 ubique en «1 supuesto previsto en el párrafo 
deba sustituirlo d e W ^ T ^ " * * 8 j e r c i c i o f u n d o n e * h « * « en tanto se designa, en su caso, a quien 
los bienes del C o m , , entref l3 d e •« información y documentos a tos que haya tenido acceso y de 

Ar t i cu lo 3 3 ? ^ ^ y a tenkto en su poder con motivo de s u . fondonas, 

impedimento leoai a H 2 2 ? * ' C o n c i l i a d o r * sindico sólo podrán excusarse de su designación cuando exista 
evitar daño al p r o c e d i ó ! 0 3 0 3 3 8 u f i d e n t e a i " 1 ' « 0 ^ instituto quien deber* resolver de inmediato a fin de 

procedimiento concurse!. 

III. 
IV. 

VI. 

DIARIO Q- iC IAL Viernes 12 de mayo de 2000 

Art ículo 332.- Son obligaciones del visitador, conciliador y sindico, las siguientes: 
I. Ejercer con probidad y diligencia las fundones que la presente Ley les encomienda, en los plazos 

que la misma establece; 

II. Supervisar y vigilar ei conecto desempeño de las personas que tos-auxilien en la realizadón de sus 
fundones; 

III. Efectuar las aduadones procesales que les impone esta Ley. en forma clara y ordenada, poniendo 
a disposidón de cualquier acreedor interesado y del Comerdarrte la informadón relevante para su 
formuladón. a costa del acreedor que haya efectuado la solicitud por escrito que corresponda; 

IV. Rendir ante el juez cuentas de su gestión con la periodiadad estableada en esta Ley; 
V. Guardar la debida confidencialidad respecto de secretos industriales, procedimientos, patentes y 

marcas, que por su desempeño lleguen a conocer, en términos de lo previsto en la legislación 
aplicable a propiedad industrial e intelectual, asi como el sentido de las aduadones procesales que 
en términos de la presente Ley se encuentre obligado a efectuar; 

VI. Abstenerse de divulgar o utilizar en benefido propio o de terceros, la informadón que obtenga en el 
ejerdcio de sus fundones; 

Vi l . Brindar al Instituto toda dase de fadl idades para la inspecdón y supervisión del ejercicio de sus 
fundones; 

VIII. Cumplir con las disposidones de caráder general que emita el instituto, y 
IX. Cumplir con las demás que ésta u otras leyes establezcan. 
Ar t ícu lo 333.- El visitador, condliador y el sindico, asi como sus auxiliares, tendrán derecho al cobro de 

honorarios por la realización de las funciones que esta Ley les encomienda. El régimen aplicable a tos 
honorarios será determinado por el Instituto mediante reglas de carácter general, de conformidad 
con lo siguiente: 

I. Serán contra la Masa y se considerarán créditos en contra de la misma; 
II. Se pagarán en tos términos que determine el Instituto, y a 

III. Serán acordes con las condidones del mercado laboral y tendientes a lograr la inscripdón de 
personas idóneas y debidamente calificadas para el desempeño de sus fundones en el registro a 
que se refiere el Capitulo siguiente. 

En todo caso, la remuneración del conciliador y del sindico estará vinculada a su desempeño. 

Capítulo IV 
Del registro de los visitadores, conciliadores y síndicos 

Ar t icu lo 334.- El Instituto mantendrá un registro actualizado de visitadores, conciliadores y síndicos, 
diferendados según las categorías que al efecto determine medíante disposidones de carácter general. 

Solamente podrán fungir como visitadores, condliadores o síndicos, las personas que se encuentren 
Inscritas en el registro correspondiente, salvo lo dispuesto en los artículos 147 y 174 de esta Ley. 

Art ículo 335.- La designaaón de visitadores, condliadores y sindicos para procedimientos de concurso 
mercantil se efectuará mediante los procedimientos aleatorios que determine el Instituto a través de 
disposidones de caráder general. 

Ar t ículo 336.- El Instituto podrá imponer como sanción administrativa a los visitadores, conciliadores y 
sindicos. según la gravedad de la infracdón cometida a lo dispuesto en esta Ley, amonestación, la 
suspensión temporal o la cancelación de su registro. 

Ar t ícu lo 337.- B Instituto podrá determinar la canceladón del registro de visitadores, conciliadores o 
sindicos. cuando: 

I. No desempeñen adecuadamente sus fondones; 
II. No cumplan con alguno de tos procedimientos de adualización que aplique el Instituto; 
III Sean condenados mediante sentencia ejecutoriada, por delito intendonal que merezca pena 

corporal, o sean inhabilitados para empleo, cargo o comisión en el servido público, el sistema 
finandero, o para ejercer el comercio; 

IV. Desempeñen empleo, cargo o comisión en la Administradón Pública, o sean parte de los Poderes 
Legislativo o Judicial en cualquiera de tos tres ámbitos de gobierno; 

V. Rehúsen el desempeño de las fundones que le sean asignadas en términos de esta Ley 
en algún concurso mercantil al que hayan sido asignados sin que medie causa sufidente a juicio del 
Instituto, o " 

VI. Hayan sido condenados por sentenda ejecutoriada al pago de daños y perjuicios derivados de algún 
concurso mercantil al que hayan sido asignados. 

Art ículo 338.- La Junta Directiva del Instituto resolverá sobre la amonestación, la suspensión temporal o 
la canceladón del registro de los visitadores, condliadores y síndicos, dando audiencia al interesado. Contra 
la resoludón que d ide la Junta Directiva no procederá recurso alguno. 
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TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Of ic ial de . la 
Federación. 

SEGUNDO.. Se abroga la Ley de Quiebras y de Suspensión de Pagos publicada en el Diar io Of ic ial de 
la Federación el día 20 de abnl de 1943. y se derogan o modifican todas las demás disposiciones legales 
que se opongan a lo dispuesto en esta Ley. 

TERCERO.- Las referencias que otras leyes y disposiciones hagan al estado o a los procedimientos de 
quiebra y de suspensión de pagos,.se entenderán referidas al concurso mercantil. 

CUARTO.- Las entidades de la administración pública paraestatal que no estén constituidas como 
sociedades mercantiles no serán declaradas en concurso mercantil. 

l a s instituciones y sociedades mutualistas de seguros, las instituciones de fianzas, las de reaseguro y 
las de «afianzamiento, se regirán por lo dispuesto en sus leyes especiales. 

QUINTO.- Los procedimientos de quiebra y de suspensión de pagos que hubiesen sido iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, continuarán rigiéndose por la Ley de Quiebras y de 
Suspensión de Pagos publicada en el Diarlo Of ic ial de la Federac ión el día 20 de abril de 1943. 

SEXTO.- Dentro de los treinta dias naturales siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, deberá 
instalarse el Instituto y dentro de los sesenta dias naturales siguientes a su instalación deberá expedir las 
disposiciones reglamentarias previstas en la misma. 

En caso de que se presente alguna solicitud o demanda para la declaración del concurso mercantil de un 
Comerciante sin que se haya cumplido con lo dispuesto en el primer párrafo de este articulo, dicha solicitud o 
demanda quedará suspendida hasta que se haya concluido la instalación del Instituto y se hubiese emitido la 
reglamentación correspondiente. 

SÉPTIMO.- La designación de los miembros de la Junta Directiva del Instituto se hará dentro de los treinta 
dias naturales siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley. La Junta Directiva deberá entrar en 
funciones dentro de los cinco diás naturales siguientes a la designación de sus miembros. 

El periodo del primer Director General del Instituto concluirá el 31 de diciembre del año 2003. Los 
periodos de los cuatro primeros vocales, concluirán el 31 de diciembre del año 2000, 2002, 2004 y 2006, 
respectivamente. 

OCTAVO.- Lo dispuesto en el articulo 87 sólo se aplicará a las estipulaciones que se incluyan en 
contratos celebrados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

NOVENO.- Dentro de los 5 años siguientes a su entrada en vigor, la presente Ley no se aplicará a los 
Comerciantes que, a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, tengan un pasivo que, computado como la 
suma del valor nominal de cada crédito a la fecha de su contratación, no exceda de su equivalente a 
quinientas mil UDIs, salvo que voluntariamente y por escrito acepten someterse a esta Ley. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se.reforma el articulo 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
para quedar como sigue: 

Ar t icu lo 88.- Para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura Federal contará con los 
siguientes órganos: el Instituto de la Judicatura, la Visitadurla Judicial, la Contralorla del Poder Judicial de la 
Federación, el Instituto Federal de Defensoria Púbtica y el Instituto Federal de Especialistas de Concursos 
Mercantiles en los términos que establece la Ley de Concursos Mercantiles. 

Con excepción del Director General del Instituto Federal de Defensoria Pública y de los miembros de la 
Junta Directiva del Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, cuyos requisitos para ser 
designados se mencionan en las leyes de la materia correspondientes, los demás titulares de los órganos del 
Consejo de la Judicatura Federal deberán tener título profesional legalmente expedido, afín a las funciones 
que deban desempeñar, experiencia mínima de cinco años, gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito intencional con sanción privativa de libertad mayor de un año. Los órganos contarán 
con el personal que fije el presupuesto. 

TRANSITORIO 

ARTÍCULO ÚNICO.- La reforma al articulo 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diar io Of ic ia l de la Federación. 

México, D.F., a 27 de abril de 2000.- Dip. Francisco J o s é Paol i Bol lo, Presidente.- Sen. Enr ique 
González Pedrero. Vicepresidente en funciones.- Dip. Marta Laura Carranza Aguayo. Secretario.-
Sen. Raúl Juárez Valencia, Secretario - Rúbricas". 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción l del Articulo 89 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los ocho días del mes de 
mayo de dos mil.- Ernesto Zedi l lo Ponce de León.- Rúbrica.- El Secretario de • Gobernación, D lódoro 
Carrasco Altamírano - Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan d¡versal disposición« de la Ley General de Titulo! >• 
Operación« de Crédito, del Código de Comercio y de la Ley de institocionei de Crédito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ERNESTO ZEDILLO PONCE DE LEON, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMAN. ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y 
OPERACIONES DE CREDITO, D a CODIGO DE COMERCIO Y DE LA LEY DE INSTITUCIONES 
DE CREDFTO. 

ARTICULO PRIMERO.- Se ADICIONAN las siguientes disposiciones a la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito; Sección Séptima, artículos 346. 347 , 348, 349, 350. 351, 352 , 353, 354, 
355, 356, 357, 358, 359, 360, 361, 362, 363, 364, 365. 366 , 367, 368, 369, 370, 371, 372, 373, 
374, 375, 376, 377, 378, 379 y 380 del Título Segundo, Capitulo IV, con lo cual se recorrerán los 
actuales artículos 346 al 359, para quedar como artículos 381 al 394; asimismo, se adiciona la Sección 
Segunda, del Título Segundo, Capítulo V con los artículos 395 , 396, 397, 398, 399, 400 . 401, 402, 
403, 404, 405, 406, 407, 408, 409, 410, 411, 412, 413 y 414; se REFORMAN los artículos 341 
segundo párrafo, 383 segundo párrafo y 392 fracción VII, y se DEROGA el párrafo tercero del articulo 
341, para quedar como sigue: 

Artículo 341.-

El juez correrá traslado de. inmediato al deudor de dicha petición, notificándole que contará con un 
plazo de quince días, contados a partir da la petición del acreedor, para oponer ias defensas y 
excepciones que le asistan a efecto de demostrar la improcedencia de la misma, en cuyo caso, el juez 
resolverá en un plazo no mayor a diez días. Si el deudor no hace valer este derecho, el ¡uez autorizará la 
venta. En caso de notoria urgencia, y bajo la responsabilidad del acreedor que determine el juez, éste 
podrá autorizar la venta aun antes de hacer la notificación al deudor. 

Párrafo tercero.- (Se deroga) 

TITULO SEGUNDO 

Sección Séptima 

De la prenda sin transmisión de posesión 

Articulo 346.- La prenda sin transmisión de posesión, constituye un derecho real sobre bienes 
mueblas que tiene por objeto garantizar el cumplimiento de una obligación y su preferencia en el pago, 
conservando el deudor la posesión material de tales bienes. Excepcionalmente, podrá pactarse que el 
acreedor o un tercero tenga la posesión material de los bienes pignorados. 

En cualquier caso, el proceso da ejecución de la garantía se sujetará a lo establecido por el Título 
Tercero Bis del Código de Comercio. 

Artículo 347.- Los contratos mediante los cuales se documente la constitución de garantías a través 
da la prenda sin transmisión de posesión, serán mercantiles para todas las partes que intervengan en 
ellos. Se exceptúan aquellos actos que se celebren entre dos o más personas físicas que no tengan el 
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carácter de comerciantes en los términos del Código de Comercio, así como aquellos actos que, de 
conformidad con el mismo, no se reputen como actos de comercio. 

En las controversias que se susciten con motivo de la prenda sin transmisión de posesión, se estará a 

lo dispuesto por los artículos 1049 y 1050 del mencionado Código. 

Articulo 348.- El importe de la garantía podrá ser una cantidad determinada al momento de la 

constitución de la garantía o determinare al momento de su ejecución. 

Salvo pacto en contrario, la garantía incluirá los interesas ordinarios y moratorios estipulados en el 

contrato respectivo y los gastos incurridos en el proceso de ejecución. 

Artículo 349 - Cuando el deudor esté facultado para hacer pagos pa'dales, la garantía sa reducirá 
de<de luego y de manera proporcional con raspee» de los pagos realizados, si ésta recae sobre vanos 
objetos o éstos son cómodamente divisibles en razón de su naturaleza jurídica, sin reduor su valor, y 
siempre que los derechos del acreedor queden debidamente garantizados. 

Artículo 350 • En caso de que el deudor se encuentre sujeto a un proceso concursal, los créditos a su 
caroo garantizados mediante prenda sin transmisión de posesión, serán exigibles desde la facha de la 
declaración y seguirán devengando los intereses ordinarios estipulados, hasta donde alcance la respectiva 
garantía. 

Articulo 3 5 1 , En caso de concurso o quiebra del deudor, los bienes objeto de prenda sin transmisión 
de posesión que existan en la masa, podrán ser ejecutados por el acreedor prendarlo, m e d i a n t e l 3 a C C ' Ó n 

que corresponda conforme a la ley de la materia, ante el juez concursal, el cual deberá decretar, s,n mas 
trámite, la ejecución solicitada. 

Si hubiera oposición, el litigio se resolverá por la vía incidental. La resolución que el juez dicte, haya 
habido o no litigio, sólo será apelable en el efecto devolutivo. 

Artículo 3 5 2 - Podrá garantizarse con prenda sin transmisión de posesión cualquier obligación, con 
independencia de la actividad preponderante a la que se dedique el deudor. 

Artículo 363.- Pueden ser dados en prenda sin transmisión de posesión, toda clase de derechos y 

bienes muebles. 

No podrá constituirse prenda ordinaria u otra garantía, sobre los bienes que ya se encuentren 

pignorados con arreglo a esta Sección Séptima. 
Artículo 354.- Los b,enes pignorados deberán identificarse, salvo el caso en que el deudor dé en 

prenda ^ transmisión de posesión a su acreedor todos los bienes muebles que u t , l „ * para -a real.zacón 
de su actividad preponderante, en cuyo caso éstos podrán identificarse en forma genénca. 

Artículo 356.- Podrán darse en prenda sin transmisión de posesión los bienes muebles siguientes: 

I . Aquellos bienes y derechos que obren en el patrimonio de, deudor al momento de otorgar «a prenda 

sin transmisión de posesión, incluyendo los nombres comerciales, las marcas y otros derechos. 

„ Los de naturaleza igual o semejante a los señalados en la fracción anterior, que adquiera el deudor 

en fecha posterior a la constitución de la prenda sin transmisión de poses.ón; 

„1. Los bienes que se deriven como frutos o productos futuros, pendientes o ya obtenidos, de los 

mencionados en las fracciones anteriores: 

IV. Los bienes que resulten de procasos de transformación de los bienes antes señalados, y 

V . Los bienes o derechos que el deudor reciba o tenga derecho a recibir, en pago por ^ l ^ ó n a 
terceros de los bienes pignorados a que se refiere este articulo o como .ndemnizac.ón en caso de danos o 
destrucción de dichos bienes. 

Artículo 3 5 6 , El deudor prendario, salvo pacto en contrario, tendrá derecho a: 

Hacer uso de los bienes pignorados, asi como combinarlos con otros y 
de otros bienes, siempre y cuando en estos dos últimos supuestos su valor no d.sm.nuya y los bienes 
producidos pasen a formar parte de la garantía en cuestión; . ,. 

II. Percibir y utilizar los frutos y productos de los bienes pignorados, y 
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81. Enajenar los bienes pignorados, en el curso normal de su actividad preponderante, en cuyo caso 
cesarán los efectos de la garantía prendaria y los derechos de persecución con relación a tos adquirentes 
de buena fe, quedando en prenda los bienes o derechos que el deudor reciba o tenga derecho a recibir en 
pago por la enajenación de los referidos bienes. 

B derecho otorgado al deudor para vender o transferir, en el curso ordinario de sus actividades 
preponderantes, los bienes pignorados quedará extinguido desde el momento en que reciba notificación 
del inicio de cualquiera de los procedimientos de ejecución en su contra, previstos en el Libro Quinto, 
Título Tercero Bis del Código de Comercio. En caso de que los bienes pignorados representen más del 
8 0 % de los activos del deudor, éste podrá enajenarlos en el curso ordinario de sus actividades, con la 
previa autorización del Juez o del acreedor, según sea el caso. 

Artículo 357. - Para efectos de lo dispuesto en los artículos 355 y 356 . las partes daberán convenir, al 
celebrar el contrato de prenda sin transmisión de posesión: 

I. En su caso, los lugares en los que deberán encontrarse los bienes pignorados; 

II. Las contraprestaciones mínimas que deberá recibir el deudor de su contraparte, por Ib venta o 
transferencia de los bienes pignorados; 

III. Las características o categorías que permitan identificar a la persona o personas, o a estas últimas 
de manera específica, a las que el deudor podrá vender o transferir dichos bienes, asi como el destino 
que el deudor deberá dar al dinero, bienes o derechos que reciba en pago, y 

IV. La información que el deudor deberá entregar al acreedor sobre la transformación, venta, o 
transferencia de los mencionados bienes. 

En caso de incumpl imiento a las estipulaciones convenidas con base en este articulo, el crédito 
garantizado con la prenda sin transmisión da posesión se tendrá por vencido anticipadamente. 

Art iculo 358. - No obstante que el deudor dé en prenda sin transmisión de posesión a su acreedor 
todos los bienes muebles que uti l ice para la realización de sus actividades preponderantes, el deudor 
podrá dar en garantía a o t ros acreedores, en los términos previstos en esta Sección Séptima, los bienes 
que adquiera con los recursos del crédito que le otorguen ios nuevos acreedores. 

En este supuesto, ei primer acreedor seguirá teniendo preferencia para el pago de su crédito sobre 
todos los bienes muebles que el deudor le haya dado en prenda sin transmisión de posesión, frente a 
cualquier acreedor, con excepción de los bienes adquiridos por el deudor con tos recursos que te 
proporcione el nuevo acreedor, les cuales podrán servir de garantía a este úl t imo y asegurar su 
preferencia en 9l pago, respecto a cualquier otro acreedor del deudor, incluyendo al primer acreedor. 

La excepción a que se refiere este artículo, sólo procederá tratándose de bienes muebles que puedan 
identificarse con toda precisión y distinguirse del resto de los bienes muebles que el deudor haya dado en 
prenda a! primer acreedor. 

Art iculo 359. - Pueden garantizarse con prenda sin transmisión de posesión obligaciones futuras, pero 
en este caso no puede ejecutarse la garantía, ni adjudicarse al acreedor, sin que la obligación principal 
llegue a sar exigible. 

Artículo 360 . - En caso de que en el contrato respectivo se establezca que los bienes pignorados 
deban estar asegurados por una cantidad que alcance a cubrir su valor de reposición, el deudor tendrá la 
facultad de determinar la compañía aseguradora que se encargará de ello. En el mencionado seguro 
deberá designarse como beneficiario al acreedor prendario. El saldo insoluto del crédito garantizado, se 
reducirá en la proporción del pago que el acreedor reciba de la institución de seguros. De existir algún 
remanente, el acreedor deberá entregarlo al deudor, a más tardar el tercer d(a hábil siguiente a la fecha en 
que lo reciba. 

Art iculo 361 . - El deudor está obligado a conservar la cosa dada en prenda sin transmisión de 
posesión, a responder de los deterioros y perjuicios que sufra por su culpa o negligencia; y a no utilizarla 
con un propósito diverso del pactado con el acreedor. 

Serán por cuenta del deudor los gastos necesarios para la debida conservación, reparación, 
administración y recolección de los bienes pignorados. 

El acreedor t iene el derecho de exigir al deudor otro prenda o el pago de la deuda aun antes del plazo 
convenido, si la cosa dada en prenda se pierde o se deteriora en exceso del l imite que al e fecto estipulen 
los contratantes. 

Art ículo 362 . - El deudor estará obligado a permitir a! acreedor la inspección de los bienes pignorados 
a efecto de determinar, según corresponda, su peso, cantidad y estado de conservación general. Dicha 
inspección tendrá las características y extensión que al efecto convengan las partes. 

De convenirse asf en el contrato, si el valor de mercado de los bienes dados en prenda sin transmisión 
da posesión disminuye de manera que no baste para cubrir el importe del principal y los accesorios de la 
deuda que garantizan, el deudor podrá dar bienes adicionales para restituir la proporción original. En caso 
contrario, el crédito podrá darse por vencido anticipadamente, una vez que se haya realizado el 
procedimiento previsto en al artículo siguiente, teniendo el acreedor que noti f icar al deudor de ello 
judicialmente o a través de fedatario. A l efecto, las partes deberán convenir al alcance que dicha 
reducción de valor de mercado habrá do sufrir, para que el crédito pueda darse por vencido 
anticipadamente. 

Art ículo 363 . - Desde la celebración del contrato const i tut ivo de prenda sin transmisión de posesión, 
las partes deberán establecer las bases para designar a un perito, cuya responsabilidad será dictaminar, 
una vez que haya oído a ambas partes, la actualización de los supuestos previstos en los artículos 3 6 1 y 

362 . 

Las partes podrán designar como perito para los efectos de lo dispuesto en este art iculo, a un 

almacén general de depósito, asi como encomendar a éste la guarda y conservación de los bienes 

pignorados, en términos de la fracción I del artículo 357. 

Artículo 364 . - El acreedor está obligado a liberar la prenda, luego que estén pagados íntegramente el 

principal, los intereses y los demás accesorios de la deuda, a cuyo efecto se seguirán las mismas 

formalidades util izadas para su consti tución. 

Cuando el acreedor no libere la prenda, de conformidad con lo establecido en el párrafo anterior, 

resarcirá al deudor los daños y perjuicios que con ello le ocasione, independ.enternente de que deberá 

liberar los bienes dados en prenda. 

Art ículo 365 . - El contrato const i tut ivo de la prenda sin transmisión de posesión, deberá constar por 

escrito y cuando la operación s * refiera a bienes cuyo monto sea igual o superior al equivalente en 

moneda nacional a doscientos cincuenta mi l Unidades de Inversión, las partes deberán ratif icar sus f irmas 

ante fedatario. 

La garantía se tendrá por constituida a la t irma del contrato, surtiendo efectos entre las partes desde 

la fecha de su celebración. 

Artículo 366. - l a prenda sin transmisión de posesión surtiré efectos contra terceros a partir de ¡a 

fecha de su inscripción en el registro. 

Art ículo 367 . - Los acreedores garantizados con prenda sin t ransmisión de posesión, percibirán el 

principal y los intereses de sus créditos del producto de los bienes objeto de esas garantías, con 

exclusión absoluta de los demás acreedores del deudor. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior, es sin perjuicio de las preferencias que conforme a la ley 

correspondan a los créditos laborales a cargo del deudor. 

t n t o d o caso, los embargos por adeudos laborales que recaigan sobre bienes en posesión del deuuor. 
deberán hacerse únicamente sobre aquellos que cubran el importe del crédito laboral correspondiente. 

Cuando los bienes objeto de la garantía hayan sido adquiridos con el producto del crédito garantizado, 

la prelación que establece este articulo, por lo que se refiere a los bienes mencionados, prevalecerá sobre 

la que corresponda a los acreedores de los créditos mencionados en el segundo párrafo de esta 

disposición. 

Ar t ículo 368. - La prenda sin transmisión de posesión tendrá la prelación a la que se refiere el artículo 

anterior, desde el momento de su registro. 



La prelación de los nuevos acreedores a que se refiere el artículo 358 no se verá afectada por el 

hecho de registrar sus garantías, con posterioridad al registro de aquellas mediante las cuales el deudor 

haya otorgado en garantía al otro acreedor todos los bienes muebles que utilice en la realización de sus 

actividades preponderantes. 

Art iculo 369.- La garantía sobre un bien mueble constituida, en términos de esta Sección Séptima, 
tiene prelación sobra la garantía hipotecaria, refaccionaria o fiduciaria, si aquélla se inscribe antes de que 
el mencionado bien mueble se adhiera, en su caso, al bien inmueble objeto de dichas garantías. 

Art ículo 370.- La prelación entre las garantías que no hayan sido inscritas, será determinada 
por el orden cronológico de los contratos fehacientes respectivos. 

Art ículo 371 . - La prenda sin transmisión de posesión, registrada, tendrá prelación sobre: 

I. Los créditos quirografarios; 

H. Los créditos con garantía real no registtados, y 

III. Los gravámenes judiciales preexistentes no registrados. 

Art ículo 372.- La prelación que se establece en favor da los acreedores, garantizados conforme a esta 
Sección Séptima, puede ser modificada mediante convenio suscrito por el acreedor afectado. 

La nueva prelación establecida por las partes, surtirá efectos a partir de su inscripción. 

Art iculo 373.- Se entenderá por adquirente de mala fe, para efectos de lo dispuesto en el artículo 
356 , a toda persona que, sabedora de la existencia de la garantía, adquiera los bienes muebles objeto de 
la misma a través de operaciones en las cuales se pacten condiciones o términos que se aparten de 
manora significativa de las condiciones de mercado prevalecientes en el momento 3e su celebración, 
da las políticas generales do comercialización que siga el deudor, o de las sanas prácticas y usos 
comerciales. 

No se entenderá como adquirente de mala fe nquél que aun y cuando se aparte de las condiciones 
establecidas en el pánafo anterior, obtenga la autorización previa del acreedor. 

Art iculo 374. - El deudor estará obligado a solicitar autorización por escrito dei acreedor garantizado, 
para vender en términos del artículo 356, los bienes objeto de la garantía, a las siguientes personas: 

I. Las físicas y morales que detenten más del c inco por ciento de los títulos representativos del capital 
del deudor; 

' II. l os miembros propietarios y suplentes del consejo de administración del deudor: 

i l l . Los cónyuges y las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el 
segundo grado, o civil, con las personas mencionadas en las fracciones anteriores, o con el propio 
deudor, si éste es persona física, v 

IV. Los empleados, funcionarios y acreedores del deudor. 

Para los efectos de la autorización que deberá otorgar el acreedor garantizado, éste tendrá diez días 
naturales para hacerlo; de no contestar, se entenderá tácitamente otorgada en favor del deudor 

Las compraventas realizadas sin contar con la autorización a que se reliere este aitículo y el anterior, 
en lo conducente, serán nulas, por lo que no cesarán los efectos de la garantía y el acreedor conservará 
el derecho de persecución sobre ios bienes respectivos con relación a los adquirentes. 

Asimismo, podrá preverse en el contrato respectivo que de realizarse compraventas en contravención 
a lo dispuesto oor este artículo, el plazo del crédito se tendrá por vencido anticipadamente. 

Art ículo 375.- Las acciones de los acreedores garantizados conforme a esta Sección Séptima, 
prescriben en tres años contados desde que la obligación garantizada pudo exigirse. En este caso se 
extinguirá el derecho de pedir su cumplimiento. 

Artículo 376. - Los actos en los que se haga constar la constitución, modificación, extinción, cesión y 
las resoluciones judiciales sobre cancelaciones de la prenda sin transmisión de posesión a que se refiere 
esta Sección Séptima, deberán ser inscritos en el Registro Público de Comercio dei lugar an el que se 
encuentre ubicado el domicilio del deudor o. en los casos que proceda, en el Registro Especial que 
corresponda según 
su naturaleza. 

Art ículo 3 7 7 - Los registradores se abstendrán de suspender o denegar la inscripción de garantías 
sobre bienes muebles, cuya identi f icación se realice en forma genérica y correspondan a la act ividad 
preponderante del deudor, en términos de lo dispuesto en el artículo 354 . 

Art ículo 3 7 8 - Tratándose de obligaciones garantizadas cuyo importe sea de te rminare al momento de 

la ejecución de la garantía, procederá su registro aun cuando no se fije la cantidad máxima que garantice 

el gravamen. 
Art ículo 3 7 9 , Las partes deberán estipular en los contratos a través de los cuales se otorguen 

garantía^ mediante prenda sin transmisión de posesión, que en caso de que el producto de la venta dei 
bien o de los bienes objeto de la garantía no alcance para cubrir el importe total de las obügaciones 
garantizadas a cargo del deudor, éste quedaré liberado de cubrir las diterenc.as que resulten, 
considerándose extinguidos los derechos del acreedor de exigir las diferencias. 

Lo dispuesto en este artículo es irrenunciable. 
Art iculo 3 8 0 , Al que, teniendo la posesión material de los bienes objeto de garantías otorgadas 

mediante prenda sin transmisión de la posesión, aun siendo el acreedor, transmita en términos dist intos 
a los previstos en la ley, grave o afecte la propiedad o posesión de los mismos, sustraiga sus 

componentes , . . . , 
o los desgaste fuera de su uso normal o por alguna razón disminuya ¡ntenclonalmente el valor de los 
mismos se le sancionará con prisión hasta do un año y mul ta de cien veces el salano mínimo general 
diario vigente en el Distr i to Federal, cuando el monto de la garantía no exceda de doscientas veces el 
equivalente 
de dicho salario. 

Si dicho monto excede de esta cantidad, pero no de diez mil. la prisión será de uno a s e * años y la 
mul ta de cien a ciento ochenta veces el salario mínimo general diario vigente en el D.stnto Federal. S. el 
monto es mayor al equivalente de diez mi l días de dicho salario, la prisión será de se.s a doce anos y la 
multa de ciento veinte veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

CAPITULO V 

Sección Primera 
Del f ideicomiso 

Art ículo 3 8 3 , 

El f ideicomitente puede designar varios fideicomisarios para que reciban simultánea o sucesivamente 

el provecho del f ideicomiso, salvo el caso de la fracción II dei artículo 394. 

Art ículo 3 9 2 , 

I. a V I 

VII . En el caso del párrafo tinal del artículo 386. 

Sección Segunda 
Del f ideicomiso de garantía 

Art ículo 3 9 5 - En virtud del f ideicomiso de garantía, el fideicomitente transmite a la inst i tución 

fiduciaria la propiedad de ciertos bienes, con el f in de garantizar al fideicomisario el cumpl,miento de una 

obligación y su preferencia en el pago. 

Desde el momento de la const i tución del f ideicomiso de garantía, se deberá designar a la inst i tución 

que fungirá como fiduciaria. 

Art ículo 3 9 6 , Podrán ser f ideicomitentes y fideicomisarios, cualquier persona física o moral, con 

independencia de la actividad preponderante a la que se dedique. 

Los f ideicomitentes, además, deberán tener la capacidad necesaria para hacer la afectación de bienes 

y derechos que el f ideicomiso impl ica. 



Art iculo 397 . - Ei f ideicomisario podrá ser designado por el f ideicomitente en el acto const i tut ivo del 
fideicomiso o en un ac to posterior. 

El f ideicomitente podrá designar dos o más fideicomisarios, a cuyo efecto deberá estipularse el orden 
de la prelación entre eHos o, en su caso, el porcentaje que de los bienes afectos al f ideicomiso 
corresponda a cada uno de ellos. 

Art iculo 398 . - Un mismo f ideicomiso de garantía podrá ser utilizado para garantizar simultánea o 
sucesivamente diferentes obligaciones que el f ideicomitente contraiga con dist intos acreedores, a cuyo 
efecto el f ideicomisario estará obligado a noti f icar a la inst i tución fiduciaria que la obligación a su favor 
ha quedado ext inguida, dentro de los 10 días siguientes a que esto ocurra, quedando sin efectos los 
derechos que respecto de él se derivan del f ideicomiso. La notif icación deberá entregarse mediante 
fedatario público, 
a más tardar a los cinco días hábiles siguientes a la fecha en la que se reciba el pago. 

A partir del momento en que el fiduciario reciba la mencionada noti f icación, el f ideicomitente podrá 
designar un nuevo fideicomisario o manifestar a la inst i tución fiduciaria que se ha realizado el f in paia el 
cual fue const i tu ido el f ideicomiso. 

El f ideicomisario que no entregue oportunamente al f iduciario l8 notif icación a que se refiere este 
artículo, resarcirá al f ideicomitente los daños y perjuicios que con ello le ocasione. 

Artículo 399 . - Podrán actuar como fiduciarias de los fideicomisos de garantía previstos en esta 
Sección Segunda, sujetándose a lo que dispone al efecto el artículo 85 Bis de la Ley de Insti tuciones de 
Crédito, las entidades siguientes: 

I. Insti tuciones de crédito; 

II. Insti tuciones de seguros; 

III. Insti tuciones de f ianzas; 

IV. Sociedades financieras de objeto l imitado, y 

V . Almacenes generales de depósito. 

Artículo 400. - Las instituciones y sociedades mencionadas en el artículo anterior, podrán reunir la 
calidad de fiduciarias y fideicomisarias, tratándose de f ideicomisos cuyo f in sea garantizar obligaciones a 
su favor. 

Dichas inst i tuciones y sociedades serán responsables por los actos que cometan en perjuicio de los 
f ideicomitentes, de mala fe o en exceso de las facultades que les correspondan para la ejecución del 
f ideicomiso; por vir tud del acto const i tut ivo o de la ley, saivo por aquellas actividades u operaciones 
distintas a las establecidas en el artículo 402 de esta Ley. 

Art ículo 4 0 1 . - Pueden ser objeto de f ideicomisos de garantía toda clase de derechos y bienes muebles 
e inmuebles. 

Los bienes y derechos que se den en f ideicomisos serán propiedad de la inst i tución fiduciaria, se 
considerarán afectos al f in de garantizar obligaciones contraidas por el f ideicomitente y, en consecuencia, 
sólo podrán ejercitarse respecto a ellos, los derechos y las acciones referidos al mencionado fin, salvo los 
que se deriven para el f ideicomitente del f ideicomiso mismo o los adquiridos legalmente por terceros, con 
anterioridad a la const i tución de! fideicomiso. 

Art iculo 4 0 2 . - Tratándose de f ideicomisos sobre bienes muebles, salvo pacto en contrario, el 
fideicomitente tendrá derecho a-

I. Hacer uso de los bienes f ideicomitidos, asf como combinarlos con otros y emplearlos en la 
fabricación de otros bienes, siempre y cuando en estos dos úl t imos supuestos su valor no disminuya y 
los bienes producidos pasen a formar parte de la garantía en cuestión; 

II. Percibir y util izar los f rutos y productos de los bienes f ideicomitidos, y 

III. Enajenar los bienes f ideicomit idos en el curso normal de sus actividades preponderantes, sin 
responsabilidad para el f iduciario, en cuyo caso cesarán los efectos de la garantía f iduciaria y los 
derechos de persecución con relación a los adquirentes d» buena fe, quedando afectos al f ideicomiso los 

bienes o derechos que el mismo fideicomitente reciba o tenga derecho a recibir en pago por la 

enajenación de los referidos bienes. 

El derecho otoroado a! f ideicomitente para vender o transferir en el curso normal de sus actividades 
preponderantes los'bienes muebles afectos en fideicomiso, quedará extinguido desde el momento en que 
reciba notif icación de! inicio de cualquiera da los procedimientos de ejecución en su contra, previstos en 
el Libro Quinto, Título Tercero Bis del Código de Comercio. En caso de que los bienes pignorados 
representen más del 8 0 % de los activos del deudor, éste podrá enajenarlos en el curso ordinario de sus 
actividades, con la previa autorización de! Juez o del acreedor, según sea el caso. 

El f iduciario no podrá encargarse de la realización de las actividades y las operaciones previstas en 

este artículo. 

Artículo 403.- En caso de l ú e en e! contrato respectivo se establezca que los nienes afectos en 
fideicomiso distintos al suelo deban estar asegurados por una cantidad que alcance a cubrir su valor de 
reposición, el deudor tendrá la facultad de determinar la compañía aseguradora que se encargará de ello. 
En el mencionado seguro deberá designarse como beneficiario al fiduciario. 

El f iduciario utilizará las cantidades que reciba de la institución de seguros, para liquidar el saldo 
insoluto del crédito a favor del fideicomisario. De existir algún remanente, el fiduciario deberá entregarlo 
al f ideicomitente. 

Artículo 404.- l o s riesgos de pérdida, daño o deterioro de! valor de los bienes fideicomitidos. corre 
por cuenta de la parte que esté en posesión de los mismos, debiendo permitir a las otras partes 
inspeccionarlos a efecto de verificar, según corresponda su peso, cantidad y estado de conservación 
general. 

De convenirse así en el contrato, si el valor de mercado de los bienes fideicomitidos disminuye de 
manera que no baste a cubrir el importe del principal y los accesorios de la deudo que garantizan, el 
deudor podrá dar bienes adicionales para restituir la proporción original. En caso contrario, el crédito 
podrá darse por vencido anticipadamente, teniendo el acreedor que notif icar al deudor de eho 
judicialmente o s través de fedatario. 

Artículo 405. - Cuando corresponda al fideicomitente la posesión materia! de los bienes fideicomitidos. 
estará obligado a conservarlos como si fueran propios, a no utilizarlos para objeto diverso de aquél que al 
efecto hubiere pactado con el fideicomisario y a responder de los daños que se causen a terceros al hacer 
uso de ellos. Tal responsabilidad no podrá ser exigida al fiduciario. 

En este caso, serán por cuenta del fideicomitente los gastos necesarios para la debida conservación, 

reparación, administración y recolección de los bienes fideicomitidos. 

Si los bienes fideicomitidos se pierden o se deterioran, el fideicomisario tiene derecho de exigir al 

f ideicomitente !a afectación en fideicomiso de otros bienes o ei oaSo de la deuda aun antes del plazo 

•jonvenido. 

Artículo 4 0 6 , Para efectos de !o dispuesto en los artículos 402.. 404 y 405 , -as partes deberán 

convenir, desde la consti tución del fideicomiso: 

!. FP SU caso, los lugares en que deberán encontrarse los bienes fideicomitidos; 

I!. Las características y el alcance tanto de las inspecciones como de la reducción del valor de 
mercado de los bienes f ideicomitidos, a que se refiere el artículo 404 ; 

III. l as r.nntraprestaciones mínimas que deberán recibir el f ide.comitente de su contraparte, por la 

venta o transferencia de los bienes muebles fideicomitidos; 

IV. La persona o personas a las que el deudor podrá vender o transferir dichos bienes, pudiendo, en 

su caso, señalar las características o categorías que permitan identificarlas, así como el destino que aquél 

deberá dar al dinero, bienes o derechos que reciba en pago; 

V . La información que el f ideicomitente deberá entrega, al fideicomisario sobre la transformación, 

venta o transferencia de los mencionados bienes; 

VI. La forma de valuar por un tercero los bienes fideicomitidos, o dependiendo de la naturaleza y 
características del bien que garantice la referencia a un índice de valores o parámetro oe referenaa 
reconocido oor las partes, asi como la extensión de la pérdida c ei grado de deterioro de los m „ m o s 



bienes, que pudiera dar lugar a la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 4 0 4 y el 
ú l t imo párrafo del artículo 405 , y 

VII. Los términos en los que se acordará la revisión del aforo pactado, en el caso de que el bien o 
bienes dados.en garantía incrementen de manera sustancial su valor. 

En csso de incumplimiento a los convenios celebrados con baBe en este artículo, el crédito 
garantizado Dor el f ideicomiso se tendré por vencido anticipadamente. 

Ar t icu lo 407 . - El contrato const i tut ivo del f ideicomiso de garantía deberá constar por escrito y cuando 
la operación se refiera a bienes muebles y su monto sea igual o superior al equivalente en moneda 
nacional a doscientas cincuenta mil Unidades de Inversión, las partes deberán ratificar sus f i rmas ante 
fedatario. 

La afectación en f ideicomiso de garantía de bienes inmuebles, se hará constar en escritura pública. 

La garantía se tendrá por constituida a la f irma del contrato, surt iendo efectos entre las partes desde 
la fecha de su celebración. 

' ' * ' 

Art iculo 408 . - Cuando se afecten en fideicomiso bienes muebles deberán especificarse ajustándose a 
lo dispuesto en el artículo 354 . 

Ar t ícu lo 4 0 9 , Las acciones de los acreedores garantizados con f ideicomiso de garantía, prescriben en 
tres años contados desde que la obligación garantizada pudo exigirse. En este caso se extinguirá el 
derecho da pedir su cumpl imiento y se revertirá la propiedad de los bienes objeto de la garantía al 
patr imonio del f ideicomitente. 

Art iculo 4 1 0 , Los actos en los que se haga constar la const i tuc ión, modif icación, ext inción, cesión y 
las resoluciones judiciales sobre cancelaciones de ¡os f ideicomisos de garantía a que se refiere esta 
Sección Segunda, deberán ser inscritos en el Registro Público de Comercio del lugar en el que se 
encuentre ubicado el domicil io del deudor cuando se t rate de f ideicomisos en los que solamente se 
afecten bienes muebles. 

Cuando el f ideicomiso da garantía tenga por objeto bienes inmuebles, o muebles e inmuebles, la 
inscripción de los actos a que se refiere el pánafo anterior deberá hacerse eri el registro que corresponda 
al lugar de ubicación de los bienes inmuebles o , en los casos que proceda, en el Registro Especial que 
corresponda sagún su naturaleza. 

Ar t icu lo 4 1 1 , Las inst i tuciones señaladas en el art iculo 3 9 9 de esta Ley, indemnizarán a los 
f ideicomitentes por los actos de mala fe o en exceso de las facultades que les corresponda para la 
ejecución del f ideicomiso, por v i r tud del acto const i tut ivo o de la ley, que realicen en perjuicio de éstos. 

La indemnización que corresponda pagar en términos de este artículo, no será menor al diez por 
ciento del valor del principal y los intereses de la suma garantizada, y en todo momento se procurará que 
tal indemnización cubra los perjuicios causados por dichas inst i tuciones. Cuando la inst i tución infractora 
reúna a la vez la calidad de fiduciaria y fideicomisaria, la indemnización será del doble de la cant idad 
antes mencionada. 

Art ículo 4 1 2 , Las partes deberán estipular en los contratos a través de los cuales se otorguen 
garantías mediante f ideicomiso de garantía, que en caso de que el producto de la venta del b ien o de los 
bienes objeto de la garantía no alcance para cubrir el importe to ta l de les obligaciones garantizadas a 
cargo del deudor, éste quedará liberado de cubrir las diferencias que resulten, considerándose extinguidos 
los derechos del acreedor de exigir las diferencias. 

Lo dispuesto en este artículo es irrenunciable. 

Ar t ículo 4 1 3 . - A l que, teniendo la posesión material de los bienes objeto de garantías otorgadas 
mediante f ideicomiso de garantía, aun siendo el acreedor, t ransmita en términos dist intos a los previstos 
en la ley, grave o afecte la propiedad o posesión de los mismos, sustraiga sus componentes o los 
desgaste fuera de su uso normal o por alguna razón disminuya intencionalmente el valor de los mismos, 
se le sancionará con prisión hasta de un año y multa de cien veces el salario mín imo general diario 
vigente en el Distrito Federal, cuando el monto de la garantía no exceda del equivalente a doscientas 
veces de dicho salario. 

Si dichn monto excede de esta cantidad, pero no de diez mil, la prisión será de uno a seis años y la 
muita de cien a ciento ochenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. Si el 
monto es mayor de diez mil veces de dicho salario, la prisión será de seis a doce años y la multa de 
ciento veinte veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

Artículo 4 1 4 , Será aplicable al fideicomiso de garantía previsto en esta Sección Segunda, en lo 
conducente, los artículos 346 al 349, 351, del 367 al 375 y del 378 al 393 de esta Ley. 

ARTICULO SEGUNDO, Se ADICIONAN las siguientes disposiciones a! Código de Comercio: una 
fracción XXIV a! artículo 75, con lo cual la actual fracción XXIV se recorrerá para ser XXV; Título Tercero 
bis. Capítulo I; artículos 1414 bis. 1414 bis 1, 1414 bis 2. 1414 bis 3, 1414 bis 4 , 1414 bis 5 , 1414 
bis 6, y Capítulo II. artículos 1414 bis 1, 1414 bis 8, 1414 bis 9, 1414 bis 10, 1414 bis 11, 1414 bis 
12, 1414 bis 13. 1414 bis 14, 1414 bis 15, 1414 bis 16, 1414 bis 17, 1414 bis 18, 1414 bis 19 y 
1414 bis 20, del übro Quinto; se REFORMA la fracción XXV del artículo 75 y los artículos 1091 , 1093, 
1097, 1104 y 1105; Y se DEROGAN 
los artículos 1097 bis, 1098 y 1109, para quedar como sigue: 

Artículo 7 5 , 

I. a XXIII 

XXIV. Las operaciones contenidas en ia Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; 

X X V . Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga a ios expresados en este código. 

Artículo 1091.- Cuando en e! lugar donde se ha de seguir el juicio hubiere varios jueces competentes, 

conocerá del negocio el que elija el actor, salvo lo que dispongan en contrario las leyes orgánicas 

aplicables. 

Art iculo 1 0 9 3 , Hay sumisión expresa cuando los interesados renuncien clara y terminantemente al 
fuero que la ley les concede, y para el caso de controversia, señalan como tribunales competentes a los 
del domicil io de cualquiera de las partes, del lugar de cumplimiento de alguna de las obligaciones 
contraídas, o de la ubicación de ia cosa. 

Articulo 1 0 9 7 , El juez o tribunal, que de las actuaciones de la incompetencia promovida, deduzca 
que se interpuso sin razón y con el claro propósito de alargar o entorpecer el juicio, impondrá una multa a 
13 parte promovente. que no exceda del equivalente de cien días de salario mínimo vigente en e> lugar en 
que se desahogue el procedimiento. 

Ar t ícuó 1097 b i s , (Se deroga). 

Artículo 1 0 9 8 , (Se deroga). 

Artículo 1 1 0 4 , Salvo lo dispuesto en el ar-ículo 1093, sea cual fuere la naturaleza del juicio, serán 

preferidos a cualquier otro juez: 

I. El del lugar que el deudor hoya designado para ser requerido judicialmente de pago; 

II. El del lugar designado en el contrato para el cumplimiento de ¡a obligación. 

Artículo 1 1 0 5 , Si no se ha hecho la designación que autoriza el artículo 1093, será competente el 

juez del domicilio del deudor, sea cual fuere la acción que se ejercite. 

Articulo 1 1 0 9 , (Se deroaal. 

TITULO TERCERO 

TITULO TERCERO BIS 

De los procedimientos de ejecución 
de la prenda sin transmisión de posesión 

y del fideicomiso de garantía 

CAPITULO I 



Del procedimiento extrajudicíal de ejecución de garantías otorgadas mediante 
prenda sin transmisión de posesión y fideicomiso de garantía 

Artículo 1414 bis.- Se tramitará en esta vía el pago de los créditos vencidos y la obtención de la 
posesión de los bienes objeto de las garantías otorgadas mediante prenda sin transmisión de posesión o 
fideicomiso da garantía, siempre que no existan controversias en cuanto a la exigíbilidad del crédito, la 
cantidad reclamada y la entrega de la posesión de ios bienes mencionados, para efectos de lo anterior, el 
valor de los bienes podrá determinarse por cualqtiera de los siguientes procedimientos: 

I. Por el dictamen que rinda el perito que las partes designen para tai efecto desde ia celebración del 
contrato o en fecha posterior, o 

II. Por cualquier otro procedimiento que acuerden las partes por escrito. 

Al celebrar el contrato las partes deberán establecer las bases para designar a una persona autorizada, 
distinta del acreedor, para'que realice al avalúo de los bienes, en caso de que éste no pueda llevarse a 
cabo, en términos de lo establecido en las fracciones de este artículo. 

Artículo 1414 bis 1.- El procedimiento se iniciará con el requerimiento formal de entrega de la 
posesión de los bienes, que formule al deudor e! fiduciario o oí acreedor prendario, según corresponda, 
mediante fedatario público. 

Una vez entregada la posesión de los bienes al fiduciario o acreedor prendario, éste tendrá el carácter 
de depositario judicial hasta en tanto no se realice lo previsto en el artículo 1414 bis 4 

Artículo 1414 bis 2.- Se dará por concluido el procedimiento extrajudiciai y quedará expedita la vía 
judicial en los siguientes casos: 

I. Cuando se oponga el deudor a la entrega material de los bienes o a! pago dei crédito respectivo, o 

U. Cuando no se haya producido el acuerdo a que se refiere el artículo 1414 bis o este sea de 
imposible cumplimiento-

Artículo 1414 bis 3.- Fuera de los casos previstos en el artículo anterior, el fiduciario o e! acreeaor 
prendario podrá obtener la posesión cié los bienes objeto da la garantía, si así se estipuló expiesamente 
en el contrato respectivo. Este acto deberá llevarse a cabo ante fedatario público, quien deberá levantar 
el acta correspondiente, así como el inventarío pormenorizado de los bienes. 

Art iculo 1414 bis 4.- Una vez entregada la posesión de los bienes se procederá a la enajenación de 
éstos, en términos del artículo 1414 bis 17, fracción II. 

Artículo 1414 bis 5.- En caso de que el fiduciario o el acreedo' prendario, según corresponda, no 
pueda obtener la posesión de los bieriss. se seguirá el procedimiento de ejecución íorzosa a que se refiere 
el siguiente Capítulo de este Código. 

Artículo 1414 bis S , No será necesario agotar el procedimiento a que se refieren los artículos 
anteriores, par ¿ iniciar ei procedimiento de ejecución previsto en el Capítulo siguiente. 

CAPITULO II 

Del procedimiento judicial de ejecución de garantías otorgadas mediante prenda 
sin transmisión de posesión y fideicomiso de garantía 

Artículo 1414 bis 7 , So tramitará de acuerdo a este procedimiento todo juicio que tenga por objeto el 
pago de un crédito cierto, líquido y exigibla y la obtención de la posesión material de los bienes que lo 
garanticen, siempre que la garantía se naya otorgado medíante prenda sin transmisión de posesión o 
fideicomiso do garantía. 

Para que el juicio se siga de acuerdo co.-< las disposiciones de este Capítulo, es requisito indispensable 
que el mencionado crédito conste en documento público o escrito privado, según corresponda, en 
términos do la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y que sea exigible en los términos 
pactados o conforme con las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 1414 bis 8.- Presentado el escrito de demanda, acompañado del contrato respectivo y la 
determinación del saldo que formule el acreedor, y cuando el acreedor sea una institución de crédito 
anexando la certif icación de saldo que corresponda, el juez bajo su más estricta responsabilidad, si 

encuentra que se reúnen los requisitos f i jados en el articulo anterior, en un plazo no mayor de dos días, 
admitirá la misma y dictará auto con efectos de mandamiento en forma para que el deudor sea requerido 
de pago y, de no hacerlo, haga entrega de la posesión material al actor, de los bienes objeto de la 
garantía indicados en el contrato. En este últ imo caso, el acreedor tendrá el carácter de depositario 
judicial y deberá informar al juez sobre el lugar en el que permanecerán los bienes que le han sido 
entregados, on tanto no sean vendidos. 

En el mismo auto mediante el cual se requiera dé pago al deudor, el juez lo emplazará a juicio, en caso 
de que no pague o no haga entrega de la posesión material de los bienes dados en garantía al acreedor, 
para que dentro del término de cinco días ocurra a contestarla, y a oponer, en su caso, las excepciones 
que se indican en el artículo 1 4 1 4 bis 10. 

La referida determinación de saldo podrá elaborarse a partir del úl t imo estado de cuenta que, en su 
caso, el deudor haya recibido y aceptado, siempre y cuando se haya pactado, o bien el acreedor esté 
obligado por disposición de Ley a entregar estados de cuenta al deudor. Se entenderá que el deudor ha 
recibido y aceptado este úl t imo estado de cuenta, si no lo objeta por escrito dentro de los 10 días hábiles 
siguientes de haberlo recibido o bién efectúa pagos parciales al acreedor con posterioridad a su 
recepción. 

Artículo 1 4 1 4 bis 9 . - La diligencia a que se refiere el artículo anterior, no se suspenderá por ningún 
motivo y se llevará adelante hasta su conclusión, dejando al deudor sus derechos a salvo para que los 
haga valer como le convenga durante el juicio. A f in de poner en posesión material de los bienes al 
demandante, el juzgador apercibirá al deudor con multa que podrá ser desde tres y hasta cuatrocientas 
veces el salario mínimo genera! diario vigente en el Distrito Federa!. Para la imposición de la mencionada 
multa, el juez deberá considerar el monto de la garantía reclamada. 

Si el deudor no hiciera entrega de los bienes en la diligencia prevista en este artículo, el secretario 
actuario lo hará constar y dará cuenta de ello al juez, quien procederá a hacer efectivo el medio de 
apremio decretado y dictará las medidas conducentes para lograr el cumplimiento de su resolución en 
términos del presente Capítulo, al efecto podrá hacer uso de los siguientes medios de apremio: 

I. E! auxilio de la fuerza pública, y 

II. Si fuere ineficaz el apremio por causa imputable al deudor, el juez podrá ordenar arresto 

administrativo en contra de éste, hasta por 3 6 l loras. 

En caso de que la garantía recaiga sobre una casa habitación, utilizada como tal por e! demandado, 
éste será designado depositario de la misma hasta la sentencia, siempre que acepte tal encargo. Cuando 
conforme a la sentencia, proceda que el demandado entregue al demandante la posesión material del 
inmueble, el juez hará efect ivo el medio de apremio decretado y dictará las medidas conducentes para 
lograr el cumpl imiento de la sentencia, ajustándose a lo dispuesto en este artículo. 

Art iculo 1 4 1 4 bis 10.- E! demandado podrá oponer las excepciones que a su derecho convenga, pero 

su trámite se sujetará a las reglas siguientes: 

I. Sólo se tendrán por opuestas las excepciones que se acrediten con prueba documental , salvo 

aquéllas que por su naturaleza requieran del ofrecimiento y desahogo de pruebas dist intas a la 

documental ; 

II. Si se opone la excepción de fal ta de personalidad del actor y se declara procedente, el juez 
concederá un plazo no mayor de diez días para que dicha parte subsane los defectos da! documento 
presentado, si fueran subsanables; igual derecho tendrá el demandado, si se impugna la personalidad de 
su representante. Si no se subsana la del actor, el juez de inmediato sobreseerá el juicio, y s. no se 
subsana la del demandado, el juicio se seguirá en rebeldía. 

III. Si se oponen excepciones consistentes en que el demandado no haya f irmado el documento base 
de la acción o fundadas en la falsedad del mismo, serán declaradas improcedentes al dictarse la 
sentencia, cuando quede acreditado que el deudor realizó pagos parciales del crédito a su cargo, o bien, 
que éste ha mantenido la posesión de los bienes adquiridos con el producto del crédito. Lo antenor, sin 
perjuicio de que la improcedencia de dichas excepciones resulte de diversa causa; 
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IV. Si se opone la excepción de litispendencia, sólo se admitirá cuando se exhiban con la 
contestación, las copias selladas de la demanda y la contestación a ésta o de las cédulas de 
emplazamiento del juicio pendiente, y 

V. Si se opone la excepción de improcedencia o error en la vía, el juez prevendrá al actor para que en 
un término que no exceda de tres días hábiles, la corrija. 

El juez, bajo su más estricta responsabilidad, revisará la contestación de la demanda y desechará de 
plano todas las excepciones notoriamente improcedentes, o aquéllas respecto de las cuales no se exhiba 
prueba documental o no se ofrezcan las pruebas directamente pertinentes a acreditarlas. 

Art iculo 1414 bis 1 1 , El allanamiento que afecte toda la demanda producirá el efecto de que el 
asunto pase a sentencia definitiva. 

El demandado aun cuando no hubiere contestado en t iempo la demanda, tendrá en todo tiempo el 
derecho de ofrecer pruebas, hasta antes de que se dicte la sentencia correspondiente, y por una sola vez. 

Art iculo 1414 bis 1 2 , Tanto en la demanda como en la contestación a la misma, las partes tienen la 
obligación de ser claras y precisas. En esos mismos escritos deberán ofrecer todas sus pruebas 
relacionándolas con los hechos que pretendan probar y presentar todos los documentos respectivos, 
salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo anterior. 

Articulo 1414 bis 1 3 , Siempre que las pruebas ofrecidas sean contra la moral o el derecho, o no se 
ajusten a io dispuesto en los artículos 1414 bis 11 y 1414 bis 12, o bien se refieran a hechos imposibles, 
notonamente inverosímiles o no controvertidos por las partes, el juez las desechará de plano. 

Artículo 1414 bis 1 4 , B juez resolverá sobre la admisión o desecamien to de pruebas en el auto que 
tenga por contestada o no la demanda. En el mismo auto, el juez dará vista al actor con las excepciones 
opuestas por el demandado, por el término de tres días y señalará fecha y hora para la celebración de la 
audiencia de pruebas alegatos y sentencia. Esta audiencia deberé celebrarse dentro de los diez días 
siguientes a aquél en que haya concluido el plazo fijado para que el actor desahogue la vista a que se 
refiere este artículo. 

Artículo 1414 bis 1 5 , La preparación de las pruebas quedará a cargo de las partes por lo que 
deberán presentar a sus testigos, peritos, documentos públicos y privados, pliego de posiciones y demás 
pruebas que les hayan sido admitidas. 

Cuando las panes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar algún hecho, deberán 
ofrecerla en los escritos de demanda o contestación, señalando el nombre y apellidos de sus testigos y 
de sus pantos, en su caso, y exhibir copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser 
examinados los testigos o del cuestionario para los peritos. 

El juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para que al verificarse la 
audiencia puedan formular repreguntas por escrito o verbalmente. 

La prueba de inspección ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que las anteriores. 

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación do un perito, o de los que estime 
convenientes para la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un 
perito para que se asocie al nombrado por el juez o rinda d ic tamen por separado. La prueba pericial será 
calificada por el juez según prudente estimación. 

Si llamado un testigo o solicitado un documento que haya sido admitido como prueba, ésta no se 
desahoga por causa imputable al oferente, a más tardar en la audiencia, se declarará desierta, a menos 
que exista una causa de fuerza mayor debidamente comprobada. 

Artículo 1414 bis 1 6 , El juez debe presidir la audiencia, ordenar el desahogo de las pruebas admitidas 
y preparadas, y dar oportunidad a las partes para alegar lo que a su derecho convenga, por escrito o 
verbalmente, sin necesidad de asentarlo en autos en este últ imo caso. Acto continuo, el juez dictará 
sentencia, la que será apelable únicamente en efecto devolutivo. 

Articulo 1414 bis 1 7 , Obtenido el valor de avalúo de los bienes, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 1414 bis, se estará a lo siguiente: 

I. Cuando el valor de los bienes sea menor o igual ai monto de! adeudo condenado, quedará liquidado 
totalmente el crédito respectivo, sin corresponder en consecuencia acción o derecho alguno a la parte 
acwra para ejercitar o hacer valer con posterioridad en contra del demandado, por io que respecta al 
contrato base de la acric-'i. de conformidad con lo señalado por los artículos 379 y 412 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito. En este caso el acreedor o el fiduciario, según corresponda, podrá 
oisponer libremente de los bienes objeto de la garantía, v 

II. Cuando el valor de los bienes saa mayor al monto del adeudo condenado, la parte acreedora o la 
fiduciaria, según se trate y una vez deducido el crédito, ios intereses y los gastos generados, entregará al 
deudor el remanente que corresponda por la venta de los bienes 

La venta a elección del acreedor o fiduciario, se podrá realizar ante el juez que conozca del juicio o 
íedaiario público, mediante el procedimiento siguiente: 

a) Se notificará personalmente al deudor el día y la hora en que se efectuará la venta de los bienes a 
que se refiere el inciso siguiente. Dicha notificación deberá realizarse con cinco días de anticipación s la 
fecha de la venta; 

bl Se publicará en un periódico de la localidad en que se encuentren los bienes con por lo menos 
cinco días hábiles de antelación, un aviso de venta de los mismos, en el que se señale el lugar, día y hora 
en que se pretenda realizar la venta, señalando la descripción de les bienes, así como el precio de venta, 
determinado conforme al artículo 14 ,4 bis. 

En dicha publicación podrán señalarse las fechas en que se realizarán, en su caso, las ofertas 
sucesivas de venta de los bienes. Cada semana en la que no haya sido posible realizar la venta de los 
bienes, el valor mínimo da venta de los mismos, se reducirá en un 10%, pudiendo el acreedor, a su 
elección, obtener la propiedad plena do los mismos cuando el precio de dichos bienes esté en 8lguno de 
los supuestos a que se refiere la fracción l de este artículo. 

El deudor que desee que se realicen más publicaciones relativas a la venta de los bienes podrá hacerlo 
directamente a su costa. 

c) Realizada la venta de los bienes, si el precio de venta de los mismos fuera superior a) monto riel 
adeudo, el acreedor procederá a entregar el remanente que corresponda al deudor en un plazo no rnayor 
de cinco días, una vez que se haya deducido el monto del crédito otorgado, incluyendo intereses y demás 
gastos incurridos para la venta, en efectivo, cheque de caja o rnediante billete de depósito a favor del 
deudor a través de fedatario-

Articulo 1414 bis 1 3 , En caso de incumplimiento de la parte adora a lo señalado en la fracción II del 
artículo anterior, el juez lo apercibirá con las medidas de apremio establecidas en el artículo 1414 bis 9, y 
le ordenará pagar una pena equivalente a cien y hasta tres mil veces, el salario mínimo diario general 
vigente en el Distrito Federal en las fechas de incumplimiento, por día transcurrido, mienlras subsista el 
incumplimiento. 

Artículo 1414 bis 1 9 , El acreedor o fiduc ;ario, en tanto no realice la entrega ai deudor del remanente 
de recursos que proceda en términos de! artículo 1414 bis 17, fracción II, por la venta de los bienes 
objeto de la garantía, cubrirá a éste, por todo el tiempo que dure el incumplimiento, una tasa de interés 
equivalente a dos veces el Costo de Captación a Plazo de pasivos denominados en moneda nacional 
(CCP), que mensualmente da a conocer el Banco de México, mediante publicaciones en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Articulo 1414 bis 2 0 , En los procedimientos que se ventilen conforme a lo señalado en este Capítulo, 
no se admitirán incidentes y las resoluciones que se dicten podrán ser apeladas sólo en electo devolutivo, 
por lo que en ningún caso podrá suspenderse el procedimiento, salvo lo previsto en el último pánafo del 
artículo 1414 bis 10. 

En todo lo no previsto en este Capílulo serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III del 
Libro V, de este Código. 

ARTICULO TERCERO, Se ADICIONAN los artículos 85 bis y 85 bis 1; se REFORMA el primer párrafo 
de! artículo 83, y se DEROGA el segundo párrafo del artículo R3 del Título Tercero, Capítulo IV. de la Ley 
de Instituciones de Crédito, para quedar como sigue: 



TITULO TERCERO 

CAPITULO IV 

Art ículo 83.- A taita de procedimiento convenido en fon na expresa por las paites en el acto 
const i tut ivo de los fideicomisos que tengan por objeto garantizar el cumplimiento de obligaciones se 
«pilcarán los procedimientos establecidos en el Título Ternero Bis riel Código de Comercio, a petición del 
fiduciario. 

Segundo párrafo.- (Se deroga) 

Art iculo 85 Bis.- Para poder actuar como fiduciarias de les fideicomisos de garantía las instituciones a 
que se refieren ¡as tracciones II a V del artículo 39H de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito 
deberán contar con el capital mín imo adicional que, para este efecto, determine la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, mediante disposiciones de carácter general, previa opinión de las Comisiones 
Nacionales Bancaria y de Valores y de Seguros y Fianzas, según corresponda en virtud de la institución 
de que se trate, y del Banco de México, así como cor. la autorización que otorgará discrecionalmente el 
Gobierno f-ederal, a través de dicha Secretaría. 

Las sociedades financieras de objeto limitado que cumplan con los requisitos señalados en el párrafo 
anterior, sólo podrán aceptar el desempeño de fideicomisos cuyos bienes afectos, deriven de las 
operaciones inherentes a su objeto social. 

Las sociedades a que se refieren las fracciones II a V del artículo 39S de la Ley General de Títulos y 
Operaciones da Crédito, deberán administrar las operaciones de fideicomiso en los términos que para las 
instituciones de crédito señalan los artículos 79 y 80 ríe esta Ley. 

Art iculo 85 bis 1.- La Coroision Nacional Bancaria v de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas según conesponda, podrán suspender, por un período no menor de seis meses, la contratación 
de nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a pagar en más 
de una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 4 1 0 de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO, Fl presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, salvo lo dispuesto e n el Artículo Transitorio siguiente. 

SEGUNDO, Los fideicomisos de garantía constituidos con anterioridad a la fc-cha de entrada en vigor 
del presente Decreto, seguirán sujetos a las disposiciones que les resulten aplicables al momento de su 
contratación. 

Sin perjuicio de lo anterior, las partes que cuenten con facultades paia ello conforme al contrato 
const i tut ivo de esos f ideicomisos, podrán convenir que los mismos se sujeten a las disposiciones 
de esta Ley. 

México, O.F.. a 29 de abril de 2 0 0 0 , Dip. Francisco José PaoH Bofio. Presidente, Sen. Dionisio Pérez 
JScome, Vicepresidente en f u n c i o n a s , Dip. Marta Laura Carranza Aguayo, Secretar io, Sen. Raúl Juárez 
Valencia, Secre lar io , Rúbricas". 

En cumplimiento de lo d ispuesto por la fracción I del Artículo 8 9 de la Consti tución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente. Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en ¡a Ciudad de México, Distrito Federal, a los dieciocho días del 
mes de mayo de dos m i l , Ernesto Zedillo Ponce de León, Rúbr ica , El Secretario de Gobernación. 
Diódoro Carrasco A l tami rano , Rúbrica. 

Anexo IV 
Criterios de selección y actualización 
de los especialistas de concursos 
mercantiles del Instituto Federal de 
Especial istas de Concursos 
Mercantiles 



TITULO TERCERO 

CAPITULO IV 

Art ículo 83.- A taita de procedimiento convenido en fonna expresa por las paites en el acto 
const i tut ivo de los fideicomisos q i t e n g a n por objeto garantizar el cumplimiento de obligaciones se 
aplicarán los procedimientos establecidos en el Titulo Ternern Bis riel Código de Comercio, a petición del 
fiduciario. 

Segundo párrafo.- (Se deroga) 

Art iculo 85 Bis.- Para poder actuar como fiduciarias de les fideicomisos de garantía las instituciones a 
que se refieren las tracciones II a V del artículo 39H de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito 
deberán contar con el capital mín imo adicional que, para este efecto, determine la Secretaria de Hacienda 
y Crédito Público, mediante disposiciones de carácter general, previa opinión de las Comisiones 
Nacionales Bancaria y de Valores y de Seguros y Fianzas, según corresponda en virtud de la institución 
de que se trate, y del Banco de México, así como cor. la autorización que otorgará discrecionalmente el 
Gobierno f-ederal, a través de dicha Secretaría. 

Las sociedades financieras de objeto limitado que cumplan con los requisitos señalados en el párrafo 
anterior, sólo podrán aceptar el desempeño de fideicomisos cuyos bienes afectos, deriven de las 
operaciones inherentes a su objeto social. 

Las sociedades a que se refieren las fracciones II a V del artículo 39S de la Ley General de Títulos y 
Operaciones da Crédiio, deberán administrar las operaciones de fideicomiso en los términos que para las 
instituciones de crédito señalan los artículos 79 y 80 ríe esta Ley. 

Art iculo 85 bis 1.- La Coroision Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas según conesponda, podrán suspender, por un período no menor de seis meses, la contratación 
de nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a pagar en más 
de una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 4 1 0 de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO, Fl presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, salvo lo dispuesto e n el Artículo Transitorio siguiente. 

SEGUNDO, Los fideicomisos de gnrantía constituidos con anterioridad a la íc-cha de entrada en vigor 
del presente Decreto, seguirán sujetos a las disposiciones que les resulten aplicables al momento de su 
contratación. 

Sin perjuicio de lo anterior, las partes que cuenten con facultades paia ello conforme al contrato 
const i tut ivo de esos f ideicomisos, podrán convenir que los mismos se sujeten a las disposiciones 
de esta Ley. 

México, D.F.. a 29 de abril de 2 0 0 0 , Dip. Francisco José PaoH Bofo , Pres,dente. Sen. Dionisio Pérez 
JScome, Vicepresidente en f u n c i o n a s , Dip. Marta Laura Carranza Aguayo, Secretar io, Sen. Raúl Juárez 
Valencia, Secretar io, Rúbricas". 

En cumplimiento de lo d ispuesto por la fracción I del Artículo 8 9 de la Consti tución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la 
residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los dieciocho días del 
mes de mayo de dos m i l , Ernesto Zedillo Ponce de León, Rúbr ica , El Secretario de Gobernación. 
Diódoro Carrasco A l tami rano , Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 

CONSEJO DE L A JUDICATURA FEDERAL 

CRITERIOS de selección y actnalizaciún de los 
especialistas de concursos mercantiles del Instituto 
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles. 

A) margen un sello con el Escudo Nacional, que 
dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la 
Judicatura Federal.- Instituto Federal de 
Especialistas de Concursos Mercantiles. 

De conformidad con el artículo 311 fracción VI 
de la Ley de Concursos Mercantiles, el Instituto 
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles 
debe publicar en el Diario Oficial de la Federación 
los criterios a los que sujetará los procedimientos 
públicos de selección y actualización para 
autorizar a los especialistas (visitadores, 
conciliadores y síndicos). 

De acuerdo con el artículo Sexto Transitorio de 
la misma Ley, los Jueces que conozcan de los 
juicios concúrsales deben esperar a que se 
produzcan todas las disposiciones reglamentarias 
ordenadas para dar curso a las solicitudes y 
demandas que les presenten. 

A fin de que el Instituto cuente con un registro 
inicial de especialistas que le permita atender las 
solicitudes que le hagan los Jueces una vez que 
se produzca la reglamentación, es menester 
anticipar la publicación de los criterios e iniciar el 
proceso de selección, autorización y registro de 
especialistas, a reserva de producir las 
disposiciones reglamentarias dentro del plazo 
ordenado por la citada Ley. 

En tal virtud, se expiden los siguientes: 

CRITERIOS DE SELECCION V ACTUALIZACION 

DE LOS ESPECIALISTAS DE CONCURSOS 

MERCANTILES 

1. Criterios del Procedimiento de Selección 
1.1. El Registro de Especialistas de 

Concursos Mercantiles cuenta con 
tres especialidades: visitadores, 
conciliadores y síndicos. La persona 
interesada on obtener su registro 
podrá solicitarlo para una o varias de 
las especialidades. 

1.2. El procedimiento de selección se 
iniciará con la presentación de 
solicitud escrita, usando el formato 
que para tal efecto ha preparado el 
Instituto y aparece en su página de 

puede obtener en cualquiera d - las 
oficinas del Instituto. 

1.3. La infonnación requerida en dichos 
formatos permitirá evaluar y, en su 
caso, autorizar y hacer el registro 
diferenciado de conformidad con la , 
ubicación geográfica, áreas de 
experiencia, actividades relevantes y 
estructura de organización del 
solicitante. 

1.4. El solicitante deberá acreditar que 
cumple los requisitos exigidos por el 
articulo 326 de la Ley de Concursos 
Mercantiles. 

1.5. El Instituto se reserva el derecho de 
solicitar cualquier información 
adicional que juzgue conveniente para 
la evaluación del solicitante, sea por 
escrito o en entrevista. 

1.6. En forma enunciativa, mas no 
limitativa, habida cuenta que el 
propósito de la función de los 
especialistas es lograr que en el curso 
del proceso se consiga mantener la 
viabilidad de las empresas, la 
continuidad de la fuente de trabajo y 
la menor afectación a los 
participantes, el Instituto considerará, 
para autorizar el registro, los perfiles 
de los especialistas que se describen 
en los puntos siguientes. 

1.7. Visi tador. Sólidos conocimientos y 
experiencia comprobada en materia 
de contabilidad, auditoria, costos, 
análisis e interpretación de estados 
financieros. 

1.8. Conci l iador. Amplia experiencia en 
una o varias de las actividades 
siguientes: intervención en procesos 
concúrsales aportando la información 
que permita establecer su desempeño 
eficaz, probo y profesional, procesos 
de reestructura financiera, ingcnieria 
financiera, negociación de créditos, 
mediación, rescate y dirección de 
empresas, fusiones y adquisiciones. 

1.9. Sindico. Amplia experiencia en una o 
varias de las actividades siguientes: 
intervención en procesos concúrsales 
aportando la información que permita 
establecer su desempeño eficaz, 
probo y profesional, liquidación de 
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empresas, fusiones, adquisiciones, 
coinversiones, rescate y valuación de 
empresas. 

1.10. La solicitud de registro incluirá la 
declaración bajo protesta de decir 
verdad del solicitante en el sentido de 
que no se encuentra incluido en 
alguna de las prohibiciones que 
establecen las fracciones II y V del 
articulo 326 de la Ley de Concursos 
Mercantiles. 

1.11. El formato requisitado puede ser 
entregado por conducto del correo 
electrónico del Instituto o físicamente 
en cualquiera de sus oficinas. 

1.12. Los documentos anexos podrán 
entregarse en medios electrónicos o 
mediante el uso de cualquier otra 
tecnología. Si vienen certificados por 
fedatario público, éste deberá hacer 
constar en el propio instrumento los 
elementos a través de los cuales se 
atribuye la autenticidad de dicha 
información y conservar bajo su 
resguardo una versión integra de la 
misma para su ulterior consulta, 
otorgando dicho instrumento de 
conformidad con la legislación 
aplicable que lo rige. Si no se envían 
con dicha certificación, los originales o 
copias certificadas deberán ser 
presentados conforme al numeral 
siguiente. 

1.13. Al momento en que el solicitante 
presente el original de los documentos 
probatorios o copia certificada y una 
copia fotostática de los mismos, el 
Instituto hará el cotejo respectivo y 
devolverá los originales al interesado. 

1.14. B Instituto recibirá la solicitud del 
interesado y analizará su contenido 
para determinar si se encuentra 
completo y si se reúnen los requisitos 
ordenados por la Ley de Concursos 
Mercantiles. 

1.15. El Instituto acusará recibo de la 
solicitud preferentemente por el 
mismo conducto en que la haya 
recibido, pudiendo hacerlo por el 
correo electrónico señalado en la 
solicitud. 

1.16. El Instituto podrá requerir la 
información faltarte o complementaria 
que juzgue pertinente. 

1.17. Una vez reunida la información, el 
Instituto podrá citar al solicitante para 
el desarrollo de una entrevista en la 
cual se podrán aplicar evaluaciones 

de conocimientos teóricos y/o la 
presentación de casos hipotéticos 
para su solución. 

1.18. El Instituto diseñará sus propios 
instrumentos de evaluación. 

1.19. Con base en la información recabada 
en los dos puntos anteriores, el 
Instituto internamente hará la 
evaluación correspondiente. 

1.20. Cuando el Instituto encuentre 
satisfactorios la Información y los 
resultados, autorizará el registro 
dentro de un plazo de 15 días hábiles 
contado a partir de que se cumplan 
los requisitos marcados en los puntos 
anteriores. 

1.21. La vigencia del registro será por el 
año calendario en que se autorice. 
El registro que se obtenga durante el 
año 2000 será válido hasta el 31 de 
diciembre de 2001, mediante el pago 
de los derechos correspondientes a 
este último año y su comprobación 
ante el Instituto. 

1.22. El Instituto extenderá la constancia de 
registro a los especialistas autorizados, 
la cual contendrá: 

1.22.1. Número de registro; 

1.22.2. Nombre del especialista 
autorizado; 

1.22.3. La especialidad o 
especialidades en que haya 
quedado registrado, y 

1.22.4. El término de vigencia del 
registro. 

Criterios de Actualización de los 
Especialistas 
2.1. Los especialistas que hayan obtenido 

su registro deberán mantenerse 
actualizados en las áreas de 
conocimiento y experiencia profesional 
relacionadas con la especialidad 
conespondiente. 

2.2. El Instituto definirá y comunicará a los 
especialistas los eventos o 
actividades que tendrán validez para 
la renovación de los registros. 

2.3. Con antelación e independientemente 
de lo anterior, el Instituto 
podrá convocar a los especialistas 
registrados a nuevas entrevistas de 
evaluación para renovar la vigencia de 
su registro. 

México, D.F., a 11 de julio de 2000, El Director 
General del Instituto Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles. Luis Manuel C. Majan.-
Rúbrica. 



Anexo V 
Convocatoria para el Registro de 
Especialistas de Concursos 
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Tí ¡ 
te ;i». 

VISITADORES 

CONCILIADORES 

S I N D I C O S 

Invitamos a tudo» los interesados en obtener Sos fórmalos á>: solicitad «i ¡a página del 
Inatiíato www.ifeetKn.cjf.ga5ii.uoi o rat su di>!nieSio. en horas IitSbSei, dfi Pivifíri™ Sur 232L. 
Coi. San Ansel Tbcopiic, México, D.F., €.P. 01040. Tetéfona 53 TI ! 1 00. Podrán harer 
la «jnlrega de !as solicitudes en las mismas dirección«». Incluid» el enrrei» t>toctróuii>o 
wef > íaa8terí«if<TOfní cjf.gofo.rox 

México. Si.E, a 6 lie agosto de 2000 
junta Directiva 

http://www.ifeetKn.cjf.ga5ii.uoi
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INSTITUTO FEDERAL DE ESPECIALISTAS DE CONCURSOS MERCANTILES 
Solicitud de Inscripción en el Registro d e Especialistas de Concursos Mercantiles 

Visitador • Conciliador • Sindico • 

N o m b r e (s) 

R F C Lugar d e nac imien to C U R P 

Domicilio particular 

Delegac ión o c i u d a d Ent idad federa t iva 

Celu la r o Loca l i zador Te l é fonos e -ma i l y Fax 

De legac ión o c iudad Colonia C . Postal 

Te lé fonos Ce lu l a r o Loca l i zador 

Profesión y g rado 

Ins t i tuc ión 
D i p l o m a • C o n s a n c i a Q C e i t i f i c a d o Q 

Otro i d i o m a 

Profes ión o espec ia l idad D o m i c i l i o pa r t i cu la r Nombre 

Domic i l io p a n i c u l a r Nombre Profes ión o e spec ia l idad 

Nombie D o m i c i l i o par t icular 

N o m b r e D o m i c i l i o par t icular P rofes ión o espec ia l idad 

P r o f e s i ó n o espec ia l idad D o m i c i l i o pa r t i cu la r Nombre 

L u g a r y fecha d e presentac ión al Insti tuto 

N o m b r e y f i rma del sol ic i tante Fotografia 

F-I Npu I 

Colonia 



INSTITUTO FEDERAL DE ESPECIALISTAS DE CONCURSOS MERCANTILES 

Experiencia Profesional 

Nombre de la empresa 
Giro o actividad 

A-V V: -Sector de la Economía: . -
• Construcción • Transp. y Comunicación • Minería y Petróleo 
Q Comercio Q Servicios • I Otro: 

Agropecuaria 
Manufacturera 

Tamaño-de ja. empresa base ventas 
Q [Pequeña Q [Mediana Micro 

Puesto (s) 
Areas de responsabilidad 

Nombre de la empresa 
Giro o actividad 

•^^•.y^'ryiC'1- Sector^¡a Ecorióma:^-^^;^: . y,-;,;: ••••• 
• Construcción • I Transp. y Comunicación • I Minería y Petróleo 
• Comercio Q ¡Servicios • Otros: 

año de lá emprésa base ventas - -, 
• ) Pequeña Q | Mediana • | Grande ~ 

Agropecuaria 

Micro 
Puesto (s) 
Áreas de responsabilidad 

Nombre de la 
Giro o actividad 

' •--••• v Sector de ¡á Economía: ••-•...: 
Agropecuana Q Constmcción • I Transp^y Comunicación • 1 Minería v Petróleo ' • 
Manufacturera • Comercio ü j Servicié" Q Otros; 

M l c r o Q Pequeña • [Mediana • I Grande 
Puesto (s) 1 

Arcas de responsabilidad 

Nombre de la empresa 
Giro o actividad 

• Constmcción 
Manufacturera Comercio 

"amano 
• [Pequeña • i Grande Mediana 

Puesto (s) 

Nombre de la empresa 
Giro o actividad 

Transp. y Comí 
Servicios Q Cornerei 

Micro • 1 Mediana Pequeña • [Grande 
Puesto (s) 
Arcas de responsabilidad 

Nombre y finita del solicitante 

INSTITUTO FEDERAL 

Actividades Profesionales Relevantes 

Describa las actividades relevantes realizadas en las empresas en que haya trabajado o en las que 
haya desempeñado como profesionista extemo. 

Giro o actividad de la empresa: 
Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía 

Giro o actividad de la empresa: 
Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía 

Giro o actividad de la empresa: 
Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía 

Giro o actividad de la empresa: 
Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía 

Nombre y firma del solicitante 



INSTITUTO FEDERAL DE ESPECIALISTAS DE CONCURSOS MERC ANTILES 

Act iv idades P r o f e s i o n a l e s R e l e v a n t e s en M a t e r i a C o n c u r s a l 

Llénese sólo en caso de que haya intervenido en procedimientos concúrsales. 
Anote la información de todos aquellos en que haya intervenido. 

Nombre del concursado: [ Exp. Ni 
Giro o actividad del concursado: [ Juzgado: 
Carácter de su intervención: | De: 
Etapa del procedimiento al iniciar su encargo y al terminarlo o a la fecha: 

Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía: 

Nombre del concursado: 
Giro o actividad del concursado: 
Carácter de su intervención: 

|Juzgado 

iento al iniciar su encargo y al terminarlo o a la fecha: 

Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía: 

Nombre del concursado: 
Giro o actividad del concursado: |Juzgado 

su intervención: 
Etapa del procedimiento al iniciar su encargo y al terminarlo o a la fecha: 

Descripción de ¡a actividad relevante realizada y su cuantía 

Nombre del concursado: 
Giro o actividad del concursado : 
Carácter de su intervención: 

| Juzgado 

Etapa del procedimiento al iniciar su encargo y al terminarlo o a la feefa; 

Descripción de la actividad relevante realizada y su cuantía 

Firma del interesado 

F-lH(aia 
M Ml»» S 

PROTESTA 

B a j o p r o t e s t a d e d e c i r v e r d a d , e n t e r a d o y a p e r c i b i d o d e l a s s a n c i o n e s d e L e y p a r a e l c a s o d e 

f a l s e d a d , i n e x a c t i t u d o i n c u m p l i m i e n t o , m a n i f i e s t o q u e s o n c i e r t o s l o s d a t o s q u e d e s c r i b o e n l a 

p r e s e n t e s o l i c i t u d d e i n s c r i p c i ó n e n e l R e g i s t r o d e E s p e c i a l i s t a s d e C o n c u r s o s M e r c a n t i l e s ; q u e 

p a r a o b t e n e r , c o n s e r v a r y r e n o v a r la i n s c r i p c i ó n y f a c i l i t a r l a i n s p e c c i ó n y s u p e r v i s i ó n d e l 

e j e r c i c i o d e l a s f u n c i o n e s q u e d e b a d e s e m p e ñ a r , e n c a s o d e s e r i n s c r i t o e n e l c i t a d o R e g i s t r o y 

d e s i g n a d o e n u n c o n c u r s o m e r c a n t i l , p r o p o r c i o n a r é a l I n s t i t u t o F e d e r a l d e E s p e c i a l i s t a s d e 

C o n c u r s o s M e r c a n t i l e s , l a d o c u m e n t a c i ó n , i n f o r m e s y d a t o s q u e s e m e i n d i q u e n , s e a q u e s e 

e n c u e n t r e n e s t a b l e c i d o s p a r a l a t o t a l i d a d d e l o s c a s o s , o q u e d i c h o I n s t i t u t o c o n s i d e r e n e c e s a r i o s 

e n r e l a c i ó n c o n e l c o n c u r s o e n q u e h a y a s i d o d e s i g n a d o ; m e o b l i g o a c u m p l i r l a s r e s o l u c i o n e s d e 

s u J u n t a D i r e c t i v a , e m p l e a r l o s f o r m a t o s , a c a t a r l o s c r i t e r i o s , r e g l a m e n t o s , m a n u a l e s , 

p r o c e d i m i e n t o s , r e g l a s g e n e r a l e s y o t o r g a m i e n t o d e g a r a n t í a s , q u e e n t o d o t i e m p o e s t a b l e z c a e l 

m e n c i o n a d o I n s t i t u t o , s e a q u e e l l o s e d e s c r i b a e x p r e s a m e n t e e n la L e y d e C o n c u r s o s M e r c a n t i l e s , 

o q u e s e e s r i m e p o r e l I n s t i t u t o q u e s o n n e c e s a r i o s p a r a e l m e j o r c u m p l i m i e n t o d e s u s f i n e s . 

Lugar y Fecha Nombre y firma del solicitante. 

Documentos que deben exhibirse ea original con copia simple o copia certificada: 
• Acta de nacimiento. 
• Registro Federal de Causantes. (RFC) 
• Cédula Única de Registro de Población (CTJRP). 
• Identificación con fotografía y fuma (pasaporte o credencial para votar) 
• Comprobante de domicilios, particular y profesional (recibos de pago de impuesto predial, 

agua, teléfono o de energía eléctrica) 
• Título profesional 
• Cédula (s) profesional (es) o comprobante de escolaridad máxima. 
• Escrito en el que, bajo protesta de decir verdad manifieste no encontrarse en los casos de 

impedimento para ser registrado a que se refieren las fracciones I I y V del artículo 326 de 
la Ley de Concursos Mercantiles. 

• Dos cartas de particulares no familiares, que avalen su probidad. 

Documentos que deben exhibirse en copia simple: 
Q Identificación con fotografía y finna de los auxiliares que apoyan al solicitante (pasaporte 

o credencial para votar) 
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Anexo VII 
Reglas de Carácter General 
Ordenadas por la Ley de Concursos 
Mercantiles, emitido por el Instituto 
Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles. 



l e 1.« 

i • 

Reglas de carácter general 
ordenadas por la 

Ley de Concursos Mercantiles 

Proemio 

De conformidad con el artículo Sexto Transitorio de 
la Ley de Concursos Mercantiles, el Instituto Federal 
de Especialistas de Concursos Mercantiles deberá 
emitir las disposiciones reglamentarias previstas en 
la misma. El plazo para que esto se dé es de sesenta 
días naturales posteriores a la instalación del 
Instituto. 

El Instituto quedó instalado el día lunes 12 de junio 
de 2000, dentro del plazo que para tal propósito 
señala el propio artículo Sexto Transitorio de la Ley. 

En tal virtud y con fundamento en lo dispuesto por 
el citado artículo Sexto Transitorio, así como por los 
artículos 311 fracciones XIII y XV y 321, fracción I 
de la Ley de Concursos Mercantiles, la Junta 
Directiva del Instituto Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles, por acuerdo tomado el día 
9 de agosto de 2000, emite las siguientes: 



Reglas de carácter general ordenadas por la Ley 
de Concursos Mercantiles 

Título I 
Disposiciones Generales 

Artículo 1.- Los conceptos de Acreedores 
Reconocidos, Comerciante, Instituto, Masa y UDIs 
tendrán en estas Reglas la misma connotación que 
la Ley les atribuye. Adicionalmente, los siguientes 
conceptos tendrán el significado que a continuación 
se expresa: 

I. Categorías. - La clasificación de los Especialistas 
hecha en términos del artículo 6 de estas Reglas. 

II. Clave Individual de Registro.- El Mensaje de 
Datos que se compondrá de los elementos para 
identificar al Especialista. 

III. Criterios.- Los Criterios de Selección y 
Actualización de los Especialistas de Concursos 
Mercantiles publicados en el Diario Oficial de la 
Federación el día 12 de Julio de 2000, o los que 
los sustituyan en su caso. 

IV. Domicilio en Internet.- El sitio del Instituto en la 
red mundial que se identifica con el siguiente 
nombre de dominio: www. ifecom. cif. gob. mx. 

V. Especialistas.- En singular o en plural, los 
órganos del concurso mercantil denominados 
Visitador, Conciliador y Síndico. 

VI. Formato.- Los modelos qué de manera expresa 
haya autorizado el Instituto por requerimiento de 
Ley o por necesidades operativas de la misma. 

VII. Ley.- La Ley de Concursos Mercantiles. 

VIII. Mensaje de Datos.- La información generada, 
enviada, recibida, archivada o comunicada a 
través de medios electrónicos, ópticos o de 
cualquier otra tecnología. 

IX. Niveles de Auxiliares del Especialista.- Además 
del propio Especialista los distintos auxiliares de 
éste: 

Nivel 1: Titulado o experto en campo específico 
con asistencia directa al Especialista y 
capacidad de supervisión de alto nivel. 

Nivel 2: Con título universitario y capacidad de 
supervisar auxiliares tercer nivel. 

Nivel 3: Pasante universitario o técnico de 
enseñanza media superior. 

X. Pasivo Reconocido.- El que resulte de la 
sentencia de reconocimiento, graduación y 
prelación de créditos. 

XI. Registro.- El Registro de Especialistas de 
Concursos Mercantiles, el cual contará con tres 
secciones: Visitadores, Conciliadores y Síndicos. 

XII. Reglas.- Las presentes Reglas de Carácter 
General Ordenadas por la Ley de Concursos 
Mercantiles. 



XIII. Valor de Realización de los Activos - El que 
resulte de la enajenación de la totalidad de los 
activos 

Artículo 2.- La difusión de las funciones, objetivos, 
procedimientos, Formatos, Reglas y demás 
disposiciones que emita el Instituto con arreglo a la 
Ley se hará, como medio ordinario, a través de su 
Domicilio en Internet, sin perjuicio de establecerlas 
publicaciones periódicas o extraordinarias que 
llegue a considerar necesarias. 

Título II 
Registro de Especialistas 

Artículo 3.- El Registro que establezca y mantenga 
el Instituto estará diferenciado de conformidad con 
las especialidades, ubicación geográfica, las áreas 
de experiencia, las actividades relevantes y la 
estructura de organización de los Especialistas. 

Artículo 4.- El Registro contará con tres 
especialidades: Visitadores, Conciliadores y 
Síndicos. La persona interesada en obtener su 
registro podrá solicitarlo para una o varias de las 
especialidades. El Instituto considerará, para 
autorizar el registro, los requisitos y los perfiles que 
se establecen en el artículo 326 de la Ley y en los 
Criterios. 

La calidad profesional, la experiencia y la probidad 
de quienes se incorporen al Registro, 
independientemente de su Categoría, deberán ser 
del más alto nivel. 

Artículo 5.- La ubicación geográfica clasifica a los 
Especialistas en función del área geográfica local, 
regional o nacional, en la que podrán desarrollar 
sus funciones según le haya sido reconocida por el 
Instituto con base en lo manifestado por los 
aspirantes en su solicitud. 

Para efectos de su organización interna el Instituto 
podrá agrupar a los Especialistas de acuerdo con 
las Delegaciones Regionales que establezca. 

Artículo 6.- Las áreas de experiencia, las 
actividades relevantes y la estructura de 
organización, también clasifican a los Especialistas 
en dos Categorías para dar atención adecuada a 
los procesos concúrsales que les sean asignados. 
La Categoría 1 incluye a todos aquellos 
Especialistas con experiencia y estructura para 
atender a empresas que el Instituto haya 
considerado como medianas o grandes, incluyendo 
aquellas que sean complejas y la Categoría 2 para 
la atención a los demás. 

Para la determinación de la clasificación del tamaño 
de las empresas, el Instituto podrá usar los 
conceptos de número de empleados, volumen de 
ventas anuales, activos totales, pasivos totales, 
capital contable o cualesquier otro indicador 
siguiendo las clasif icaciones que realicen 
instituciones como el Instituto Nacional de 
Estadística, Geografía e Informática, la Secretaría 
de Comercio y Fomento Industrial, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional 



Bancaria y de Valores, el Centro de Estudios 
Económicos del Sector Privado u otros similares. 

Artículo 7.- El Registro se mantendrá actualizado 
con los datos que los interesados proporcionen en 
la solicitud que para tal efecto presenten al Instituto 
con base en los Criterios. 

El Registro se nutrirá con información de las 
entrev is tas que el Instituto practique a los 
interesados, la evaluación de sus conocimientos y 
los resultados de las investigaciones que realice. 
Posteriormente, se incorporarán los datos que 
provengan de las diversas actividades de 
actualización de los Especialistas que el Instituto 
determine periódicamente, y de las evaluaciones del 
desempeño en los procesos concúrsales en que 
hayan sido designados. 

Asimismo, se incorporarán al Registro las bajas 
voluntarias o por fuerza mayor, las amonestaciones, 
las suspensiones temporales o las cancelaciones 
que sean producto de sanciones que imponga el 
Instituto de conformidad con el artículo 336 de la 
Ley. 

Artículo 8.- Para mantener actualizado el Registro, 
los Especialistas deberán comunicar al Instituto 
cualquier modificación a sus datos por escrito, sea 
vía documental o electrónica, o bien, personalmente 
en las oficinas del Instituto. 

Artículo 9.- Con base en los datos contenidos en el 
Registro, el Instituto expedirá constancias de 
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inscripción o renovación de la misma a los 
Especialistas registrados, emitirá la lista de 
Especialistas registrados para uso de los 
Comerciantes, Acreedores y público en general, 
emitirá avisos de variada índole a los Especialistas 
y preparará estadísticas periódicas. 

Artículo 10.- El Instituto mantendrá el Registro 
utilizando medios electrónicos, ópticos o de 
cualquier otra tecnología de procesamiento de 
información, con los respaldos adecuados que 
permitan la salvaguarda, seguridad y confíabilidad 
de la información que contiene. 

Artículo 11.- Cada uno de los Especialistas incluidos 
en el Registro, tendrá una Clave Individual de 
Registro compuesta por: especialidad, delegación 
regional del Instituto, entidad federativa, Categoría, 
número individual y dígito verificador. 

Artículo 12.- La vigencia del registro será por el 
año calendario en que se autorice y requerirá el pago 
de los derechos que correspondan. 

Artículo 13.- Las bajas que se den en el Registro 
obedecerán a las siguientes razones: 

I. Solicitud voluntaria hecha por el Especialista y 
recibida por el Instituto antes de que se produzca 
alguno de los procedimientos aleatorios de 
designación. 

II. Incapacidad o defunción debidamente acreditada 
ante el Instituto. 
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III. Cancelación del registro aplicada de conformidad 
a los artículos 336 y 337 de la Ley. 

Título III 
Selección de Especialistas 

Artículo 14.- El procedimiento de selección se iniciará 
con la presentación de solicitud escrita, usando el 
formato que para tal efecto ha preparado el Instituto y 
aparece en su Domicilio en Internet o que se puede 
obtener en cualquiera de las oficinas del Instituto. 

La información requerida en dichos formatos 
permitirá evaluar y, en su caso, autorizar y hacer el 
registro diferenciado de conformidad con la 
ubicación geográfica, Categoría y estructura de 
organización del solicitante. 

Artículo 15.- El solicitante deberá acreditar que 
cumple los requisitos exigidos por el artículo 326 de 
la Ley. 

Artículo 16.- El Instituto se reserva el derecho de 
solicitar cualquier información adicional que juzgue 
conveniente para la evaluación del solicitante, sea 
por escrito o en entrevista. 

Artículo 17.- La solicitud de registro incluirá la 
declaración bajo protesta de decirverdad del solicitante 
en el sentido de que no se encuentra incluido en alguna 
de las prohibiciones que establecen las fracciones II y 
V del artículo 326 de la Ley. 

A fin de completar la información y el criterio del 
Instituto para decidir sobre la inscripción en el 

Registro, podrá publicaren los términos del artículo 
2 de estas Reglas, los nombres de los solicitantes. 
Asimismo podrá hacer investigaciones en las 
empresas en las que haya colaborado, entre 
clientes, proveedores, financieros y público en 
general, acerca del solicitante respecto de los 
requisitos y perfiles para ser inscrito. 

Artículo 18.- El Formato de solicitud requisitado 
puede ser entregado por conducto del correo 
electrónico del Instituto o físicamente en cualquiera 
de sus oficinas. Su contenido se incorporará a la 
base de datos de solicitantes de inscripción para su 
posterior tramitación. 

Artículo 19.- Los documentos anexos a la solicitud, 
así como cualesquiera otros que el Instituto requiera 
del solicitante podrán entregarse en Mensaje de 
Datos. Si vienen certificados por fedatario público, 
éste deberá hacer constar en el propio instrumento 
los elementos a través de los cuales se atribuye la 
autenticidad de dicha información y conservar bajo 
su resguardo una versión íntegra de la misma para 
su ulterior consulta, otorgando dicho instrumento de 
conformidad con la legislación aplicable que lo rige. 
Sino se envían con dicha certificación, los originales 
o copias certificadas deberán ser presentados 
conforme al artículo siguiente. 

Artículo 20.- El solicitante deberá presentar el 
original de los documentos probatorios o copia 
certificada de los mismos ante el Instituto, quien 



obtendrá copia de los mismos, hará el cotejo 
respectivo y devolverá los originales al interesado. 

Artículo 21.- El Instituto recibirá la solicitud del 
interesado y analizará su contenido para determinar 
si se encuentra completo y si se reúnen los requisitos 
ordenados por la Ley. 

Artículo 22.- La presentación de la solicitud 
supondrá que la persona que la hace acepta todas 
las obligaciones que la Ley impone a los 
Especialistas. 

Artículo 23.- El Instituto acusará recibo de la 
solicitud preferentemente por el mismo conducto en 
que la haya recibido, pudiendo hacerlo por el correo 
electrónico señalado en la solicitud. 

Artículo 24.- Una vez reunida la información, el 
Instituto indicará al solicitante si lo citará para el 
desarrollo de una entrevista en la cual se podrán 
aplicar evaluaciones de conocimientos teóricos y/o 
la presentación de casos hipotéticos para su 
solución. 

Artículo 25.- Con base en la información completa 
recabada, el Instituto internamente hará la 
evaluación correspondiente. 

Artículo 26.- Cuando el Instituto autorice el registro 
del solicitante se lo comunicará a éste dentro de un 
plazo de 15 días hábiles contado a partir de que se 
cumplan los requisitos marcados en los artículos 
anteriores. 

Artículo 27.- El Instituto extenderá la constancia 
de registro a los Especialistas autorizados, la cual 
contendrá: 

I. Clave Individual de Registro 

II. Nombre del Especialista autorizado 

III. La especialidad o especialidades y Categoría en 
que haya quedado registrado; 

IV. El área geográfica que le haya sido reconocida 
por el Instituto para desempeñar sus funciones, 
y 

V. El término de vigencia del registro. 

Artículo 28.- Cuando un Especialista ya registrado 
en alguna de las especialidades desee obtener su 
registro en otra de ellas, deberá presentarla solicitud 
correspondiente indicando tal circunstancia y 
proporcionando tan sólo la información relativa a la 
nueva especialidad para la que está solicitando. El 
trámite del nuevo registro se hará en forma similar 
a lo arriba indicado. 

Título IV 
Actualización de Especialistas 

Artículo 29.- Es obligación de los Especialistas 
registrados el mantener actualizados sus 
conocimientos e ir acrecentando experiencia en su 
especialidad o especialidades. 

Artículo 30.- El Instituto publicará en los términos 
del artículo 2 de estas Reglas, los sitios, 



instituciones, fechas y horarios de los cursos y 
actividades incluidos en los programas con validez 
de actualización, así como el número de horas 
lectivas, créditos o programas que como mínimo 
deberán cubrirse. 

Artículo 31.- La asistencia y aprobación de los 
programas indicados por el Instituto serán requisito 
para que los Especialistas obtengan la renovación 
anual de su registro. 

Artículo 32.- Cuando el Instituto convoque a los 
Especialistas a nueva entrevista de evaluación 
conforme a los Criterios, lo hará por los conductos 
que considere conveniente con base en la información 
que conste respecto de cada Especialista. 

Artículo 33.- La renovación de los registros se hará 
durante el primer trimestre de cada año calendario, 
previa comprobación ante el Instituto de haber 
cumplido satisfactoriamente los programas y el pago 
de derechos correspondiente. 

Para no afectar a terceros se prorrogará 
automáticamente el Registro de los Especialistas 
que estén desempeñando una función en tanto esta 
concluye, sin que se suspenda su obligación de 
actualización. 

Título V 
Procedimiento aleatorio de designación 

Artículo 34.- El procedimiento aleatorio deja alazar 
la designación del Especialista, asegurando 

igualdad de oportunidades a todos los registrados 
elegibles.. 

Artículo 35.- El procedimiento aleatorio de 
designación se hará mediante un sistema de 
procesamiento electrónico de datos programado en 
forma que garantice el cumplimiento de la Ley. En 
caso de algún impedimento, el sorteo se realizará 
utilizando esferas numeradas y una urna. Cualquiera 
de los dos medios que se utilice será ante la 
vigilancia de cuando menos dos miembros de la 
Junta Directiva del Instituto. 

Artículo 36.- Sólo las personas registradas en la 
especialidad que se requiera, participarán en el 
procedimiento aleatorio de designación. 

Artículo 37.- El procedimiento tomará en cuenta la 
ubicación geográfica de los Especialistas y su 
Categoría. 

Artículo 38.- El procedimiento consiste en: 

I. Identificar a los Especialistas registrados para el 
área geográfica de la misma localidad o de la 
más cercana al proceso concursal que requiere 
sus servicios. 

II. Identificar de entre los antedichos Especialistas, 
aquellos que, de acuerdo a su Categoría, estén 
en condiciones de prestar el servicio al 
Comerciante concursado. 

III. Identificar, para su retiro del procedimiento, a 
aquellos Especialistas que antes de la 



celebración del mismo hayan solicitado su 
suspensión de actividades por causa justificada 
a juicio del Instituto. 

IV. Identificar a los Especialistas que no estén 
designados a un proceso concursa! en el 
momento del procedimiento. 

Para estos pasos de identificación, el sistema 
de procesamiento electrónico utilizará los datos 
contenidos en la Clave Individual de Registro de 
los Especialistas. 

Cuando todos los Especialistas elegibles hayan 
sido o estén designados a un proceso concursaI, 
el proceso aleatorio eliminará este paso, 
incluyéndolos a todos. 

V. Las Claves Individuales de Registro de los 
Especialistas identificados en los pasos 
anteriores, se someterán a la selección aleatoria 
a fin de que una de ellas resulte señalada. 

VI. El Instituto hará la designación del Especialista 
elegido y las comunicaciones ordenadas por la 
Ley. 

Artículo 39.- Para el caso en que el Especialista 
designado no esté en condiciones de cumplir con la 
función por las razones previstas en la Ley, se 
celebrará una nueva designación aleatoria siguiendo 
los pasos mencionados en el artículo anterior 
excluyendo la clave del impedido. 

Artículo 40.- El Especialista que se haya hecho 
acreedor a una amonestación quedará excluido de 

un sorteo. El que haya sido suspendido dejará de 
participar en los sorteos que especifique el 
comunicado de suspensión. 

Artículo 41.- No se aplicará el procedimiento 
aleatorio para sustituirá! Conciliador cuando se esté 
en los supuestos señalados en ¡as fracciones I y II 
del artículo 147 de la Ley, ñipara su ratificación como 
Síndico cuando se esté a lo que señala el artículo 
170 de la misma. 

El Instituto se abstendrá de tal ratificación cuando: 

I. El Conciliador no esté registrado como Síndico; 

II. El Conciliador se haya hecho acreedor a una 
sanción que esté vigente, y 

III. Se den los supuestos del artículo 174. 

En los casos de los Artículos 147 y 174 de la Ley , 
el Comerciante y los Acreedores Reconocidos, 
harán al juez la solicitud a que se refiere la fracción 
I de ambos artículos o le informarán la designación 
adoptada conforme a la fracción II de las mismas 
disposiciones para que el propio juez lo informe al 
Instituto. 

Artículo 42.- La Junta Directiva, con base en las 
atribuciones que le confiere la Ley en los artículos 
311 fracción V y 321, revisará periódicamente la 
calidad del procedimiento aleatorio pudiendo 
solicitar las opiniones de expertos que considere 
pertinentes. Cualquier modificación a la 
programación del sistema de procesamiento 



electrónico requerirá la aprobación de la Junta 
Directiva del Instituto. 

Titulo VI 

De la remuneración de los especialistas 

Capítulo Primero 
Clasificación y base de remuneración 
de los Especialistas 
Artículo 43.- En la remuneración de los 
Especialistas se tomará en cuenta la Categoría en 
la que han quedado registrados de acuerdo a la 
clasificación que en tal sentido se hace en el artículo 
6 de estas Reglas. 
Artículo 44.- Para la remuneración de los 
Especialistas y en función del trabajo a desarrollar 
por cada uno de ellos, se tomarán las siguientes 
bases: 
I. Visitadores. -.-El tiempo dedicado. 

II. Conciliadores.- El Pasivo Reconocido del 
Comerciante, considerando exclusivamente el 
capital y excluyendo los intereses devengados. 

III. Síndico.- El Valor de Realización de los Activos. 

Artículo 45Cuando se dé el supuesto de que un 
Especialista sea sustituido por cualquier causa, 
encontrándose en el desempeño de su función, su 
retribución se hará conforme al criterio expresado 
en la Fracción I del artículo 44 y en el artículo 46. 
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Capítulo Segundo 
De los Honorarios 

Artículo 46.- La retribución de los Visitadores, así 
como los anticipos, en su caso, a que se refiere el 
artículo 48 de estas Reglas, se pagarán conforme a 
una cuota hora como sigue: 

Nivel Categoría 1 Categoría 2 
Especialista $2,000.00 $1,000.00 
Auxiliares* 

Nivel 1 $1,500.00 $750.00 
Nivel 2 $1,000.00 $500.00 
Nivel 3 $ 500.00 $ 250.00 

Artículo 47.- Los Especialistas deberán cumplirlas 
siguientes Reglas en la determinación del tiempo 
empleado: 

I. Mantener una bitácora detallada, tanto para el 
Especialista como individualmente para cada uno 
de los auxiliares, en la que deberán anotar lo 
siguiente: 

a) Nombre completo 

b) Indicación del Nivel (artículo 46) 

c) El tiempo efectivamente trabajado en cada 
actividad desarrollada, en horas y minutos, y 

d) El trabajo desarrollado en detalle. 

II. Al Visitador le corresponderá el pago de sus 
honorarios con base al trabajo realizado. Tendrá 
la obligación de presentara! Instituto, dentro de 



los tres días siguientes de iniciada la visita, un 
estimado de las horas que considera serán 
necesarias para concluir su trabajo, 
considerando tanto su tiempo personal como el 
de los auxiliares. Si en la liquidación final hay 
una variación en exceso a lo presupuestado, ésta 
deberá justificarse plenamente ante el Instituto. 

III. El Instituto podrá citar al Visitador para revisar el 
presupuesto a que se hace referencia en la 
fracción anterior, y hacer las modificaciones que 
procedan. 

IV. El Especialista presentará al juez su cuenta de 
honorarios, con copia al Comerciante, a los 
acreedores demandantes y al Instituto: 

a) El Visitador: al momento en que entregue su 
dictamen. 

b) El Conciliador: al momento de entregar su 
informe final en los términos del artículo 59 
de la Ley. 

c) El Síndico: al momento de realizar un bien 
calculará el importe de sus honorarios 
aplicando la tabla del artículo 51 y reservando 
el importe resultante de la misma manera que 
prevé el artículo 215 de la Ley. En ventas 
sucesivas, el cálculo se hará sumando el valor 
de lo enajenado anteriormente con la nueva 
realización para aplicar el importe 
determinado conforme a la tabla del 51, al 
resultado se le restará la cantidad ya 

reservada, el saldo, si es positivo, es lo que 
deberá agregarse a la reserva; si es negativo 
deberá restarse a la reserva constituida para 
sus honorarios. 

Artículo 48.- De ser posible, de acuerdo a la liquidez 
de la empresa, y cumpliendo con lo establecido en 
los artículos 224 y 225 de la Ley, se podrán hacer 
pagos parciales a cuenta de los honorarios de los 
Especialistas. Estos podrán ser liquidados con 
base en el tiempo efectivo trabajado, cumpliendo 
con lo indicado en la fracción I del artículo anterior. 
En ningún caso los anticipos mensuales podrán 
exceder al 25% de lo reportado en la bitácora o 20 
horas del Especialista y de cada uno de los 
Auxiliares en sus distintos Niveles, lo que sea menor. 

Artículo 49.- En el caso del Conciliador, su 
remuneración estará vinculada a su desempeño, 
conforme a los siguientes criterios: 

I. Siendo el objetivo principal del Conciliador, lograr 
un acuerdo entre las partes del concurso 
mercantil, evitando llegara la etapa de la quiebra, 
su remuneración deberá estar vinculada al logro 
del convenio. 

II. La base del pago de honorarios del Conciliador 
será la indicada en el artículo 44 Fracción II. 

III. Si se logra la celebración del convenio , el 
Conciliador recibirá el 100% de los honorarios 
según la tarifa del artículo 51 de estas Reglas. 



Se reducirán sus honorarios en un 50% si no se 
logra el convenio y se llega a la quiebra. 

IV. A la cantidad que resulte de aplicar la tabla del 
artículo 51 de estas Reglas, a la base definida 
conforme se dispone en la fracción II de este 
artículo, se le restarán las sumas que hayan sido 
cubiertas como anticipos según el artículo que 
precede. 

V. El Comerciante y un grupo de Acreedores 
Reconocidos que representen al menos el 75% 
del monto total reconocido podrán pactar con el 
Conciliador, si así lo desean, un régimen distinto 
de honorarios. 

Artículo 50.- En el caso del Síndico, su 
remuneración deberá estar vinculada a su 
desempeño, conforme al siguiente criterio: 

I. Siendo el objetivo principal del Síndico el pago 
de las obligaciones con la enajenación de los 
activos totales del Comerciante, su remuneración 
deberá estar vinculada a dicho propósito. 

II. La base del pago de honorarios del Síndico será 
el importe del Valor de Realización de los Activos 
del Comerciante. 

III. A la cantidad que resulte de aplicar la tabla del 
artículo 51 de estas Reglas a la base definida 
conforme se dispone en la fracción II de este 
artículo, se le restarán las sumas que hayan sido 
cubiertas como anticipos según el artículo 48. 

IV. El Comerciante y un grupo de Acreedores 
Reconocidos que representen al menos el 75% 
del monto total reconocido podrán pactar con el 
Síndico, si así lo desean, un régimen distinto de 
honorarios. 

Capítulo Tercero 
Tarifa de Honorarios 

Artículo 51.- La tarifa de honorarios para el 
Conciliador y el Síndico, será la que se expresa en 
miles de UDIs en la siguiente tabla: 

(miles de UDIS) 

Valor de los Pasivos 
Reconocidos o 

Activos Realizados Base % 

Límite Límite Cuota Más tasa para 
inferior superior fija aplicarse sobre superior 

excedente del 
límite Inferior 

0 5,000 - 4.00 
5,001 25,000 200 3.00 

25,001 50,000 800 2.00 
50,001 100,000 1,300 1.00 

100,001 300,000 1,800 0.75 
300,001 500,000 3,300 0.50 
500,001 En 4,300 0.25 500,001 

adelante 



Capítulo Cuarto 
De los Gastos de los Especialistas 

Artículo 52.- Durante el desempeño de sus 
funciones, los Especialistas podrán incurrir en 
gastos, que serán créditos contra la Masa, siempre 
y cuando cumplan con los siguientes requisitos: 

I. Que sean estrictamente necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones. Se entenderán 
como estrictamente necesarios aquellos sin los 
cuales hubiera sido imposible llevar a cabo la 
función o se hubiere generado un gasto mayor. 

II. Que estén documentados cumpliendo con los 
requisitos fiscales. 

III. En ningún caso se podrán incluir como gastos 
los gastos propios de la oficina del Especialista. 

Los gastos serán presentados para su aprobación 
al Instituto, quien calificará si se cumplen los 
requisitos anteriores. En caso de inconformidad con 
la opinión del Instituto, los Especialistas lo 
presentarán al Juez junto con la opinión del Instituto 
para que se decida dentro del procedimiento. 

Título VII 
Caución de correcto desempeño 

Artículo 53.- Los Especialistas designados para la 
atención de un concurso, ya sea por el Instituto o 
conforme a los artículos 147 o 174 de la Ley, deberán 
caucionar su correcto desempeño como ordena el 
artículo 327 de la misma. 

Artículo 54.- La caución del desempeño podrá 
realizarse a través de los tipos de fianzas o los 
seguros que el Instituto autorice de las presentadas 
por la Asociación Compañías Afianzadoras de 
México, A.C. o la Asociación Mexicana de 
Instituciones de Seguros, A.C. 

Artículo 55.- La información sobre estos tipos de 
fianzas o de seguros estará a la disposición de los 
interesados en el Domicilio en Internet, en las 
oficinas del Instituto y en las propias oficinas de las 
instituciones de fianzas y de seguros. 

Artículo 56.- En defecto de la exhibición de una 
fianza o de una póliza de seguro, podrá caucionarse 
el desempeño ante el Juez constituyendo un 
depósito condicional en una institución fiduciaria, 
pudiendo los rendimientos del depósito quedar a 
favor del depositante. 

Artículo 57.- Los montos que deberán quedar 
cubiertos por la caución serán los siguientes: 

I. Visitadores: caucionarán su manejo por un 
importe equivalente a tres mil días de salario 
mí&mo vigente en el Distrito Federal. 

II. Conciliadores: caucionarán su manejo por un 
valor que resulte de aplicar a la totalidad de 
los pasivos que resulten del dictamen del 
Visitador, la siguiente tabla. 

III. Síndicos: caucionarán su manejo por un valor 
que resulte de aplicar la siguiente tabla al total 
de los activos realizables que se desprenden del 



estado de contabilidad del Comerciante o del 
dictamen del Conciliador, cuando éste haya 
tenido la administración. 

(miles de UDIs) 
Monto de Pasivos Determinación del monto 

o Activos a caucionar 
Más tasa para 

aplicarse sobre el 
Límite Límite Base excedente del 

inferior superior límite inferior 

20,000 1.00% 
20,001 35,000 200 0.75 % 
35,001 70,000 312 0.50 % 
70,001 150,000 487 0.25% 

150,001 En 687 0.10% 
adelante 

Artículo 58.' Las cauciones otorgadas podrán 
cancelarse cuando transcurra el siguiente término 
contado a partir de su otorgamiento: para el 
Visitador, seis meses; para el Conciliador y para el 
Síndico, dieciocho meses; siempre que no haya 
quedado firme la sentencia que concluya la etapa 
en la que intervino el Especialista que la otorgó o el 
Especialista no haya entregado el informe final o no 
hayan quedado concluidos con resolución firme los 
incidentes iniciados con motivo de inconformidad 
con su actuación. En estos últimos casos, el 
Especialista deberá renovar su caución. 

Artículo 59.- En el caso de que el Conciliador, 
concluida su labor, sea designado Síndico, deberán 

ajustarse en concordancia el monto de su caución 
y el plazo a que se refieren los dos artículos previos. 

Título VIII 
Publicidad de la transmisión de créditos 
y de la convocatoria para subasta 

Artículo 60.- Con el fin de cumplirla obligación que 
le impone el artículo 144 de la Ley, el Conciliador 
dará a conocerá los acreedores, al juez que tramita 
el concurso mercantil y, en su caso, al tribunal de 
alzada, que recibió notificación de que un acreedor 
transmitió la titularidad de su crédito. 

Cuando la transmisión se le notifica antes de que 
venza el plazo de que dispone para formular la lista 
provisional de créditos, dará conocimiento de los 
datos conducentes formando parte de la expresada 
lista. 

En los demás casos, lo dará a conocer dentro de 
los tres días siguientes a aquel en que reciba 
notificación con el contenido y en el Formato 
establecidos por el artículo 144 de la Ley. 

Artículo 61.- La publicidad a que se refiere el artículo 
anterior, se hará por conducto del juzgado o tribunal 
de alzada en su caso, presentando ante éste copia 
del Formato por medio del cual recibió la notificación, 
más un documento con la información siguiente: 

I. Identificación del adquirente, mencionando su 
nombre completo y domicilios legal y procesal; 

II. Identificación y características del crédito. 



Cuando fue notificado antes de la presentación 
de la lista provisional de créditos, al exhibir ésta, 
la información incluirá mención de las diferencias 
que en su caso existan con respecto a las 
características del crédito antes de su 
transmisión. 

Si el procedimiento se encuentra en fase 
posterior, según la etapa procesal de que se trate, 
incluirá los datos que respecto del crédito 
transmitido incluyó en la lista provisional o en la 
definitiva de créditos y en su lista razonada 
anexa, en apoyo de su propuesta de 
reconocimiento o desconocimiento del mismo, o 
en su caso, los contenidos en la sentencia de 
reconocimiento, graduación y prelación de 
créditos, indicando, cuando ésta haya sido 
apelada, quién es el apelante y si los agravios 
hacen o no referencia al expresado crédito; 

III. La cuantía y características de la operación a 
través de la cual se hizo la transmisión, anexando 
los documentos en que ella se contiene, y 

IV. Expresión razonada de propuesta de que se 
tenga o no se tenga por efectuada válidamente 
la transmisión del crédito. 

Artículo 62.-A fin de dar publicidad dentro del plazo 
señalado por el numeral 198 de la Ley a la 
convocatoria para la subasta pública de bienes de 
la Masa, el Síndico deberá cumplir los siguientes 
trámites: 

Dentro de los tres días siguientes a aquel en que 
entró en posesión de los bienes y derechos que 
integran la Masa, de acuerdo con el segundo párrafo 
del artículo 191 de la Ley, de estimarlo necesario, 
solicitará los peritajes, avalúos y demás estudios 
conducentes a efectuar su subasta, los cuales hará 
públicos. 

En los tres días siguientes a la exhibición que haga 
al juzgado que conoce de la quiebra de los estudios 
referidos en el párrafo anterior, en caso de que 
hubiera estimado necesario obtenerlos, o bien, 
dentro de los tres días siguientes a aquel en que 
tomó posesión de la Masa, propondrá en forma 
razonada a dicho juzgado, precio mínimo, fecha, 
hora y lugar para que tenga verificativo la subasta y 
solicitará que los autorice; para ello, le informará 
acerca de la existencia o ausencia de numerario 
para efectuar los gastos de publicidad, precisando 
si se encuentra o no registrada y publicada la 
sentencia declaratoria de quiebra; la descripción, 
precio y ubicación de los bienes, y demás 
circunstancias que estime útiles para ese efecto. 

Artículo 63.- Dentro de los tres días siguientes a la 
autorización a que se refiere el artículo anterior, el 
Síndico gestionará la publicación de la convocatoria 
para la enajenación en subasta pública de los bienes 
y derechos que integran la Masa de la quiebra, con 
el contenido ordenado por el artículo 199 de la Ley, 
en uno de los diarios de mayor circulación en la 
localidad donde se sigue el juicio, por dos veces, 



mediando entre una y otra tres días. Adicionalmente 
dentro de los tres días posteriores a la última 
publicación entregará un ejemplar de los periódicos 
al Juez y otro tanto al Instituto a fin de que éste 
incluya la publicación en su Domicilio de Internet. 

Título IX 
Garantías de las posturas u ofertas 
en los procedimientos de enajenación 

Artículo 64.- Para que las posturas u ofertas sean 
consideradas válidas, quienes las fomiulen deberán 
garantizarlas exhibiendo ante el juez que conoce 
del procedimiento, en billete de depósito o cheque 
certificado a favor del tribunal, el diez por ciento de 
su importe, el cual, en caso de que el postor ganador 
no haga pago íntegro en el plazo de Ley, se hará 
efectivo en beneficio de la Masa. 

Lo anterior será aplicable a quienes participen: 

a) Como postores, con el contenido y en los 
Formatos a que se refiere el artículo 201 de la 
Ley, dentro de un procedimiento de enajenación 
mediante subasta de los bienes y derechos que 
integran la Masa de la quiebra, iniciado por el 
Síndico; 

b) Como oferente, con el contenido, de acuerdo con 
las bases y en el Formato ordenados en el 
artículo 207 de la misma Ley, para la compra de 
un bien o bienes de entre los remanentes no 
vendidos en un plazo de seis meses a partir de 
iniciada la etapa de quiebra, iniciado por 

cualquier persona interesada en comprar, y 

c) Como postores en el procedimiento anterior. 

Título X 
Bases a que debe sujetarse 
la oferta de compra de remanentes 

Artículo 65.- Las ofertas de compra de cualquier 
bien o conjunto de bienes de entre los remanentes 
de la Masa, no vendidos en un plazo de seis meses 
a partir de iniciada la etapa de quiebra, deberán 
plantearse al juez que conoce del procedimiento por 
cualquier persona interesada, de acuerdo con el 
artículo 207 de la Ley y conforme a las siguientes 
bases: 

/.- Reunirá los requisitos a que se refiere el artículo 
201 de la Ley, y 

II.- La oferta se planteará en suma líquida sin 
sujeción a un precio mínimo. 

Título XI 
Pagos y depósitos para acceder a los estudios ob-
tenidos por el síndico 

Artículo 66.- Para que los interesados puedan tener 
acceso y obtener copias simples o certificadas de 
los peritajes, avalúos, otros estudios y los anexos 
que los complementen, que el Síndico haya obtenido 
conforme el artículo 210 de la Ley, deberán cubrir 
los siguientes requisitos: 



i- Solicitarlo al Síndico por escrito en el que asentará 
su nombre y dirección e identificará su interés 
jurídico, o el carácter con que participa en el 
procedimiento concursa!; 

II.- Si requiere copia simple, pagará una cuota de 
uno al millar del precio pagado por el Síndico 
por la elaboración del estudio, más el costo de 
la copia; 

III.- Si pide copia certificada, se pagarán las partidas 
referidas en la fracción anterior, más la suma que 
cobre el fedatario que seleccione el solicitante 
de entre los autorizados para efectuar esa 
función en el domicilio procesal del Síndico 

IV.- Sisólo requiere examinar y tomar notas, pagará 
el equivalente a diez días de salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal. 

V.- La entrega de solicitudes, trámites y consulta se 
hará en el domicilio procesal del Síndico. 

VI.- Los pagos se harán entregando su importe al 
Síndico para que forme parte de la Masa. 

VII - El Síndico deberá entregar un recibo por el 
importe recibido. 

Título XII 
Revisión de las reglas generales 

Artículo 67.- Estas Reglas podrán ser revisadas y 
modificadas por la Junta Directiva del Instituto. Las 
reformas se comunicarán en los términos del artículo 
2 de estas Reglas. 

Artículos Transitorios 

Primero.- Estas Reglas entrarán en vigor el día 11 
de agosto de 2000. 

Segundo.- La inscripción en el Registro que se 
obtenga durante el año 2000 será válida hasta el 
31 de diciembre de 2001, mediante el pago de los 
derechos correspondientes a este último año y su 
comprobación ante el Instituto. El primer proceso 
de renovación se hará el primer trimestre del año 
2002. 

Tercero.- Entre tanto se definen los instrumentos 
de caución a que se refiere el artículo 54 de estas 
Reglas, el Instituto podrá autorizaren cada caso un 
instrumento alterno. 
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